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I N T R o D u e e I o N 

A fines dol sexenio pnsa<lo, la op1n1on püblica comcnz.ó a crJ:. 

ticnr severamente In crcaci6n de 1~1 Sccrctarra Je la Contrnloria -
General de la Fcdcr:tció11. A m5s de seis nftos del inicio de sus 

funciones, tal parece que ha resultado complcta1ncntc ineficaz, en 
virtud de que la corrupción es un fcn61neno aue continúa presente -
en las estructuras de nuestra socicd~1<l y lejos de ~1tcnuarln se ha 

convertido en un instrumento <le control político. 

Ant~ esta realidad, se constituye como i1npcrntivo inaplaza­

ble la bOsqucda de algún instrumento jurídico c¡ue tenga 1nnyor re­
percusión en el control y vigilancia de la octuaci6n de los scrvi~ 

dores públicos en el cj~rcicio de sus funciones. 

Para la consecuci6n de este fin, analizaremos en primer t6r­
mino la·~voluci6n que han tenido las lnstltuciones cncarga<las de -

la vigilancia y control de los netos de los titulares Je los órga­

nos ~e la administración pública, abarc:111do los antecedentes hist~ 
ricos más directos: el Derecho Romnno, el Dcrcd10 Espniiol y el D~ 

recito Mcxi.cnno. 

Enseguida analizaremos el marco jurídico d~l sistema vigente 
de responsabilidades de los scrvidorc$ 11Gblicos. estudinndo el Tí­

tulo IV de la Constitución, su Ley Reglamentaria, así como las fa­

cultades que de acuerdo con el artículo 32 bis de la L~y Orgfinica 

de la Administraci6n PGblica Pcdcrnl, tiene lu Secretaria de la 

Contraloria General de la Fcderaci6n, oct1pfindonos de estudiar su -
estructura. 

Finalmente nos ocuparemos de proponer algunas Rcformus Lcgi! 

lativns tendientes a que las funciones de control y vipil~ncin a -

que hemos.aludido sean dcscmpeíladns con impz1rci:11idad, oportunidad 
y celeridad. 



CAPITULO 1 ANTECEDENTES HISTOR!COS 



- ,, -

l. DERECHO ROMANO 

Con el fin de lograr el desarrollo sistc1ílfitico de este tema, 
abarcaremos las tres etapas de la vi<l:t polítÍco-social del pueblo 
romano: la Monarquía, la lkpública y el lmpcrio. 

1 • LA MONARQUIA 

Es llamado así el periodo co111prendi<lo desde 1:1 fundn­
ci6n de Roma en el afta 753 A.C., l1:1sta el :1ílo 510 A.C. 

Afirma Emilio Costa en su ob,·n "llistoria del Derecho -

Rom:mo Publico y Priva<lo 11 que "no existe ninglin documcn;to contcmp~ 
rdnco que remontado a una edad relativn111cntc ccrc:1n:1 al periodo 
m5s arcaico de la historia de Roma 11os de noticins sobre lns insti 
tucionc~ políticas que clln tuvo en SLI 01·igcn y en dlclto periodo -
lejano" (1). De donde se deduce que las fuentes referentes n ln -

vida política de Roma ·son cscnsns en este lapso. 

Ln base de la estructL1r;1 estatal en esta 6poca son los 
gobernados, quienes a trnv6s de co111icios clcgí:111 :11 Rey, q11ic11 no 
posee un poder absoluto, sino que simplemente se dcoosit~n en él -
las facultades necesarias para que gobierne en nombre <le los cital!!_ 
danos romanos. 

En este orden de ideas, resulta explicable la existen­
cia de lo Lcx Curinta, que era un instrumento por medio del cual -
las curias dabun su anuencin al Rey pnra que realizara ciertos ac~ 

'COS, 

El cnrgo de c6nsul es <lcse1npcnudo de 1nunera cole~i:1<l:1, 

por dos magistrados con id6ntica potestad y conscrvnndo c3d11 uno • 
con respecto del otro, la Interccssio. 
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Podci11os consiJcrar que 1:1 Lex Cu1·i:1tt1 co11stltuy~ el rri 
mcr antecedente de fiscalización sobre el st1jcto encargado <le ~abe~ 

nnr. 

Asimismo, ln obli~aci6n que tiene el 111011:1rc;1 <l~ co11sul­
tar al senado l:is decisiones inherentes al Estac.lo, es un mcJio m:1s 

de controlar las acciones Jcl Rey. 

Z. LA REPUilLICA 

La íl.cpública surge n raíz Jcl antagonismo .entre patri­

cios y plebeyos, en virtud de que los segundos a di fcrC'ncia <le los 

primeros no tenían ingerencia en los asu11tos 110blicos. 

A purrir del ;1ño 510 A.C., los plebeyos logr::1n una par­

ticipación activa en el qucl1acer político, lo q11c trajo co1110 conse­
cuencia una mayor complejidad en el npar:1to csr:1tnl y por ende, un 
mayor desarrollo en lo tocante a un mecanismo para lograr la <lisci­

~linn de los funcionarios ro111a11os, t:111 ~s asi, t¡uc es en cst¡1 etapa 
en la que se co1nienza a l1ncer respo11sablcs :l los 1n:1gistrados por el 
desempefio <le sus fu11ciones, de tal n1a11cra q11e nl rór111i110 <le sus ge~ 

tienes, debían rendir cuenta de l:ts 1nis1nas :1ntc 1:1 Cfvit:1. 

El fundamento <le esta reponsabi lidad es la Fi<lcs o jur!!_ 

mento de fidelidad a 1:1 constituci611 que l1ncfnn los 111:1~istra<los al 
ser elegidos. Esto no significa que en ln 6poc:1 monfirquicn el Rey 

no tuviera responsabilidad alguna frente a sus gobernados, si110 que 

éste, aún cuando era nombrado por los comicios en que se ngrup:1b:111 

los romnnos, titulares de la sobcran[a, lcAitin1nba sus :actos en el 

poder dividno, lo que hacrn imposible cucstion.ir su actu:1Ción. 
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La facultad denominada Intercessio, propia de los trib~ 

nos de la plebe, consistente en poder vetar cualquier decisión de -
un magistrado, puede ser considerada como factor de evolución en el 
tema que tratamos, toda vez que a11nque sin duda s11 finalidad inme­
diata era el control politice, también puede utilizarse para vetar 
al~una decisión que fuera violatoria del orden jurídico y en este -
sentido, es un medio no sólo de control político, sino de lograr el 
correcto desempefio de la actividad magisterial. 

La tntercessio no es atribución exclusiva de los tribu­

nos de la plebe, por el contrario la misma organización jerárquica 

de las magistraturas, permite que los ma~istrados con ~ciyor potes­
tad puedan vetar a través de la Interccssio la decisión de un infe· 
rior, pudiendo inclusive decretarse la suspensión de éste en el 
ejercicio del cargo. No debe confundirse esta suspensión con la ·­
iustitium que es una medida extraordinaria de carácter general dict~ 

da mediante edicto por el magistrado más alto dotado de imperium -· 

que se encuentre presente en Roma, oído el parecer del senado y por 
razón de circunstancias extraordinarias. 

Pasando a un análisis más específico de las diversas m~ 

gistraturas, encontramos que la mfis alta jeraquía la forn1an los có~ 
sules. Los titulares de esta magistratura tienen amplias faculta­
des para administrar los recursos ~úblicos, siendo vigilados ~or el 

senado, igualmente poseen facultades coercitivas para mantener el · 
orden público. 

Congruentes con las ideas que hasta aquí llevamos expue~ 
tas, esta actividad coercitiva desde lue~o incluye a los magistra-­

dos de menor jerarquía, debiendo considerarse como manifestación 

del poder disciplinario. 
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El chrgo de c611sul es dcsc111¡>cílado ~e 1na11cra colcAiada, 
por dos magistr3dos con id6nticn potcstaJ y conservando cada uno 
con respecto del otro, ln lntcrccssio. 

lln circunstancias cxtruon.linarias, se nombraba un <lict~ 

dar, llnmado asi por su fu11ci6n de Llictar órdenes si11 co1\sultar a -
nadie teniendo por tanto una potestad superior a 1:1 de los co11sulcs 1 

pero de carácter cxtraordin.:1rio; t.:11 circunstancia, co1;10 atin;;u.lamc.!!. 

te señala .Burclcsc, rompe con el principio de colcRialid:t<l (2). 

nn el afio 443 A.C., se crea la magistr:1tura de los cen­
sores, dos auxiliares de los cónsules en el ejercicio Ju sus facul­
ta.des tribut:irins y de administración: sobre estos mapistrados po­

dían ejercer la Intcrccssio los cónsules 1 los pretores y los tribu­

nos de fa plebe. 

Especial importnnci:1 reviste p:1ra efectos de nuestro C.:!, 

tu<lio la facultI1d de los censores rcl:1tiv:1 al cuid:1do <lcl crariu111 -
que comprende el tesoro del Estado, los docu1ncntos pGblicos, las i! 
signins militnres y todo lo rclacion1iclo con la 11d1ninistr:1ci6n de la 
hnciendn. 

En el año 494 A.C. 1 uparcccn los tribunos en nl1111cro de 

dos 1 llc~an<lo a existir, según Uurdcsc, h:1st:1 diez tribunos en el -

afio 457 A.C. (3), característica fu11<l:11nental <le estos 111:1gistra<los -

es ln inaplicubilid~ul de la Cocrcitio .. , 11 en virtud <l~l juramento 

de la plebe y aceptado por la Lcx Valcriotiorati:1 del nfio ~49 A.C. 

por el ordenamiento ciudadand: situ:1ción que deja notar có1110 desde 
el incipiente desarrollo del sistema de vi9il:1ncia de lns acciones 
de los empleados del Estado las presiones de tipo políticQ le res­

~nn eficnciv (4). 

;?, ·o..No:uu C..~11, M;ll'll.,l il .... t\·1\.'l:l"1 l~i1Hcn l~1u~'!!· l~1L1.;..;\in1. li.,r.¡..:h l!:w.1 lill\..i1•l¡1\, l'f(,'. 1·,i1·· ti\, 

), JbW-. rifg, 89, 

~. Ilildea, f'íg. !JO, 
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La fimci6n primordi~1l de los trillt;nos era, en principio, 

la defensa de la plebe, en razón de lo cual, contnban con la Sun10 -

Cocrccndi Potcstas, consistente en poder inici;11· procesos crimi11a-­
lcs en contra de cunlquicr cxmagistro1do, por crímenes cometidos du­

rante el ejercicio de su cargo. 

Poco n poco los tribunos van perdiendo su característi­

ca de 6rgano de clase, para después convertirse ~n 6rgano de con­
trol scna~orinl acerca de la conductn de los magistrados. 

Por cuan'to hace al senado, los miembros de .éste, están 

obligados a asistir a las reuniones a que fueren convo~aJos par los 
t!ibunos, mediante los edictos correspondicnt~s, por lo tanto, si -
dejan de asistir sin cnusn justificada, quedan sujetos a ln Cocrci­
tio del ºconvocantc¡ llurdesc scñulu que, "constitucionalmente el S!:, 

nndo est5 investido de un alto poder de vigila11cin, ejerciendo pre­
ferentemente en ln ~poca de acoplnmiento de la constitución Pntri-­
cio-plcbeyn y que n partir del afta ·J67 A.C. encuentra nplicnción 
pr~ctica en la dirección sobre la continuidad y regula1·idad de ele~ 
ción de los mnJtistra<los" (S). 

En el ámbito jurisdiccionnl y trnt5ndosc de asuntos de 

fondo político, el 6rgnno de que nos ocupamos, tic11c facultades pa­
ra dotar de competencia a un pretor distinto c.lcl que normalmente 

tiene, pudiendo dictar norm¡1s particulares si el proceso de que se 

trata lo amerita, Facultades similares tiene el sc11ado tratfindosc 
de delitos de implicaciones políticas. 

Comentamos pues, de mancrn breve, las magistraturas re­
publicanas que tienen relación directn con el objeto de nuestro tr~ 
bnj o, 
;. Il>l4clll.Pl<g.91. 
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Considcn1111os oportuno analiz.ir el dL•rC'cho cri11d1wl 1·0-
rnano tanto durante la RcpQblica como durante el Invcrio, pues es -
donde se manifiesta, scgGn nuestra modesta opini6n, con mayor cla­

ridad el Derecho disciplinario <le est:1 6pocn. 

Antes de continuar cnbc l1accr u11:1 :1cl:1r;1ci611: El Dcr~ 

cho Romnno disti11gue entre crimcncs e ilícitos, sic11<lo los prime­
ros las transgresiones a normas dictud:is en inter&s Je· 1:1 colecti­
vidad y los segu11dos las transgresiones :1 nor111¡1s que tutcla11 i11tc­

rcses priVados. 

La Cocrcitio, de que hcnios venido l1:1bl:111<lo·co11 a11tcri~ 

ridnd, que tienen los m;.1gístrados d!.! mayor jcr:1rquía sobre sus in­

feriores y sobre los ciudadanos, comprcn<lc t:1mbiC'n l::i facultad Je 

imponer ~unciones tliscrecion:1l1ncntc si11 tener 1:1 ohlignci6n de ng~ 

tar ningún procedimiento. 

En una época anterior a ln Lcx Valc1·in, cxist[:1 Gnica­

mcnte una reprcsi6n de tipo moral y soci:1l en contra del m~1gist1·:1-

do que no respetaba ln ley. 

Con la Lcx Valcrin a la que con nntcrioridad nos hemos 
referido, surge la provocutio-ad populum que es un derecho que ti~ 

nen los particulares para nc11<lir ante el pueblo por abusos 'lcl ma­
gistrado. Si el magistrado no rcspet~1 este dcrecl10 se le aplica 

la pena de muerte. 

Al final de la república, en el ;:1ño 171 A.C. surgen 

los Queseares Pcrpctuae como tribunales perm;1ncntcs, p:1rn castigar 

el Crimen Repetundorum que surp,e con motivo de los nbusos de que -
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fueron víctimas los habitantes de los pueblos conquistados, por _PªL 
te de los magistrados y gobernantes de las provincias. 

3. EL IMPERIO. 

Después de una fuerte crisis en el año 235 de la era -­

cristiana inicia el Imperio, siendo scgGn nuestra humilde opinión, 
la etapa donde alcanza su mayor desarrollo el Dcrccl10 penal e11 --­

cuanto a los crfmcncs cometidos por empleados públicos. 

La Lex Julia de Ambitu dada por A11gusto, establece una 

figura delictiva que abarca todo tipo de corrupci6n electoral. De 

igual modo se tipifica un delito que se hace consistir en el atcnt~ 
do a la seguridad del Estado o el ultraje a los organismos del mi~ 
mo. 

El peculado consiste en el empleo indebido del dinero -

público. 

El Crimen íl.epctundan1n sufre una ampliación, comprcn-­

diendo todos los actos rcnlizac.los por persona invcstid:i de funciQ. 

nes públicas. 

Aparece la Concussio c11tcndida como la extorsión. 

La Vis POblica es todo acto que realiza un magistrado, 

a fin e.le impedir que un particular ejcrcjtc el derecho de apela-­
ción, 

Considerando insuficiente este catfllogo de delitos, -­

el jurista Krcs en el año 732 incluye dentro de los contratos de los 
empleados públicos la clfiusula Eccssussive t.blvcrsatio, la cual result.i ------
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ser tan genérica que incluye la infracción de cualquier deber del 
empleado público, dentro o fuera de servicio, directa o indirecta· 
mente, impuesta a éste en el nombramiento (6). 

II. DERECHO ESPASOL 

Al tratar este apartado, nos basnremos en un estudio que ha­

ce José Mar.fa García Mario, en relación con la responsabilidad de 

los funcionarios públicos en el Reino de Castilla, durante la Baja 
Edad Media, en su obra titulada "El Oficio Público en Castilla du­

rante la Baja Edad Media". Dicho estudio fue reali:ado ~atendiendo 
a diversas fuentes del Derecho Español, tale·s como las Siete Parti 
das, las Leyes de Estilo, as[ como en diversos Fueros Reales como 
el Espéculo, el de Teruel 1 los de las Cortes de Valladolid de 1312 

a 1325, entre otros (7). 

Es oportuno mencionar que la biblio~rafía relativa a este 
punto es muy nbundante, sin embar~o. para los efectos del presente, 

nos parece que el autor citado recoge los datos más relevantes y -

sobre todo, los que van a tener aplicaci6n en la Nucv3 Espafta. 

Dedicaremos un apartado especial al Juicio de Residencia, 
puesto que constituye un antecedente del actual Juicio Político 
aplicable en nuestro país. 

1) La responsabilidad de los oficiales públicos durante la 

Baja Edad Me di a. 

Durante este periodo histórico es, en principio, facultad -
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exclusiva del Re~, la vigila11cia de l;1s acciones rcalizudas por 
sus oficiales. Atendiendo al 1nomcnto c11 el que el 1nonnrca ejercía 
esta facultad, existen para éste do:; altcrnativ:1s: que fuera cjcr. 

cida durante el desempefio del carpo, o bien, h~bicndo concluido el 
mismo. l!n el primer caso, el control se realiza en dos formas: 
trnvés de los ofitinlcs ordlnarios, que cjcrcc11 esta actividad a -
instancias del Rey, los de mayor jcrarquíu sobre sus subordinados, 

de manera scmcj ante al Derecho Itom•mo, o n truvés de oficiales 

extraordinarios, constituidos espcci:1l1ncntc p:1r:1 ln rc:1li~uci6n de 

esta función. 

En cuanto al sistema de control que cfcctGan lo¿ ofici:1lcs -

ordinarios, destaca García ~l:1rín que Fernando IV en el aílo de 1367 

a petici6n de sus sObditos, encomienda a sus escribanos que redac­
taran t

0

odos los hechos c¡uc acaccicrnn en sus reinos (S). 

Cabe destacar que la facultad t>nra sancio11ar a los oficiales 
del reino compete en formtJ exclusiva ¡11 monnrcn, por lo que la fu!!. 
ción de los oficiales superiores es mcrumcntc informativa. Esto -
explica la raz6n del jurampnto que prestaban al~unos funcionarios, 

en el sentido de informar u la Coro11a de los r1ctos rcnlizados por 
sus subordinados, 

En este orden de ideas, nfirmn Gurcin ~forín que 11 ;1 través de 
este amplio sistema de inspccci6n en que los misn1os íiscallzadorcs 

son a la vez fiscalizados, los monarcas enc:ucntrun un medio eficaz. 
íúcil y husta económico de controlar la actuación Je sus oficiales 

y derivar la consiguiente rcspons:1bilidu<l en su caso'1 (9). 

Existen también agentes con la funci6n específica do vi.~i la!,! 

cia y con facultad para sancionur, tnlcs como el Pcsquisador, el -

a. ntdco, r1&. )08, 

9, Ditdaa, J"di!:. JlO. 
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Veedor y el Visitador, de los cuales t1·;1tarc1nos ;1 co11tinu;1ci6n: 

1. 1.) EL PESQUI SADOR 

ActGa a instancia del Rey, quien en caso de que exista u11a -
protesta general por la actunci6n dc1 oficinl en cucsti6n, n10.11<la -
al Pesquisador n que investigue los l1ccl1os 1 pudiendo otorgarle f¡1-

cultades pnr~t aplicar la s:1nci6n correspondiente en su caso. Si -
existe una denuncia de persona concrct:1 en contra del oficial in­
cumplic.lo, éste es llamado u <lcclLirar ante el Hcy, si el. declar:mtc 

niega los hechos, el quejoso tcn<lr:J. la carga de 1;1 rrucba. 

EL VEEDOR 

Aparece en el nílo <le 13~5 en virtud de un:~ Ordcnanz:1 <lict¡1<la 
por Alfonso XI, oto1·g5ndoscle facultad en caso de ln existencia <le 
quercll:1 ¡wra conocer del pleito que hubiere l1ejado pendiente ol -

responsable, resolviendo confor1nc n la jllStici¡¡, En caso contrario, 
esto es, si no existe querella, el Veedor infor1n:1rfi al Rey p:1ra 
que éste resuelva. 

1. 3.) EL VISITADO!\ 

Instituido por Enrique II, ~1tribuy6ndolc f:icultadcs supleto­

rias de aplicación de la justicia. 

Como scfinlamos m5s arribn, el Vectlor tiene tambi6n facult:1-

dcs en relaci6n con ln nplicaci6n de la justicia, n este respecto 
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sefiala García Marin que mientras el Visitador se ocupa de asuntos 
penales, el Pesquisador se ocupa de asuntos civiles y administra­
tivos ( 10). 

El autor que venimos citando reconoce que no siempre los r~ 

yes se preocuparon de ejercer con la debida oportunidad la facul­
tad que tenían de controlar a sus oficiales, lo que ocrisionaba que 
muchos fue~an negligentes o abusivos y quedaran libres de toda 
sanción, o bien, que los servidores que trabajaban en forma dili­
gente, no tuvieran reconocimiento nl~uno nor estos méritos. Este 
estado de cosas motivó que los ch1d.:tdanos a través de lds Procura­

dores de las provincias, solicitaran al Rey que estuviera al pen­
diente de la actuación de sus servidores. 

Lo anterior pone de manifiesto que los instrumentos de vigi 
lancia y control, pueden ser jurídicamente perfectos pero también 
pueden resultar poco efectivos por la negligencia de quien los 
aplica. 

De lo anterior podemos concluir que es condicidn sine qua 
non para el funcionamiento eficiente de los organismos de control, 
que sus titulares tengan la debida preparación y recursos necesa· 
ríos para poder desempeñar adecuadamente su cargo. 

Vistos los instrumentos de control con que contaba la admi· 
nistracidn, conviene ahora comentar algo en reluci6n a las causas 
de responsabilidad y los efectos de ésta. 

Al inicio de este apartado mencionamos que la facultad de • 
vigilar y sancionar a los funcionarios de la admin_istraci6n, era 

10, lb1dall.flÍl:!,.)11¡. 
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en principio exclusivo <lcl Rey, rozón por la cuul es ta1nbién la -

única autoriclad que puede fincar una responsabilidad. 

El autor que venimos sigu.icndo, sost icnc que el lk!y tiene 

la facultad de sancionar únicamente en el caso de que existo de­
nuncia en contra del empleado de qt1e se trato, postura que rccl1a­
znmos toda vez que si el Rey tiene la facultad de vigil.1r que el 

servicio público sea dcsempcfin<lo de lo mejor manero, resulta com­
pletamente inGtil supeditar ln nplicnci6n de t1n correctivo n 1~1 

existencia de w1a denuncia. 

Las quejas que 11resentnrn11 los gobcrn:1<los c11 contra de los 

oficiales por alguno de las irregularidades que mfis n<lcl:1ntc nnn­

lizarcmps, deben estar suficientemente fundadas; si el acusado 
niega los hechos, el denunciante ten<lrfi la cnrg:1 <le la prucl1a. 
Si la querella fuere formulada ¡>or m5s de tres personas que juren 
sobre los Evangelios ln verdcidad <le los hechos, no necesita de­
mostrarlos, 

El Derecho Espafiol exime de la pe11a correspondiente a quie­
nes sobornen a un juez para que falle en su favor, a efecto de 

que estos delitos sean conoci<los. 

Todos los oficiales públicos sin <listinción :1lgun:1 dchc1·dn 

rendir cuentas de su gestión. Tratándose de oncios temporales, al 

t6rmino de su gestión debcr5n someterse a la J~si<l~nci:1, de la 
cual _habremos de ocuparnos mtis nclclnntc. Tratándose dl! oficios 

perpetuos, las cuentas deberán de rendirse peri6<licamcntc a tra­
vés de la visita o la pesquisa. 

Existe el principio de identidad entre el superior jerárquico 
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y sus subordina<l~s y a consccucnci¡1 de 6ste 1 el superior es rcs¡>o~ 

sable de los delitos u omisiones en que incurran sus sub::iltcrnos -

en atenci6n a la obligación que ticnc11 :1qucllos d~ nombrar a pcrs~ 

11as idóneas para el dcscmpcílo del c:11·go qt1c se les cnco111icn<l:1. 
Los subordinados habrfin <le prestar fianza para parantiznr el fiel 
desempefio de sus obligaciones, a falt:1 de ésta 1 el sup~rior scrrt -

responsable por las cantidades que se RCncrcn en virtud de la 

responsabilidad subsidiaria de la persona bajo cuyas 61·Jcncs se 

encuentren los oficiales negligentes. 

De igual manera los oficiales cncargndos <le las funciones de 
direcci6n, so11 sujetos de rcsponsnbilid:1<l si 110 cvita11 que el de­
pendiente incurra en alguna falta o delito cun11do esto esté a su -
alcance. 

Si un oficial es asistido por un perito n efecto de que se -
encuentre en posibilidad de to1nar decisiones en relación a nlgG11 -
asunto en particular y por negligencia de aqu&l, ton1u una declsión 
errónea, el perito será responsable de los perjuicios que se puedan 
causar a los gobernados estando obli~ndo a responder con sus bie-­
ncs. 

Comprobada su rcsponsabilic.b<l, el oficial en l'.ucstlón <lcbcrfi 
responder en primer lugar con sus bic11cs y si 6stos no fueren su­
ficientes, con los del fiador y si aón en este caso no alcanzar:1n 
a cubrir la cantidad que con motivo de dicha rcsponsabi lld:ul se ~~ 

ner6, debcr6 responder con los bienes de su mujer. 

La responsabilidad del fiador es de carficter subsidiarlo, no 
cubre deudas que el oficial haya contraido fuera del cjcraiclo de 
sus funciones. 
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El sucesor en el carRo no es responsable de las deudas 
que se hayan originado por causa del predecesor. El fiador es 

quien debe responder a estas <leudas si rcpcrcurcn dircctamc11tc 
en el Erario del Rey. En cuanto a los l1crcderos, éstos debcr5n 
responder de las deudas referida~ en caso de q11c por su parc11~ 
tesco hayan sucedido al causante. 

García Marin clasifica las causns de re:iflOnsabilida<l y 
las sanciones en los siguientes rubros l 11). 

1.4.) INMORALIDAD PROFESIONAL 

Define esta falto. en los siguientes t6rminos: 11 incurrc en 

este capítulo de rcspons:1bili<lndcs el ofici:tl que comete :lbuso -

de autoric.lad, aquél cuyo proceder bus en el cohecho de los admi­

nistrados, el Alcalde que juzga antes de prestar el jura111cnto, -
el Juez. Parcial, el que alarga i11te11cio11ul111enre el pleito o se -
excede en su competencia, el que a sabiendas juzga co11 la final! 

dad de perjudicar n alguna de las partes, el oficial que denun­
cia falsamente errores o faltas cometidas por un co,l~g;i o le 

ofende de palabra o de obra, etc 11 
( 12) . 

Este tipo de delitos se castiga con la p6rdida del oficio 
y la inhabilitación absoluta del que lo comete, Si un juez. imp.2_ 
ne penas corporales injustas -atendiendo a la autoridad que las 
impone y nl ngrnviodo- dcbcr5 . sufrir ln 1nisma pena corporal 
que impuso. Asimismo, a juicio del Rey puede sufrirse el dcsti~ 
rro por el tiempo y ln lejanía tlcl lugar <le que se trate, siendo 
6sta, determinada por el propio Rey. En tanto no se concluya el 
procedimiento respectivo contra el culpable podrfi suspcn<lürsclc 

en el ejercicio de sus funciones. 
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Es sujeto ac rcspons~1bili<l;1<l por cst:1 1nismn causa el ofi­
cial que ofcn<la o cause dttílos 11 la pcrson:1 <le su colcg:1 1 pu<licn­
do ser sancionndo con la suspensión temporal del oficio, ir.dcpC!,! 

dicntemcntc de cualquier otra rcspo11s:1hili<l:1<l c¡lJC ¡1or }¡¡ 1nis111:1 -

cnusa pudiera derivarse. 

De i~u:1l manera, el funcion:nio que pone :1 alguien en su -

lugar sin la previa autorizaci611 del Rey, scrfi sancionado co11 la 

privaci6n·dcl salario, y en cuanto :11 s11stituto, se le aplica 

inhabilitación para dcscmpcfiar cunlqujcr c::ngo público, y en c:1-

so de no acatar esta prol1ibici6n se le a¡1lic:1r5 sa11ci6n ccon61ni­
c:1. 

Dcst:1cn de la definición trnnscrit;1, el car5ctcr casuisri­
co de la· inmor!ilid:1d profesional. En nuestro Uerccho vigente, -

también se recurre a la casuísticn pnr:i cstnblcccr 1:1 conductu -
que deben obscrvur los servidores pUl>licos, situación que se Je;!_ 

prende de lr1 lectura del artículo 47 de l¡¡ Ley Pc<lcrnl de Rcspo~ 

sabilicb<lcs de los Servidores Públicos, <¡ut.! estudiarc:.~mos postC'­

riormcntc. 

El peligro de la cusuísti<.:a, consiste en que la autoridad 

nl 1nomcnto de nplicnr 1:1 ley, cuenta co11 divcrs:1s hip6tcsis p:11·a 

imponer una misma sanción, lo que iulplica et :n1111cnto de lu f¡1cuJ. 

rad <liscrccio11al de la misma, y en consecuencia, el riesgo de im 

poner una sanción injustnn1cntc. 

1. 5.) INMORALIDAD I!CONOMI CA 

Consiste en que los jueces a<lmit:1n el cohecho, cuya~ cons~ 

cucncias han sido traznd:1s con antcriorid¡1d. 
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El Derecho Real condena con pena de carácter pecuniario los 
delitos de hurto y malversación cometidos por oficiales del Rey, 
especialmente de quienes ticner\ bnio su guarda la administrnción 
de los tributos. Las Partidas sancionan el delito de malversa­
ciónc\."ln-l:i devolución de la cantidJ.<l de que se dispuso, m.1s un ter­

cio adicional por concepto de multa. 

Los funcionarios encargados de la fabricación de monedas c2 

meten el delito de hurto si utilizan en la elaboración de las mi! 
mas menos oro o plata del que deben emplear, estando obligados en 
este caso a devolver cuatro veces la cantidad de oro o;dc plata -
que se utilizn para fabricar la moneda de que se trate. 

Podemos observar que la preocupación de un gobierno por la 
correcta aplicación de sus recursos no es algo nuevo. En ester~ 
bro el sistema del Derecho español guarda bastante similitud con 
nuestro Derecho vigente, ya que el servidor público que destine ~ 

recursos del erario federal n fines distintos a los que están afe~ 
tos o reciba de cualquier persona al~ún beneficio distinto de las 
prestaciones que el Estado ·1e otorga por la realización del serv.!_ 

cio encomendado, deberá pagar dos tantos del lucro obtenido o 
del dafio causado. Como ya vimos, las Partidas condenan la malve~ 
saci6n de fondos con la devolución de la cantidad de que se disp~ 

so, más un tercio por concepto de multa. 

1.6.) NEGLIGENCIA EN EL OFICIO Y ABANDONO DE FUNCIONES 

"Dentro de este grupo se incluyen aquellas actividades u 
omisiones que comportan un irresponsable cumplimiento del deber 
fundamental de servir el oficio para el que su titular ha sido 

.designado" (13). 

I], Ib1~.f'4l..~6. 
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El Derecho Real prescribe diversas sanciones para aquellos -
que incurren en esta irre~ularldad que se aplica en proporci6n al 
dafio que se cause a los administrados. 

En principio, el funcionario 11egligente pierde el oficio ad~ 
m5s de que tendr5 que responder con el doble del monto del daño que 
con su negligencia hubiere causado a los administrados: de los da­

ños físicos responde con su persona. Sobreviene también µara el -

responsable· la pérdida del prestigio profesional, teniendo los 

agraviados el derecho de denunciar al infractor en el Juicio de Re 
sidencia. 

Dispone el Fuero de cuenca que el Alguacil que deja escapar 
al preso por negligencia, adem5s de asumir el pago de la multa que 

correspondla al fugitivo, tomará su lugar en la compurgación de la 
pena. 

La definición de la negligencia en el Oficio resulta muy su~ 
jetiva, lo que es comprensible si consideramos que es dificil pre­
cisar con un criterio objetivo la irresponsabilidad. En la Ley F~ 
dcral de Responsabilidades de los Servidores Públicos uno de los -
principales criterios del código obligacional establecido en el AI 
tí culo 47, al que hemos hecho referencia, es precisamente la dili­
gencia durante el desempeño del oficio público; sin embargo existe 
también subjetividad en lo relativo a lo que se puede considerar -
como negligencia. No obstante lo anterior 1 la forma m5s objetiva 
de verificar la existencia de una conducta diligente, es la evalu~ 
ción de los resultados obtenidos por el servidor público durante -
el ejercicio de su encargo. 

1. 7.) DESOBEDIENCIA U OFENSA AL REY, FALSEDAD Y TRAICION 

La obediencia al Rey es la obligación fundamental de todos 
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los servidores 1 Y es de t.il import:incia que ;;tntcs de tomar In in­

vestidura propia del car.C!O se jura fidelidad :11 sohcrano 1 por Jo -

que la clcsobccliencia es un:1 de las r~iltas m:ís .1~ravcs. 

El Espéculo cst;:1blccc que si el Jcsobcdic11tc tiene al.l10 del 

Rey 1 deberá <lcvolvcrlo. L:1s Partidas ;1i1adC'n como castigo el dl'S-­

ticrro. 

Quienes ofenden al monarca 1 son puestos a disposición de 6s­

te, par;i que se aplique la sanción que considere conveniente. 

Si considen1mos la importancia que en esta época 
0

sc coccdí.:.a 

al soberano, resulta comprensible el hecho de que• si se le ofcn<li.i, 

se estuviera a su merced ¡>.:.ara que 6stc <lcciJic1·¡1 1:1 s;1ncl6n qt1c d! 

bia impOncrsc al que le ofendiera. El rey no es naJ:t m:is una pcr­

son.i, es quien rcpri:?senta al Estado, ticnl! en cierta rann:i un as-­

pecto t.Jc Jivini<l:1d 1 )'a que la justifiic..::ición dC'l poder temporal se 

encuentra en Dios. 

Son posibles sujetos nctivo:; dcJ delito de r:ilscdad los pcs­

quisadores. los escribanos y los secretarios. En cu;111to a los pri_ 

meros, el Espéculo y las Pnrtidas cstabJcccn que dl.'bcn sufrir fuc>.!_ 

te pena en su haber }' en su pcrson:1; c•n eu:into :1 los i:s~ribanos 

que fJlsific:.n:in }¡1 escritura, sl son dt:> la c;.1sa del íll"•y, scrr1n 

condenados a la pena CLJpital y a la pC-rdid:i dC" sus bienes. Si es 

de la vi 1 la o de lns ciudades. perdcr:i la m:rno y qucd:ir:i difamado 

para sic1npre. En cuJnto a los danos que c;1use11 de r1utural~za 11at1·i 

monial, los pugurfin al du¡1lo. 

Conviene recordar que los Pesc¡uisadorcs constituyen.uno de -

los medios a través de los cuales el llcy. cjct·cc 5115 ntribuciones 

de fisc<1lización, por lo que uno de los medios n tr:1vés de los CU.!.!, 

les el mon:nca logrnb:1 111 conriabiliJ:ic.I en tal mcc:.inis1110, es 
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precisamente, estableciendo ~enas severas ~ara tales funcionarios. 
De i~ual manera con los escribano~ 1 quicnes como lo establecimos a~ 
teriormente, tambiGn tienen una función de control. 

Opinamos que el fundamento de las penas pecuniarias se en­
cuentra en el hecho de que quien falsea los hechos obtiene benefi­

cios económicos o cuando menos un provecho susceptible de valorar­
se económi~amente. 

Por otro lado, el Escribano de la casa del Rey, era sancion~ 
do con mayor severidad que el que desempeñaba su funci~n dentro e.le 

la ciudad, en atención a la confianza que se <leposit3ba en aquél, 
mientras que a este último se le cortaba la mano, por ser el miem­
bro con el que plasmaba la mentira. Conviene aclarar que ailn cua~ 
do el Escribano de la ciudad no era castigado con la pena capital, 
mientras que el Escribano de la casa del Rey si lo era, la infamia 
equivalía a una muerte en vida, por lo que no sabemos si era peor 
la muerte o quizfis lo era la infamia. 

El responsable de traición sea o no oficial nerderá la vitla 1 

todos sus bienes en beneficio de la corona, quedando st1s deseen-­
dientes varones penados con la infamia, no µudiendo ~or ello ocu­
par cargo público alguno. 

La explicación de que el traidor pierde la vida, pensamos 
que se encuentra en que no es digno de vivir como ~ijo de la pa·­
tria a la que pertenece y la pérdida de sus bienes estimamos que -
tiene un carácter reparador de la falta cometida. Sin embar~o, el 
l1echo de que los descendientes car~uen con las consecuencias de un 
acto que ellos no realizaron, a la luz de nuestros principios, nos 
parece muy injusto, no obstante, si pensamos que los cargos eran -
en su mayoría hereditarios, también se heredaban los aspectos ne~~ 
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tivos del ascendiente. 

1. 8. J INC~IPLIMIENTO DEL DEBER DE SIGILO 

El Escribano que revele algún secreto que le haya siJo con­
fiado por el Rey, será sancionado con la pena capital y la pérdida 
de todos sus bienes. No obstante, si no se causa dafio al monarca 
y la transgresión no resulta éxcesiva, la pena debe ser menor. 

Por lo que se refiere a los castipos por incumplimiento del 

deber de sigilo, se aprecia ya la graduación de la pen~ scgOn la -
gravedad de la infracción. 

Por lo que hace a la prescripción para denunciar las irregu­
laridades mencionadas, podemos puntualizar que tratándose del hur­
to cometido poi oficiales que tienen a su cargo actividades de co~ 
tenido económico, na existe prescripción para denunciar. Lo mismo 

sucede en el caso de los encargados de la administración de justi· 
cia. 

En caso de delito de falsedad, el término para denunciar, es 

de 20 años. 

En 1419 en las Cartas de Madrid, Juan ll establece que si el 
Juicio de Residencia no se ha realizado en el a~o posterior al que 

el oficial abandonó el cargo que ocupa, esta obli,l!ación se consid~ 
ra prescrita. 

Si el rey es en principio la única autoridad facultada para 

sancionar a sus oficiales, resulta lógico también que el monarca · 

pueda indultar a los oficiales que han incumplido con sus obliga-­

cienes. 
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Debemos precisar, sin embargo, que si bi.cn es ctbrto que el indul­

to exime al oficial de toda responsabilidad frente al Rey, ta1nbi6n 
es cierto que no lo libera de su rcspo11sabilldad frente n terceros 
que resulten perjudicados por su negligencia. 

Hemos de destacar el J1ccho Je que para ser sujeto de las sa~ 
cienes que acabamos de mencionar, es condici6n 11rcvin ·tener el ca­
rácter de, 11 0ficinl P0blico 11 , de ahi que si por alnuna causa se 
picrc.le tal carácter, se estará excluido <lu los supuestos a que nos 

acabamos de referir. Conviene pues referirnos de 1nan~r:1 general n 
las causales de terminación de la rclnci6n c11trc el sdbcrano y sus 

servidores. 

l. 9.) LA MUERTE Y LA EDAD 

Ln muerte como causa de tcrminaci6n de lt1 relaci611 entre el 
monarca y el oficial no requiere m'ayor explicación, pero ha de te­
nerse en cuenta que si bien la muerte es cnusn de termlnnci6n del 
oficio pOblico, éste puede transmitirse n los J1crcJeros; esto tie· 
ne explicaci6n en la conccpci6n patrimonial qL1C se tiene en esta -
época del oficio pGblico, 

En rclnci6n a la edad que debe considerarse adecundn ~nrn 
desempefiar el oficio público, según Garcin Mnrín, no existe en las 

fuentes un criterio uniforme (14). 

1.10.) EXTINCION DEL PLAZO 

Lns ?artidas consagrnn el principio de temporalidad en cu~1n­

to a la ocupaci6n de los cargos públicos, sin cmbnrgo, como 

lll. Ibldm, Pllg, ))8. 
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mencionamos antc:i-iormcnte, cxlstia ln costumbre <le transmitir por 

herencia los cargos. Los Reyes Católicos en 1480, confirmnn el 
principio de tcmpor.:1liJa<l. Este hecho no implica que no cxistic-­

ran oficios perpetuos, tan es a~í c¡ue lns P;11·ti<l3s Jisti11guc11 los 
oficios perpetuos de los temporales o por breve pla:o, i.::ont:mJo en 

tre los ptimcros a aqui:llos que ::>e conccúcn por la vida úc su titl! 

l:l r. 

J. 11.) LA REMOCI ON POlt J LISTA CAUSA 

La rcn1oci6n de un oficial pucd~ Jcriv:1rsc Je un ilicito pc-­
nnl o (:dta tlisciplinariu, o bien tl0 la siiuplc Uc.-ci::>ión del mon:ir­

ca. En cuanto a 1:1s Jos primcrus causas. 6st:1s fueron annlizndas 
al tratqr la rcsponsabili<lnJ de los s~rvidores. E11 cuanto a In 

tercera, es consecuencia <le l~ soberanía del mo11nrca y de que 1:1 -

relación entre el fl.cy y el servidor se ft1nd111nc11ta en la confian::a. 

En este punto comp.:irtimos l:i opinión Jcl M:1cstro Juan Soto -

Ccrbón, quien en su C:ítcdra U.e Derecho dC' l Trabajo ha sostcni<lo en 

rcpti<lns ocasiones, que result:1 ¡Jrofu11J;1n1~f1te j11jt1sto el l1ecl10 de 
que al servidor pGblico se le puc<l:1 remover <le su ¡1ucsto llbrcrnc11-

te y que, por lo tanto, no r~nfl:I 11in~t1n:1 1~:1r:111tf:1 de pcríl1anc11ci;1 -
en el dcscmpcfio tlc su empleo. 

Entendemos, pero no aceptamos, el hecho tic q11c <l:1das las cn­
racterlsticas del sistc1n:1 político mexicano, sc:1 neccsari:1 1:1 li­
bertad para remover a los empleados públicos sobre todo en cierto 
ni ve l. 

En este punto ¡1oden1os aprecinr c6mo <lcsJc este pcrioJo~ ln 
libre rcmoci6n es un importa11tc i1\strumcnto <le control polítlco. 
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1. 1 Z.) LA MUERTE DEL MONARCA OTORGANTE 

Lo anteriormente asentado deja bien claro que la relación en 
tre el monarca y sus servidores es 11 Intuitu Personae" por lo que -
debe concluirse que la muerte del monarca otorgante, extingue la -
relación con sus servidores, independientemente de que el sucesor 
pueda confirmarlos, puesto que dicha confirmación constituye un a~ 
to distinto por virtud del cual se inicia una nueva relación diveL 
sa de la apterior. 

11 Es frecuente encontrar documentos en los que los Re)'CS Cat.2_ 
licos confirman oficios concedidos durante el reinado Je Enrique -
IV asegurando con ello la continuación en los mismos a sus anteri~ 
res titulare~" (IS). 

Z) EL JUICIO DE RESIDENCIA 

José fiaría Mariluz Urqu!jo, en su obra titulada '"Ensayo so­
bre ~uicios de Residencia Indianos 11

, define esta i0.stici6n: "Ll-ª. 
mese Juicio de Resid~ncia o simplemente Residencia, a la cuenta -
que se tomaba a los actos cumplidos por un funcionario público al 
terminar el desempeño de su cargo'' ( tó). 

El juicio consta de dos partes. En la primera se investig~ 
ba de oficio la conducta del funcionario; en la segunda, se rcci­
b1an las demandas que interponían los particulares ofendidos para 
obtener satisfncci6n de los agravios y vejaciones que h~bían recl 
bido del enjuiciado. 

El nombre del juicio proviene del tiempo que el funcionario 
debía permanecer -residir- obligatoriamente en el lugar donde 
ejerció su oficio, para facilitar la investigac16n" (17). 

15.Th~.l'l{e.]51. 

16, ttirlluz Ul'\ulJo Jm& Klrfa, fhsayo lloObroi los Jutclo:i d" Ra!'ld•'flelll ll•Hllflll,, !:.:villa. Eu:u.:lu dot [.;lt~llQc,j lll~~crl• 
cioruu. d• SlrYUlb. 1952. l'I(¡¡;. J. 

17. lbl.lh.111. 1'4(;. ], 
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Más adelante continúa el autor: "En la comoleja tram.J. de las 

instituciones Indianas 1 el Juicio de Residencia cumple la misión vi 
tal de hacer posible el correcto funcionamiento de los diversos or­

ganismos administrativos y judiciales. Como Esp3<la de Der:tócles su2... 

pendida sobre la cabeza de cada funcionario, les rccucrc.l.:1. en todo -

momento la necesidad de ajustar sus actos al 01·denamicnto jurídico 

en vigor, pues era evidente que st-rí.:rn inliti tes las más tlerfcctas -

creaciones legislativas y las tnis sabias y bien intcncion:1<las prcv! 
sienes si no se velaba por su cumplimiento. 

De nada valía estampar en el papel conceptos ejem~lares sobre 
el trato que debían recibir los indígenas y re~las minuciosas para 
evitar la rapacidad de los funcionarios coloniales. Lo importante 
era lograr una efectiva aplicación, cosa nada f5cil dada la distnn­
cia de mi les de leguas que separaban las nuevas tierras de la metr§. 

poli y las comunicaciones lentas que hac[an casi imposible una viRl 
lancia eficaz por parte del Rey o de los integrantes del Consejo de 

Indias. AOn contando con la buena volt1ntad y dedicaci6n de los Vi­

rreyes, no se podía exigir a éstos, fiscnli:.aran a sus subordinados, 

separados a veces por selvas vírgenes desiertas y rc~ioncs pobladas 

por salvajes sometidos. 

Había de tener en cuenta que el elemento humano que pasaba a 
América, sobre todo en los primeros anos. de la Conqt1ista, estaba 

compuesto en su mayoría por hombres de espada y aventureros poco i~ 
clinados a dejarse manejar por Curiales instalados a varias semanas 
de marcha de sus campos de operaciones. El que abandonaba su casa, 
su familia y sus amigos para venir a algún rincón de América a ro­

dearse de infieles y a pasar todas las incomodidades inimaginables, 

era natural que aspirase a amasar r5pidamentc la fortuna que le pe~ 
mitiese volver a disfrutar de la vida civilizada. 
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Todas esta~ circunstancias ex¡>lican ln ndopci6n de diversas ~ 

medidns de control, Jcclaracioncs de bicne:;. vigib1ncia recíproca -

de los organismos ;tmericanos, Visitas, Juicios de Cucnt:1s y <le Res! 

dencin ... " (18). 

Los estudiosos del Juicio de llcsidc11cin h:111 sostenido que la 
diferencia entre esta instituci6n y la Visitn 1 consist~ fundamenta! 
mente en que ósta últimu puede inlciursc en cunlquicr tic1npo, mic!! 

tras que nqu~lla tiene lunar nl término de las funciones del rcsiM 

dcnciado cada cinco nftos en los Oficios perpetuos o cuanJo el íun­

cionario se trasladare a dcsc111pcftar el Oficio a un nuc~o lugar. ~~ 

r(luz Urquijo discrepa de esta opini6n aílr1nando que ci Juicio ~e -

Rcsidcnci3 podr5 iniciarse en cualquier tiempo. A este efecto sos­

tiene que 11 ya en las Leyes Nuevas de 1542j se estublccin que los 

Prcsidcn°tcs y Oidores de las audiencias po<lrfin m:rn<l;.1r tonwr reside,!! 
cin a los Gobernadores y n otras justicias que les estuvieren suje­
tos cndn y cunndo que les pareciere que conviene" ( lD). 

No obstante lo anterior, el ncy po<lln otorgnr una C~dula ílcul 
que impidiera que se tomnrn Residencia n nlgCTn oficial nntes <le tCL 

minar su cnrgo. 

La ley 16 1 título r 1 libro 7 <le la 11 Nucv:1 H1Jcopilación <le lns 

Leyes de las Indins 11
1 establece que se puecll'! residcnci:1r ;1· Virreyes 

y Gobernadores antes de terminar su cargo si los agravios caus;1Jos 
fueren de tal naturalczn cuya invcstiAnci6n no ad111iticra diluci6n. 

La residencia dcbln ser to1na<l11 en el lugar en que el residen­
ciado hubiere dcscmpefiodo su oficio, lo cual resultaba conv~nientc 

tanto pnrn el quejoso, que no tenla que desplozorse y contnbn con -

111. lb1'1ull.l~.5. 

19, lbl.lidll, J'lg. l~l. 
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todos los elementos de prueba, como pura el residenciado, quien se 

encontraba en posibilid~<l de rendir cuentas en forinu Jlrccisn y su­
ficiente 1 puesto que estaba en el lug;lr en don<le se desarrollaron 
los hechos sobre los que se le C\1cstiona. 

Como se nnot6 anteriormente 1 el Juicio <le Residencia se com~ 

pone de dos ct;1pas: la sccrctn y la JlÍlh1icn; veamos brevemente tl_~ 

chas fases. 

En la ctupn secreta, el Juez se vale Je todos los medios u • 

su alcance para investigar la con<luctn tlc1 rcsid~11cin~o, pero si11 
recurrir al interrogatorio Je 6src. 

En este or<lcn de ideas el Juez. puede rcvisaT 1 por ejemplo, ~ 

los Libros de Cuentas del Ayuntnmicrtto mediante los 6ficio5 rcspc~ 

tivos girados a lus autoridades competentes, podi:t ravisar los ex· 
pedientcs judiciales sacu11clo Je ello$ los testimonios 1lcccsarios -
paro esclarecer los J1cchos. Asimismot podí~ pedir informes n los 
oficiales superiores acerco de líl co1\Jucra del JlT0¡1io rcslJcncia<lo, 

Uno de los medios de prueba n1üs utili?:ido~ fueron las Uccla~ 

raciones de testigos. 

En el desal1ogo Je esta prueba, el Juez dcb[a cvitor dilacio­
nes innecesarias cxominando a los testigos m5s idóneos que no sean 
enemigos <lcl residenciado y obligfindolos a dar la razón Je su di· 
cho. A efecto de asegurar la idoneidad de los testigos, el Juez -

pedía nl residenciado una. lista <le sus cncmiAOS) mtis como siempre 
incluían dcmnsiaclas personas, comlmmcntc e 1 Juez tomaba la dcclar2 
ci6n de algunos de ellos. Se llamaban testigos do todas ·las cla· 
ses sociales para conocer la opinl6n gcncrul que tonin ln poblaci6n 
del residenciado. 
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Si el residenciado se ausentaba del lu~ar de la Residencia -
se le consideraba confeso de los cargos que se le imputaran, bas­
tando para ello la declaración del testigo o querellante, aunque -
podía huir de sus enemigos poderosos o del Jue: corrupto acudiendo 
de inmediato al superior. 

La parte pública del .Juicio, es la etapa durante la cual pu~ 

den interponerse demandas o querellas por los agraviados en contra 

del residenciado, mismas que deben presentarse en el plazo legal -

acompañadas de los elementos de prueba suficientes, cuyo trámite 
se realizará conforme al procedimiento del juicio ordinario. 

Conviene destacar que mientras dure la Residencia el residen 
ciado, no puede ser acusado penalmente o demandado civilmente. 

En nuestra humilde opinión, el Juicio de Residencia es el 

instrumento más perfecto con que se contaba para los fines de vigl 

lancia de las actividades realizadas por los oficiales públicos. 
Lo anterior lo afirmamos en virtud de que las dos etapas de que se 
compone esta institución, permiten una doble revisión de la condu~ 

ta del funcionario, así como la participación de los súbditos en -

el control de los titulares de la administración, 

Sin embargo, basados en la transcripción que hicimos del au­

tor citado en este punto, dudamos de la eficacia del Juicio de Re­
sidencia en las Indias, puesto que como se desprende de la cita 

que comentamos, en muchas ocasiones no existían los medios necesa­
rios para llevar a cabo la Residencia, o ésta resultaba inoportuna 

por las dificultades de carácter geográfico. 

Por otro Indo, la corrupci6n de quienes la llevaban~ cabo, 

entorpecia los resultados de ésta o provocaba la inhibicl6n de 
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los gobernados phrn prcsc11tar qt1cjas c11 co11r1·:1 Je sus gol1crn:1ntcs. 

Es importnntc perfeccionar los mccanis111as jurídicos que tie­

nen como fl11 la vigilu11cia de quic11cs llcver1 a c:1bo los actos de g~ 
bicrno, pero es igualmente importante procurar que exista en los ti· 
rulares de lu u<lministración, la calida<l 111or~1l s11ficicntc para que 

funcionen de manera efectiva estos mecanismos, ;.1sf como también es 

determinante la participación de los ciudadanos para cvi t~1r la :icti_ 

vidad desordenada de quienes tienen <llrect~1ncnt.c en sus n1a11os el -­

destino de una nación. 

Sin estos tres elementos, los i11srru111cntos jurídicos t6cnic:1-
mcntc mfis perfectos, rcsulta1·fi11 incfic:1ccs si 110 existe a<lcíl1fis una 
voluntad rcul y decidida por cvitu1· toda desviación en el ejercicio 
de la aUtoridud. 

Dentro del Desarrollo del Dcrccl10 ~lcxic:1no, el Juicio de !les! 
dcncin tiene un;i importancL1 capital rolla ve? que tuvo aplicación -

en la Nueva Espnnu, canstituyc11do en nuestra 0¡1inión, el ;1ntcccdc11-
te del actual Juicio Politice qt1c regula la L~y redera! de Rcs~ons~ 

bilidadcs ele los Servidores Pliblicos, adem.:is de ser como ya apunta­
mos, el instrumento jurídico de 1nnyor desarrollo en cun11to a esrc -
tema se refiere. 

~lfis adelante J1ablnrcmos de la aplicnci6n de esta i11stitución 

en ln Nueva Espafia. 

II l. DERECHO MEXICANO 

En este apartado nas ocuparemos de cstudi:tr ¡1l~t1nos"nntecedc~ 
tes en el Derecho ~laya, en el Dcrccl10 Azteca, tratarc1nos algunas 

cuestiones rclativ~1s a los mecanismos <le co11trol d~ fu11cio11:1rios pQ 
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blicos del Derecho Espaftol que tuvieron uplicn~ión en la Nucv:1 Esp~ 
fta, estudiando pnrn concluir los antccc<lcntes de la 1nntcria que 11os 

ocupa en nuestras constituciones :.interiores, .asimismo, halllarcmos -

de la Ley de RcsponsnbiliJa<lcs de los t=uncionarlos y En111lcados de -
ln Federación, del Distrito Federal y dc los Alto::> Funcionarios de 

los Estados, la cual tuvo vigencia l1ast:1 el 31 lle dicic111brc de 1982 1 

fecha en la que sali6 publicn<la c11 el Dlnrio Oficial Je 1:1 Fc<lcra­
ción la Ley Federal de Rcsponsabili<l;1<lcs de los Scrvi<ltirc~ PGhlicos 

en vigor. , 

1) DERECHO MAYA 

Los mayas ten1an una forma de gobierno n1onfirqt1ica de ti 
po absoluto. Cada estado cstubn divido en Scíloríos, gobernados ca­

da uno por un Cacique. 

Según Juan de Dios P6rez Calfiz, dcspu6s de la destruc-
ción de ln ConfcJcración ele May.:iplin desaparecieron los poderes cen-
tra les de los Estndos, y los Cncicasgos de las provinci•1S adquirie-
ron su indcpcndcnciu, formando un grnn nOmcro de pcqucños E:itndos -
conscrvnndo la 1nisma forma ndn1inistrntiv:1 ql1C los listndos 1nayorc~ '20). 

La 1nfixi1na autoridad, el Rey, se clcnon1in;1ba Al1au, quien 

tcnin las 1n5ximas f:lcultaJcs, se cncontr•1ba asistido e inspirado por 
el Ahkin, autoridad religiosa. 

El Ahnu goza de facultades para nombrar a los dcm5s go­
bernantes. quienes con su fidelidad logran la r:1tificaci6n del co-­

rrespondientc nombramiento para sus descendientes, lo cual constit!! 

ye un riesgo en cuanto n la eficacin del clcsempcfto de la función 
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administr.'.ltiv.:i, puesto que los hijos: Je un buen .~obernador !JUeden 
no serlo. 

P~rez Gal5z no h.'.lcc mención expresa a la exlst~nci:i de. 
organismos especificas de control, sin cmb:irgo, podemos concluir 

que si el Ahau tiene lns m.:ls amplias facutracles, podía aplicar medl 
das correctivas a sus subordin.idos, e incluso destituirlos. 

·El siguiente puesto dentro de la escala administrativa 
era ocupildo por el Batab, quien teni.:i funciones simil:ires .:1 lns: c'el 

Ahau únicamente dentro de la provincia "<lesemoeñ.Jndo ta¡nbi6n fun~ 

cienes judiciales además de las a<lrninistrativ;is, y conoc
0

ía también 

de los juicios ordinarios de poc:t cuJntfa" (21). 

ResUlta lógico suponer que el B.:itab tenia facultades de 

control y vigilancia sobre los funcionarios que compartían con 61 -
la responsabilidad de gobernat· la provincia. 

Las funciones de carácter reti~iosa eran desempeñadas -

por el Ahkulel, dada la vinculación que existía entre el aspecto r~ 

ligioso y las estructuras de la or~anización estatal, segur.::i.mcnte -

el poder y la influencia que cjercia sobre los gobernantes era de-­

terminante, por lo que esta autoridad pueJe considerarse un elemen­

to de control. 

El Holop era encarRado de la administración de los re­
cursos del Estado y de las actividades diplom5ticas. OaJa la impar. 

tancia práctica que en la vida de toda organización tienen estas 
dos funciones, el Holop con seguridad reportaba las gestiones realJ:.. 

zodas nl Ahau. 

21. IW.deo11, Plg, 67. 
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La aUtoridnd de menor jerarquía era el Yum, representa­

do por el padre de familia, quic11 sGlo tenía j11ris<licci6n dc11tro de 
ésta. 

Podemos apreciar que ln cultura Maya cont:1ba con una e~ 
tructura aUministrntivn l>astantc bien conformz1tl:1, :1unc¡uc como ya 

mencionumos, parece no haber existido un 6rgnno concr~to con fncul­
t:1<lcs de vigilanci:1, lo cu:1l se con1p1·c11Jc fficil111c11tc si consi<lcr:1-
mos la ccntrnliznci6n del poder en el manaren. No obstante lo ant~ 
rior, si existió una ausencia de control en la prfictica, no s6lo de 
tipo administrativo, sino también de tipo político, lq que prop1c10 

la dcstrucci6n de la Confcdcraci6n de M:1y:1p5n n la qud nos referi­
mos al principio. 

Dc11tro de ln lcgislaci611 pc11;1l <le los ~layas. el robo 
era castigado e11 principio con ln esclavitud, si11 cmbar~o, si la 
cuantía de lo robado era pequcfta, el culpable podía ser condenado -
í'micamcnte al resarcimiento, estando obligado en ambos c:isos a <levo! 
ver lo robado. 11Si el delincuente era personaje importante, además 
de lo anterior, lo infamab:1n, labr511dole el rostro <lcs<lc 1:.1 bnrbn -
hasta la frente" (22). 

De lo anterior, se desprende que el l"Obo co111otido por -
un gobernante se custigaba con 111ayor severidad, de donde se puede -

apreciar como desde aquella época, se respon~rnbili2:.1 penalmente de 
manera especial a los encargados del oficio público. 

2) DERECHO AZTECA 

Al i~ual que los ~!ayos, las Aztecas encucntrorl la just! 
ficaci6n de la autoridad estatal en aspectos religiosos. 

22, Ib14Qll, P¡f,g, 9), 
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La autoridad suprc1"a en Tcnocl1titld11 cruel Tlatoa11i, 

quien era considerado representante del ilios s11prcmo, el cual rcc! 
bía el nombre de Tcicatlipoca. 

Dicho lo anterior, resulta f5cil imagi11ar l¡1s conse­
cuencias en cuanto al po<lcr disci11ll11ario se refiere. Al co11~tdc­

rarsc un Dios, el Tlntoani podía disponer de lu vi<la ~e cu:1lquicr 
persona, por lo que podemos nfirmnr que en princl11io, se encontra­

ba. fncult'ndo pura asesinar nl funcionario nc~ligcntc. 

Lo anterior no implica que el Tlatoani no .tuviera res­
ponsabilidad, cuando menos formalmc11tc, ya q11e dado su c;1rdctcr 
tcocr!itico respondía 11 dc la justica y bw.~n rc1!.imicnto con que Tez.­

catlipo.cn protegía n su pueblo, pero era éste ul Linico que podín · 
castigar al Tlatoani infractor y 1ncnosprccindor de su honra y ~rn~ 

de za" (23). 

Un este arden de ideas, ntín cunn<lo los Aztcc:is establ~ 

cieron te6ricarncntc un 1nc<lio para res¡1onsabili:ar a l¡1 mdxima aut~ 
ridad, éste no sirve de nada pues no se puede l1acer efectivo. A -

este respecto Alfredo Lópc? Austin planten la ~ig11icntc cuestión: 

"Ante un poder dcrivndo de la divinidad ¿qu6 medios juríUicos po­

drlnn existir para frenar los ma11<l:1tos <le un gobcrna11tc injusto 

nPartado de sus dchcrcs?" (24) y rcsponc.lc: 11Y;:1 tenemos noticins 

de que no se aportó y la única solución fue cnvcncnarlo 11 (:!5). 

En contra de esta afirmación, el mis1no autor citan<lo a 
Acosta, sostiene que éste Oltimo nfirn10 que el Tlntonni no podin 
11occr nodn sin consultar nl Consejo integrado por el Tlacatdcatl, 

el Tlacochcalcntl, el Ezhuahuactatl y el Tlillnncnlqut ~26) . 

• a], L6pe1. AIJ,lt!n ,Urro,io, ta D:lf\ltUualdo 1iüaJ. do l'\f;lco.'l\fi):;htltlnn. ~11.lco, U,11.A,M. 19(.l. ('.4•, IS7 • 

2~. U.1\11:111. l'd¿, t19, 

;.>5. I'blJin, !~, tl'J, 
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Si bien es cierto que la máxima autoridad estaba deposi 
t3da en el Tlatoani, también es cierto que ejercía sus funciones de 
m3nera colegi3da, junto 3 él se encontraba el Cihuacóatl, quien te· 

nI:i prácticamente igual jerarquía que el Tlato:tni, entre sus funci.2_ 

nes se encontr:iba la de sustituir al Tlatouni en sus ausenci~1s, ns.!. 

mismo, era considerado como el representante de la deidad femenina, 
de igual manera que el Tlatoani lo era de la deid.::ld mas.culin:i.. Por 

lo anterior, consideramos que el Tlatoani estaba de esta manera vi­
gilado, ya.que ambos gobernantes eran considerados dioses, sin em­

bargo, esto no implica que tal vigilancia haya sido eficaz. 

Compartimos la opinión de López Austín, en él sentido 
de que los consejeros no ejercían influencia alguna sobre el Tlato~ 
ni, puesto que sus opiniones no tenían fuerza vinculativa para ~5-

tol (27). 

Dentro de la estructura judicial encontramos el TecpilM 
calli, tribunal encargado de conocer de los delitos cometidos por -
los militares y cortesanos, el cual estimamos corao el mecanismo de 
control más estructurado en esta etapa. 

Desde el punto de vista penal, se contemplaban ya, deli 
tos como el cohecho, ademas la decidia en el juicio y la embriague~ 
de los jueces. Si la falta era leve, el infractor se hacia merece­
dor a una llamada de atenci6n por parte de sus colegas, a la terce­
ra falta eran trasquilados e infamados y por supuesto cesados del -
oficio; cuando el delito es de cierta gravedad, pero no amerita la 
pena de muerte, la destitución era inmediata. La declaración falsa 
ante el Tlatoani y la sentencia dictada injt1stamente se sancionan -

con la muerte. 

27, Ib1i.lon.1';{¿.!i0. 
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De lo que llevamos dicho hasta aqu[, se desprende que 
los Aztecas no lograron un desarrollo elevado en materia de pcrecho 

Disciplinario, y esto resulta ló~ico dada su organización, es de­
cir, si centralizaban el poder en el Tlatuani, quien adcmis era ca~ 
siderado Dios, no se l1acia necesario otro 6rgano que tuviera a su 
cargo la fiscalización. 

3) EPOCA VIRREYNAL 

Nos hemos ocupado anteriormente de las instituciones -
del Derecho Disciplinario en España. Durante el Virrey'nnto esas -

·mismas instituciones tuvieron aplicación en ella, por la que no ti~ 

ne sentido re"petir lo mismo en este apartado. Consideramos conve .. 

niente referirnos brevemente a la manera como se llevó a cabo el .. 
control de la administración en la Nueva España. 

Ots Capdequi en su obra ''Historia del Derecho Espaftol 
en América y del Derecho Indiano", al referirse a la situaci6n que 

guardaba el desempefio de la funci6n pública en La Colonia. sefialn 
que "los abusos de poder eran fáciles y la impunidad no era difí­
cil de conseguir para funcionarios que no tuvieran una conciencia 
estrecha de su deber. Las Visitas y los Juicios de Residencia del 
Derecho Tradicional Castellano, fueron los instrumentas más cfica· 
ces con que creyeron contar los monarcas para evitar y corregir d~~ 

Órdenes" (2 8), 

Lo anterior demuestra que hzi. sido una constante preoc!:!_ 
paci6n de los gobernantes crear instrumentos jurrdicos que tuvieran 
una repercusi6n significativa en el control de la administración. 

Las Visitas en las Indias podían ser generales o 



• 38 • 

particulares, segOn se dedicaran n revisor a todas los autoridades 
de un territorio o provinci:i dctcrmin:idos o n un funcionario en 
particular, incluso el Virrey <lcbía someterse a cst:1s fiscalizaci2 
ncs, pero s6lo en cuanto a los acios ronlizndc~ co1no Presidente de 
la Audiencia Virreinal, que era un 6rgnno con J~uncioncs jurisdic­
cionales, ya que por cuanto hace a su gestión como gobernante, de­
bla rendir cuentas en la Resi<lencia. 

Destaca el hecho de que el Virrey tuviera que someter­
se tn111bidn a las Visitas de cnrfictcr general, yn q11e guar<la una 
analogía con la obligacién legal que tiene actualmente; el Preside!! 

te, de presentar la declaración patrimonial, 

Tanto en ln época de la Colonia, como en ln nctunlidad, 
el sistema de ~csponsabilidndcs de los servidores pGblicos preten­
de ser aplicado impnrcinlmcntc sin importar lu posición jer:irquica 

del sujeto a quien se aplicaba. 

El nutor citado sostiene que 11 son muchos lo:.; documen­
tos que atestiguan la frecuente inobservancia de esta doct1·i11a. 

En una Real C6dula del 4 de mayo de 1704 se tuvo que • 
ordenar que se cumplieran las leyes de lu Recopllución sobre las -
Residencias y Visitas de Alculdcs 1 Regidores, Dscribanos, cte., p~ 

ra evitar los abusos que por no hacerlo, se l1abía1l advertido en 
los abastos, pesos y medidas de las ciudades, Se Jincin constar en 
estn Real Cédula que los indicados abusos eran cometidos principn! 
mente por los Alcaldes y los fieles ejccutndorcs en co111binació11 

con los Escribanos y se decretaba en consecuencia, que se hicieran 
las Visitas de las ciudades cada tres aftas, actuando co1no Visitud~ 

res por riguroso turno los Oidores de la Real J\udicncla 11 (29). 



- 39 -

La citn anterior pone de manifiesto un problema que ti!:_ 

ne mucha actualidad, y que consiste en el 11echo de que ln posición 

política que ocupan ciertos titulares de la ad1ui11ist1·aci6n, de f11~ 

to, impide que se les aplique el r6gimcn de responsabilidad idmi­

nistrativa. Este problema difícilmente podrfi climin:irse a través 

del Derecho Positivo, es indispensable para lo~r¡1rl~ que quienes -

tengan a su cargo e 1 desempeño <le la función pllbl ica, t0ngan la ca­

lidad moral necesaria pnra dcscmpcílnr con rectitud las :1ctividadcs 
inherentes a los puestos que ocupcr1. 

El Cabildo de San Josfi de Bogotft diri~i6 ~ finales del 

siglo XVIlI una representación a la Corona, haciendo notnr que la 

Real Cédula citada carecía de toda eficiencia, toda ve:: que a(in 

cuando !labia sido dictada el 10 <le mayo Je 170•1 no se hah.ia puesto 

en práctica hnsta 1792. 

En otra Real C6dula dictada en 1799 se dispuso que los 

Alcaldes Regidores y Escribanos por cstnr sujetos a las autorida­

des superiores a semejanza de lo que ocurría en el Derecho Romano, 
quedan excentos del juicio <le Rcsi<lcnci:1 en el entendido de que -­
los superiores los supcrvisabnn ndccuad¡1mcntc. Di~posicio11cs como 
ésta fueron lns que provocaron los abusos de Escriba11os, Corregid~ 

res y Alcaldes, toda vez que como se desprende Uc lo antcr ior, no 

siempre eran vigilados n<lccuad.'.lmcntc. 

La vigilancia de los superiores sobre sus inferiores -

jcrfirquicos, funcion6 en Roma porque existía un celo por el correB 

to desempcfio del encargo encomendado, puesto que las funciones de 
gobierno se considerabnn un honor, una distinc16n; el funcionario 

sabia que el pueblo romano hnbin depositado en dl su conCianzn y -
el traicionarlo con uno actitud dcsl1oncsta o dcsor<lcnnda, 
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ocasionaba alga peor que el desprecio social, la infan1ia. Este 
sistcmu no podía funcionar en la Nueva Espana en donde, en muchos 
casos la codicia se apodcrnbn de los rcprcscnta11tcs de l;i Corona. 

Si bien es cierto que en mucJ1as ocnsioncs los abusos 

cometidos por la autoridad quedaban impunes, tnn1bi~n lo es que corr 
tinuamcntc la Corona procuraba poner medios n1fis cflci9ntcs para el 
correcto descmpct\o de la funci6n pGblica, nst 11cl 23 de junio de • 

1720 se tuvo que reiterar para corregir la in1pL1ni<lad que resL1ltaba 
por la tolerancia de los Virreyes, que las Residencias de Goberna­
dores y Corregidores, las instruyeran las Reales Audi~nclas con 
arreglo a lo que estaba dispuesto en las leyes 19, 20 y 21, titulo 
15, libro IV de la Recopilaci6n 11 (30), 

En este mismo año se exigi6 n los r.orregidores y Gobe~ 
nadares que dieran fianza para garantlznr el correcto ~csc111pefto de 
su encargo. 

A veces las denuncias presentado~ contra un Gobernador 
Corregidor sobre supuestos abusos de poder se trn1nitabnn afin eles· 
puSs de haberse seguido contra el acusado el Jl1icio de Residencia, 
lo cual es contrario a las reglas procesales de est¡L Institución -
que prevec, como dijimos en su momento, ln presentación de dcnu11· 
cias por par~c de los gobernados, sin cmbar~o, consideramos adccu~ 
da esto medida desde el punto de vista de la finalidad que persi­
guen las normas del Derecho Oisciplinnrio, 

El 29 del mismo mes y año, se mandaba al Presidente 
del Consejo de Indias que no hubiera comisiones para instruir Jui­
cios de Residencia a individuas q·ue vivieran en la corte¡ si no 
que se enviaran estos encargos a los miembros de lns Audiencias 
con facultad pnra deleinrlo en personas de entero sarisfocción (31), 

JO, lLilumi. l'd't!!, l9l. 



- 41 -

Esta disposici6n nos parece d~ lo m5s inadecuada, 9ues­
to que al delegar en tantas personas las facultades de fiscaliza-­
ción, dadas las circunstancias de la época, no era difícil, como ya 

lo hemos comentado, encontrar abusos <le ¡Joder en quienes ejercen es 
ta importante función. 

El autor que hemos venido citando, refiere que tracand~ 
se de empleados que fueran nombrados directamente por el Rey, en 

cuanto al p~ocedimiento de la Residencia, óste se establecería en -
cadn caso a travós de la Real C~dula que ordenara tal medida de ca~ 

trol, lo que a primera vista parece contradictorio a las c!isposicio­

nes del propio Juicio de Residencia que hemos estudiado con anteri2 

ridad, pero consideramos que ósto es ncccs3rio, y3 que hay que ada~ 
tar este importante i11strumcnto jur[dico a la realidad de las In-­
dias substancialmente distinta a la realidad de la Peninsula. 

Como ejemplo de lo anterior, Ots Cap<lequi cita una Real 

Cédula de 8 de octubre de 1771, en lJ que se nombr~ a Don José Ru­

la~ca y Cortavorria y en su defecto a Don Francisco Sabati y en el 

de ambos a Don Jerónimo de Torres, para tomar Residencia <le Don Jo­
sé Varón de Chávez, Gobernador de Antioquía, a sus tenientes, mini~ 

tras y oficia le:>. El término para llevar a cabo dicha Residencia -
fue de 60 días a partir de la publicaci6n de la C&dula de referen­
cia; deberfi oirse a los querellantes, de igual manera se abrir5 la 

informaci6n secreta relativa a la manera como los resi<lcncia<los ha­

bían desempefiado sus cargos, particularmente en lo que se refiere a 

la administración de justicia y al ciudadano del Patrimonio Real. 

Se pondria especial atenci6n en revisar lo referente a la comisión 

de pecados públicos 1 31 cuidado de las Leyes, Cédulas y Ordenanzas 
Reales. La Residencia a que se refiere la Cédula que tratamos, com 

prende espec[ficamente a los Oidores, Alcaldes, Regidores y Escrib~ 

nos. 
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Los Jueces debían cumplir las Le)'es de Toledo y respetar el aran­

cel conforme el cual debían ser vendidos los indios y los géneros 

adquiridos para el abastecimiento de los pueblos. Dispone la mul­
ticitada Cédula, que de todo lo anterior deberi3n formt1larse car­
gos si los hubiera, siempre que 6stos fueran concretos y no gener~ 
les. Los Oficiales a quienes se aplica esta Cédula podian presen­
tar pruebas de descargo, con el apercibimiento de no noder presen­
tarlas con posterioridad al momento fijado por el Jue: par:i este 

efecto. Las sentencias que resultaran con motivo de esta Residen­

cia, no serían remitidas al Consejo de Indias, excepto en el caso 
de que por alguna ra~6n no pudiese dictar la misma. ~ este respeE 

to. se debe mencionar que este autor no proporciona ninRfin caso en 
el que ésto haya ocurrido, 

Con lo anterior, queda ejemplificado de manera bastan· 
te clara como se adapta el Juicio de Residencia a las necesidades 

de los pueblos, ademis de ser una muestra de c6mo el Derecl10 debe 
ajustarse al medio social de los sujetos a quienes se aplica. 

Continuando ahora con la descripción de lo que fue el 
Juicio de Residencia en las Indias, conviene sefialar que si el re· 

sidenciado moría, por regla general se transmitían sus infraccio­

nes a los herederos. 

Lo anterior nos parece abeIT.:i.nte porque la responsabil!, 
dad administrativa deriva, en términos amplios, de una conducta n~ 
gligentc o abusiva que trae consigo una sanción que indudablemente 
debe sufrir quien la realiz6, puesto que lo que busca fundamental­

mente es la corrección del infractor, con la única finalidad de -
que los. gobernados no sufran las consecuencias de una administra­

ción deficiente. Ahora bien, si el Oficial incumplido muere, ya 

no está en posibilidad de corregirse, y por otro lado, no causa 
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m5s pcrJu1c1os a los administrados, luego, no ticn~ sentido casti­

.gnr il su heredero. En el caso de la:i deudas de carácter patrimo­

nial, se justifica su trans:nisión porque el patrimonio subsiste al 

decuyus y porque no sería justo que por un hecha ajeno a su vallm­

tad, los acreedores se vieran perjudicados en su p:itrimanio. 

Regresando al aspecto que nos ocupa 1 en opl.nión de So­

l6rzano1 los casos en los que la responsabilidad se transmit[a a -
los herede~os, eran los siguientes: (32) 

a) Cuando se procede contra un Juez. por delitos y ex.cesas partl, 

culares, por razón de los cuales debe sntisfacer al~ún interés o 
penas pecuniarias a alguna de las partes o al fisco, siempre que 
durante su vida se haya comenzado el Juicio y se contestaran las 

demandas formuladas. 

Es~a causal de transmisión de la sanción se justifica hnsta 
cierto punto en virtud de que se oca'siona a las partes o al fisco -
un daño de carácter patrimonial que puede resarcirse con el patri­

monio del difunto. 

b) Cuando el Juez muere habiendo cometido un delito consistente 

en haber adquirido indebidamente una cosa del fisco o de los parti 

culares. 

e) Cuando el Juez muere habiendo sido visitado o residenciado y 

habiéndose pronunciado contra él sentencia condenatoria. 

El hecho de que se concluya en contra de un Juez un proceso 

determinado y que por sobrevenir su muerte no se le pueda aplicar 
la sanci6n, no justifica que se aplique a sus herederos. 
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d) Cuando aunque no haya habido con<lc11ación, estuvieren yn con-

cluidas las averiguaciones de ln Residencia o Visit11. 

Reproducimos para esta causal lo que diji1nos en la anterior. 

e) Cuando se trata de delitos graves con10 la J1crcjfa, la trai-

ci6n al Rey o a la patrin, la sodomía y el cohecho. 

Todos estos actos denotan corrupción en el sujeto activo, 

por lo que no tiene objeto que el castigado sea ur1a persona distin 
ta de la que llevó n cabo ln ncci611. 

f) Cuando cualquier oficial l1ayn defraudado nlRD de las cajas R 

reales,. públicas, sagradas o cualquier otra cosa que haya tenido a 

su cargo. 

De lo anterior podemos apreciar la preocupación del Estado -
por cuid3r su patrin1onio y el de sus súbditos, prcocupaci6n que ha 
sido una constante a lo largo de ln J1istori~ toda vez que en nues­
tro Derecho vigente existe la obligación por parte <le ql1ienes tie­
nen a su cargo los fondos públicos, <le cuidarlos y de emplearlos -
debidamente, 

g) Cunndo el Rey, los Oidores, el Alc~1l<le o fiscal contrai,gnn -

matrimo:1lo en los distritos de su jurisdicción, 

Esta causal resulta ciertn1nente 16gicn en cuanto a su conte­

nido, porque de esta manera se evita que por el intcr~s de un Ofi­
cial de contraer nupcias con una person~ en particular, actúe en -

formn parcial en el dcscmpefto de su encargo, pero no se justifica 

que los herederos tengan que asumir la responsabilidad por una nc­

ti tud de esa naturaleza. 
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Continuando con el desarrollo de este punto, hewos de c!ccir 

que los Oidores de lns Audiencias de las Indias cstabnn sl1jctos n 
la Residencia y a las Visitas cuando eran tr.:tsl:h.l.:tdos de un lu~1ar 

a otro, pruebn de ello es una Real CéJula cit:.111a nor el ;wtor que 

venimos siP.uiendo rlel 16 ele octuhre de 1775, en l;i que s1..• onlena 

que a los Oidores promovidos se les tofT'le Residencia antes lle que 

sal~an de las ~lazas qt1e dejan (33). 

En . .el caso de que un tesidencia<lo se nuscntnra del lUJ'ar de 

la Residencia Sin licencia 1 se le Mandaba llamar nor pre.rones o -

cartas reqttisitorias, si oor estos medios se le hnlln~n, era lle­
vado preso al lugar de la Residencia, si no se le en¿ontr:1ha, se 

le sepufa el ~rocedimiento en rebeldia, tenién~olo por confeso de 
todos los carRoS de que fuera nct1sado, dict~ndose ~osterior~entc 

la sentencia correspondiente. 

No hemos encontrado referencia al~una sobre el nodo cott.o 
eran ejecutadas estas sentencias, pero es ldfico suponer que co~o 
la imposición lle las penas µodia transmitirse a las personas de -

los heret"leros, en este c¡lSO fueran ellos mismos quienes cnrp,.:lran 
con la pena respectiva. Por otro l:i<lo, si el Oficial, tenía pa­

trimonio Y .s1:ia sancldn era ~ccuaniartn, podiJ ser eject1tnrlo en 
su haber oatrlmonlat,' 

Cuando los testi~os eran llamados a declarar durante el Jul 
cio de Residencia, 6stos no nepabnn ni afir~nban los hechos que 
eran imputados en forma presuntiva a los Oficiales, sino que sim­
plemente sostenían que no tenían conocimiento sobre los miSmos. 

Este fendmeno es natttral porque el hecho de incriminar a una 

persona causa temor por la posibilidad de que el nresunto rcspons~ 
ble ocasione dafto n su acus~dor. 
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Asimismo, la si~uaci6n que comentamos hace muy difícil la cficien~ 
cin del sistema de r.esponsabilidndcs, porque si quienes sufren 'los 

abusas de la autoridad no los denuncian y los ratifican ante la ªH 
toridad competente, 6sta se encuentra pr5ctlc~11ncntc imposibilitada 
para sancionar a los servidores negligentes, Lo anterior lo hemos 

podido constatar durante nuestro dcscmpcfio con10 pasantes en la Con 
trnlorín Interna de la Secretaría de Salud, de uhí que nuestro pun 

to de vista al respecto es que micntrns los gobernados no nos dcci_ 

·dumas a .. comb:itir activamente la corrupción utiliz:rndo los medios • 

jurídicos establecidos al efecto, no po<lrti ni siquiera ntcnunrsc. 

Si bien es cierto que en ocasiones la faltn de cooperación -

de los particulares ocasionaba que algunos Oficinlcs transgresores 
de ln l.ey quedaran cxccntos de sanción, tumbién es cierto que los 
monarcas csnnñolcs ponían empeño en vigil<ir el correcto desempeño 
de la función pública, de ahí que Ots Cnpdequi nos dice: "Una cé .. 

dula dictada el 13 de septiembre de 17B2, dcstncn ln importancia -

que revisten los Juicios <le ncsid.cncia de los Virreyes, toda vez • 
que en esta C6dula se afirma que no obstante que el soberano mani­

fieste su satisfacción por el celo que ha demostrado el Virrey FcL 

n~ndcz, se declara que no se accede n su petición de cximí~sele 
del Juicio de Residencia para no asentar precedente en este senti­
do" (34 ) • Más adelante, en relación n la efectividad del sistema 
de icsponsabilidnd administrativa en las Indias nos dice: "La efes 

tividad de las sanciones impuestas a los nutoridn<les coloniales 
por extralimitaciones de poder o por simples errores cometiclos en 
el ejercicio de sus funciones de gobierno o nd1ninistraci6n 1 se ha· 
ce patente a través de numerosos documentos. 

Todas lns medidos punitivas eran pocas para contener la codl_ 

cia o la arbitrariedad de las autoridades de estos territorios y a 
pesnr del rigorismo de ln ley, siempre podfnn scnrirsc espcrnnzndos 
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en conseguir una impunidnd para sus desmanes al amparo de ln enor.:. 

midad de las distancias y de ln irrcgulnridad de las comunicacio­

nes" l35). 

Con base en lo anterior, podemos conclui1· que la ausencia de 
sanción para los servidores públicos que no respetan la ley no es 
un problema nueva, sino que se ha convertido en un resavio hist6ri 

ca que nos toen resolver, en pnrt~ a quienes l1c1nos <lccidi<lo dedi­
carnos at estudio del Dcrccl10. 

n1 estado de cosas que acabamos de referir, pronici6 que los 
monarcas pusie~nn mayor cmpcfio en la vigilnncJ:1 d~ l:l ~ctL1nclón Je 

sus oficiales, de mnnern que facilitaron n Jos pnrticul:1rcs ln pr~ 
scntnci.6n ele denuncias y se suprimió el clcsafuero <lcl <lcnunci¡u.lo, 

si los hechos encuadrnbnn en los supuestos ~e rcsponsnhiliJnd. 

Refiriéndose al esmero que pusieron los 1non:1rcas en cvitnr -
la arbitrariedad, Ots Cnpdcqui refiere: ''Lo mis1no se castigó a 
los Regidores y Alculdcs ordinarios que a los Gobc1·11:1dorcs, Oido­

res de las ¡\udicncias, Presidentes y Virreyes, sin excluir a la$ -

autoridades cclcsi5sticas. Unos y otros ft1cron objeto de amonest~ 

cienes y represiones públicas, de multas en cuantía mayor o menor, 
de suspensiones del empleo y sucl<lo, a$í como de la ohligació1. de 
reintegrar cantidades indebidamente percibidas. Todo ello, claro 
está, sin perjuicio de otras posibles responsabilidades de grave· 
dad mayo~'. (3b). 

4) MEXICO INDEPENDIENTE 

Nos ocuparemos ahora de tratar de ln cvolució
0

n del De­

recho Disciplinario durante la época del Héxico Independiente. 

JG, lbtu.n.1~. M. 
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Esta etapa abarca de 1810 1 ano en que se inicin l:.i gu~ 

rrn de Indcpcndcncin n la fecha, existen un gran número de leyes -

en las que se contienen diversas disposlcioncs en relación a la 

Rcspons•1bilidnd de los Servidores Públicos, Por lo que ':ic refiere 

a la e tapa que va de 181 O a 1917 1 nos re feri rl:r.os ún icnmcn te a las 

disposiciones constitucionales referentes al tc111n que nos ocupn, -
siendo conscientes de que no son 6stos.los Onicos documentos que -
contienen aspectos en rclnci6n al tópico del que tr:1tnn1os, sin cm­

bargo1 la'finnlidad de este capítulo es principalmente ubic¡1r ln -
evolución que ha tenido el Derecho Disciplinario hast:1 nuestros 
días y por ello no haremos un anfilisis pormenorizado d~ todos los 
documentos que pudicrnn indicarnos la evolución del tema, 

a) CONSTITUCION DE APATZINGAN 

La primera Constitución en la que se contienen diver­
sas disposiciones en rclución a la Rcsponsnbilidntl de los Servido­
res PGblicos es el Decreto Constitucionnl poro ln Libertad de ln • 
América Mexicana, sancionada en Apntzin~dn el 23 de octubre de 
1814. Nuestra primern Constituciórt en su Articulo 27, seftnlabn lo 
siguiente: 11Artículo 27. La scJturi<laU Je los ciudadanos consiste 
en la gnrnntin social: 6st:1 no puede existir ~in que fije la Ley 
los límites Lle los poderes y In rcsponsnbilidnd <le los Funcionarios 
Públicos" {37 ) . 

n1 Artículo transcrito consagra una necesidad que cxi~ 
te en todo Estado de Derecho y 6stn es ~uc la Ley fije los limites 
a la actividad de la nutoridad, a efecto de que los purticulnrcs • 
puedan actuar libremente en todo aquello que la norma le~ permite 
y no se corra el peligro de que los gobernados se venn pcrrurbndos 
en sus derechos por un acto arbitrnrio de ésta. 
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La Constitución Ue 1814 señaln por otro ludo, en su A~ 
t[culo 59 que los Diputados scrfin inviolables por sus opiniones y 
que no podrá hacérselcs responsables en ningün momento por cllns. 
AsimismoJ establece que los Diputados po<lr5n ser sujetos de Juicio 
Político por la pnrte que les corrcspon<lc la Ad1ninistr11ci6n J>úbli­
ca y que en los t6rminos <lcl rcgl.1111c11co respectivo, JiOdrdn s~r UCH 
sados por los delito~ de herejía, apostacía y por los delitos de -
I!stado 1 ralcs como los <le infidcnsi~t. concusión y 11q)ill;1cl6n ele 

los caudtilcs pOblicos. Como podemos obscrvur. el aspecto del cu! 
dado de los bienes del Erario Fc<lcrnl 1\0 es na<la nuevo. Ya desde 
estas épocas se tenia una. preocupación pol" lo que su fcficrc a es­
te aspecto (38). 

Scfiala el ordctlamicnto que se i111ali:a en su Articulo -
145 la responsabilidad de los Secretarios por toilos aquellos dccre._ 

tos. 6rdcncs y disposiciones que se autoricen contr¡i la Constitu­
ción que comentamos y contra las ~cycs que Ucrj\'Cn ele clln, ip.ual­

mente se scfiala en el Articulo 149 que los Secretarios se sujcta­
r5n indispcnsnblcmcnte ul Juicio <le Residencia y a cu~lquicr otro 
que en el tiempo de su bi~i~tcrio se promueva lc~íti1"¡1mcnrc ante 

el Supremo Tribunal de Justici¡~. 

Podemos aprcciur que en esta ctnpa del ~l~xlco indepen­

diente pr5cticamcntc se continnnn urili~31\<lo lns n1is1nas lnstitLJcio 
ncs que rigieron durante ln Colonia, lo cu:tl consiJcramo::; ua as1JCE, 

to lógico, toda vez que nuestro país comen?aba su iicriodo de eman­
cipación y en tal virtud no se cncontrr~ba pTcpurado pnrn idear unn 
serie de instituciones y mecanismos de contTol que se ad:.iptnrnn a 

lns necesidades de nuestra nnción. 

Uno de los cnmbias que se contienen en el Decreto que 
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se analiza en relaci6n al Juicio de Residencia a que se ha l1ccl10 

referencia, es la creación del Supremo Tribunal de Justicia, el 
cual conoce de los juicios de Residencia y en general de todo pro­
cedimiento para cuya formación deba preceder la <lcclnrnci6n del S~ 

premo Congreso y en general de 1¡1s causas de Residencia <le todo Cfil 

plcado público. Pnra que conociert111 <le la rcspo11sabili<laJ lle los 

individuos del Congreso del Suprc1ílo Gobierno y del Suprc1110 Tribu­
nnl de Justicia, se creó el Tribu11al de Residencia que co11ocia de 
las causris mencionadas así como tnmbi611 de las cnusns promovidas -

contra los miembros de las Suprc1nns Corporacio11cs a que J1:1cc refe­
rencia el Artículo 59 de esta Constitución al qltc nos9tros l1c1nos -
hecho a lución (39). 

b) CONSTITUCION DE 1824 

El siguiente Documento n nivel Constirucionol en el 
que cncontrnmos disposiciones relativas nl ten1:1 que tratamos es la 
Constitución Pcdernl de los fistndos Unidos Mexicanos, sancionada -

por el Congreso Ccncrnl Constituyente el 4 de 0Ctl1hrc de 1R24, en 

la cual se establece en el Artículo 37, fracclo11cs I y 11, la res­
ponsabilidad del Presidente de la Federación nor los delitos de -­
t'ralción contra la independencia i\acionnl o 1.:1 forma establecida -
de fi:obierno y por los delitos <le cohecho y soborno co111etidos durnn. 

te el tie1npo de su empleo. Asi111ismo. el Presidente serfi responsa· 
ble por los actos tendientes a impedir que se hng;tn elecciones de 
Presidente, Scnudores y Diputados, o a que éstos se presenten a 
realizar sus funciones en lns 6pocns que sefinla la Constitución 
que comcntnmos, o bien n impedir a cualquiera de los C:1marns el 
uso de lns fncultndes que le ntribuyc la propi:1 Constitución (40). 

1¡0. JtJllk-111. P.fg, 17;i, 
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Por 1o que se refiere a los Gobernadores de los Est3dost 
la fracci6n IV del Artículo 3H scft~la que scrfi11 responsables por 
las infracciones a la Constitt1ci6n Federal, l.cycs Je lu Un~6n u Or­
denes del Presidente de la f.cdernción que no sean maníflcstamcncc -

contrarias a la Constituci6n y Leyes. Este precepto i·csulta udccu~ 
do en virtud de que estnblccc 1~1 rcsponsabilid~1J Je los Gobernado­

res de los Estados por violn.cioncs a 1:1 ley, sin embargo, consi<lcr.!!_ 

mos que no existe un criterio para <letcrrninnr cuando unn 01·clcn del 
Presidente scr5 manifiestamente contraria a la Constituci6n o u la 
Ley. 

El procedimiento para hacer cfcctiv:t 1~1 rc~pons;1bllidaJ 

de los Gobernadores de los Estados y del Presidente de l~l Federa­
ción consistía en que cu:1lquicra de la$ cr11naras podía proceder a C,2. 
noccr de· estas responsabilidades en call<lad Je \.r;m Jun1<lo, salvo -

el caso de que se tratara de rcsponsabilidndcs del Presidente o ele 
sus Ministros por netos en que llaya inrcrvc11ido el Scnudo o el Con­
sejo de Gobierno en raz6n de sus atribuciones, supuesto en el cual 

dcber5 constituirse en Gran Jurado l~ C5111~ra <le Rcprcscnt:1ntcs. De 
igual manera ln Cdmarn de Rc¡)rcsc11tantes scrfi Gr~n Jurado en caso -
de acusaciones en contra del Viccprcsidcncc po1· cualquiera de los -

delitos que éste cometiere en el tiempo de sus funciones. Resulta 
interesante transcribir algu11os Je los Artículos J~ la Co11stituci611 

por la similitud que guar<lnn co11 nucstr;l Lcgisl:1ci611 vigente: 

"Artículo 110: La C5mura unte la que se hubiere hecho -
la acusnci6n de los individuos de que 1tnblnn los dos Artict1los a11t~ 

rieres, se crigirfi en Gran Jurado 1 y si decl~r~1·c por el voto de 
los dos tercios de sus miembros presentes haber lu¡~~r n la farma­
ci6n de causa, quedara el acusado suspenso de su encargo .Y puesto 
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a disnosicidn del Tribunal comnetente" (41). 

11ArtLculo -13: En 1.:-is. causns criminales que se inten­
taren contra los Senadores y Dioutndos, desde el dfa de su elec­

ción h:Lsta dos meses dcsnuós de haber cu111nl iclo su co.ir?.o, no po·· 
dr5n ser aquellos acusi1dos slnn ~nte l~l Cdmnr~ de éstos, ni éstos 
sino ante la de Senn~nres, constituyéndose cada C~r•arn .ªsu vez -
en Gran Jurado, para declarar si ha o no tuvar a la formación de 
ta causa" : ("42). 

"Artículo .t4: Si la Cámara que hava de Gran Jurado -
en los casos del Art;r:uto nnterior, declarare, por el ~oto c1.e los 
dos tercios de sus miembros presentes, haber lu~ar n la formación 
de causa, quedará el acusado suspendido de su encargo, y ~uesto a 
dipasict6n del Tribunal competente" (43). 

Los Artículos que nos hemos permitido transcrir no 
contienen otra cosa sino el antecedente de lo que hoy se llarrn D~ 
claración de P.rocedencia y que se encuentra regulada en la Ley f~ 
deral de Responsabilidades de los Servidores Pl1blicos ~ue poste­

riormente comentaremos, 

c) CONSTITUCION DE 1836 

El sip.uiente texto Constitucional que debewos comen· 
tar es el de las bases y Leyes Constitucionales de la República • 

r.lexicana 1 decretadas por el Con~reso Cencral de la nacidn en el 
año de 1836. 

La Constitucidn de· 1836 es conocida también como De -
las Siete Leyes, por cstnr conformada por siete Leyes. 

l¡\, lbi.1.:dlo ~. lT:!, 

112. lbh11..111. ~. 173. 

llJ.lblJ ...... lt.¡i;. 173, 
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Asi: el Artículo 18 de la segunda Ley Constitu~lonnl -
scfiala que los miembros del Suprema Poder Conscrv~dor son rcsponsE 
bles por la comisión de delitos durante el tiempo de su cnc~1rJ:!o y 

que la acusación se hará a11tc el Congreso, reunidas las dos C~mo· 
ras, quien dcbcr4 resolver si procede o no instruir procedimiento 
penol en contra del servidor 11Gblico por mayoría absoluta, La S~ 
prcma Corte de Justicia en t6rminos de la f1·acci611 1 del Artículo 

12 de la V Ley Constituctonnl cst5 f:1ct1lta<l:1 11ar;1 conocer de las 
causas civiles y penales que se instruy:1n en contra de los 111icm­

bro~ del Supremo Poder Conservador (44), 

Como se puede apreciar en la Constitucidn del 36, se 
mantiene tambit!n ln institución llamada hoy Declaración <le Proce­

dencia. 

En el Artículo 47 de la 111 Ley Constitucional se es­
t:ablece el fuero para el Presi<lcn•e de la Rep(lblica desde el dí:\ 
de su nombramiento hasta un afio dc.spufs <le te1·min•.1Lla su Prcsillcn .. 

cin, para los Scnudorcs del Congreso, <les<lc el <lí;1 Je su elección 

hnsta que pasen dos meses del términu lk su cnC<ll"!,!O, THJra los Mi­

nistros de la Alta Corte de Justicia y la Marcial, para los Seer~. 

turios del Despacho, Consejeros y Gobernadores tle los Dc¡rnrtamcn­
tos los cuales sólo podrdn ser acusa<los por las delitos comunes -
ante ln C5mnra de Diputados. Si el acusndo fuere un Diputado en 
tiempo de su Diputación o durante los dos meses posteriores al 
término de su encargo o si el Congreso estuviere en receso, se hA 
rá la acusaci6n ante el Senado ( 45). 

En el Artículo 48 de la Tercera Ley Constitucional se 
establece: 

~ ... :t4ur1, r«s;. 212. 
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11Art'iculo 48: En los delitos del Presidente de l:a UcpQ 

blica 1 en el mismo tiempo que fija el Artículo anterior, de los Se· 
crecarios del Despacho, Magistrados de In Alt:1 Corte de Jt1stici:1 y 

de la Marcial, Consejeras y Gobernadores de lofi DcpartamcntoSy Jun­
tas Departamentales, por infracción del Articulo 3! 1 p;11·tc qui11rn 

de la Segunda Ley Constituclo11al 1 del 3, de la cu:1rta y del 15 de -
la sexta en sus tres primeras partes, la Ciimar;i de Diput;1dos ante -

quien debe hacerse la nct1saci611 1 dcclar~1rfi si 11:1 o no lu¡~nr a 6stn; 

en caso de" ser .dcclnrnción :1flrmativa, nom!Jr.ir;l dos de sus miembros 

pnrn sostener la ucusaci611 en el Senado. Este, instruido el Proce­

so, y oídos los acusadores y defensores, falla1·fi 1 sin 9~c pue<l:1 i1n· 
poner otra pena que la destitución del carr,o o empleo que obtiene 
el acusado, o de inhabilitnción perpetua o tcmpor;ll pura obtener 
otro alguno; pero si del proceso resulta ser, a jt1icio del 1ílis1no S~ 
nado, n¿rccdor a mayores penas, pasa1·fi el Proceso :11 Tribunal res­
pectivo para que obren segím las Leyes" ('16). 

Como se puede apreciar 'en los comentarios al Articulo -

47 y de la transcripci6n del Artículo 1IH, se Jcter111ina en la Const! 
tución de 1836 la distinción entre del.itas ofld~llc!i y 1.klitos com!!, 
nes, se establece la lntcrvcnclón del Congreso de 1:1 Unió11 para co­
nocer de los delitos cometidos por el Presidente de la Repl1blica en 

tiempo <le su encargo definiéndose nsí el procedimiento a seguir :111-
tc las enmaras que contiene razgos ca1nur1cs co11 la rcgulació11 actual 
a este respecto. La C5mnra de Diputados :1ctGa como jurado de acus~ 
ción e incerviene ln Cfimara de Senadores como jurado de sentencia, 
dctermin5ndose, igunl que nctunl1ncnte 1 la posibilidad Je que los 
actisados sean asistidos por un defensor. 

De todo lo anterior he1nos de inferir que lu rugulaci6n 
vigente de ln responsabilidad de los servidores pGbllcos por cu11nro 

JiG. Ji!.#. lf.¿, 2;-o, 
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se refiere a l~ Dcclaraci5n de Procedencia y ¿l Juicio Político, no 
es una creaci6n tan novedosa, quizfi actualn1ent~ la Ley rc<lcral de -
ncsponsabilidadcs regula de manera m5s dctalla<l:l lo relativo a la -
responsabilidad de los servidores públicos 1 pero indudílblcmcntc es­

te tipo de Instituciones ya se veni:.1~ conformando <lcs<l~ el siglo XIX. 

El Artículo 49 de la Tercera Ley Constitucional, esta­

blece que en los delitos comunes una vez que se l1a l1ccl10 la acusa­

ci6n ante .la Cámara rcspcctiv¡1, ésta resolvcrn si ha o no luv.'ar a -

la formaci6n del proceso pc11al y en caso de que esta dcclaraci611 

fuere afirmativa se pondrá al reo ;:1 disposición del Tr~bun:.11 compe­
tente para que sea juzgado. El Artículo que comcntamo~ establece 
la llamada Declaraci6n de Procedenci:1 por lo que se refiere a los -

delitos comunes igual que la que se establece actunlnient~. 

El Artículo 50 de la Ley en comento, dispone que la De­
clnraci6n afirmativa por parte <lcl Congreso tratfindose de delitos 
oficiales o comunes tiene el efecto de suspc1\<lcr al acusado en el -
ejercicio de sus funciones (47). 

Conviene sefialar que, en t6rminos de la fracción II del 
Artículo 12 de la Quinta Ley Constitucional, la Corte Suprema de 

Justicia está faculta.da para conocer de las causas criminales prom~ 

vidas contra el Presidente de la Rc11Qblic:t 1 Diput:1do~ y Senadores, 

Secretarios del Despacho, Consejeros y Cobcrnndorcs de los Dcparta­
men tas ( 4 8) • 

El Artículo 21 de la Cunrtn Ley Constitucional prevce -

ln formaci6n del llamado Consejo de Gobierno, 6rgano encargado de -

nscsorar al gobierno en to<los los nsuntos que éste le con~ultarr..r49). 

"1 • lác*· Ha. no. 
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Estuba integrado' por trece Consejeros, las cuales eran dos eclcsi6! 

tices, dos militares, y el resto rcprcsentnntcs de las dc1115s clases 
de la sociedad. 

Los miembros de este 6r1~nno eran responsables en t6rmi­
nos del Artículo 26 de la Cunrtn Ley Constitucional, por los <lictfi­
mencs que dicrnn al Gobierno en contra de ln ley y pnrt~culurmentc 
si se tr:ttaba de ln Ley Constitucionnl,·y también por los delitos -

de cohecho.y soborno (SO). 

Finalmente, el Articulo 36 de la Quinta J.cy.Constituci~ 

nnl establece la acci6n popular en contra de los ~l¡1gist~ados y Jue­
ces del Poder Judicial por cualquier incu1nplimicnto de sus obliga-

ciones, por cohecho, soborno y bnratcrr (51). 

d) BASES ORGAN 1 CAS DE 18 '13 

El siguiente texto Constitucional que nas corresponde -
nnnliznr de acuerdo con el orden cronol6gico que 11cn1os scAuido, es 
el que se denomina Bases Orgfinicus Je ln Repúblic:1 Mexicana, de 
184 3. 

En realidad la regulación por cuanto a las rcsponsnbili 
dadcs de los servidores públicos se refiere, no vnrí;1 mucho en rcln. 

ci6n con las constituciones <le 1824 y 1836. Se cst:iblccc en el ar­

tículo 73 de la Constituci6n, la inviolabilidad <le los Diputados y 

Sena<lorcs del Congreso por lns opiniones que estos c1nitan, se pcr­

ceptGa el fuero para quienes integran el 6renno mcncionodo, durante 
el tiempo de sus encargos y durante dos meses dcspu6s de que l1nya -
concluido 6ste, en el nrtículo 74 de la propia Constituci6n; se di~ 

so,1<h.111,f'6&.m. 
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pone que cndn una de lns cámaras conoc~rá de las ~cusnciones que se 
hicieren en contra de sus miembros 1 para declan1r si se procede <> .. 

no pcnntmente en contra del acus~do, lo nnterior en el Artículo 76 
de l:is bnses 6rganicas; igualmente prescribe el artículo 77, que 

cualquiera de las cámaras podr5 constituirse en g,r::rn jurada para d.!:,· 
clarar si h.:i lug.:ir o no a proceder pennlmente en contra de algún e~ 
pleado p~blico por la comisión de nl~uno de los delitos. oficiales; 

describe el Articulo 100 la responsabiliJ~d de los Secret3rios del 

Despacho, llamados en este documento ministros, por toJos los actos 
del presidente que autoricen can su firm:t y por tod3s las rcsoluci~ 
nes que tomen en forma conjunta; se faculta en el Artícvto 118 a la 
Corte Suprema de Justicia para conocer de los procedimientos pena­
les instruídos en contru de los Diputados, Senadores, Mini$tro$ del 
Oespncho y del Presidente de la RepGblica (SZJ. 

En cunnto hac:e al Presidente c:!e 1::1 Rcpúblic::i, en el Ar· 

tí<:ulo 90 se señala el fuero en virtúd ci4l cual no podr5 ser ncusndo 
penalmente durante el ejercicio de ~u car~o~ sino Onicamencc contra 
los delitos de truici6n, contr~ la independencia nacional y la for­
ma de Gobierno establecida en las Bases Orgánicns; asimismo, se pr~ 
cisa que no podrá ser proc~s~do por delitos comunes. sino pasado un 
afio de haber concluido sus funciones (53). 

e) ACTA DE REFORMAS DE 1847 

El Act~ Constitutiva de Reformas a las Bases Or~ánicas 
de 1843~ sancionada por el Congreso Extraordinario Constituyente de 
los Estadas Unidos Mexicanos el 1$ de mayo de 1847, prescribe en su 
Art[culo 1Z la competencia de lu Cámara de Diputados para erigirse 
en Gran Jurado y establecer por m~yorin <le votos si hu lugnr o 
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no a proceder en' contra de los altos funcionarios a los que ln Con! 

titución concede el fuere (SIJ). Igu~1lmentc, se pcrccptúa en el Ar. 

tículo 13 la distlnci6i1 entre delitos con1uncs y delitos oficl:1lcs, 
scfinlfi11dosc que cuando el delito fuere co111fin y se l1l1bicsc dccl:1rndo 
la procedencia de la acci6n 11cnnl, se pasnrfi el cxpcdic11tc n la Su­
prema Corte parn que ésta imponRa 1:1 sanclón de ncucr<lo i.l b1 Ley; -

si el delito fuere oficial, ln C61nn1·n de Senadores se crigir5 en J~ 
rada de Sentencia y si declarare cul11ablc al sc1·vidor ¡1fiblico en 
cuestión, -se rcmi tir5 el expediente n l:i Suprcm:i Corte para que im­

pbnga la snnci6n que corrcspondu de :1cucrdo a 1:1 ley (55); el Arti­
culo 16 hucc responsable :11 Presidente de lu l~e¡>ílblic:1.por los dcli 

tos comunes que cometa durante el ejercicio de su encarno, de ipu¡1l 
manera es responsable de los delitos oficiales exceptuados por la -
Constitución en su Artículo 90, siempre que el ¡Jeto de q11c se trate 
no cstd ~utorizado por la fir111u del Secretario rcs1>011s;1blc. (56). 
Este Artículo modific¡1 lu Constitución de 18~3 toda vez c1ue hace 
responsable al Presidente nGn de los delitos ofici~lcs 1 exceptuados 

por la Constituci6n con In c9n<lici611 de q~u el tacto de que se trate 
no estd autorizndo por el Secretario responsable; interpretado a 

contrario scnsu este artículo, si el acto rcnlizn<lo por el Prcsideu 
te cstfi sancionado por el Secretario, 6stc al autorizarlo scrfi el -

responsable del acto que constituye la faltn, lo cual nos p:1rccc i~ 

justo, toda vez que en todo caso el Secretario debiera ser rcspons~ 
ble del refrendo que estfi otorgando, pero no <lcl neto que cn1nnn del 

Presidente y que por consecuencia sólo el Prcsi<lente debiera rcspo.!l 
dcr de éste. 

El Articulo 17 determina la ílesponsnbilidnd de los Se­
cretarios del Despacho por todas las infroccioncs n la Ley, 1ncncio­
nando que 110 importnrfi si estas infrnccioncs dcrivu11 de un neto po­

sltivo o de una 01nlsi6n (57). 

55.Iuc:ur.~.i,73, 
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f) CONSTITUCION DE 1857 

Haciendo un an5lisis de ln Constitución ele 1857, hemos 

de seftalar que es el primer documento Constit11cionnl que incluye -
un título expreso referente n la Rcsnonsnbili<ln<l de lo~ Funcion:1-
rios POblica~. siendo 6stc el título IV que ab~1rcn los Artículos -

comprendidos del 103 al 10R. Consideramos conveniente transcribí~ 
los para hacer posteriormente los con1cntarios pertinentes en rela­

ción n ellos, 

"Artículo 103: Los Diputndos d:!l Cong1·cso de ln Unidn, 

los individuos de la Suprema Corte de Justicia y los Sccrctnrios -
del Dcsp~c~o son responsables ~ar los delitos comunes que co111ctnn 
durante el tiempo de su cncnr~o y por los delitos, faltas tt omisi2 

nes en 4ue incurrnn durante el ejercicio de su mismo encargo: los 
Gobernadores de los Estados lo son igualmente por in.frncción de la 

Constitución y Leyes Federales, Lo es tambid11 el Presidente de ln 
Repfiblicn pero durante el tiempo de su encargo sdlo podrd ser ncu· 
soda por los delitos de truicidn a ln Patria, violación cxnresn de 
la Constitución, ataque a lo libertad electoral y delitos graves -

de orden común'.' ( 58) , 

Cabe mencionar en rcloci6n con este artículo que nor -

lo que se refiere al Presidente de la Rcpablicu, lo 11ncc rcsnonsn­
~le 6nicamente por los delitos de traición a ln P:1trin. por viola­
ción expresa de la Constitución y por el ataque a l~ libertad clcf 
toral, asi como por los delitos graves del orden com6n, Ostc he­
cho no es justificablc 1 toda vez que si bien es cierto que el Prer 
sidente de la Rcpú~licn tiene un cargo de mucha trascendencia y 

aparentemente esa es la razón por la que solamente se PC?mitr for­
mular acusaci6n contra aste en caso de ln comisi611 · de ciertos de­
litos, también lo es que clada ln trnsccndencin de lns funciones 
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que éste dcsemp~ña, clebc i.axI:~h·sclc una conductn corrcct:i, en t.::il 

virtud, el Presidente de ln Rcndblica con10 cualquier otro servidor 
público debe de ser sujeto de la Ley Penal en los 1nis1nos términos 
que cualquier ciudnd:1no parn efecto de que los intcrcs~s de 1:1 i1n­

ción no peligren, 

Asimismo, conviene decir que este .:1Ttículo fue rcform!}_ 
do el 13 de noviembre de 1874, incluyénc\osc n los Sena1lorcs tlcl 

Congreso :de la Uni6n como sujetos e.le rcsponsabilic.bd y el 6 c.\c ma­

yo de 1no4, en el que se incluyó la fi~11rn del Viccnresi<lc11tc como 
sujeto de responsabilidad. 

11Artículo 104: Si el delito fuere común, el Congreso 

erigid~ en Grnn Jurado dcclnrnrfi, a mílyorín ubsolutn de votos si -
hn o no lugar a proceder contra el acus:1do. En cnso negativo. no 
habrfi lugar a ningún procedimiento ultcTior, En el afir1natlvo, el 
acusaao .queda por ~l mismo hecho sepnrn<lo de su cnc:'\r~o y suj cto a 

la acción de los Tribunales ComunCs 11 (59). 

Este Artículo establece l¡1 llumaJn ílcclarnción de Pro· 
cedencia, ln cunl se comenta ampliamente en el capitulo corrcspon .. 
diente n la Lay Federal de Responsabilidad de los Servidores PObl! 
cos 

1'Artfculo 105: De los delitos o(ici a les conoccr;ín: 
el Congreso como Jurado de Acus~ción y la Su~Tcma Corte de Justi­
cia como Jurado de Sentencia. 

fll Jurado de Acusación tcndrd como objeto declarar a 
mayoría nbsoluta de votos si el acusado es o no culnablc: Si la -

dcclarnci6n fuere absolutoria. el íuncio11ario continuar5 en el 
ejercicio de su encargo, 
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Si fuere conden;toria 1 quedará inmediatamente senarndo de dicl10 en 
cnrgo y ser4 puesto a disposición <le la Suprc111n Corte de Justicia, 
Esta, en Tribunal Pleno, y erigida en Jurado de Scntcncin 1 con au­

diencia del reo. del Fiscal y del acusu<lor, si lo J1ubicrc, proccd~ 
rfi a aplicar a mayoría absoluta de votos, la nen:1 que 1:1 ley de­
signe" (60). 

El Artículo anterior, sc~nln el nrocc<limicnto par:1 

aplicar y hacer efectiva una responsabilidad nor delitos oficiales 

en contra de los servidores pOblicos scílnlndos como s11jctos de re~ 
ponsabilidad. Como se desprende del artículo transcrito, ln C5mn­
ra de Diputados será el Jurado de Acusnci6n y Jn Corte Suprema de 

Jttsticia serfi el jurado de Scntc11cin, ConsiJc1·:l1nos que no es tdcR 
n1co ..:l. hecho de que lo. Corte Suprema de Justicia ~lpli.quc la ley -
peno.l. todo. vez que de ncucrdo o. In 111isn1n constitución 1857 1 exis­
ten autoridades pennlc~ que son las comnetentcs p:1r;1 la :1plicaci6n 

de la Ley Penal. 

PoT otTo lado, estimamos que de nin.guna mancrn es ben§. 

fico el J1echo de que la Ley scftale un procedimiento distinto del -
coman para los delitos co1nctidos por los servidores nfibllcos. que 
la propia Constitucidn de 1857 seftala como s11jetos de rcsnonsnbil! 
dad puesto que todo en~lcndo pGblico es, a la vez que agente del -
Estado, ciudadano y por lo tanto debe estar sujeto a 1:1 ley fc<lc­
rnl, No debe de ninguna manera existir fuero 11i privilegio nlg11no 
por lo que a ln nplicaci6n de ln 1.cy se refiere el .funcionario n.f! 
blico está obligado a esmerarse en el cumnli1niento de sus <lchcres 

de una manera 1nucho más decidida que el ~obernndo. en virtud de la 

altísima responsabilidad que tiene como ~obcrn~nte, Establecer 

procedimientos de esta naturaleza no ltacc mfis que fomc11tnr la co­

rrupci6n, 
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Cabe· mencionar que el Artículo en comento, fue reforma­
do el día 13 de noviembre de 1894 p.'.lra ntribuil' u 1~1 Cfünaru de Sen!!_ 
dores lu facultad de constituirse co1no Juru<lo de Scntcnclu en el 
proccdiu1iento de rcsponsabilidu<l. 

Por últi1Ho, hemos de decir que tampoco rcsult:1 a<lccua<lo 
distinguir entre delitos oficiales y delitos comunes, en todo c3so 
lo que debe existir es un catálogo lle delito::; que pucdCn ser comct_i 

dos por lQs servidores públicos en virtud <le ostcntjf cstu c3rficter. 

11 J\rtlculo 106: Pronunciad~1 una Sentencia Je rcspons~bl 

lidad por delitos oficiales, 110 puede co11ccdcrsc ul rcó' 1:1 Rracln -
del indulto~ (61), 

Esta disposici6n se cncuc11tra tarnbi~n consarra<la en 1:1 
Constituci6n de 191?, menos mnl que la Constit11ci6n de 1857 sc~aln 

expresamente que no procede conceder el indulto, toda vez. que se.ría 
dcmnsinda protecci6n ltacia el nial fl1ncionnrioJ si aJcmfis ~e J1ab6rs! 
le comprobado una responsabilidíld penal, s~ le ¡1r~rniara con el in­
dulta. 

"Artículo 107: La rcsponsabilíJn<l por delitos y fal· 
tas oficiales sólo podrfi cxigir~c dur311tc el pc1·iado en que el fun­
cion:trio ejerce su cncnrRo y un año despuC::>" {ú2), 

Esta disposici6n se encuentro tnmbi6n contcnidn en la -
Consticuci5n de 1917, mismn que es adecuada toda vez que <la la opo.r 
tunidnd de que se exija al servidor 11úblico la rcsponsabilicfad pe .. 

nnl no solnmentc durante el ejercicio de su cnc~rgo sino Ull afio de~ 
pu6s, en virtud de que concluido éste se pueden descubrir.actos u • 
misiones que puednn constituir un:1 falta y c-ntonccs se le pueda fi,!! 

car la responsabilidad que se derive, sin ~ue el sujeto de que se -

62.~.r«t.625. 
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erute pueda orgufuentar que ha concluir.lo su encargo, 

11 Artículo 108: En las demandas del orden clvi l no hay 

fuero ni inmunidad pnra ninr,ún funcionario público 11 (63). 

Existe un precepto redactado en los n1is1nos tór111inos en 

la Constitución de 1917. Jlemos de scilalar que si a los. servidores 

pGblicos no se les otorga ningGn fuero por lo qttc rcspcct:1 a la re~ 
ponsabilidad o a lus controvcrsi~1s del orden civil, debiera también 

derogarse el fuero por lo que l1ace u la rcspons:1bili<lad pcn11l, :1n1-
bos ordenes, el Civil y el Penal contienen <lisposicio11cs que deben 
cumplir todos los gobernados, sin excepción alJ.!Ufül, de 'ui:ancrn que -

consideramos injusta que a los empleados pOblicos se les conceda un 
·fuero o in111unidad pnrn ln aplicnci6n de la ley pen:1l. 

Para concluir con el an5lisis de la Constituci6n de 1857 
diremos.que en cuanto a T6cnica Lcgisl11tiva, c¡uizfi sea u11 nva11ce el 
hecho de que la Constitució11 contc~ga lln Titulo csp~cial1ne11te dedi­

cado a la responsabilidad Je los servidores pGblicos, si11 embargo. 
consideramos que faltan todavía en cst~1 época avances, la Co11stitu­

ci6n de 1857 no prcvcc ln rcsponsnbilidaJ de scrviJorcs pGblicos de 

inferior jerarquía que son, los que cstfin en contacto directo con -
los gobernados y que pueden incurrir c11 co11ducc:1s que si11 se1· deli­

to, lesionan el buen dcsc111pcfto de ln fu11ción p~blic:1, c11 este scnt! 

do, considcra1nos que la lcgislnción :1ctu:1l lin daJo t1n paso adelante 
en cuanto a la cvoluci6n del Dcrccl10 Disciplin:1rio. 

g) LEY DE RESPONSABILIDADES DE 1870 

Merece la pena comentar u continuación ln Ley' del 3 de 
1870 sobre ln responsabilidad Je los Altos Funcionarios, 

6J,Id.:a.flig.G25, 
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Al respecto, el Dr. José Trinidad Lanz Cárdenas en su -

libro ºLa Contralorra y el Control ·Interno en México" seña­

la lo siguiente: 11 Esta Ley -refiriéndose n la Ley de Rcsponsabil! 

d;¡,des de 1870-, la primer:t que se escribió en nuestro pats sobre -

tan importante tema, producto de la ejemplar gestión del Presidente 
Benito Juáret, ha sido de gran valor, aOn cuando no abarcó los múl­
tiples problemas derivados de las situaciones complejas. que provoc3 

la responsabilidad de los funcionarios y sus relaciones ~olíticas, 
de partidos y con la sociedad en general. Su expedición obedeció a 

la necesidad urgente de restringir la amplísima libertad que tenía 
la Cámara de Diputados, única inte~rante del Congreso d~ C53 é~oca, 

r¿specto a la interpretación de los delitos políticos u oficiales 
consignados en el Art[cula 105 de la Constitución de 1857" (64). 

Como se mencionó al tratar el título Cuarto de la Cons­

titución de 1857, el Articulo 105 hace referencia a los delitos ofi. 
ciales, pero este precepto núnca los define, sino que simple y sen­
cillamente sefiala la competencia dei Congreso como Jurado de Acusa­
ción para conocer de los delitos oficiales y de la Suprema Corte de 

Justicia para que como Jurado de Sentencia, imponga la sanción que 
corresponda, en esa virtud como acertadamente señala el Dr. Lanz 

Cá'rdenas, se hacia necesario que un ordenamiento definiera lo 'l,UC -

debia entendcr~e por delitos oficiales,· toda ve: que de no ser así, 

el Congreso tendría un~ facultad irrestricta para sancionar ~ar los 

delitos oficiales. Ahora bien, somos de la opinión de que este Ar­
tículo seguramente no tendría aplicación cuando menos, hasta antes 
de 1870, toda vez que no se encontraban definidos los delitos ofi­
ciales y sl estos no se precisaban de ningunn manera el conRreso 
· · tenía base para declarar si procedta o no aplicnr una sanción 

por un delito que no está definido. 

¿C6mo define la Ley de 1870 los delitos oficiales?, el 

Art[culo lºde la mismn dispone: 

{,f4. l.'\fi:r; CGl\l..'lilJI Jo~é T¡•tni..l.ld, 1;1 Cl>ht1~1lo1•fa y 1.'l 0.mrnl lntt•IUJ ffl W:•\i'CI. t~l! .. o. l\.onlu •k ~\1H1o1-.. l~".Ó"\..:.1. l'Jb1. 

l~i.• lS'). 
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11Articulo 12~ Sen delitos oficiales de los altos fun­

cionarios, el ataque a las Instituciones Dcmocr:iticns, :i l::i forma 

de Gobierno Republicano Representativo Fe<le1«ll y a la 1 ibcrt:id de 

sufragio; ln usurpación <le atribuciones, 1~1 violncidn Je g3r~1ntí;1s 

indivi<lunlcs y cualquier infracción de la Constitución o 1cycs fe­
derales en punto <le gravedad" (ú 5). 

Nos ll:imn mucho l:i atención el constatar que el Arríe.!:! 

lo 7 de lh DCtual Ley de Responsnbilidn~es de los Servidores Pfibl! 
cos scfiala como causales <le 11rocc<lcnci:1 de Jl1icio Político lo que 
en esta Ley de 1870 era considerado como delitos o[ic~1les, esto -
es el ataque n las Instituciones Dcmocrfiticns, el ataque n la t=or­
ma de Gobierno, las violaciones grnves n ln Constitución, el ntn: 

que a lp libertad de sufragio, la ust1rpnción de ntribucioncs, cual 
quier infracción a ln Constitución o leyes fedcr:1lcs 1 los omisio­
nes de carficter grave y Onicnrncnte ngrcpn, ln ley actt1nl, lns vio­
laciones sistern5ticas o graves a los Planes, ProJ~r:11nn~ v Prcsunuc! 
tos de la Administraci6n Püblica ~c<l~rnl o del Distrito Federal y 
a las leyes que detcrn!incn el mnncj o de Recursos Er..:onómicos Pc<lcrn. 
les y del Distrito Federal, por lo que en este sentido la 1.cy vi­

gente carece de inovaci6n y adcm5s, adclanttir1<lonos un poco 1 prete~ 

de eliminar ln distinci6n entre delitos 0Cici:1lcs y delitos co1nu­

nes y de hecho ln climi11n 1 pero curiosamente incorpora dentro de -
lns causas de Juicio Político lo que antes era co11si<lcrndo delitos 

oficiales por lo que esta e1i1ninncidn es puran1cntc nominal, 

Indudablemente el Artículo en comento cstñ rcdnctndo 
con uno grnn amplit.ud y una ~rnn subjctivi<lnd, lo cuul lo _hace inn. 
plicnble, ¿Qu6 se considera ataque a lns InstltL1cloncs Dcmocrfiti­
cns, a la formn de Gobierno Rcpul>lic:1no Rc11rcs~ntntivo Fcdurnl o 
a ln libcrcnd ele Sufragio?, ¿qud <lcbcmos entender par la usurnn­

ci6n de ntribucione~? 1, ¿Q116 debemos cntcn<lcr nor infracción n ln 
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Constituci5n o lbyes federales en puntos ele g~nvcdad? 

"Artículo 2: Ln infracción ele la Constitución o leyes 

federales· en matcrin de poca importunci;1 1 constituye una falta ofi­
cinl en los funcionarios a que se rl!ficrc el Articulo anterior" (66). 

Como se desprende de los urtículos J1ntcriorcs, la Ley -
de 1870 distingue entre cl~litos oficiulcs <le los Altas· Puncionurios 
de la Fcd~ración y faltas oficiales de los propios funcionarios. 
¿Cufil es el criterio para distinguir lo que es u11 delito ofici:1l y 

una falta oficial? 1
• Simplemente es l:i gravedad de la infracción, -

de poca importancia, scr5 una falta oficial, si es unn~violaci611 en 

puntos de gravedad scrfi delito oficial. En 11ucstro concepto no 
existen violaciones a la Constituci6n poco graves o 1nuy graves, de 
poca impºortancia o de mucha importancia. Jurídicamente una trans­
greción a la Constituci6n implic:1 nltcrur el 01·dcn jurídico fu11da-
111cntal de un Estado, por tanto, como estudiosos del Derecho no pod.f?_ 

mas concebir que una infracci6n a la Constituci6n se considere rcla 
tlva, es inadmisible que una ley scílalc que existen quc~rJ11ta"1ien­
tos n ln Constituci6n de gravedad proporcional. Ciertamente l~ts 

consecuencias que sufra el Estado de Derecho por 1~1 violaci611 del -
orden' jurídico fundamental, pueden tener diversa trasccn<lencla 1 pe­

ro dicha transgrcci6n no puede gru<lu:1rsc. 

"Artículo 3: Los mismos funcionnrios incurren en omi­

si6n por la negligencia o inexactitud en el dcsempcfio de las funci~ 
ncs anexas a sus respectivos encargos. lo cual, trnt5ndosc de los -
G9bernadorcs de los Estados, se entie11de s6lo en lo relativo a los 
deberes _que les imponga ln Constituci6n o leyes federales•' (67). 

GG. JJwi. f'4e, )6, 

G7, lú<n, l'd"g. JG, 
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t::l u'rticulo trunscrito scñ~ila lo que se conslJcra omi­

siones por lo que se refiere •l los Altos Fu11cionarios de 1:1 Fc<lcra­
ci6n, las cuales se hacen consistir en la ncgligc11cia o inexactitud 

en la realización de las fu11cioncs anexas :1 sus respectivos cargos: 
¿Qu6 podcn1os considerar co1110 funciones ancx;1s a sus respectivos en­

cargos?. Las tareas que cíectGa un servidor pGblico e11 el ejerci­
cio de sus ntrlbucioncs, serán de la misma importancia ~1uc cu:1l-­

quicr otra que ejecute en el dcscmpcfio e.le su gestión, es Jc,ii·, no 

existen acto:> de un cmplc•1<lo público <le mayor o menos rcctcvancia, 

aunque algunas tengan una n1ayor trosccn<lc11cia para la vld:1 del Est~ 
do, pero no por ello resulta vfilido establecer un criterio para di­

ferenciar unas de otras. 

En el Artículo 4~ <le la Ley que co111e11t111nos, se fijan 
las san¿ioncs que corrcspon<lcn ¡¡ los :1utorcs Ja los delitos oficia­

les, 1:1s cuales se hacc11 consistir c11 1:1 <lcstir11ció11 del c11c:1r~o o 

la inhabilitaci6n para obtener el 1nismo u otro e11cargo por u11 tiem­

po que no sea menor de cinco af1os y· no exceda de diez. 

El Artículo 5~ scfinla qt1c tratfir1dosc <le 1:1s faltas ofi­

ciales, la sanci5n consistir5 en la sus11cnsi6n del cnc:1rgo o la 

inhabilitaci6n del n1ismo por un plazo que no sea mc1101· de un afio ni 
exceda de cinco; el Artículo 6! scn:1l~ que tr:1t~11<losc <le 01nisiones. 

la pena serfi la inl1abilitaci6n o suspensión por un llerio<lo que no -

sen menor de seis meses y 110 exceda de un :1fio; el Artículo 7! disp~ 

ne que los funcionariOs cuyos delitos, faltas u omisiones que <.fobe­
r5n juzgarse o castigarse co11fo1·mc a la Ley que se con1cnta so11 los 
enumerados en el Artículo 103 Constitucional, mismo que y:1 hemos e~ 

mentado y se refiere tambiGn al tiempo por el que se les puede hn­

cer cfectivn la rcspo11sabili~ad que scr5 dentro del ejercicio de sus 

funciones o un afio despu6s de haber concluido las mismas, -
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el Ar~ículo 8~ db la ley sefiala que declarada l~ culpabilidad <le 
los funcionarios por faltas u omisio11cs en que 11nya11 incurrido en 
el dcscmpcfto <le sus encnrRos, qucdu expedito el derecho de la na-­
ci6n o de los particulares para hacer exigible la rcspo11sabilidad -
Pecuniaria que se derive por ascas ante los tribunales competentes; 
el Artículo 9 de la Ley se refiere al surucsto en que un runciona­

rio público sea declarado culpable por un delito oficia~ y a<lc1115s -
se le impute una presunta rcsponsnbilidad por un <lclito común en C,!:! 

yo caso, una vez juzgado por lo que se refiere al delito oficial p~ 

dr:"1 ser juzgado por los ~ribunales competentes 1.•n cu:1nto :11 delito 

común; los Artículos 10 y 11 hacen rcfcrcncin a cue!itio~1cs procedi­

mentales, el Artículo 10 cstnblcc~ que la rcsolL1ciG11 del Gran Jura­
d~ abarca dos aspectos: el primero de ellos, el qt1c corresponde a 
los delitos oficiales, en cuyo caso ln resolución del Jurado puede 
ser dccfarando al servidor público culp:1blc o 110 culpable: el otro 

aspecto se refiere a los delitos comunes en cuyo caso el Cr~ln Jura­
do dcclarnrS si procede o no el ejercicio de la acción penal contra 
el inculpn<lo. Por último el Artícu'io 11 se refiere :1 ln acción po­
pul:1r que s~ co11cc<lc pura JenL111clar los delitos oficial~s. 

Poro concluir con el anfilisis de la Ley de 1870, consi­

deramos conveniente vcrtir la opinión de Rnúl F. Ct1rclcnas 1 en rela­
ción al Artículo 1~: ln cuol consiste: 11 En la Ley de 1870, como e! 
tudinrcmos, si bien en el Artículo 1~ se h:1ce referencia a los <lcll 
tos oficiales, las conductas que se mencionan son tan v:1p~1s, que no 
pueden configurar delitos propiamente dichos, y en verdad esta cru 
ln intcnci6n, los delitos oficiales no son propinmentc tales, sino 

situnciones políticas que hacen factible la separación de sus car~ 

gos a los Altos Funcionarios que hubieren perdido la confianzn del 
pueblo" [66). 

68. Idall.P&.:.38. 
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El C6digo Penal de 1872 es el nrin1cr ordenqmientQ de -
esta naturaleza, que agrupa delitos cometidos por Funcionarios PG­
blicos de la Fctlcraci6n. El capítulo citaclo se denomina 11Sobre a.!. 
gunos de los delitos de los Altos Funcionarios de la f.'ccicrat.ió11 11

;, 

compuesto por los Artículos 1050 y 1060, los cL1alcs scfinlan lo si­
guiente: 

·~rticulo 1059: Todo ataque a lns Instituciones Demo­

cráticas,· a la forma de Gobicr110 adopt:1d;1 por ln N;1ci6n o a ln li· 
bcrtad del sufragio en las elecciones populares, la ust1r1>nci6n de 
atribuciones, la violaci6n de alguna de lns gnrantias .·individuales 

y cualquiera otra infracción de la Constitución y Leyes Federales 
que en el desempcfio del cargo cometa, ;1si co1no l:\S ou1isio11cs en 
que inc.urran los Altos Funcionarios t.le que lwblu el Artículo 103 -

de la Constituci6n, se castigarfin con lns ¡1enas que scfialc la Ley 
Orgánica del 3 de noviembre de 1870'1 (6~), 

·~rtículo 1060: Cualquiera otro delito de dichos fun­
cionarios que no sea de los cnwncrados en el .A1rtículo anterior se 
castigará con arreglo n las prevenciones de este Código11 (70), 

Por cuanto hace al Articulo 1059 descaen la gran nmnl! 
tud con la que estd rcdact;1do, Las conductas· que se contic11en c11 
los tipos penales deben ser de lo mfis prccls:1s r:1r:1 efecto de que 
sea esa conducta y no otra 1:1 que la lc~islnción penal sancior1c 1 -

todo esto con el objeto de que 1;:1 .autorirJad que a~1lic.i la l.cy pe .. 
nal no lo hngn en forma arbitraria, El contenido del Artículo 

1059 no es un tipo penal, sucede lo mismo que con la cnumcrnci6n -

que hace la Ley de 1870, 

70. l<.!o<a1.l~,JO, 
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h) LEY DE RESPONSABILIDADES DE 1896 

Ln Ley de Responsnbiljdades de fecha 20 de mnyo de 
1896, la cual fue publicada en el Diario Oficial el 6 de junio del 
mismo ano, reglamenta los Artículos 104 y 105 de lo Constitl1ci6n -

de 1857, Enumera como Altos Funcionarios Fcdc1·alcs a los DiJJUtn­

dos, Senadores, Magistrados de lu Suprema Corte de Justicia y Se­

cretarios del Despacho, nsi como ta1nbi6n el Presidente <le la Renfi­

blica y a.los Gobernadores de! los Est3dos. Por cuanto hacen los 
Miembros de la Suprema Corte de Justicia, Senadores, Dlpl1tados y • 

Secretarios de Despacho, la ley en estudio señala que scr5.n rcspo!! 

sables por los delitos comunes que cometan durante el cjcrcjcio 

de sus respectivos encargos y de los delitos, fnltns u 01nisiones -
en que incurrir5n en el ejercicio de sus mismos encargos. Por 

cuanto hace al Presidente de ln RepüblicaJ dispone que 6ste scr5 ~ 

responsable durante el tiempo de su ~cstión ünicamcntc por los de­

litos de traición a la patria y por vJolaci6n expresa <le la Const! 

tuci6n, así como de los ataques a la libertad electoral y los deli 

tos graves del Orden Coman, Los GobcrnJdorcs cle los Estados, Oni 

camentc scrftn responsables por las infracciones a la Constitución 
y leyes federales. 

Establece la competencia exclusiva del Congreso Gene­
ral para conocer de la responsabilidad óficinl de los Altos Funci~ 
narios afin cuando dicha responsabilidad fuere exigida dentro del -

año siguiente al que hubieren cesado las funciones; previene la nE_ 

ccsidad de la Declaración de Proccdcncin del Gran Jurado a efecto 
de que los funcionarios a que se hn hcc)10 referencia senn juzgados 
por delitos comunes que ltubicrcn cometido durante sus encargos, 

asimismo, precisa el periodo en que dichos funcionarios gozan de -

fuero y los cnsos de excepción y dispone que en lns demnndas del -
orden civil. no existe fuero o inmuniJad pnra los funcionarios 
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menciona<los. 

En los cuatro Artículos que intcgrun el Canítulo 11 de 

la ley de referencia, el cual se dcnomin.:1. "De las Secciones Instru~ 

toras 11
, se regula ln designación de· los in<livi<luos que h:1hinn de -

formar las Secciones Instructoras del Gr;1n Jurn,Jo; c11 el Ca11ftl1lo 
ITI se regulaba el procedimiento que 11abía de seguirse en los su­
puestos de comisión de <lclitos comunes, misn10 ql1C se cnractcriz:1-
ba por lfi facultad de la C5mnra de Diputados de investigar si el -
hecho atribuido al Alto Funcionario era llclito y noner n ~stc filti 

moa disposición de los Tribunales Comunes, dado que pn csn anoca 

el Ministerio PGblico era una Institución que cnrccla de las fncu]._ 

tadcs que tiene en la ;1ctuatidad y corrC'snonJi:1 :1 los jueces invc.:!_ 
tignr l~s delitos, seguir los procesos y dictnr en su caso In sen­
tencia resncctivn;en el Ca¡1ftulo IV se co11tcmpln c1 procc~in1icnto 

que <lebiri observarse en los cnsos de ncusnci611 11or responsnbili<lJd 
oficial y cuando conct1rriera con ~sta la de un delito com6n: en el 

Capitulo V se consigna el papel o dcse1n1>cfinr de ];1 C~n1ara de Sc11n­
dores en su cnr5ctcr de Jurado de Scntcnci~1, el cunl consistin en 

aplicar la pcn:1 qt1c la ley dcsig11nra y poner nl :1cus:1do :1 disnosi­
ción del Juez competente en el supuesto <le la responsabilidad nor 

algOn delito comOn y que la Cfi1nar:1 de Diput:1dos l1ubicrc forn1ulado 
la respectiva Dcclnraci6n de Proccdcnci:1; se establece i1~u:1lmc11tc 

en este Capítulo que los veredictos de ac11saci6n y sentencia eran 

irrevocriblcs y que no se otorgaría 1;1 r.r.:1ci.1 del indulro ;1 los CO.!!. 

denados por responsabilidad oficial, 

Finalmente 1 en el Copítulo VI denominado "Reglas Genc­
raleS1~~ se disponía lo relativo n 1:1 rcacusnci6n, el envío de 
exhortos 1 la ausencia del acusado y·acusa<lor, usí como 111s fói·mu­
lns para la publicación de las dcclarncioncs y veredictos. 
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Cab~ aclarar L(Ue la Ley que se comenta no señalo los -

delitos oficiales, toda vez que el Código Penal de 1872 nrecisa en 

su .A<rtículo 1059 lo que deberá entenderse por delitos oficiales, -
al cual nos hemos referido l 71) . 

i) CONSTITUCION DE 1917 

La Constitución de 1917 re~ula en su Título IV lo rcl~ 
tivo a la :responsabilidad de los Funcionnrios Públicos, F.n el Ar.. 

tículo 108 sefiala como sujetos de rcsponsabilidnd, en los mismos -
t6rmi1ios que la Constitución de 1857, n los Senadores~ Diputados 
d.cl Congreso de la Unión, u los Ma~istrndos de ln Suprcm:i Corte de 

Justicia de la Nnci6n, a los Secretarios <lc-1 Dcsp:H:ho y :1grcr,r1 como 

sujeto de responsabilidad al Procurador de la RcrGblicn, todos 

ellos serán responsables por los delitos comunes que cometan clurn!!. 

te el ejercicio de ese mismo encargo, Por lo que hace a los Cobc_i: 
nadares de los Estados, asr como a los Diputados de las Legislatu­
ras locales, sern¡, responsables por violación~ la Constituci6n y 
:•.leyes :rc<lerolcs. Por cuanto hucc al Prcsid~ntc tlc ln Ren(tblicn, .. 
se establece que s61o podrfi ser acusado durante el tien1po de su en 
cor~o por los delitos de traición a la Patria y graves del orden 
común, suprimi6ndosc lo que seftalaba ln Constitución de 1857, en -
el sentido de que el Presidente podía ser acusado ante ln enmara -
de Diputados del Congreso por violncidn cxprcsn n ln Constitucidn 
y ataque a ln libertad electornl, 

El Artículo 109 de ln Constitución de 1917, establece 
lo relativo al Fuero Constitucional en los siguientes t6rminos: 

11Artículo 109: Si el delito fuere común, lo 'cómorn de 
Diputados, erigida en Gran Jurado, declarará oor mnyorrn absoluta 
de _votos del número total de miembros que ln formen, si ha o no 

71, Liir~ ~ J<.Ul Trlnlilad, ~. Clt, r6g, 161 a 16). 
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·lugar a procedeT contra el acusado. 

En caso negativo, no J1abrd lugar a ningfi11 nroccdimicn­
to ulterior; pero tal Ucclaración no scrfi obstiículo r1nrn que la 

acusnci6n continOc su curso, cuando el ucusado l1nya <lcjudo de te­

ner fuero pues la fcsolucidn <le la C5n1nrn 110 prcjuzg:1 :1bs0Jutamcn­
tc los fundamentos de ·la ncusnci6n. 

En caso afirmativo, el acusado qt1cdn, por el miswo l1c­
cho1 separado de su encargo y ~ujcto desde ll1c~o a l:l ucci6n <le 
los Tribunales comunes, n monos que se trate del Prc~idcntc de la 
Rcpablicn, pues en rnl cnso s6lo hahr:i Jugar a ncus.:.u.'lo ante la r..fl. 
mara de Senadores como si se tratare de un cielito oficinJ 1

" (72), 

Del Artículo anterior se desprende,· qL1c existe unn no­
vedad coc relación n la constitución <le 1857: la cuLll se hace 
consistir en que afin cuando la tcsolL1ci6n de ln C5~;1ra ele Dinuta­

dos en el caso de ln Comisi6n de ·delitos comunes sea 11cgativn1 di­
cha ~eclarnci6n no constituye un impcdi1ncnto p~1rn que ln nc11suci6n 
se continOe una vez que el s~rvidor pGbllco en cucsti6i1 sea scpur~ 
do <le su cargo, toda vez que se establece que tnl determinación no 
prejuzga sobre los fundamentos de lu ncusnc16n. Lo que cstfi 11rov~ 

c5ndosc con esta inovnciBn, es un:1 situación n1uy flCligrosn para el 
buen dcscmpcfio de In admi11istr:1ci6n 1>Gblica, qt1c consiste en que -
el cnpleado pGblico que tiene fuero constitucional se:i excluido .. 

de In aplicaci6n de la ley pc11nl, 110 obstante In existencia de elR 
mentas suficientes que demuestren su rcs11ons:1bilida<l penal, esto 
es, si la dcclaraci6n de ln Cdmara <le Diputados es en el sentido -
de que no ha lugar a proceder pc11almcnte cantrn el oficial pfiblico 
en cuestión, se tiene que esperar a que dicho 3uj~ta con~luya el -
desempef'lo de la funci6n encomendada para poderlo denunciar penal­

mente, sin importar que se demuestre can post~rlorldad que ha de~ 

linquido. 
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Tener dentro de la administración pública un delincuente es algo -

que lesiona el Estado de Derecho, es por esta razón oor la que no­
sotros nos pronunciamos en contra del fuero constitucionnl. El 
funcionario público tiene un papel importantísimo en la vida del -

Estado. Por ese mismo hecho, sf l1a dado luear a unn situación il! 

cita, no debe obstaculizarse el ejercicio de la acci6n ocnnl, an­
t~s bien, debe acelerarse el ?rocedimiento, para determinar si es 
responsable o no, pnra que en caso de que lo sea, se le sennre de 
sus funr.ioñes y se evite un daño mayor. 

El Artfculo 110 de la Constituci6n establece que el 

Fuero Constitucional no será extensivo, es decir, cuando un servi­
dor público que desempeña un car~o por virtud del cual goza del 

Fuero Constitucional y acepta uno distinto, no gozará de Fuero por 
el segundo cargo que estñ desempeñando y que nara iniciarse un pr2 
cedimiento penal será menester que el servidor pGblico en cuestión, 
regrese a ejercer las funciones de~ encar~o original y en cuyo ca-
so se estará a lo que disponga la ~ropia Constitución (73). 

El Artículo 111 señala el procedimiento al que deberán 
de sujetarse los servidores pGblicos que cometan un delito oficial. 
Se establece que de los delitos oficiales conocerán la Cámara de -
Diputados, como Jurado de Acusación y ln Cámara de Senadores, como 

Jurado de Sentencia a diferencia Je lo que establecía la Constitu­

ción de 1857, en el sentido de ,que la Su.l?rema Corte de Justicia S!:_ 

r!a el Organo que fungiría como Jurado de Sentencia. f:l Articulo 
en comento se~ala que cuando el hecho considerado delito oficial -
tuviera señalada otra pena en la Ley, el ncusado quedará a disnos! 

ción de las autoridades comunes para que lo juzguen y castiguen 
con arreglo a ella, Se concede en este Artículo la acción popular 

para denunciar ante la Cámara de Diputados los delitos comunes u · 

7]. td.s11.f'd4.865. 
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oficiales de lo~ Altos J=u11cionarios <le la Pcdcraci6n. Se estable­
ce la obligación del Congreso de la Unión <le cxncdir a la mnyor 
brevedad una icy de rcspo11s:1bili<la<lcs de todos los fu11cion:1rios y 

empleados de la Pcdcruci6n del Distrito y Territorios Federales en 

la que se dctcrminarfin como delitos o falt:1s ofici:1lcs todos los -
netos u omi:>ioncs que puedan redundar en perjuicio de los intere­

ses pGblicos y del buen <lcs11acl10, ¡1fin cuando l1:1st:1 la fccl1a no hn­
yan tenido car5ctcr <lclictuoso. 

Consideramos que establecer la acci6n popular para de­
nunciar delitos o f.-iltas oficiales resulta completamente ineficaz 

en un país cuya realidad hist6rica ha cstaJo c;iractcri
0

z:1<la por rnw 

fulta de participnci6n social en ln polftic:1, Cu:11\<lD existe estn 
fu.Ita <l_e participación soci.:11 en las cosas nronia:-> <le] Estado. un 
individuo o un grupo de individuos no se vnn n ocupnr de exigir al 

gobernante la responsablli<la<l <lcl ejercicio de SLJ ct1c:1rgo, Sobre 
este punto hablaremos más extensamente :11 trat:ir 1a regulació11 del 
Juicio Político en la reforma al Título IV ConstitL1cion:1l, 

Por filtimo, el Artículo 111 establece 1;1 (nculta<l del 
Presidente de la Repfiblica para pedir :1nte 1:1 Cdmnr¡1 <le Diputados 

la dcstituci6n por mala ~on<lucta <le cu:1lqL1icr;1 <le los 111i11lstros da 

la Suprcmn Corte <le Just"icia de la Naci6n, de los Mar.istra<los de .. 

Circuito, de los .Jueces <le Distrito, de los t.la.~istr:idos dC'l Tribuª 

nal Superior de Justicia del Distrito Federal y de los Territorios 

y de los Jueces del Orden coml111 del Distrito f.<.·<lcral y de los Tc­
rri torios, estal\lccicn<lo :1<lemás, la obli~ación <lcl Prcsi<lcntc de R 

la República d~ oir al funcjonario judLcial <le que se trate en lo -

privado antes de rwdir n la Climarn de íliputn<los la dC'stituci6n de 

éste. 
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Si consideramos esta disposición a ln luz de la renli­
dad política que se vivía en el afio de 1917, concluiremos que esta 
facultad constituye al Presidente de la Rcnúblicn como un control~ 
dor absoluto <lcl Poder Judicial, tanto Federal como Locnl, nucsto 

que si el representante <le la nación tcnf:1 completa1ncntc controla­
do al Congreso y por tanto a la Cftmarn de Diputados, no se le iba 

3 negar ninguna destitución de cualquier funcionnrio judicial, por 

tanto, comienza a configurarse ya el estatus de poder omnímodo del 
Prcsi<lcntC de la RcpUblica, 

El Artículo 112 de ln Constitución de 191~, establece 
que una vez pronuncinda un~ scntc11ci:1 de rcs¡1onsabilida<l por deli­
tos oficiales, no se concederá nl reo la gracia clcl indulto, disp,2 
sición ~ue continOa vigente actualmente, 

El Articulo 113 establece que lo Rcsponsnbilidnd por -
delitos oficiales poclrrt exigirse dur;1ntc el periodo en que el fun­
cionario ejerce su encargo y dentro de un nfto despuSs, esto con ln 
idea de que el hecho de que un servidor pGblico concluya sus fun­
ciones, no se constituya en unn circunstancia que l1ngn imposible 
exigir ln responsabilidad por los delitos o faltas oficiales que -
haya cometido, 

Finalmente el Artículo 114 <le 11uestrn Constitución, e~ 

tablece que en las demandas de orden civil no hny fuero ni inmuni­

dad para ningún funcii:nario p(1blico, disnosición que se encuentra 
vigente actualmente y de la que hemos de decir que si para el or­

den civil no existe fuero e inmunidad, no cncontra1nos raz6n nlRuna 
para que exista un fuero por lo que hace a la Responsabilidad Pe­

nal. La raz6n que se esgrime para justificnr la existencia del fu~ 
ro se hace consistir en que el mismo, evita C\UC ln acción penal 
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sea utilizada como medio de rcprcsi6n pol!ticn, lo cual no es a<ln1i 

siblc en un Estado de Derecho, puesto que en el proceso penal se · 
debe determinar si existen o no elementos que comprucLnn la rcsporr 

sabili<lad del inculpado, 

j) EL DEMRTAMEN110' DE LA CONTRALORIA GENERA!. DE LA· 

NAC!ON 1917 - 1932 

Un he~ho de gran significación en el <lcsnrrollo del 

sistema de Tcsponsnbilidad de servidores )1Gblicos es 1:1 crcnci6n 
del Departamento de la Contrnlorfa General de la ~nci61i. /\1 rcspeE_ 

to el Doctor Lanz Cárdenas afirma lo siguiente: '''En consvcucncia, 

se imponia la necesidad de crear un 6rg:1no dot:1<lo <le ln necesaria 
autoridad e independencia, que se co11stituycr:1 en guardi:1n <lcl nr~ 
supuesto gnruntc del orden y moraliUac.1 del manejo <le lo:> fondos n.Q. 
blicos ¡• administración del Patrimonio Nacional , , . 

El cstnblecimicnto de la Contraloria obc<lcció nsi1nis1no 
a la necesidad de contar con unn oficina que ejerciera unn insvcc­

ción eficaz sobre el manejo de fondos y bienes de la nación, u tri!_ 

vés del control previo, y evitar así que se consrnnar:m ;:ictos en 
perjuicio del erario, a difcrcncil de los :1ntiguo~ mBtodos, dentro 

de los cuales frente a los actos consuma Jos, 110 re:i taha otro TL~cur. 

so que el de la acci6n penal contra los infractores, sin ql1c nrev! 

nicccn oportunnmentc las íal tas o delitos''. ( 74). 

Asi, pues la creación del Departamento de ln Contralo­
rln General de la Nación. obeJeci6 a una necesidad de vigilancin -
en relación principalmente al ejercicio del Prc!iupuesto de la Ped!:, 

ración y al manejo de sus bienes, Además de las conflict'ivns cir .. 

cunstnncias políticas por los que atruvcsab:l el país, las funciones 
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de vigilancia en cuanto al ejercicio del presupuesto estuvieron a 

cargo de la Secrerarra de Hacienda a trav~s de líl Tesorería de la 
Federaci6n y creándose posteriormente una Dirección específica de 
Contabilidad y glosa que asumió estas funciones, 

La falta de• control que existía sobre el manejo de 

los recursos del erario federal, hacen necesaria la creaci6n de 
un organo específico al cual se dota de las facultades necesarias 
para vigilar el correcto dcsempefio de la función pública o.ar lo -

que al erario federal se refiere y además con funciones de carác­
ter preventivo para evitar dafios serios al erario público, de ma­

nera que la Ley Or~ánica de Sccretarra~ de Estado del 25 de di­
ciembre de 1917, prevee la creaci6n del Depart~~ento de Contralo­

ría General de la Naci6n, el cual es estructurado nor su Ley OrR! 
nica expedida por el Ejecutivo en enero de 1918. 

La· composici6n del organo de que tr;:itamos es bastante 
compleja, por lo que nos referiremOs n l~ misma de manera genfri­
ca, toda vez que el tratar a detalle las facultades de en.da uni­

dad que compone este organo de control, excede los pron6sitos del 

presente trabajo (75), Al frente del Deoartamento de Contralo­
ría General de la Naci6n s~ encontraba un Contralor General que -
era nombrado y removido por el Presidente de In Renública, sus 
principales funciones eran las si~uientes: Celebrar acuerdos di­

rectos con el Auditor General, Oficial ?-foyer y Jefes Principales 
de otras oficinas, atención diaria al público~ exnedici6n de metn.2_ 

randa y despacho de cartas y telegramas a través de su Secretaría 
Particular. 

La siguiente unidad d~l Organo qué analizamos es la -
Auditoría General, la cual estaba integrada por diversas Secciones 
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que llevaban a cabo las funciones sustanciales del Depart~mento. · 
La Auditoria General era el Centro Directivo de cnda una de esas 

Secciones y a ella se sometía todo asunto aue no fuern de simole 
trámite o que se remitiera directa~ente al Contralor. Las funci~ 

nes de Auditor General consist[an en lo siguiente: La firma de -

l~s oficios, notas y telegramas q~c giraba el Departamento, con -
excepción de los libramientos y autorizaciones de nago cuyri firma 

estaba encomendada a su Subauditor por disoosici6n cx;.>_r~sa del Con_ 

tralor¡ la autori~ación mediant~ las contrase~as resnectivas, que 
las Secretarías de Estado y demás Departamentos ~irnbnn naru ln -
movilizaci6n de fondos o pagos qt1e debían ra~li:~r con ur~~ncia -
las Jefaturas de Hacienda, las Aduanas y las Adrninistrnciones 

principales del Timbre: las dispensas por delegación del Contrn­
lor, de las falla~ o defectos que por circunstancias cscecialcs -

existian en la comprobación y justificación de las cuentas rendi­

das o la falta de ciertos requisitos en la documentación oor la -

que los interesados hacían el cobro de determinadas cantid:ides; -

la aprobaci6n o modificación de los movimientos de Inspectores o~ 

ra la práctica de visitas o desempefto de comisiones que efectuaba 
la Auditoría de Inspección; el estudio y anrobación <le las resol~ 
cienes instruidas por la Sección de Reclamaciones y, adera§s, el -
Auditor General sustituía al Contralor en sus faltas temporales o 

accidentales. Las Auditorias y Secciones que conformaban la Aud! 

tarín General, eran las si~uientes: 
- Rcgistto de Correspondencia~ 

Registro de Personal con manejo de fondos; 

Contaduría; 
Auditoría de registro de Librnmientos; 

- Guerra y Harina~ 

Glosa Militar; 

Glosa Civil; 
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- Sección de Deuda Pública¡ 
~tiditoría de Inspección; 

- Servicios de Cuentas Esneciales y Estadistica; 

Dep~rtamcr1to Consultivo y .Jurfdico; 
- Caja; 

- Prcveedurfa; 

Auditorías Re~ionalcs: 

Sección Revisora de Pen~iones: 
- Comisión Organizadora; 

Prensa y 

Sección de Reclamaciones. 

Vale la pena comentar la fric11ltni.i a_ue tenia la Audito~ 

ria General delegada por el Contralor, consistente en la disoen­
sa de las fallas o defectos que podían existir en la CQmnroba­

ci6n y justifiación de las cuentas rendidas o la falta de los r~ 
quisitos que éstas debían reunir; si estamos hablando de un Org~ 
nisrno cuyo objetivo principal es ~uidar la buena administraci6n 
de los recursos del Erario Federal y se establece legalmente una 
facultad que era delegada por el Contralor en la Unidnd de Audi­

toria General consistente en dispensar los errores ~ue existan -

en lr. :endici6n de cuentas o en los requisitos de la co~~robación 

que las mismas debían reunir, se está nbri~ndo ln nucrta pnra que 

exista corrupción. Es conveniente comc:>nt3r también nue de la tTn.!_ 

dad de Auditoría General dependían n su vez veinte Secciones, lo 

cual hace suponer que el aparato burocrático de este Organismo es 
muy grande, y cuando esto sucede, la rcali:aci6n de lns funciones 
de que se trate se hace lenta, torpe y facilita la comisi6n de 
errores en el desempeño de las funciones de que se trate, por lo 
que nunca es conveniente que el aparato burocr§tico de vigilancia 

sea excesivo. 
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La Unidad de Contaduría era la cncar~3da de llevar la -
contabilidad general de la Naci6n 1 formando la cuent3 de fi3cicnda 
Pública, concentraba y revisaba las cuentas de todas las Oficinas 
con manejo de fondos, en orden u form.:tr los múltiples estado5 y d~ 

más documentos que integrnban la cuenta referida, rc~l¡"¡.mcnt.:tndo a -

su vez y dirigiendo las contabilidades particulares de cada Oficina 
a fin de obtener una uniformidad en la contabilidad. 

'En relación a la Audltorf~ de Ordenes de Pago, el Doc­

tor· Lanz Cárdenas refiere: "La Auditoría de Ordenes de Pa.~o. era -

una de las m5s importantes dependencias del Departament~ de Contra­
lor!n, en razón de que las labores que ejecutaban -en qlosa prcvia­
respondian a uno de los principales motivos que se tuvieron en cl1e! 

ta para el est3blccimicnto del Dcpart3mento mencionado; constituir 
una oficina que ejerciera una inspección eficaz sobre las finan?.ns 
naciQnales, la cual no constituía un simµle gloce de cuentas, toda 
vet que esta forma de inspecci6n ya existía anteriormente sin haber 
producido nanea los resultados desea~os, sino el control previa, 
por lo que se evitaría el gasto excesivo o injustificado" (76). 

La Unidad de Auditoria de Inspección. ccnra la funci6n 

de vigilar el manejo de los fondos de la nación que se recaudaban, 

concentraban o distribuían por conducto de todas lus Oficinas dcpe~ 
dientes de la Federación, a fin de que este manejo se hiciera con ~ 

estricto apego a lo dispuesto en las Leyes, Reglamentos, Circulares 
a Disposiciones relativas, ser,ún el ramo de que se tratara. 

El ejercicio de esta función estaba confiado a un cucr· 

po de Inspectores, quienes mensualmente practicaban visitas a las · 
Oficinas Federales, ya fuera por iniciativn de la propia Auditoría 

76. Idai!i. f.{a. lSS. 
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o· a petici6n de las Secretarías o demás Departamentos, cvn e~ obj.!:, 

to de que se corrigieran las anormalidades o deficiencias legales 
observadas, se procediera de acuerdo con las disnosicioncs legales 
respectivas o se exigieran las responsabilidades en que hubiesen -
incurrido los empleados visitados, 

En relación con esta Unidad, hemos de dcci~ que si el 

Departamento de Contralorfa contaba con una Auditoría General que 
a su vez t.-enía una Secci6n de glosa civil que ab<.1rcaba Cor.:reos, T~ 

légrafos, Gobierno del Distrito y Territorios Federales, Aduanas y 
Liquidaci6n de Cuentas, no entendemos por qu~ se establece otra 

Unidad de Auditoría de Inspección, ya que lo único que 'se está ha· 

ciendo es crear una duplicidad de funciones. 

La Secci6n·Rcvisora de Pensiones, se ocuµ3ba de revi· 
sar los expedientes de qtdencs solicitaban el paga de 11ensiones; n 

fin de determinar, previo acuerdo del superior, si los solicitan· 
tes tenían derecho a recibirla o no. 

A la Unidad de Auditoria de Glosa Civil a que nos aca· 
bamos de referir hace un momento, correspondía la auditoría. reví· 
si6n y glosa de las cuentas de l~s Jefaturas de Hacienda. Pa~adu· 
ría: Civil, Tesorería de la Federación 1 Direcciones y Centros de · 
Tclégra1os, Consulados, Agencias de Compra~ Lotería Nacional. etc, 

La Unidad de Auditoria de Glosa del Timbre, era la en· 
cargada de auditar o las Oficinas del Timbre. En ooini6n del Doc· 
tor Lanz Cárdenas el volumen de trab~jo 2 qut estaban somctidJs 
las Unidades de la Auditorfa de glosa del Timbre era excesivo, toda 

vez que las Oficinas rnencion3da~ ab?rcaban jurisdicciones en todo 
el pa!s y las operaciones de auditoría requerían de un trabjo que 
llevaba demasiado tiempo (77), 

77, I<Wn, P~. 21J7, 
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La Unidad de Audi torra de Glosa de . .\du.:tn.::i.s, reve:; t fa una 

gran importancia en virtud de que a través de las aduanls, el Era­
rio Federal captaba la mayor parte de sus recursos. En virtud de 

la importancia que tiene el control sobre la.s aduanas, esta unidad 

lleg6 a especializar sus funciones a principios de 19?6, estable­
ciendo diversas Secciones, concretamente tres. las cuales compren­

d!an a su vez diversas Unidades. A continuación enlistaremo~ di­
chas Unidades: 

Sección Primera 

J.- Recepción y Distribución de Cuentas. 

2.- Registro de Pedimentos, Facturas y ~otici3s, 

3.- Cotizaciones. 

4.- Ajustes. 

5.- Preparación de Cuent;ts. 
6.- Caja de Contabilic!Jd de cargamentos de Impar. 

tación. 
7.- Confronta e Iguala de Pedimentos. 
8.- Glosa y Timbre de boletos de Importación 

Postal. 
9.- Glosa de Expedientes por Contrabando, Frau­

des y demás infracciones a la Ordenanza. 

Sección Segunda 

10.- Registro de movimiento ~laritimo. 
ll.- Glosa de Liquidaciones de Derechos de Puerto. 

12.- Tarja y Contabilidad de Cargamentos de IM~ºL 

tación. 
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Glosa de Pólizas 
Gloso de P61i 2as 

Glosa de P6li1as 

Minerales. 
GlosLI de Póli Z.LIS 

de 
de 
de 

de 

I:xpor tación común. 

Exportación •le Petróleo. 

Expedición de Metales y 

Exportaci6n de M::idcras. 

17. - H.e¡:!istro y Glosa rle ingresos di versos ajenos 
al Tilíl"O aduanal. 

18. - Registro y Glas a de jmportacioncs temporales 
de todas· clases. 

19.- Registro y rénlica de refutaciones de obser­
vaciones por omisi6n en el cobro de Derechos. 

20, - Registro y Glosa de exportacione
0

s temporales 

de todas clases. 

21,- Registro y GloBa de exportaciones para reim­

portar por estancia en el extranjero. 
22.- Registro y Glosa de exportaciones para rei~ 

portar a trav6s de territorio extranjero, 

SAr:r:ifin Tercera 

23.- Glosa de E~resos nronios del Ramo Aduanal, 
24.- Anlicaciones de l11eresos. 
25.- Concentración de Operaciones. 

26.- Depuración de E¡,rcsos. 
27.- De~uración de Ingresos. 

Sin lugar a dudas, el personal que se requería para -
llevar a cabo estas operaciones era numeroso y el tiempo que requ~ 
r!a para realizarlo también, lo cual debi6 hacer dificil la real! 
=ación expedita y oportuna del trabajo encomendado a cada una de 

estas Secciones. 
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La Unidad de.Auditoria y Cilosa ?lili tar se encar.gaba de 

revisar y glosar las cuentas de las Oficina3 quQ reali:aban el pa· 
go de los sueldos y los gastos erog~dos en el sostenimiento de las 

corporaciones que formaban el cj6rcito y la Armada, así co~o las -

diversas dependencias de la Secretaria de Guerra y ~farina y del D~ 
parta.mento de EstablecimieTltO::i Fabriles y Aprovechamientos Hilita­

res, para lo cual contaba con una Sección de Tramitación, Archivo 
y Respons~bilidades de sus Seccion~s glosadoras las cuales se en­

car~aban de practicar, como su nombre lo indica, la revisión y gl~ 

sa de las cuentas que consistían en lo siguiente: Exa~en legal de 

las operaciones efectuadas, esto es, investigar si ha~[a error, 
omisi6n, exceso o defecto en la aplicación de la Ley: exa~inar la 
comprobación y justificación de cada operación, verificando que 

existieran todos los comprobantes y de que hubieren sido satisfe­
chos los requisitos legales; y rectificación aritmética de las op~ 
raciones que se efectuaban sobre los mismos documentos. 

La Unidad de lütditoria de Guerra y Marina, se enc::.rgaba 
de auditar las erogaciones del fonr!~ que hacía la respectiva Secr_q_ 
taría. Existe una clara duplicidad de funciones entre lJ Audito~ 

ría de Guerra y Marina y la Auditoría de Glosa ~lilitnr, toda vez -
que ambas Unidades verificaban en última instancia la le.galid::id <le 

las erogaciones que realizaba la Secretaría de Gt1erra y ~rarina, 

Por lo que hace a la Auditoría de Liquidaci6n de Cuen­
tas, el Doctor Lanz Cárdenas refiere lo siRuiente: 11 Tocaba a la 
citada Al:ditoría glosar las cuentas rc~itidas nor todos los encAr­
gados del manejo de fondos públicos que no habían sido concentra­
das oportunamente o que por el resago de labores en las Auditorías 
respectivas habían oasado al archivo general sin ser revisadas: 
asi también, depurar las resnonsabilidades a.ue resultaban de la --
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glosa ptacticnda por ~lla misma o por las dem5s nuditorrns que te­
nían esa función en el Departamento; llevar lns cuentas a los ban­
cos y a los Gobiernos de los Estados; practicar li~uidacioncs de · 
pensiones del Erario y en general resolver todos los asuntos de 
consulta provenientes de las Secretarías de Estado y dcm~s Depnrt~ 

mentas Administrntivos,ql1c requirieran el examen de las cuentas o 

expedientes del archivo gent•ral, o la aplicación del criterio le­
gal de Contraloría" l 78). 

Como se desprende de la cita anterior, la l!nidad de A.!!, 

ditorra de Liquidaci6n de Cuentas no es más que una estructura dcdi 

cada a realizar el trabajo que tuvieran resagado las d1stintas Uni 
dadcs que conformaban el Departamento de Contraloría. La existen­
cia de una Unidad de esta naturaleza prueba por sí mismn 1 la ineíi 
ciencia de un aparato burocrático tan grande y que pretende ser s~ 
bre todo demasiado especfíico. Esto prueba nuestra afirmación en 
el sentido de que la eliminación del mal desempeño de la Función -

Pública no se va a lograr a través· de lnstrumcntos Públicos de vi­

gilancia, sino que se logrará en la medida en que exista una con­
ciencia clara.de la trascendencia que tienen uara un Estado de De­

recho las funciones de quienes gobiernan y de quienes manejan los 
bienes de éste. Sin esto, los medios de Vihilan~in carec~n de sen 

ti do, han de ser instrumentos de apoyo y cttnRles a través de los 
cuales los gobernados pueden exigir a sus ~obernantes las resnons~ 
bilidades en que incurran, pero no deben constituirse coma el Oni­

co medio capaz de garantizar la legalidnd en el dcse~reño de la 
funci6n pt'.iblica. 

Las funciones de la Auditoría de Servicios y Cuentas -

Especiales y Estadística, consistían en a~rupar ln informaci6n que 
inte~raban los datos y aclaraciones de los bienes inmuebles de la 
~aci6n para cuyo efecto se proveía de los datos que se nsen~aban -
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en el Archivo de Bienes Nacionales de la Secretaría de Hacienda, en 
el Protocolo del Notario de dicha Dependencia, en el Catástro del -
Distrito Federal y en los archivos de las Secretar[as de Estado. 
También tenía a su cargo la Unidad mencionada, la medición, deslin­

de, verificación, acotaci6n y levantamiento de nlanos y avalOos de 

los predios, a fin de considerar a éstos en el inventario general -

con avalOos mis razonables, ya que en los inventarios nnrcialcs de 
las oficinas aludidas aparecran en muchas ocasicncs con precios 
irreales.· 

La Oficialfa ?·layar del Departamento que es.tudiamos te­

nía a su cargo el manejo del personal que lo integraba, as[ como la 
autoritación de los gastos que afectaban las nartidas nlobales que 
integraban su presupuesto de egresos. 

La Sección de Registro de Personal con ~fancjo de fon­
dos, se encargaba de registrar, como su nombre lo indica, los nom­
bramientos expedidos a favor de Funcionarios o Empleados del Gobie! 
no Federal que tuvieran a su cargo el manejo de fondos o de bienes 
de la Nación, vi~ilando que estuvieran expedidas debidamente las 
finanzas con que los funcionarios aludidos garantizaban el fiel 
desempefio de su encargo, 

El Archivo General del ilepartamentú, ordenaba y ~uarda· 

ba toda la docu;nentació11 relativa al mismo, 

Por lo que se refiere a las funciones del Departa~ento 
Consultivo y Jurídico, el Doctor Lanz Cárdenas se refiere a las fu.TI_ 
cienes del mismo en los siguientes términos: 11 A tr:tvés del Dcoart~ 
mento Consultivo y Jurídico, la Contraloría hacía efectivas las re! 
ponsabilidades, tanto civiles como penales, en que incurrían las ne! 
sanas que por diversos conceptos mancj~han fondos públicos. 
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Esta labor, aparte de la consulta propiamente dicha, d,g_ 
mandaba ntenci6n preferente del Denartamcnto Consultivo y Jurídico 
porque no sólo estaba encaminada a procurar la restitución de lo 

que nl Erario se debía, sino que adcmñs, perscRufa un fin estricta­
mente mo~alizador, exigiendo el castigo de los que delinquían en 

perjuicio de los intereses pecuniarios del Estado, no obstante la 
vigilanciu 1~uc constantemente ejcrcfa Contrnloría por condt1cto ele 

las Oficinas encargadas de ella. ~u actividad en este sentida se 
extendía a que los manejadores de fondos denurarnn las observacio­
nes derivadas de la glosa y a que la Autoridad Judicial nracticara 
las investigaciones de rig-or e impusie·l'a al rcsponsnhl,e ln JICna se­
ñalada por la Ley" ( 79). 

Nos permitimos criticar la opini6n del autor enunciado, 
en el sentido de que el Depnrtnmento Consultivo y Jurídico del De­
partamento de Contraloría ejerciera una función moralizadora nl 
exigir el castigo de los que delinquían~ consideramos que ésto no 
es más que restablecer el imperio ~e las tiormns j·urídicas, no es -

necesariamente moralizar. La moralización es una labor de educa­
ción, es una labor que requiere inculcar princi~ios de lealtad y -
honestidad hacia el Estado, hacia los que gobiernan y es en dcfin! 
tiva, conducir a una vida que permita colaborar ~ara la consecu­
ci6n del bien coman. 

La Comisión Reorgnnizndorn, fue creada con el fin de e~ 
tudiar diversos problemas que se presentaban en ln práctica y nara 
resolver, consultas plantendns por las distintas Secretarías que -· 

fueran es~ecialmcnte difíciles y con el fin tnmbi6n de dictaminar 
sobre la conveniencia de emitir Circulares o Disposiciones encnmin~ 
das a establecer criterios en cuanto nl dcsempeno de lns activida­
des propias del Departamento de Contralorfa, 

79. 1'knt,, f'k. ~16. 
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Conviene mencionar que en el afio de 1~26 se reformó la 
Ley Or~ánica del Departamento de Contraloría y esta Reforma no al­
teró sustancialmente la estructura que tenía el Departamento y a -
la cual acabamos de aludir, simolemente la mencionada Reforma con­
sistió en suprimir alpunas Unidades, t<lles como la Unidad de Audi­

toría de Glosa Civil, la Secci6n de ~cgistro de Funcionarios cncaL 

gados del Manejo de Recursos Fedcralrs, cte. A pesar de aue la R~ 
forma de la Ley Orgfinica del Dcnartamrnto de Contralorfa intentó -

simplific~r su estructura y ordcn~r el des~mpeno de las diversas -
funciones que tenía a su cargo, la suerte de este 0rganismo no fue 
muy afortunada. El Doctor Lanz Cfirdcnas l1acc alt1si6n pn forma muy 

clara a la desaparición de este Departamento y a loE result~dos o~ 

tenidos por el mismo, en los t6rminos sigt1i~1ltcs: 

"El día jueves 27 de octubre ele 1932 1 tuvo Jugar e:n Ja 
Cámara de Diputados ln lectura de la iniciativa de Ley, fech3da el 
19 del mes y afio citados, cor 1~ qt1e el .Jefe del Ejecutivo nrononía 
la reforma de la Ley Orgftnicn de las Secrctnrfas de Estado del 25 
de diciembre de 1917, en las partes corresnondicntes n lJ dctermi­
naci6n de las competencias respectivas de lR Spcretaría de Hacien­
da y del Departamento de Contralorín. En otras nalabrns, la desa­
parici6n Je t=stc G:itimo y la reorganización de la Secretaría nen­

cionada para que asumiera íntegramente 1~~ fJct1ltades y resnonsab! 

lidades inherentes a su car§cter propio de Administradora del Pa­

trimonio de la Federación, tanto respecto al manejo de fondos en 

sus diversas modalidades como en cuanto a la fiscali:nci6n nreven­

ti va. 

La Reforma nronuesta se l1ncín descansar en diversos 
errores que se imput8ban al Dc>partamc-nto ele r.ontralorfa y que afe_s. 

taban seriamente la regularidad funcional de la Administración Pú­

blica. Así, uno de ellos consi~tfa en nue el Secret~rio dv 
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Hacienda había cnrecido de informaciones precisas, fidedignas y 

oportunas sobre el movimiento de fondos y valores que le permitie­
ran orientar la Política Hacendaría del Gobierno, ya que sólo le -
habían sido prouorcionados estados con considerables retrasos, lo 
que, por otra parte, tendían Mfis a inducir a error, qtie a orientar 
debido a su esca:a a~roximaci6n. 

La falta de tin órgano capacitado para deterMinar opor­

tunamente si cada ejercicio fiscal se cerraba con d~ficit o super­

ávit, era otro de los motivos i11v0¿3dos en la iniciativa de refe­

rencia, pues se sostuvo que los datos sobre este punto,. formados 
por Contraloría aoenas podían ser proporcionados por ésta, después 
de ocho meses de concluido el ejercilio, además de que las inform.Q_ 
cienes estadísticas en la matcri~ diferían segGn su fuente de ori­

gen, y eran aún, en ocasiones, cortraditorias entre sí. 

Se argumentaba, asimis~o, que la marcha reg11lar de las 
Secretarías y Departamentos Administrativos se encontrab~ n tnl 

grado afectada por la excesiva y rigurosa intervención de la Seer~ 
tarfa de Hacienda y de Contralorfa que en ocasiones aquellas Dcperr 

dencias no podían desempefiar con oportunidad los servicios nfibli­

cos a su Ci'.lrgo. 

Después de una exposici6n crono16p.ica de los difP.rentes 

sistemas de control fiscal adontados en nuestro país a partir de -
la consumaci6n de la Independencia y de los propósitos que imnuls~ 
ron la creación del Departam('nto, el Jefe del E_iecutivo alirl!'<•ba -
en forma catepórica que Jos resultados obtenidos nor el e~tableci­

rniento de Contralorfa, estabnn nilJ\' lejos de corre>spondcr a la fina­

lidad deseada. 
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Seftalaba que la sumn de fncultndes ncum11lndns en este OrAnnis~o no 
hnbia pedirlo en cicrt.:1 época evitar que el Sccr<.1t:1rio de llnciendn, 

hiciera uso indebido de los fondos a su cuidado y ql1C lns respons~ 
bilidades de esos despilfnrros ni sic¡uicrn hnbian llepndo n cxit'ir­

se; que tampoco se había alcanzado el efecto rJloral i zndor que se e~ 

pcrnba, pues el concepto de rcsponsnhilidnJ se J1nbf~ dil11iJo y pcL 
vertido, yn que pnra los nltos f11ncionnrios la intervención de la 
Contralorín era equivalente en muchas ocasiones t~rn sólo a un fint 

quito, en tnnto que b:lstnntcs de lns rcspons:1hili<lndcs fincndas a 
empleados ·considerados subalternos solnmcntc obcdeci:rn a simplt>S -

errores o faltn de comprobación, qt1e en vnrios c:1sos mcrccí~11 Gni­
camcntc observaciones o correcciones disci!llin;irins" GfiO). 

El fracaso del ílcpartnmcnto de Contrnlori;1 tiene su e~ 
plicnción en el hecl10 de que no puede ser la fiscnliznci6n el ~e­

dio parn lograr el correcto dcscmpe~o de las funciones 01·opins de 

los servidores pGblicos. No podemos esperar que 1111:1 cstrt1ct11r3 5ll 
rídica, 115mese corno se llame, sea~n responsable de mo1·nli:nr a Jos 
servidores públicos, las tareas de fiscali:;1ci6n y todos nqucllos 
actos tendientes a cxirir la responsabilidad n los servidores ~n­
blicos son un apoyo para la buc11a mn1·cl1n de la A~ninistrnción PG­
blica, pero no son fines en si n1iswos. Ln \•c1·<ladera sol11ción est5 

en que se tenga una aut6nticn ''ocaci6n de servicio por pnrtc de 
ciuic-ncs pobicrnan )' un;1 co11cil'llcln cl:1ra de la trasccnd~ ... ncin y de 

la repercusión que tienen las funciones pGblicns en 11n Est~do de -

Derccl10 1 sin esas dos condiciones cu:1lquicr inst1·un1c11to jurídico -
que se cree para lograr combatir ln corrupción, no tendr~ eficacia. 

K) LEY DE RESPONSABILIDADES DE 1940 

El 21 de febrero de 1940, salió publicada en el Di~1·io 

Oficial de la misma fechn, In Ley do R•1ponsnbilidodos do las 
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Funcionarios de la Feder2ci6n, del Distrito Federal y de los Funci~ 

narios de los Estados, misma que est\1vo vipente hasta la entrada en 

vigor de la Ley de 1979. Esta Ley estfi compuesta de un total de 

ciento once Artículos y de seis ArtícuJos transitorios. Contiene -

seis Titulas, divididos a su ve: en ~apftulos, El Título Primero -

se denomin::i "Disposiciones Prclim1n;:irC"s 11 y C'St5 comnucsto de un so-

lo Cnpftulo qut! abarca de los Artfr:ulos 1 al 12; el 'Iitulo Segundo 

se denomina ''De los Delitos y F;ilt::is f'lficiales'"., el Canftulo Pri~e-

ro se titula '".De los altos Funcionarios de la .Cederaci6n 1 .de los G.Q. 

bern:idorcs de los Estados y de los Dinutados de las Lc>gislnturas L.Q. 

cales", dicho Capftulo abarca de los Artículos 13 al 17, el Capítu-

lo Segundo se denomina "De los Delitos y Faltas Oficia
0

les de los 

demiis Funcionarios y Empleados de la Federación y del Distrito Fed!!_ 

ral" y que abarca uel Artículo 18 al Articulo 22; el Titulo Tercero 

"Del Procedimiento respecto de los Delitos y Faltas Oficiales de 

los Altos Funcionarios de la Federación y de los EstadoS 11
1 inte~ra-

do por ci11co capítulos: el Canitl1lo Primero de las Secciones Ins­

tructuras, que comprende del Articulo 23 al 25: el Capitulo Segundo 
11 De los casos de los delitos del orden comúnº que incluye del Arti­

culo 26 al 35; Capítulo Tercero, del Jurado de Acusación, que abar-

ca del Artículo 36 al 47; el Canitulo Cuarto, 11 Del .haado de Sente,!! 

ci<i"., que comprende del Articulo .'18 al 52, y el C<1pitulci Quinto dci 

"Disnosiciones Generales" que incluy0 del Artículo S3 al (18: el Tí­

tulo Cu~rto ''Del Procedimiento r~snecto de los Delitos y Falths nf! 

ciales de los demás funcionarios y cmnleados de la Federación y del 

Distrito Federal 1 ', integrado por dos canitulos. el Capitulo Primero. 

''De la Incoación del Procedimiento" 1 que abarca del Articulo fi9 al 73, 

y el Capítulo Segundo de Disposiciones Gcneralc>s que com,nrnde del -

Artículo 74 al 76: el Titulo Quinto .uDel .Turado de P.esnonsabilidnrles 

Oficiales de los Funcionarios y Er.iplC'ados Pühlicos", integrado nor 

tres Capítulos 1 el Capítulo PrimC"ro, "De ln integrnci5n del .Jurado", 
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que abarca del Artícu:o 77 al ti~, el Capítulo Segundo "De la Comp~ 

tencia del Jurado", que incluye del Artículo 89 nl 90. el Cnnftulo 

Tercero, 11 El procedimiento ante el Jurado de Responsabilidades". 

que abarca del Artículo 91 al !;17¡ el Título Sexto. de "Disposicio­

nes Complementarias' 1
, integrado por dos Cnpitulos~ el Canítulo Pri_ 

mero '"De la Remoción de los funcionarios Judiciales•·, que comnren­

dc del Artículo YS al Artículo 10.! y el Capítulo Segundo, "lnvcsti_ 

gaciones de Enriquecimiento Ífl('Xplicnhlc de los Funcion.:1Tios y Em­

pleados Públicos", Artículo 103 al Artfcu1o 111. 

Dentro del Título Priracro.cl /.rtlcú1u 10 d(~.la Ley es-­

tablecc que los funcionarios y emp1Pndos de ln Fedora~ión y del 

Distrito Federal son responsables de los delitos y faltas oficia· 
les que cometan en el desempeño de sus cncarl',os. El Artículo Se­

gundo establece que serfln AJtos Fw1cion:1rios de ]3 F~<lcrnci6n el 

Presidente de la Re11Gblica, los Scnadorc:; y niputodos del Congreso 

de la Uni6n, los·Ninistros dú la Suprema Corte de Justicia <l~ 13 -

Nación, los Sccrctnrios de Estado, los Jefes de Dcpa1·t~rnento Admi­

nistrativo y el Procurador de la Rcnública. ·1·iencn el mi~mo cnrá~ 

ter los Gobernadores de los Estados y los Dinutnclo5 de l~s Legisl~ 

turas Locales. El Articulo Torcc1·0 h~cc referencia a que el Prcsi 
dente de la República s6lo serfi acusado dur3ntc el tiemno de encar 
go por los delitos de Traición a la Patria y lo~ dclito5 ~raves 

del Orden Com6n; se disuene ~~imismo 1 q11e l~s resnonsabilidades de 

los servidores pOblicos nodrfin exi~irs~ Jur~nte el neriodo en que 

se encuentren en su t:nc1:-it·~c y un :ii10 dcs.1iués ~ y que en las dem:indas 

del Orden Civil no hay fuero ni inmunidad para los funcionarios pQ 

blicos; el Procurador General de 13 Rep6h)ica, el Procurador de 

Justicia ~-li litnr, el Procurndar Gr:ncral de Justicia d.el Distrito -

FedC'ral, los J~gcnte>s del Ministerio Público y los . .\ge11tcs de la P2_ 

licia Judicial tienen ln obli~3ci6n·. de inicin1 las :J.\'C'íÍJ'.lllaciones 
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que correspondan por los delitos o faltas oficiales, de acuerdo con 

sus faculta des. 

La obligaci6n que consigna la ley ~ara el Procurador G~ 
TÍt~ral de la República y demás funcionarios oue acabarnos de mencio­

nar, resulta completamente ociosa, toda vez que los funcionarios -
aludidos tienen la obligación de iniciar las averiguaciones pre­
vias, de ac11erdo con sus facultades, independientemente de que la­

Ley de Responsabilidades asf lo menciona, 

El Articulo ~uevc de la Ley, precentfia que para nroce­
der contra los Altos Funcionarios de la Federación, p~r los deli­
tos o faltas del brden común, es indispPnsable que el Gran J11rado 
declare previamente que ha lugar a· proceder en contra del inculp~ 

do, en otras palabras, el Articulo mencionado establece el Fuero -
Constitucional. El Artículo de la Ley, dispone que los Diputados 
y Senadores del Con~res0, el Presidente de la RenOblica, los Gobe!. 

nadares de los Estados y los Diputados de las Lerislaturas Locales 

gozarán del fuero Constitucional desde el día de su elección, los 

pipt1tados y Senadores Suplentes gozarfin del fuero durante el tiem­

po en que sustituyan al respectivo Propietario. Finalmente, el A!. 

ticulo Once repite la disposición que contiene la Constitución pr~ 

mulgada en febrero de 1Y17 1 en el sentido de que los Altos Funcio­

narios de la Federación no ~ozarán del Fuero Constitucional nor 

los delitos comunes o faltas oficiale~ cuando lo l1agan con motivo 

de un empleo, cargo o comisión que hubieren aceutado en un ncriodo 

en el que no disfruten del Fuero Constitticional. 

Pasando al Título Se~undo de la Ley, el cual se denom! 
na ''De> los delitos y faltas oficinles'' 1 en el C:ipitulo Priri'?ro oue 

se denomina "De los Altos Funcionarios, de los r.obernadores de los 
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Estados y de los Diputados de las Legislntur;:i,s Locales' 1 en el Ar­
tículo Trece, se definen los delitos de los Altos Funcionarios de 

la Federaci6n, los cuales son: el ataque a las Instituciones De­

mocrfiticas, el ataque a la Forma de Gobierno Republicano Represe~ 
tivo Federal, el ataque a la Libertad de St1fra~io, la llsurpaci6n 
de Atribuciones, la violación de Garantías Individuales, cual­
quier infracci6n a la Constitución o a las Leyes Fedc~ales cuando 
caucen perjuicios graves a la Fedcr~ción o a uno o varios Estados 
de la misma, o motiven algún tr:lStorno en C"] funcionamientp nor­

mal de las Instituciones, o las omisiones de carácter grave, sie~ 

pre que motiven algún trastorno en el funcionamiento normal de 
' las Instituciones. 

En relación con los delitos oficiales: el maestro 
Raúl F. Cárdenas afirma lo siguiente: "Reiteramos que estos su­
puestos delitos no pueden ser tales, y lo reoetiremos cunntas ve· 

ces sea necesario, ~ues est5n redactados en formn tan vnpa, tnn -
imprecisa, que violan las 1n5s ele~entnles re~l¡1s de la tinicidad. 
Bien, como dijimos, que sirvan pnra rcp11lar los llamados Juicios 

Políticos 1 nunca p;:ira conformar un tipo penal" (:ll). 

Coincidimos com?letamcnt~ con la opinión del Doctor -
Rnúl F. Cárdenas 1 puesto que evidc>ntl"mente los lli1r.1ados dC'litos · 
oficiales no pueden constituir propiamente i1n tipo penal, porque 

son presupuestos que abarcan un mGmero ~uy ~ranJe de conductns 
que pueden encuadrarse en estos ~al llamados tinos nenales. 

Este tipo de problemas sc1n oripinados porq11e se ha 
querido encuadrar la responsabilidad de los empleados públicos en 
un ré~imen especial, separado del conjunto de leyes que son apli­

cadas a los particular~s. 

81, CAl"W:rw l\lW., ('p, t'J.t, Pág. 67. 
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Si se pretende hacer efectiva la responsabilidad de los servidores 
públicos por la via penal, conviene, que el C6diro Penal, como se 
hace actualmente, contenga tipos penales configurados de acuerco -

con las circunstancias que rodean a los servidores públicos, y que 
al llenar los elementos del ti110, el servidor público sen consign~ 
do a las autoridades penales, sin necesidad de ninpfin F\1ero, pues­

to que éste, antes que servidor público es ciudadano r co~o tal d~ 
be estar sujeto a todas las normas.:i ~u~ se encuentra sujeti;>, un ci!:! 
dadano que.no tiene nin~una responsabilidad dentro de la Adminis­

tr}Jción Pública. 

Continuando con el an5lisis de la Ley, el A~tículo Ca­

torce establece que los Gobernadores de los Estados y los Diputa­

dos de las Legislaturas Locales son responsables por las violacio­

nes n la Constitución y a las leyes federales. Las sancion~s ori­
ginadas por los delitos oficiales, son las siguientes: Destitu­
ción del cargo o privación del Honor de que se encuentre investido, 
i11habilitación para atender determinados empleos, cargos u honores 
por un término que no baje de cinco años y no exceda de diei, e 
inhabilitación para toda clase de empleos, carr.os u honores por el 
término señalndo anteriormente. La sanción corres~ondiente a las 

faltas oficiales, es la suspensión del encar~o pc¡r un t6rmino no -
menor de un mes, ni mayor a seis meses. 

Pasando el análisis del Capítulo Segundo del Título r~ 
ferjdo, el cunl se intitula "De los delitos y faltas oficiales de 
los d~más Funcionarios de Ju Fcdernci6n y del Distrito Federal", -

hemos de mencionar que contiene en el Artículo Dieciocho una lar­

AUfsima enumeración de lo q11e hemos de e~tender por delitos ofici~ 
les que pueden ser cometidos por aquellos q11e no tienen el car5c­

ter de Altos Funcionarios. 
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Este Artículo es bastante sjmilar al Artículo cuarenta y siete 
de nuestra Ley Federal de Rcsponsab1lidaóes \'1gente, que contie­
ne el C6di~o de obligaciones a que se encuentra sujeto fado ser­
vidor pGblico. 

A este resnecto hemos de hacer una crítica que com­
partimos con el Maestro Raúl F. Cárdenas y que exnone .ñentro de 

su lihro de "Responsabilidades de los Funcionarios Púhlicos 1
;. y -

es en el ~entida de hacer una distinción entre los delitos que -
pueden ser cometidos por los Altos Funcionarios y de los delitos 
que pueden ser cometidos por aquellos que no tenl1an es.te carác­

ter. 

En primer lu~ar, es claro oue no son delitos, en se­

gundo lugar, el distin~uir entre delitos comunes y delitos ofi­
ciales va en contra del Principio de lgunl<líld y todavía es más 
grave distinguir ent1·e delitos co~ctido$ p~T los Altos Funcion~ 

rios de la Federación ~- delitos que pueden seT co~etidos por los 

demás Funcionarios de la Federnci6n, P~bas clases de delitos 

pueden ser cometidos por cualquier sl~rvidor público sin imnortar 
si es Alto Funcionario o no lo cs. 

Hemos de apuntar desde aJ101·a, ql1~ ~s un odclnnto sig 

nificativo el hecho de qu~ nuestra nctunl L~y Federal de Resnons! 
bilidadcs de los Servidores Pfihliros elimine ln distinción entre 
Altos Funcionarios de la Fed~rnci6n y los dcmfis Funcionarios de 
la Federación y del Distrito Federal. 

Algunos de los delitos oficiales son: E)crcer las ~ 

funciones de un empleo, car~o o conisi6n para el que l1aynn sido 
electos o nombrndos sin haber ton•n<lo 11osesi6n ler.itiwn de él o ~ 
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sin llenar todos los requisitos legales nara es~ efecto, conti­
nuar ejerciendo las funciones de un empleo 1 cargo o comisión pa­
ra el que fueron electos o nombrados por tiempo limitado después 
de haber expirado el término de su ejercicio, solicitar indebid~ 
mente dinero o alguna otra dádiva, aceptar 11na promesa para sí o 

para cualquiera otra persona, para hacer algo jt1sto o injusto o 

d~ja~ d~ J1nc~r algo justo relacionado con sus funciones, -
no denunciar ante el Superior jerárquico o ante la Autoridad que 

en su caso corresponda la privaci6n ile~al ae la libertad.de al­
guna persona de que tuviere conocimiento, etc. 

La ley excluye, en su Artículo Veinte de 1~ aplica­
ci6n de la misma los asuntos de competencia de Tribunales Mili t!!_ 
res. El Artículo veintiuno: a su vez establece el conce~to de -
faltas oficiales como aquellas infracciones u omisiones cometi­
das por los demás Funcionarios de la Federaci6n y del Distrito -
Federal en el desempefio de sus funciones y que no est§n concen­
tuadas como delitos por la Ley, csiableciendo ademfts que estas -
faltas serán sancionadas conforme lo exijan los r.e~la~entos res­
pectivos. 

Consideramos suman1ente va~o el concepto enunciado en 
este sentido. 

Pasando al estudio del Título Tercero de la Ley, 11~ 

mado "de los procedimientos respecto de los delitos y faltas ofi 
ciales de los Altos Funcionarios de la Federación y de los Esta­

dos".. El Capítulo Primero se refiere a la forma como se "ª a 
configurar el Gran Jurado que conocer5 de los delitos oficiales 

que cometan los Altos Funcionarios de la Federación y de los Est! 
dos. 



99 • 

El Artículo veintiuno establece que en la Sc~unda S~ 
si6n Ordinaria de cada una de las Cámaras del Congreso, al nrop..Q. 

ner a la Gran Comisión la integrnci6n de las dem5s Comisiones p~ 
ra el despacho de los diversos asuntos, se propondrá también dos 
grupos, uno de dieciseis individuos en la Cámara de Diputados y 
otro de diez individuos en la Cámara de Senadores, que ser5n los 
que formen el Gran Jurado, el cual es competente para cono~er de 

los delitos oficiales cometidos por los Funcionarios ?Gblicos y 
es competente también narn conocer del dcsaf•1ero de los se_rvióo­

res públicos que lo tengan. 

Una vez aprobada ln formación de los grupos a q..ie h!: 

mas hecho referencia anteriormente, se sortenr6n de entre esos -

dos grupos, cuatro miembros nor cada una de las Cámaras, estos · 

cuatro Diputados y cuatro Senadores formarán las Secciones lns· 

tructoras de la Cámara restlecti va, y los dem5s miembros de los 

grupos aprobados por la Gran Comisión de las Cámaras, sunlirán a 
los miembros de las Comisiones lnstructoras en sus ausencias. 

El Capítulo Segundo, se refiere al nrocedirniento a 
seguir en los casos en que los y\ltos funcionarios <le la Federa­

ción y de los Estados comet~n al2Gn delito del 01·den comfin. 

El nrocedimiento se inicja con un escrito que se nr~ 

senta ante la Cámara de Dip\Jtados, el cual nuede ser nresentado 

por particulares o por al~ún Juez, la Comisi6n lnstr1\ctora debe­

rá rendir un dictamen sobre dicho escrito en un plazo a~ quince 
días que a JU1c10 de la propia Comisión, cuando las circunstan­

cias lo ameriten, podr5 ampliarse. 
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Para efecto de la fo1·mulaci6n del d·1ctamen a aue se 
ha hecho alusión, la Sección Instr\1ctora tendrá Ja facultad de -

hacer comparecer al acusador y al act1sado nara reunir los elemerr 
tos de juicio suficientes y pod!r clabnror el Dictamen respecti-
va. 

El Artículo Veintiocho de la Ley establece que en el 
~ictamen se manifestará lo siguiente: 

12 ~i el hecho que se le atribuye al Alto Funcionario 
est§ o no calificado por las Leyes como delito. 

A este respecto hemos de recordar que los delitos 

que establece la Ley que se analiza son an:plísimos, y que práct_!. 

camente cualquier conducta puede tipificarse como un delito. 

2~ Si el hecho en cuestión está debidamente comprob~ 
do. 

32 Si existen elementos de juicio suficientes nara 

creer racionalmente si el 3Cusado nt1ede ser nutor del hecho en 

cuestión. 

Por último, si el Funcionario de que se trate, por -

la época en que el hecho tuvo lugar, goza o no de Fuero Consti­
tucional. 

El dtictamen de la Sección Instructora de la Cámara -

de Diputados puede terminar con cualquiera de las siguientes nr2 

posiciones: 
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- Que ha lugaT n procPdeT penalmente contra el incul 
pado, si se reunieron todos los requisitos enumerados en el Arti 
culo Veintiocho, 

- Que no ha lu~ar a proceder contra el inculpado, en 

virtud de que no se han reunido los elementos oue seftala el Art! 

culo Veintiocho. 

Además, puede ser que se declare la no proced~ncia de 
la acci6n penal por la Cornisi6n Instructora, en virtud de que, 

aGn reuni~ndose los elementos que marca el Artículo V~intiocho 
de la ley, el funcionario respectivo por ra:6n de su cargo. no 
puede ser juzgado durante el tiempo que dure éste~ el cnso concr~ 
to es el del Presidente de la República, que únirnmente pt1ede 

ser juzgado de acuerdo con esta Ley por los delitos de traición 
a la patria o praves del orden corn~11. 

Cabe aclarar aquí' que no podemos hablar de delitos 

graves del orden común, porque no existen delitos que no sean 
~raves, lo que existe e~ una mayor o menor grnvc.>dad de las cons~ 
cuencias de un delito. 

Asimismo, ln Cfi~3rn de Diputndos nuedc declarar que 

no ha lu~ar a proceder penalmente en contra de un Funcionario, -

si ~ste le pide a líl C5mara mencioníld3 ~ue declare la suspensión 

del procedimiento. si no se ha cumplido c~n el requisito del de­

safuero. 

Una vez elaborado el Dictamen, se presenta al Presi­
dente de la Cfimara 1 qui~n anuncinrfi que 6sta debe cTirirsc en 
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Gran Jurado al dia siguiente, y lo har5 saber al acusado y al ac~ 
sador. El acusado puede nombrar uno o más defensores y dicho no!!}_ 

bramiento lo deberá de dar a conocer por oficio al Gran Jurado, -

el mismo día de su celebración. 

El dia sefialado para la rc11ni6n del Gran Jurado, el -
Presidente declarar5 que la Cámara se encuentra erigida en Gran -

Jurado y se iniciará la sesión con la lectura del expediente, co~ 

cedi~ndose. la palabra al acusador y luego al acusado )' a su dcfe~ 

sor o defensores; posteriormente se rctirarfin al acusador~ el 

acusado y el dictamen elaborado por la Comisión instructora ser5 
discutido en lo particular y posteriormente ser5 votadO por la C! 
mara y deberá ser aprobado por mayoría absoluta de votos. 

La resolución de la Cámara, podrá ser en el sentido 
de que ha lugar a proceder penalmente en contra del Funcionario -
en cuestión en cuyo caso quednrá separado de su encar~o y a disn~ 

sici6n de las autoridades penales, ·o bien, podrfi ser en el senti­

da de que no ha lurar a proceder en contra del acusado, en cuyo -
caso continuará en el ejercicio de sus funciones. pero, dice la -

Ley, que ello no ser5 obst5culo pnra que la acusación se continúe 

cusn¿o el Funcionnrio en cuestión l1aya sido separado <le su encar­

go. 

Ahora bien, trat5ndose de delitos o faltas y oficia­

les cometidos por los Altos Funcionarios de la Federación, la ac~ 

sación pres~ntará también ante la Cámara de Diputados del Con~re­

so de la Uni6n y la Sección Instructura, en cuanto reciba la de­

nuncia, deberá practicar una serie dC' diligencias con dos propós!. 
tos: primeramente, ln comprobación del delito o la falta oficial 

de que se trate y en segundo lugar, citar al inc11lpado para tomaL 
le s11 declarnci6n pr~paratoria, en la cual se le har~ saber el 
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nombre de su acusador, así como todos los datos o elementos que -
existan en su contra y adcm5s se le har5 saber que tiene derecho 
a nombrar uno o varios defensores. Una vez tomada la declaración 
preparatoria por la Sección Instructura de la enmara de Diputados, 
abriri la Instrucción a Prueba por un plazo prudente, dentro del 

cual recibir5 las pruebas que ofrezcan las partes, asi como las -
que estime neccsariks; el neriodo de prueba podrá ampliarse si no 

se recibieron todas las pruebas, el término sc1·5 fijado prudentc­
rn~nte por 1.a Sección Instructora. 

Urí.a vez desahogadas lHs pruebas, la Sección .Instruct~ 
ra dará un término de tres días n cada parte para que formulen 
alegatos, en este plazo la Sección referida pondrá a disposición 
de las partes el expediente. Transcurrido el término de alc~atos 1 
formulará su dictamen, en base a las constancias que obren en el 
expediente, y annliz.ará clara y mct6dicamente los hechos ocurridos, 
haciendo las consideraciones jurídicas que procedan para dejar de­

mostrado plenamente si está o no probnGa la existencia del delito 
o de la falta que se trata de imputar al Funcionario en cuestión. 

El Dictamen de la Sección Instructora puede emitirse 
en el sentido de que no est5 probada la cxiste11ci¡1 d~l delito o 

falta oficial, en cuyo caso la Sccci6n Instructora propondrfi que 
no ha lugar a proceder en contra del funcionario de que se trate o 
bien, en el sentido de que quedó probada la existencia del delito 
caso en el que el dictamen deber5 contener lo siguiente: 

1e Que est5 leg3lmcnte comprobndo el delito o falta 

oficial que se imputa expresando cual es el delito de que se trata. 

z! Que est5 pennlmentr comprob3da su ct1lpabilidad. 
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32 Las circunstancias que hubieren concurrido en la -
comisi6n del delito o falta oficial, expresando por separado y con 
toda claridad las que favore:can o perjudiquen al acusado. 

42 La sanci611 que en su concepto debe de im~onerse. 

se Que en caso de ser aprobado el dictamen o modifica­
dn ,.n ".'11:1nto al grado de culpabilidad o a la sanción que debe impQ. 

ncrsC' 1 se remita el veredicto por \'Ía de acusación a l:i Cílrn:n·a de 

Senadores para los efectos le~ales a que haya lugar. 

Si se diera el caso de que adem5s de la responsabilidad 

que se atribuye al servidor póblico por la comisión de un delito o 

falta oficial se descubriera la comisión de un delito del orden CQ 

mún 1 la Sección Instructora de la Cámara de Diputados deberá resol. 
ver si es procedente el ejercicio de la acci6n penal por lo que se 
refiere al delito del orden comfin y si ha Jurar o no a proceder pe 
nalmente en contra del Funcion:::irio de que se trate por lo que al -
delito o falta oficial se refiere. 

Elaborado el dicta~en de l~ Sección Instructor:::i de la 
Cámara de Diputados 1 se turnar§ a los Secret&rios de la Cámara pa­
ra que den cuenta de esto al Preside11te, quien anunciar5 que dicha 
Cámara deberá de erigirse en Gran Ju1·ado dentro de los tres prime­
ros días si~uientes a aquel en que recibió el dictamen. lo cual se 
harfi saber al acusado y al acus~dor, para que ale~uen lo que a su 
derecho convenga. 

El día señalado para que la Cámara sesione como Gran -
Jurado, el Presiderite iniciar5 la Sesi6n anunciando que dicha C5ma 

ra· se erige en Gran Jurado, posteriormente se da lectura al ex?e-­
diente y al dictamen, d5ndose la pal~bra al acusado y al acusa-
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dor y una vei retiradas las ?artes, se procede a votar en lo gene­
ral y en lo partictilar el dictamen, el c11al deberfi de ser aprobado 

por mayoría de votos. Si la Cámara resuelve que no ha ]UQar a pr2 
ceder en contra del Funcionario en cuestión, fste continuar5 en el 

desewr>eño de sus funciones. Si determina flUe ha lucar a proceder 

en contra del Funciona1·io procesado, remitird su dictamen a la Cá­
mara de Senadores, 

Una vez q11e la C5niara de Scnad01·cs recibe el dictamen 

respectivo, lo remite a la Sección Inst1·uctora correspon~iente, la 

cual deber5 empla!nr al nc11sado y ~l acusndor p~ra que ~entro del 
término de cinco dfas presenter1 alegatos si así lo quieren. Con­
cluido el término a que acabamos de aludir, la Sección Instructora 
forr.rnlar5 un dictamen basado en lílS apreciaciones )" dccl:ir<iciones 
del Jurado de Acusaci6n, proponiendo la sanción qt1c er1 su concepto 
de.be imponerse expresnndo los precc:-ptos }('gales que le sirven de -
fundnmcnto. Elaborado el dict3m~r1, la Sccci6n I11structora lo tur­

nn a In Secretaría de la Cfi1nara de Set1adorcs des¡1u~s de 10 cual és 

ta se erigir§ en Gran Jurado de Sentencia y se scQ11irfi el procedi­

miento en la misma forma auc lo 11ac~ la C~nara de Diputados. 

Conviene con1cnta1· en f0r~1~ csp~ciul el Artf~ulo Cinc1ic~ 

ta y uno 1 el cual tc>xtuillme>nte dice: ''Cu:1ndo el r>Í5r10 hecho tU\'Í~ 

re sefialadas otras sanciones en lo Ley, en caso de veredicto cond~ 
natorio del Jurado de Sentencia, ~ste lo rer1itir5 a la autoridad -
judicial competente, quedando el ac11sad0 ~ su disposici6n ~aro que 
lo jU2j.!UC'", 

El Artíc11lo trnnscrito deja sin efecto al proce(lirnien­

to establecido nor esta Le)' en c~so de ~tic otra s:incione el delito 
en forma especifica, lo que nos lleva 3 conclui1· que ln Ley serfi 

supletoriLJ, esto es, solamente en ~l ca~o de q11e> 1:1 l.cy Penal u -
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otra distinta no sa11cione la cond&1ct~ del servidor pGblico se a~li 

car5 cstn Ley de Responsabilidades de los Funcionarios de los Est~ 

dos. Por consiguiente pensando en el contenido del Artículo en co 

mento, lo mejor sería elaborar una se1·ic de tipos penales rc<lacta­
dos para que se aplique la ley p~11al y evitar 11n procedimiento dis 

ti11to ante el Congreso de la Uni611. 

El Capítulo Quinto, s~ de11omina ''Disposiciones Genera­
les'', enumera algunns situaciones especificas q11c se pueden presen 
tar du1·ante el procedimiento, como el caso de ~ue el presunto res­
ponsable se encuentre fuera del !upar de residencia del,Conprcso, 

las comunicaciones que sostcn~n al~una de las Secciones Instructo­

ras con otras Auto1·idades 1 lo referente a la recusación y a la ex­

cusa, los impcdimientos para votar, ln obli~ación de las autorida­
des de expedir los documentos pfiblicos solicitados, lo referente a 

la acumulación y lo concerniente u la supletoricdnd. 

Conviene hacer referencia expresa 3 lo relativo a la -
excusa 1 a la recusnción y a la supletoriedad. 

Solamente por motivo legal podr5n exucarse de conocer 

de :1lgGn asunto de responsabilidad oficial los mieMhros d~ lns Se~ 
cienes Instructoras y ónicnmente procede 1:1 recu~ación con expre­

sión de causa. La recusación se puede J1ncc1· valer 11or el acusado 

desde el momento en que se le 1·equicra pn1·a el non~rnn1 iento de un 
defensor, hasta el momento en que se ponga a la vista el expedien­
te nara formular alegatos. Al presentar 13 excusa o la recusación 
se turna dentro de las 24 l1orns sipt1ientes por 111 ~is~n Sección In~ 
tructora a otra Sección de la Cfin1nrn con \ln infornc del funciona­
rio cxcus~do o del recurrente acere~ d~ Jos P:otivos en que funda 

la excuso o r~cusaci6n; la Secci611 o que se remitió 13 excusa o 
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recusaci6n calificar5 ésta ~in ulterior rcct1rso dentro de los tres 
dias si21iientes a que se haya recibido el oficio relativo recibierr 

do dentro del mismo tfrmino las pruebas q11e ofrezca el recusante; 
si se admite la recusaci6n o cxc11sa el Dip11tado o Sena~or en cues­
ti6n scri s11plido conforme lo establece la Ley, esto es, por al~u­

no de Jos miembros que fueran desi~nados corno s11p1e11tes de cadJ 

una de las secciones. 

Por c11anto hace a la sup1etoricdad, rl Artículo 68 es­

tab1ece que en todas las cuestiones relativas al llroce<limiento no 
previstas en la Ley, en la apreciación lega1 de las nru~bas, se o~ 

serva1·5n primero las disposiciones del Código Federal de Procedi­

mientos Penales, observ~ndose t~mhi~11 1 en Sll cJso 1 l~s del C6di~o 

Penal en cuanto fueran aplicnbles. 

Antes de tratar los aspectos referentes al proccdimic~ 

to respecto a los delitos y faltas ofjcia1cs cometidos por los Fu~ 
cionarios y Em9leados de la f¿deraci6n y del Distrito Federa] que 
no tienen e] carácter de Altos Funcionarios, es necesario h3hla1· -
acerca del Jurado de Responsabilidades Qfjcia1cs de los funciona-­
rios y Empleados Públicos, el cual es t1n Oraano ctiya rcnulaci6n se 
encue11tra en el Título\' de 1~ ley v Jos dos p1·i~eros ca9Itulos de 

este Tltulo se ocupan de su intc~raci6n y de su co~pctcnci~ respec 
tivamenrc. 

De acuerdo con el Artfculo 77 de la Le)', el Jl1rado de 

Responsabilidades Oficiales de los funcionarios y Em~leados Públi­
cos tiene su fundamento constitt1cional en el Articulo ciento once 

y concretamente en la parte final del párrafo quinto. Existen dos 

tipos de Jurados: El Jurado Federal de Responsabilidades Oficiales 
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de los Funcionarios y Empleados de la Federación y el Jurado de -
Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y Empleados del -
Distrito Federal, los cuales van a conocer respectivamente de los 

delitos y faltas cometidos por los Funcionarios y Emplea~os de la 
Fcderaci6n y de los delitos y faltas cometidos por los Funciona-­

rior y Empleados del Distrito Federal. 

Debe quedar claro que únicamente serán procesados ante 

los respec~ivos Jurados de Responsabilidad los Funcionario~ y Em-­
pleados de la Federación y del Distrito Federal que no tengan ca-­
r5cter de Altos Funcionarios, ya que por cuanto hace a ~os delitos 
y faltas de éstos estarán sujetos al Juicio Político al que nos h~ 

mas referido anteriormente. El Jurado de Responsabilidades s~ fo! 
mará por siete individuos en la siguiente forma: 

1e Un representante de los Servidores Públicos de la -
Federnci6n o del Distrito Federal, segOn el caso. 

2e Un representante de ln prensa. 

3e Un profesionista, perteneciente a cualquiera de las 
profesiones libres, que no sea funcionario ni empleado público. 

4~ Un profesor. 

se Un obrero. 

6e Un campesino. 

7e Un agricultor, indt1strial o comerciante. 

Los requisitos para ser mi~mbro del Jurado de Responsa-
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bilidades son los siguientes: 

1~ Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ~o­
ce de sus derechos. 

z2 Saber leer y escribir. 

3~ Ser vecino del lupnr, dele~aci6n o rnunici~alidad en 
la que radique el Ju:~ado de Distrito o del Orden CornGn, seyún el 
caso. 

Est5n impedidos Darn for~ar µnrte de estos J11rndos los 

Funcionarios Públicos de la Fedcraci6n, del Distrito Federal, de -
los Estados o 'lunicipios, los ~linistros de cualquier Culto, los 

que estuvieren procesados, los que h3yan sido condenados a s11f1·ir 

al~una sanción por delitos no políticos, los que fucre11 cicRos, 

sordos o m11dos, los que se encuentran s11jctos n interdicción y los 
empleados pl1blicos que de cuJlquier· form:1 hubieren inte1·venido en 

la substancinci6n del proceso o ct1nl~uicr ~1cto Jcl 9rocedimic11to. 

El Artículo 82 de la Ley establece cop;o oblipnción el 
dc:>ser.ipefio de la función <lfnt ro del Jura Jo ele }{C'Spo11s~bi l ida des. 

Los Artículos 83 n SR e$tablcccn el procedi~iento con­

forme al cual se nombrar5n los mienb1·os Je lo~ Jt1r:1dos; este proc~ 
dimicnto es sc~uido por los Jueces de Distrito y po1· los Jueces del 
Orden ComOn del Uist1·ito Fcdcrnl, scg6n se trntn del Jurndo de Re! 

po11sabilid~d de E~plendos de la Fedcrnci6n o del Jurado <le Respon­

sabilidad de los Empleados del Di~trito Federal. 

Pasando al aspecto de la Competencin de los Jurados, -
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hemos de decir que por cuanto hace al Jurado de los Funcionarios y 

Empleados de la Federación, ser5 competente para conocer de los d~ 

litas oficiales que se definen en el Artículo 18 de la Ley cometi­
dos por los Funcionarios y Empleados de la Federación, a excepción 
de los cometidos por los Altos Funcionarios de ln Federación que, 

como ya dijimos, no podr5n ser pni·te en los Procesos sepuidos ante 
estos Jurados, toda vez que son sujetos del Juicio Político que an~ 
!izamos anteriormente. Asimismo, se1·& competente para conocer de 
las faltas.oficiales de que tratan los Artículos 20 y 21 de la Ley. 

Por cuanto hace a la competencia del jurado de los Furr 
cionarios y Empleados del Distrito Federal, hemos de de~ir que co­
noce de los delitos oficiales cometjdos por los Empleados y Funci~ 

narios del Distrito Federal y de las faltas oficiales cometidas 
por los Empleados y Funcionarios del Distrito Federal. 

En relaci6n a los Jurados de Respons3bilidades, en nues 

tra opini6n, son un Organo de una eficacia s11mante relativa, en Vi! 
tud de la realidad que se vive en nuestro país. Para ql1C u11 J11r3-

do Popular sea eficaz en el desempefto de sus funciones, se requie­
re antes que nada que sus miembros tengan una conciencia clara de 
la trascendencia que tiene la función que van a rcali:ar y se re­
quiere adcm5s la conciencin de que se tiene u11 dc1·ccho y una obli­
gación de exigir a los gobernantes el fiel cumplimiento de los de­
beres que en funci6n de su encargo tienen, pero desgraciadamente -
en' nuestro país nos hemos caracterizado por una apatía absoluta por 
lo que a las decisiones del Estado se refiere. Afortunadamente nos 
encontramos en un proceso de cambio en lo concerniente a este res­

pecto. 

Ha sido determin~nte el papel tan destacado que ha te­

nido el Gobierno Mexicano en el extranjero y el fen6rneno politice 
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de transici6n que se estfi viviendo en nuestro país; son estas dos 
circunstancias las que nos están obligando a participar en forma -
más directa y decisiva en las cuestiones del Estado. Continuando 
con esta línea, lograremos que nuestros hijos cooperen de manera 
m5s consciente, responsable y agresiv~ en los asuntos de nuestra -
patria. 

Analizada la estructura y competencia del Jurado de 
Responsabilidades de los Empleados y funcionarios públicos, pode-­
mas pasar a estudiar el procedimiento respecto de los delitOs y 
faltas oficiales de los Funcionarios y Empleados de la Federación 
y del Distrito Federal que no tienen el carácter, valga

0 

la redun-­

dancia, de Altos Funcionarios. 

Dicho procedimiento se iniciará con arreglo a las dis­
posiciones del Código de Procedimientos aplicable, según sea el c~ 
so, esto es,C6digo de Procedimientos Penales Federal, ~lilitar o del 
Orden Común. 

El PToceso ante los JuTados de Responsabilidades, se~ún 
s~a el caso, se regulará por lo establecido en el Códi~o Federal -
de.Procedimientos Penales o por el Código de Procedimientos Pena-­

les para el Distrito Federal. 

Cabe hacer l<t ncl::nación dP que h:.Articu1o 91 :i 95 -­

establecen el procedimiento pnra intc_t!:rar al Jurado Popular que ha 

de conocer del procedimiento respectivo~ esta elección se realiza 
por sorteo. 

Pasando al análisis del Capítulo Primero del Título 
Sexto que se titula "De la remoción rle los Funcionarios Judiciales", 
hemos· de comentar el Artículo 98 de ln Ley que tcxtt1almcnte dice: 
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"Independientemente del procedimiento penal que sea procedente, con 
arreglo a las disposiciones del Título anterior, contra los Minis­

tros de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n 1 ~la~istrados de -

Circuito, Jueces de Distrito, ~la_gistrados y Jueces de Tribunal Sup~ 

rior de Justicia y del Fuero Común del Distrito Federal, y por del~ 

tos o faltas oficiales, el Presidente de la Repúbli.ca
4 

de acuerdo 

con el párrafo final del Artículo 111 Constitucional, podrá pedir 

ante la C5mara de Diputados la destitución, por mala conducta, de 

cualquiera de dichos funcionarios, observindose las disposi~iones 

de los Artículos siguientes". 

En realidad no entendemos la razón por la que se conce­
de al Presidente de la República la facultad de remover por mala 
conducta a los miembros del Poder Judicial. Si ya existe en la Ley 
un procedimiento especial para exi~ir la responsabilidad de los Se! 
vidores Púbicos, no existe un motivo lógico para conceder al Presi­

dente de la República una facultad específic3 p~ra poder remover a 
los funcionarios del Poder Judicial 1 esto es contrario al Principio 

de Igualdad en cuanto a la aplicaci6n de la J.cy se refiere. 

Hemos comentado ya con anterioridad que la distinci6n 

entre Altos Funcionarios y Empleados de la Fecleraci6r1 y ¿el Distri­

to Federal es contrario al Principio de Igualdad, pero todavía, ma­
)'Or contradicción en relación con este principio, representa el Cap!_ 
tulo que estamos anali:ando puesto que adcm5s de l1ace1· distinciones 

entre los distintos Funcionarios PGblicos establece un r~~imen de -
libre remoción por lo que a los Funcionarios del Poder Judicial se 

refiere. Lo finico que hacen disposiciones de esta naturaleza es 

fortalecer el poder del Jefe del Ejecutivo, y acabar, en consecuen­

cia, con la división de poderes. 

¿Cu51 es el ])rocedimicnto n ~c~uir por parte del Presi­

dente de la Repíiblica para remover a un Funcioni'lrio del Poder Judi-
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cial? 

Envi~rá por conducto de la Secretaria de Gobernación un 

oficio a la C~mara de Diputados en el que expondr5 los hechos que -

se atribuyen al Funcionario detallando las circunstancias del mismo. 
y anexando las constancias que considere pertinentes. 

Una vez que la Cfimarn de Diputados recibe el oficio co­
rrespondiente, lo turna a la Comisi6n que corresponda y ésta pedir5 
un informe al Funcionario de que se trate que deberá rcndi;lo a más 
tardar en el término de tres días, pudiéndose añadir a dicho térmi­

no los dias que fueren necesarios de acuerdo con la dist~ncia; una 

vez que la Cfimara de Diputados recibe el informe a que se hizo ref~ 
rencia o transcurre el término señalado sin que se rinda éste, se ~ 

elabora un Dictamen por parte de la Comisión que haya conocido del 
asunto, en el que declara por mayoría absoluta de votos si es o no 
justificada la petición del Presidente de la Repúblicn. tornando en 
consideración los tirminos de dicha petición y en su caso, el infoL 
me rendido por el Funcionario. 

Si la resolución de la Cámara de Diputados es contraria 
a la petición del Presidente, se m.indnrfi enviar :1.l archivo el expe­
diente respectivo, notific5ndose al Presidente y al Funcionario en 

cuestión. 

En caso de que la resolución de la Cámara fuere en el -
sentido de que procede la remoción del Funcionario, ésta remitirá 
el expediente a la Comisión respectiva de la Cámara de Senadores. 
Si la Cámara de Senadores declara infundada la petición del Presi­
dente de la República, mandará l'l eA1'ledjentc al archivo¡ en caso 
contrario. lo hará saber al empleado de que se trate quien cesará, 
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desde luego, en el ejercicio de su carRo debiéndose nombrar n la per 
sena que sustituya al servidor público en cuestión. 

El Capítulo JI del Título que analizamos, ~e refiere a 
las investigaciones de enriquecimiento inexplicable de los Funcion~ 
rios y Empleados Públicos. Como se puede apreciar, ya desde 1939 -
hay una preocupaci6n por parte del Gobierno por el enriquecimiento 
inexplicable; no es por tanto novedad de nuestro Sistema de Respon­
sabilidad de los Servidores Públicos la inclusión del enriqucimien­

to ilícito. 

El Artículo 103 de la Ley define lo que ha de entender­
se por enriquecimiento inexplicable en los siguientes términos: 
"Si durante el tiempo en que un Funcionario o Empleado Público se 

en~uentra en el desempeño de su cncar~o; o al separarse de él por -
haber terminado el periodo de sus funciones o por cualquiera otro 
motivo se encontrara en posesjón de bienes sea por sí o por interp~ 
sita persona, que sobrepasen notoriamente a sus posibilidades econ~ 
micas, tomando en consideración sus circunstancias personales y la 
cuantía de dichos bienes, en relación con el importe de sus ingre­
sos y esos gastos ordinarios, dando motivo a presumir fundadamente 
la falta de providad de su acru~ci6n, el )1inisterio PGblico Federal 
o del Distrito Federal, en su caso, de oficio o en virtud de denun­
cia, deber5n proceder con toda eficacia y diliRencia a investi~ar 

la procedencia de dichos bienes; 

La Ley es defectuosa en cuanto a esta definición puesto 
que dice: ''que sobrepasen notori~mente sus posibilidades económi­
cas", por lo que a contrario sensu debe entenderse que si los bie­
nes que tiene el Servidor Público no sobrepasan de manera notoria -
sus posibilidades económicas, entonces no habr5 lugar a que se in--



- 115 -

vestigue el ilícito, y bien sabemos que se pueden dete11tar bienes • 
sin que esto sea públicamente notorio, pero esto no anula la ileRi· 
timidad de la posesión. 

En caso de darse el enriquec1rn1ento inexplicable, el M!. 

nisterio Público Federal o del Distrito Federal está facultado para 

iniciar las investigaciones pertinentes y el Servidor Público debe· 
r5 demostrar la procedencia legitima de esos bienes. Ahora bien, -
si ~e las diligencias practicadas aparecieran datos suficientes pa­

ra formular una presunción fundada de que ha habido una falta de 
providad en la actuación del Funcionario o Empleado, toda vez que -
no justifica la legítima procedencia de los bienes 1 el ~tinisterio • 

Público hará la consignación ante el Juez que corresponda para que 

el presunto responsable justifique la legítima procedencia de los -
bienes que posee por sí o por interposita persona 1 o bien para que 

el propio Juez inicie en su caso el proceso penal respectivo; es d~ 
dr, el ~linisterio Público puede consignar al Juez y éste tendr5 dos 

alternativas: o pedir al Funcionario en cuestión que acredite la -

legítima procedencia de los bienes o iniciar el proceso penal respeE_ 

tivo. ¿De qué depende una u otra actuación del Juez? 

La Ley no establece un criterio al respecto, pero baste 
señalar que la Ley determina dentro de los delitos que pueden ser -
cometidos por aquellos funcionarios o Empleados que no tienen el c~ 

ráctcr de Altos Funcionarios, las dádivas por parte de los particu­

lares y que en esa virtud, el enriquecimiento inexplicable podría -

ser un delito y por lo tanto s11jetarse al procedimiento por delitos 

oficiales que cometan los servidores públicos mencionados. 

Tratfindose de los Altos Funcionarios de la Federación y 

del Distrito Federal y de los Estados, puede~ decirse que el enriqu~ 
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cimiento inexplicable es una infracci6n a una Ley Federal como es -

la Le)' que se analiza y por lo tanto también puede ser catalogado -

como delito, debiendo seguirse el procedimiento penal en los térmi­

nos que hemos descrito, de donde deducimos que no existe razón de -

ser para establecer que el Juez puede se~uir en estos casos las al­

ternativ3s citadas. 

La Ley prescribe que las diligencias que practique el -

Ministerio·PGblico o el Juez tendr5n el carficter de meras ~nvcstig~ 

cienes que deberán sujetarse, seRGn sea el caso a las reglas esta­
blecidas en el Código ·de Procedimientos Penales Co~On, salvo en el 

caso de que aparezca la comisión de algGn delito, en cuyo caso se -
observarán las reglas del procedimiento penal que corresponda. La 

propia Ley determina que durante el periodo de investigación, el i~ 
teresado tendrá derecho a ser oido en defensa y a que se reciban 

las pruebas que éste ofrezca. 

El Artículo 105 determina que se efectuará el asegura­

miento de aquellos bienes cuya legítima procedencia no se pudiere -
demostrar. Una vez que se ha agotado la investigación y en los ca­

sos en que la actividad investigadora del Juez no tenga el carácter 
de Proceso de orden Penal, éste mandará poner el expediente a la 
vista del interesado y del ~linisterio Público para que en el t~rmi­

no de cinco días formulen sus alegatos por escrito y dentro de los 

diez días siguientes a dicho término el Juez ha~a la declaraci6n 

que fuere procedente. 

Si el Funcionario justifica plenamente la procedencia -

de dichos bienes, el Juez lo declararfi así y mandar5 levantar el 
aseguramiento de ellos en su caso, devolviéndolos al interesado. 
Ahora bien, si no se justifica la legítima procedencia, el Juez hard 
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la declaración respectiva y mandará que los bienes pasen al dominio 

de la Naci6n o del Distrito Federal, segGn sea el caso, salvo que -
al~una persona reclame y justifique la propiedad de llos, en cuyo -

caso el Juez dejará a salvo los derechos de la persona en cuesti6n, 
para que los reclame en vía y términos que corresponden. 

Ahora bien, en caso de que el Juez. opte por iniciar un 

proceso penal, los bienes quedarfin afectos a la reparaci5n del dafto 
y a la responsabilidad civil con acuerdo a la Ley; el Juez, una vez 
que reciba la consiAnaci6n del Ministerio Pfiblico, si la e~cuentra 
debidamente fundada, dará aviso a la autoridad de quien dependen el 

nombramiento del Empleado o Funcionario en cuesti6n pa~a el efecto 
de que quede suspendido en el ejercicio de sus funciones, hasta en 

tanto no justifique la lc~ítima procedencia de los bienes o se dic­
te la sentencia absolutoria respectiva. 

El Artículo 109 de la Ley, concede la acción popular p~ 

ra formular denuncias por enriquecimiento inexplicable; el inconve­

niente de esta disposici6n estriba en la falta de conciencia por 

parte de los gobernados para exi~ir de los ~obernantes el deseMpeño 
honesto de sus funciones, jamás se ejercitará y en nuestro país, 
ciertamente, ha existido durante muchos afias una apntia por las 

cuestiones de tipo político y una irresponsabilidad muy ~rande por 
cuanto hace a la obligaci6n que tenemos de exir.ir a nuestros ~ober­
nantes el correcto desempeño de sus funciones públicas, por lo que 

Artículos de esta naturaleza se convierten en letra muerta. 

El Artículo 110 establece el antecedente directo de la 

Declaración de Situación Patrimonial contemolada en la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Dicho Artículo -
establece lo sip.uienie: "'fado funcionario ·O Empleado Público al t~ 

mar posesión de su encargo y al dejarlo, deberá, bajo protesta de 
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decir verdad, hacer una manifestación ante el Procurador General de 
la República o del Distrito Federal, o del Estado respectivo, según 
cor~esponda, de sus bienes, tales como propiedades raíces, depósi­
tos en numerario en las sociedades de crédito, acciones de socieda­
des, bonos y otros similares, a fin de que las autoridades comoeten 
tes estén en aptitud de comparar el patrimonio de aquél antes de h~ 
ber tomado posesión y durante todo el tiempo de su ejercicio, así -
como después de haber dejado de desempeñar el mencionado carRO pú­
blico. 

Para los efectos del pfirTafo anterior, al comunicarse -
las designaciones correspondi~ntes a los Funcionarios o Empleados a 
los que se refiere la Ley, se les hará saber que dentro de un plazo 
de sesenta días deberán efectuar la manifestación a que se refiere 
este Articulo de sus bienes, si transcurrido ese plazo no se hubie­

re cumplido dicho requisito, quedará sin efecto el nombramiento re~ 
pectivo. 

Si dentro de las sesenta horas siAuientes a la conclu· 

sión del cargo o empleo, no ha recibido el Procurador de Justicia · 

la Segunda manifestaci6n 1 procedcr5 a ordenar al ~linisterio Pfiblico 

la investiRaci6n del patrimonio del infractor, para los efectos de 

esta Ley". 

El Artfculo que acabamos de transcribir demuestra que 

desde 1939 existe cierto control sobre el patrimonio de los Servid~ 
res Públicos, por lo que el establecimiento del Registro de Situa­
ci6n Patrimonial no es tan novedoso, ciertamente la Ley Federal de 
Responsabilidades establece un sistema diverso en relación al de la 
Ley de 1939, pero la regulaci6n de este tema no es algo novedoso. 
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Considero que es difícil que algún Servidor Público de­
clarara absolutamente todos los bienes que poseyera; m5s aGn, consi 
dero difícil que la Procuraduría de Justicia del Distrito Federal y 

la Procuraduría General de la República llevara una relación deta­
llada de todas los b icnes de ca da Serv i dar Púb 1 i ca. 

Independientemente de lo anterior, lo realmente grave -
es que el Articulo establece que si no se acude a rendir la declar~ 

ción respe~tiva ante las autoridades correspondientes al i~icio de 
las funciones, queda sin efecto el nombramiento. La Ley de Respon­

sabilidades no puede establecer en un precepto que por ~o acudir a 
presentar la declaración de Bienes al inicio de las funciones quede 

sin efecto el nombramiento, puesto que está afectando un Derecho L~ 
boral y para poder dar por terminada la relación de trabjo entre el 
Estado y el Funcionario Público, tratándose por lo menos de los de 
base, se requiere una declaración de la autoridad judicial competerr 
te, por ende, no se puede en virtud de una disposición legislativa 
dar por terminada la relación laboral y este es un vicio de que ta~ 
bién adolece nuestra Ley F~deral de Responsabilidades de los Servi· 
dores Públicos. Llama la atención que un detalle tan importante se 
haya olvidado y pase por alto. 

Con esto damos por concluido el estudio de la Ley de 
Responsabilidades de 1940. 

1) LEY DE RESPONSABILIDADES DE 1980 

La ley que acabamos de analitar, estuvo vigente de 1940 
hasta el día 4 de enero de 1980, fecha en la ~ue fue publicada en 

el Diario Oficial la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y 
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Empleados de la Federación, del Distrito Federal y de los Altos Fu~ 
cionarios de los Estados 1 la cual estuvo vinente hasta el ano de 

1983 en que entró en vipor la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos vigente y que anali:arcmos en el capítulo 
siguiente. 

Por lo ~ue respecta a la Ley de Responsabilidades de 
los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito Federal 

y de los Altos Funcionarios de los Estados 1 no hay mucho qu.e decir 

toda vez que conserva la misma estructura y prácticamente los mis~ 
mas Artículos de la Ley de 1940 y por lo mismo consideramos que no 
mejoró en nada la regulación por lo que a la responsabiiidad de Jos 
Servidores Públicos se refiere. 



CAPITULO SEGUNDO: ANALISIS DE LA REFORMA AL TITULO IV CONSTITUCIONAL 

Y DE SU LEY REGLAMENTARIA 
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1.- LA JUSTIFICACION DEL DERECHO DISCIPLINARIO 

Pasamos ahora a un punto medular de nuestro trabajo, el 
análisis de nuestro derecho vigente por lo que toca a la rcsponsabi 
lidad de los servidores públicos. 

Antes de comenzar a analizar los diversos ordenamientos 
que reRulan la conducta de los servidores pOblicos, conviene estu­
diar la justificación del Derecho Disciplinnrio. 

A este respecto, resultan interesantes las observacio­
nes que hace el maestro Alejandro Nieto, en su articulo·.titulado 
"Problemas Capitales del Derecho Disciplinario", publicado en lar~ 

vista de Administración Pública de Madrid: "Al hablar de cualquier 

tema de Derecho Disciplinnrio, conviene hacer una reflexión inicial 
a propósito de la escasa aplicación de sus normas en la vida dmini~ 
trativn; fen6meno tanto mfis sorpendente en cuanto a que se refiere 
a un grupo concreto de individuos c~ya conducta profesional en casi 
todos los países, no tiene nada de ejemplar. Los funcionarios, en 
t~rminos generales son poco eficaces y nada celosos, cuando no ca· 
rruptos y 1 sin embarp.o, sólo muy raramente se les 3plican las dolo· 
rosas medidas del Mgimen Disciplinario. M5s aún, con demasiada 

frecuencia las sanciones de este tipo no persi~uen, como pudieras~ 
ponerse, la correccci6n del funcionario y el m~joramicnto del actuar 
administrativo, sino que son meros pretextos o cobertu1·as de una r!:_ 
presión polí~ica" (82j 

Estas palabras resultan aplicables en forma absoluta al 
Derecho Disciplinario Mexicano. 

Mucho se ha criticado al hecho de que nuestras intitu­
ciones del Derecho Disciplinario se han utilizado como un mero ins-
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trumento de control y de venganza política, y que por ende, su efic~ 
cia ha dejado mucho que desear. 

Nosostros hemos afirmado siempre ante este tipo de arR~ 
mentas, que si bien es cierto lo anterior, también lo es que este ~ 

problema no se debe n 13 ley disciplinaria en sí, sino a su deficie~ 
t~ aplicación; naturalmente que el sistema de Responsa~ilidad de 
Sc~vidores Públicos vigente puede ser períecciOnado. 

En definitiva, nuestra opinión es que no ppr el hecho de 

que una norma carezca de eficiencia por su deficiente ~plicación, · 
ha de propugnarse necesariamente por la desaparición de las instit~ 
cienes a que esa norma de lugar. Nosotros somas conscientes de que 
nuestro Derecho Disciplinario vigente tiene carencias, mismas que -
sernn ~puntadas a lo largo de este capítulo, y por lo tanto, deben 
proponerse soluciones que las subsanen¡ sin embarr.o, también estamos 
conscientes de que el problema de corrupci6n que padecemos es más -
serio de lo que se piensa, toda vei que ~stc no se remediara mien· 
tras que las personas que lo encarnen no posean unn l1oncstidad ca­
bai, una vocación de servicio incondicional y una clara conciencia 
de la trascendencia social que tiene la :iplicación correcta de las 
normas de Derecho Disciplinario. 

A~ margen de todas estas consideraciones, hemos de par· 
tir de un hecho: la aplicnci6n del Sistema de Responsabilidades A~ 
ministrativas en ~l(;xico es deficiente. Ante esta realidad debe pr!_ 
guntarse si se justifica la existencia de todo un aparato burocráti 
copara combatir la corrupción. El maestro I~nacio Bur~oa Orihuela, 
emplea una serie de argumentos que nos parecen contundentes y de 
una claridad meridiana para justificar la existencia de las instit~ 
ciones del Derecho Disciplinario· (83). 
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Nos dice el Maestro Burpoa que el servidor público en 
todo sistema democrático se encuentra liPado a los nobernados por 
dos nexos jurídicos: por un lado, el de ajustar los actos en que 
se traduce su autoridad a la Constitución y a las Leyes que de ella 
emanen y por el otro, el de descmpena~ esos actos con honestida~. 
En el primer caso los actos scríln sometidos al principio de lepali· 
dad y en el segundo, al de responsabilidad. Ahora bien~ cuando el 
servidor público no ajusta sus actos Al r6zimen lenal, la propia 

ley prev~e·medios de impugnaci6n diri~idos l1acia esos actos.que van 
encaminados a dejarlos sin efecto alguno, a fin de que quede resta­
blecido el imperio del derecho¡ de igual manera, cuando:no es res?~ 
tado el principio de responsabilidad, existen normas jurídicas que 
preveen procedimientos y sanciones que deberán aplicnrse al servi­
dor público infractor. 

De lo anterior concluy~ el ~Jaestro Bur~oa 1 que tanto el 
principio de legalidad como el prin~ipio de responsabilidad tienen 
un 5mbito de operación distinto, toda vez que el primero al ser vif!_ 
lado trae como consecuencia la nulidnd de los actos jurídicos ilep~ 
les, mientras que la violación del se~undo trae co~o consecut11cia -

la sujeción del titular a la imposición de las sanciones previstas 
por la l~y. Dicho ~e otro modo, el principio de Je~alidad es un 
principio "lntuito Acto" y el de resr>onsabilid::1d lo es ·11 1ntuitu Pe!. 
sena~••, siendo ambos, no obstante, signos distintivos de la dernocr~ 
cia 1 "por cuanto que el primero so~ete al ór.('l,ano del Estado en sí -­
mismo. ente despersonalizado y el se~undo al individuo que lo ~erso­
nifica o encarna" (84). 

11 El orden de Derecho de un Estado no sol~me11te.debe ~rf!_ 

veer a los gobernados de medios jurídicos ~ara im,ugnar la actua­
ción arbitraria e ileAal de las autoridades, sino establecer también 
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un Sistema de Responsabilidades para las personas en quienes la ley 
deposita el ejercicio del poder público" (65). 

Es natural que por sus mlsm3S consecuencias sea mñs 
útil para el gobernado emplear los medios jurídicos diri~idos a de~ 

jar sin efecto el acto que viola el. principio de lc~alidJd, toda 
vez, que de esta manera ve subsanada la afectación de su derecho. 
Al respcc~o el Maestro Burgoa comenta: "La exiµcncia de 13 respon· 
sabilidad··en que hubiere incurrido el funcionaTio pOblico ~e que t~ 
les actos emanen, presenta una importancia muy secundaria, circuns· 

tanela que no debiera registrarse dentro de un autinti~o y opernnte 
régimen democrátic~/ (86), 

En conclusi&n, si el gobernante se encuentra lipado al 

gobernado mediante los principios de legalidad y responsabilidad a 
que aludimos anteriormente, cuando el servidor público lleva a cabo 
un acto contrario al principio de legalidad el ~obcrnado tiene el 
derecho de utiliiar los medios de impugnación que la ley en cada c~ 
so prevee para que al quedar sin efecto el acto ilc~al, el sujeto 
continúe gozando de los derechos que la propia ley le reconoce. 
Ahora bien) si bien es cirto que la utiliz01ción de los medios que 

la ley establece para responsabilizar de estos actos ilegales a su 

autor y como consecuencia de ello aplicar la sanción correspondíe~ 

te no reporta ningGn beneficio en lo personal al ~obernado, toda 
vez que este beneficio se obtiene con los medios que anulan los efe~ 

tos de dicho acto) también es cierto que el Sistema Democr5tico re­
quiere de la pnrticipaci6n de los Robernantes y ~obernados para lo­
grar las condiciones adecuadas para la consecusi6n del bien común; 
y es por ello que el gobernado debe utili>ar los medios jurídicos · 

contemplados por la ley para hacer efec•ivo el Principio de Respon­

sabilidad, aún cuando no se vea beneficiado en lo personal . 

.... ......... .,. 
86. w..~.87. 
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Existe adem§s una raz6n de tipo práctico por la que al 

gobernado le resulta conveniente el hacer efectivo el principio de 

responsabilidad: No todos los actos de autoridad son s11sceptibles 
de impu~narse jurídicamente, o si lo son, no todos los gobernados -
están en posibilidad real de ejercerlos, pensamos, por ejemplo, en 
el servicio que proporcionan las instituciones del Sector Salud, si 
alguno de los servidores públicos que tienen trato directo con el -

público, presta el servicio deficiente, el usuario a efecto tic lo­

grar q11c el servicio le sea prestado de mnnera expedita no .tendrfi -

mfis recurso jurídico que interponer una queja ante la Contraloría -

Interna de la Secretaría de Salud. Puesto que en el ejeMplo que -­

planteamos no hay propiamente un acto de autoridad que 'surta efec­
tos jurídicos y mucho menos existe recurso que los anule. Es en .un 

caso como éste en el que resulta de RTOn utilidad para el ~obernado 

la existencia de una Unidad en do11de su queja sea recibida. 

En definitiva, la existencia de las instituciones del -
Derecho Disciplinario se justifica·por el hecho de que son \In medio 

a trav6s del cual el gobernado puede exipir al gobernante el buen -
desempeño de su encargo. 

Los 3ntcriores argumentos justifican 13 existencia ~el 

Derecho ni·sciplinario. Cabe J1accr la aclaración de que respetamos 

la opini6n de quienes piensan que el Derecho Disci]1linario y sus -

Jnstituciones no tienen razón de ser y somos conscientes de que lo 

que a~11r se ha expuesto no es la verdad absoluta, siendo simplcme! 
te nuestro punto de vista, con el cual el lector nodrá estar o no 
de acuerdo, 

2.- Análisis de la Reforma al Título IV Constitucional 

El título IV constitucional se denomina "De las Respo!l 
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sabilidades de los Servidores Públicos", el cual abarca del ArtÍC,!! 

lo 108 al 114, cuyo contenido estudiaremos a continuación. 

a) Artículo 108 

Como es sabido, este título fue reformado en el año de 
1982. Como consecuencia 'de esta reforma, el Articulo 108 define -
con toda precisi6n quienes tienen el car~cter de Servidores Públi­
cos _para efectos del título que se analiza siendo ~stos los Reorc­
sentantes ae Eleccibn Popular 1 los miembros del Poder Judicial Fe­
deral y del Distrito Federal, los funcionarios y empleados y, en -

general toda persona que desempeñe un empleo 1 carpo o e.omisión de 

cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el 
Distrito Federal. 

Consideramos que en este sentido la reforma fue muy 
acertada, en virtud de que al definirse con exactitud quienes tie· 
nen el carácter de servidores públicos, tanto ~obernantes como p.o­

bernados están en posibilidad de conocer quiénes son sujetos del · 

régi~en legal aplicable a éstos. 

Otro aspecto que consideramos adecuado de la reforma, 

es haber suprimido la distinción entre altos funcionarios y cmple~ 

dos de la Federación. 

El Artículo reformado habla únicamente de Servidores 
Públicos sin hacer distinci6n alp,una, )' es que en re:.:1lidad no debe 
hacerse distinción alF,una entre los servidores públicos puesto que 
todos ellos, desde el Presidente de la República hasta el afanador 
más humilde desempeñan un trabajo i~ualmente importante en la es­
tructura estatal, y el hablar de Altos funcionarios evoca la idea 

de que el trabajo del alto funcionario es más importante que el --
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trabajo de quien no lo es 1 naturalmente que la trascendencia de 

las decisiones que toma el Jefe del Ejecutivo es mayor, que la de­
cisión que puede tomar un annlista, pero esto no le resta importan 
cia al trabajo que éste desempeña. 

Continuando con el análisis de la Disposición Constit~ 

cional que nos ocupa, la misma establece en su último párrafo, la 
facultad para que los Estados de la República precisen en sus Con~ 

tituciones ·quiénes tienen el carácter de Servidores Público_s 1 para 

los efectos de su Responsabilidad. Esta dis~osici6n la considera­

mos innecesaria, porque ya se define de ~anera por dem5~ precisa -
en el primer párrafo de este Artículo quiénes tienen e1 carácter -

de Servidores Públicos, que son pr5cticamente todas aquellas pers~ 
nas que tenAan un empleo, car~o o comisión dentro de la Administr~ 
ci6n Pública Federal o del Distrito Federal, y no sería conrruente 
que una Constituci6n local relevnra a alguna persona que prestara 
sus servicios dentro de dicho gobierno del carácter de Servidor P~ 

blico, puesto que el gobernado se \ 1ería privado de los medios juri 

dices establecidos por la Ley para hacer respetnr el Principio de 
Responsabilidad de que hablamos anteriormente. Conviene recordar 

que el gobernante se encuentra ligado al robernado por ~os nexos: 
el de apegar sus actos a la Ley y el descmreiiarlo con honestidad. 

Asimismo, ya afirmamos que el seAundo de estos nexos da lu~ar al -

Principio de Responsabilidad. 

El tercer párrafo del Artículo 108 Constitucional est~ 

blece, al igual que antes de la reforma, que el Presidente de la -

República s6lo podrá ser acusado durante el ejercicio de su encar~o 

por traici6n a la Patri::i y por los delitos graves ae orden común. 

La finalidad de esta disposición es evitar que el Jefe del Ejecut! 

va sea molestado en el ejercicio de sus funciones por las denuncins 

pen::iles que pudieran interponerse en su contra, lo cu~l ~odría 
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traer perjuicios a la Nación. El problema que tiene esta disposi· 

ción es que no define lo que son delitos grnves del orden común, 

quedando en consecuencia al arbitrio de la autoridad judicial si el 
delito por el que se denuncia el Primer mandatario es ~rave o no lo 
es. Por otro lado, consideramos ·~e todo delito desde el punto de 
vista social es FTave, puesto que lesiona la recta convivencia. C~ 

be sefialar que la disposici6n que comentarnos no obsta p~ra que cuall 
do e~ Jefe del Ejecutivo concluya su car~o, pueda ser denunciado 

por cualquier delito. 

Por GJ·timo, el tercer pfirrafo del Artículo 108 hace mcll 
ción especial al Principio de Legalidad a que aludi~os 'anteriormen· 
te, por cuanto hace a los gobernadores de las Entidades Federativas, 

los Diputados locales y los Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia locales, al establecer que dichos servidores públicos -
son responsables por las violaciones a la Constitución y a las Leyes 
Federales. La reforma de 1982 incluyó en este párrafo la Responsa­
bilidad de los Servidores Públicos a que hace referencia, por el m! 
nejo indebido de fondos y recursos fe~erales. Esta mención especí­

fica no tiene r~zón de ser, ruesto qt1e dentro del Artículo 47 de la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos se encue~ 

tra contenida la obligaci6n de 6stos de no utili:ar los rect1rsos del 

Estado para fines distintos a los que están afectos. Consideramos 

que esta obligaci6n fue contemplada a nivel constitucional, en vir­
tud del malestar de la poblaci6n por el aparente enriquecimiento. 

inexplicable de algunos funcionarios públicos. 

b) Artículo 109 

El Artículo 109 constitucional establece qt1e el Con~reso 

de la Uni6n y las legislaturas locales en los ámbitos de sus res~ec­

tivas cOm!Jetencias expediran las leyes de rcsponsabilic.lades tendie!!_ 

tes a sancionar, a quienes teniendo este carácter, incurran en res-
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ponsabilidad. Lo anterior fortalece la soberanía de los Estados, 
respondi&ndose así a la vocnci611 federalista que tenereos los rnex! 
canos. 

En este sentido caben las si~uientes interropantes: 
¿Qué actos u omisiones son los qt1e redundan en perjuicio de los 
intereses públicos fundamentales?, m5s nún, ¿Cu5les sen los inte­
reses públicos fundamentales?. 

La redacción de la fracción l del Articulo 109 en es­

ta parte, resulta en nuestra opinión, totalMente inadecuada, en -

virtud de que no podemos establecer un criterio objetiv¿ para de­

finir lo que debemos entender por intereses pfiblicos fundamenta­

les. Cualquier acto de un servidor público en eje~cicio de sus -

funciones reviste gran importancia y afecta en mayor o menor Ara­
do los intereses de la nación; más aún, nos atrevemos a afirmar -
que los actos realizados por los servidores públicos necesaria-­
mente tienen que ver con los ~obernados, aún cuando sea de un3 m~ 
nera indirecta, y es por esta razón que de alguna Manera interesa 
a los gobernados; por ello, 110 se puede establecer una distinción 
entre intereses públicos fundamentales e intereses pGblicos no 
fundamentales, m5s aún, no debie1·n hJblarse de inte1·eses públicos, 
debiera hablarse más bien de actos de gobierno, pero núnca de in­
tereses. 

Lo realmente ~rave de esta fracción, va m5s allá, to­
da 've: que lo que pudiera considerarse intereses públicos fundamell 
tales es algo por demás subjetivo, por lo que queda al arbitrio de 
la autoridad drfinir si un interés es público y es fundamental, y 

en últim~ instancia si procede el juicio político en contra de ese 
servidor público, 
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En conclusión, estimamos conveniente que la Ley regla­
mentaria de este título definiera con mayor precisión las causas -
de procedencia del juicio político. 

Continuando con el análisis de este artículo, en su 
fracci6n· 11 se establece; 11 Fracci6n 11.- La Comisión de Delitos 

por parte de cualquier servidor público será persep.uid~ y sancion~ 

da en los t~rminos de la LeRislación Penal''. 

Respecto de esta fracci6n la iniciativa de reforma con~ 
titucional del Ejecutivo Federal establece en la parte conducente: 

. "En lo que hace a la naturaleza de las responsabi lidadéS, la ini-­

ciativa propone eliminar la confusión derivada de una terminología 
que tendía a otorgar un fuero de hecho al distin~uir entre delitos 
y faltas oficiales y delitos comunes. Establece con claridad que 
corresponde a la Legislación Penal determinar las sanciones y pro­
cedimientos para aplicarlas por cualquier delito cometido por ser­
vidores públicos, sen con motivo dC su empleo, cargo o comisión o 
no. Con ello se propone acabar cualquier forma de tratamiento di! 
criminatorio entre el régimen penal aplicable a los gobernantes y 

a los gobernados. Esto no implica que la Lep,islación Penal no de-

ba atender la demanda popular de establecer un r6gi1nen ndecuado P! 

ra prevenir y sancionar la corrupción de servidores públicos ... 11 (87). 

Esta fracción del Artículo en comento resulta adecuada, 

ya que el carácter de servidor público no debe ser obstáculo para 
que se aplique la -Ley Penal en sus t6rminos. 

Por último, la fracci6n JI! del multicitado Artículo -
109 constitucional establece que se impondrán sanciones administr~ 

tivas a aquellos servidores públicos que con sus netos u omisiones 

87. o. la )9dr1.d ~ JIUB.Ml, El Jlhrci:i IHblutt\t<:I ~. rl Oinhli:i. 1'1.!\Jca, h'lr:itdrnc:hl dula Rc¡o!L.\lcQ, Two J, \')11), -

l'fc, H. 



afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia 
que deben observar en el ejercicio de sus funciones. 

En primer término conviene decir, que dentro de la re· 
gulación del Derecha Disciplinario en nuestro sistema jurídico me­
xicano no existe ningún texto que defina lo qu~ debe entenderse 
pe~ legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia, ciert! 
mente existe jurisprudencia que define lo que debe entenderse por 
una falta de providad y honradez, sin embargo, insistimos, .no exi~ 
te ningfin texto legal que defina lo que debernos el\tendcr nor los 
términos a que· antes aludimos. No obstante lo anterio~, resulta -
conveniente intentar definir los conceptos ~nteriores, toda vez 
que las diversas normas que renulan la responsabilidad de los ser­
vidores p~blicos, hacen continuamente alusión a estos términos, 
que son los que inspiran el postulado de la renovación moral a que 
hemos hecho referencia. 

Así, el diccionario de la Real Academia de la Lenpua 
Espafiola define la honradez como la cualid~d de aq11el que obra o 
procede con recti ttud o con integridad ( 88) , 

En el diccio11ario editado por el intituto de Investi~! 
cienes Juridicas de la Universidnd Nacionnl Aut6nam~ de M6xico, se 
equiparan los t5rn1inos de legalidad y legitimidad r se define la -
legitimidad como el vocablo que deriva del latín lcgitimus que en 
el lenguaje común significa "conforme con las replns del bil'n con~ 
truido" (89). 

Se dice que una persona es leal cuando obra con recti­

tud, cuando obra de acuerdo con las re~las del honor y de la fide­
lidad (90). 
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Se define la imparcialidad como la característica de 
aquella persona que es justa y no tiene prevención en favor o en 
contra (91). 

Como se puede 3preciar, cada uno de los términos que -
anteriormente intentamos definir, sin pretender dar una definición 
de carácter universal sobre las cualidades que deben inspirar el 
desempeño de los servidores públicos, conducen exactamente a lo 
mismo, esto' es. lo.que.se pretende es que el servidor público. actúe 
en definitiva con apCAO irrestricto a la norma jurídica. 

Continuando con la explicación del Artículo 109 consti 
tucionol 1 hemos de decir que en estas tres fracciones quedan esta· 
blecidas de manera genérica las tres clases de responsabilidad en 
que puede incurrir cualquier servidor público 1 esto es, Responsabi 
lidad Administrativa, Responsabilidad Penal y la llama9a Responaa­
bilidad Política. 

Establece el Artículo comentado que los procedimientos 

por los que se determine cualquiera de las tTes responsabilidades 
a que se ha hecho referencia en el p5~rafo que antcce, se desarro· 
llarán autónomamente y asimismo dispone que no podrán imponerse 
por una sola conducta sanciones de la misma naturaleta en dos oca­
siones. Esta Oltima aclaraci6n que hace el párrafo que comenta­
mos no hubiera sido necesaria toda vet que ya en el Artículo 23 
constitucional se establece que "nadie puede ser juz.p.ado dos veces 
por el mismo delito 11

• 

Por cuanto hace a la autonomía de los procedimientos -
para aplicar las sanciones a que den lu~ar los actos u omisiones -
de los servidores públicos viene a ser, en nuestra opinión, un as· 
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p~cto pos1t1vo 1 toda vez que se tienen diversos ~edios uara hacer -
efectivas las diversas clases de responsabilidad; el pobernado 
cuenta con instrumentos diversos para exigir cada una de ellas 1 lo 
que sin duda constituye un avance en c_u.1nto ::i la re~ulación del Der~ 

cho Disciplinario, 

Sobre el párrafo que comentarnos, la inicia!iva de la r~ 
forma a que tantas veces hemos aludido establece: "Por otr:a parte, 

se propone el establecimiento de vías políticas y administrativas -
distintas y aut6nomas entre sí pnra exigir las respons~bilidades m!:_ 
<liante Juicio Político sustanciado en el Conr.reso de la' Unión, y m~ 

<liante procedimientos administrativos para sancionar el incumpli­
miento a las obligaciones y a salvaguardar la lcvalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad, economía y eficacia a car~o de los servido­
res públicos" (92), 

Cabe hacer el comentario de que el hecho de que existan 
procedimientos aut6nomos para exi~ir la responsabilidad de los ser­
vidores públicos, si bien es cirto que en el asnecto teórico consti 
tuye un avance en cuanto a la evolución del Df;>recho Disciplinario 1 

tambi~n lo es que su existencia no garantiza su eficacia. 

La ley tiene razón de ser, desde el momento en que el -
gobernado acude al 6r~ano competente y logra su aplicación al caso 
concreto, de lo contrario, pierde todo su sentido. 

Pasamos enseguida a comentar lo tocante al enriqueci­
miento ilícito: lncurre en enriquecimiento ilícito el servidor pa­
blico que durante el tiempo de su encarF,o, o por motivo del mismo, por sr 
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o por interpósita persona, aumente sustancialmente su patrimonio, 
adquiera bienes o se conduzca como dueño sobre ellos, cuya procede!! 

cia lícita no pudiese justificar. 

El enriquecimiento ilícito debe quedar establecido como 
un tipo penal para que sea sancionado por las autoridades competen­

tes, puesto que no tiene sentido establecer un procedimiento diver­
so para sancionarlo. 

Para finalizar el análisis del Artículo 109 constituci~ 

nal, diremos que en su último párrafo señala la acción q_ue tiene -­

cualquier ciudadano, "Bajo su más estricta responsabilidad y media!! 
te la presentación de los elementos de prueba" para formular denun­

cias ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, resnecto 
de las conductas a las que se refiere el Articulo que se analiza~ 

Hemos de decir que para que una acción popular que se 

concede en una Ley, sea efectiva, se requieren necesariamente dos 
condiciones a saber: Por un lado, una conciencia ciudad3na ~uy de­
sarrollada, un sentido de responsabilidad muy profl1ndo y un valor -
cívico muy arraigado en la personalidad del ciudadano; y por otro -
lado, se requiere una inte~ridad y conciencia tan•bién muy profunda 
por parte de quienes van a sustanciar el procedimiento que conlleve 
al ejércicio de la acción popular de que se trate. Sin estas dos 

condiciones la acción popular se convierte en una utopía. 

Desde nuestro personal punto de vista e11 nuestro país 
no se dan, las condiciones arriba señaladas o cuando menos 1 no se 
daban a finales de 1982 1 tan es así que este párrafo del Artículo 

109 contitucional no se ha aplicndo. 
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Antes de proceder al estudio del ATtículo 110 constitu· 

cional nos parece conveniente citar un p5rrafo del diario de deba· 
tes de la iniciativa de reformas al título cuarto de nuestra Ley 
fundamental, por lo que se refiere al último párrafo del Artículo 
109. El C. Diputado Osear Cantón Zetina del Partido Acción Nacio-­
nal propone a la C5mara de Diputados se reforme el Oltimo p5rrafo 
de la reforma al Artículo 109 en los siguientes términos: 11 Se con· 
cede acci6n popular para denunciar ante la Cámara de Diputados del 
Congreso d6 la Uni5n, las conductas a que se refiere el oresente 
artículo. La Cámara nombrará una Comisión para que investirue 11 (93). 

Como se puede apreciar en esta pro9uesta, se pretende 
eliminar la responsabilidad que conlleva el ejercicio de la acci6n 
popular, ya que el artículo como quedó aprobado establece que se P2 
drá formular ante la Cfimara de Diputados de Congreso de la Unión d~ 

nuncia respecto de las conductas a que alude el artículo bajo la 
más estricta responsabilidad del ci~dadano que ejercite la acción y 
mediante la presentaci6n de los elementos. de prueba que considere -
pertinentes. Esta propuesta íue desechada en la votftción respecti­
va en la C5mara de Diputados y en uso de la palabra el C. Diputado 
Ar~ando Corona Boza, refiriéndose al último párrafo del artículo -
109 constitucional, manifesta: "Se objeta el sentido y l:i signifi­
cación de la palabra responsabilidad. ·No puede admitirse en nin~fin 

tribunal que se presenten acusaciones infundadas e iresponsables 
El· que acusa debe tener la conciencia limpia, debe tener la concie~ 
cia tranquila y la convicción de que su acusación esta fundada en la 
realidad, porque cuando se acusa con un 5nimo danino 1 cuando se -
esgrime el hecho con el sólo ánimo d~ danar, cuando el finimo es do­
loso, cuando no esta fundado en la realidad, o cunn<lo el hecho se 
terniversa premeditadamente para dar una impresi6n distinta a la ceL 
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teza, a la realidad, estamos en presencia de la irresponsabilidad. 

Por ello, el que denuncia debe hacerlo bajo su mis es-­
trica responsabilidad, lo que siRnifica que cuando denuncia, ha ca~ 
siderado que los hechos ~e han dado en la realidad y que su ánimo -
eS recto, en el sentido de que se investigue al~o que considera, aún 
cuando estuviere equivocado en la apreciación, como ilícito, como -
ileRal. 

Los el~mentos de prueba que hay que aportar con la de­
nuncia, no sipnifican en el texto de la ley que se aporte una serie 
contundente de pruebas, serán las pruebas que el denunciante tenpa 
a la mano, que puede ser una testimonial, un documento cunlquiera, 
el mismo puede pedir que se examinen los libros de contabilidad o -
los libro~ donde conste la deficiencia, la irrerulnridad o "el hecho 
que él considera como ilep.al, para que con eso proceda la denuncia 
acompaftada por las pruebas conducen~es, las cuales naturalmente de~ 
pués tendrán que ampliarse y pcrfeccionar~e para fundar una senten­
cia correcta y leRol. 

Porque la Cámara de Diputados tiene que recibir denun­
cias irresponsables, sin las _pruebas que acreditan !JOT lo menos un 
principio de verosimilitud, de veracidad porque este cuerpo colep.i~ 
do, junto con la ca-legisladora es un órpano especial en la creación 

del Derecho" (9~), 

Nos permitimos efectuar la transcripci6n anterior a efcE 
to de demostrar como las discusiones en relación a esta iniciativa· 
se tornan un tanto cuanto superficiales. ¿Por qué no se ar~umentó 
que dada la falta de conciencia civica del pueblo mexicano seria -­
conveniente suprimir o bien implementar de otra forma la acci6n po­
pular referido? 
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Yo creo que los señores diputados de la leP.islatura co­
rrespondiente ignoran el hecho de que esta parte del precepto comeu 
tado no tendría aplicación en la realidad, aan cuando se presenta­
ran denuncias por cualquier ciudadano, dado el si~tema político que 
nos rige, estas no prosperarían sin la anuencia del Gobierno. Es -
má~ nosotros nos atrevemos a sostener ql1e dadas las condiciones so­
ciales y políticas del momento en que esta iniciativa se discutió, 

el juicio político es un instrumento completamente ineficaz e inseL 
vible para· la realidad social y política mexicana. Adelan~amos que 
en este sentido es imprescindible e inaplazable una reforma profun­
da a efecto de que el ciudadano cuente con elementos ari.e~ados a la 
realidad social mexicana, a efecto de poder hacer efectivas l~s re~ 

pdnsabilidades a que están sujetos los servidores públicos, pero r~ 
petimos, por principio de cuenta opinamos que el juicio político es 
un instrumento jurídico que si bien es cierto que su antecedente d~ 
rante la colonia, el juicio de residencia, fue un medio hasta cier· 
to punto efectivo, también lo es q~e esta Institución como está ca~ 
cebida, no es rn~s que un instrumento de ven~anza política, un ins· 
trumento de represión, como lo son: La Secretaría de la Contralo­
ría General de la Federación, y en muchos casos las contralorías i~ 
ternas de las diversas dependencias o entidades de la ad~inistración 
pública, 

La transcripción que comentamos del diario de debates · 
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, refleja la su· 
perficialidad y la demago~fa de que en este momento estaba impre~n~ 
do el sistema político mexicano. 

e) Artículo 110 

El Artículo 110 constitucional es el que regula la Ins­
titución denominada Juicio Político. La mecánica de funcionamiento 
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de éste es desarrollada en la Ley Federal de Responsabilidades de · 
los servidores públicos, la cual analizaremos dentro de este mismo 
capítulo posteriormente. 

Así, al inicio del Artículo referido se señala quienes 
serán los sujetos del juicio polltico: Los Senadores y Diputados -
del Congreso de la Uni5n, los ~linistros de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Naci6n, los Secretarios del Despacho, los Jefes de De­
pariamento·Administrativo, los representantes de la Asambl~a del 
Distrito Federal, el titular del órp.ano u órganos de Gobierno del · 
Distrito Federal, el Procurador General de la RepúblicaJ el Procur~ 
dar General de Justicia del Distrito Federal, los ~lagistrados de 
Circuito y Jueces de Distrito, los Directores Generales o sus equi­
valentes de los organismos descentralizados, empresas de participa­
ci6n estatal mayoritaria, sociedades o asociaciones asimiladas a e~ 
tas y fideicomisos públicos. 

De i~ual manera el artf~ulo sefiala que los Gobernadores 
de los Estados, Diputados Locales y Napistrados de los Tribun3les · 
Superiores de Justicia Locales, sólo podr5n ser sujetos de juicio -
político en los términos del titulo que comentamos por violaciones 
graves a la ConstitAlción y a las Leyes Federales que de ella emanan, 
así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales. C!_ 
be hacer la aclaración qae el artículo 5~ de la Ley Federal de -
Responsabilidades de los servidores públicos remite el artículo 110 
co·nstitucional para saber quienes son los sujetos del juicio polít!., 
ca y repite prácticamente todo lo relativo a los Gobernadores de 
los Estados y los demás funcionarios anteriormente mencionados, sin 
embargo, la Ley Constitucional incluye en este dispositivo una acl~ 
ración en relación a los servidores públicos de los Estados que in­
tegran la Federación y es en el sentido de que, cuando los servido­
res pfiblicos de estas Entidades Federativas sean sujetos del juicio 
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politice, la declaración que derive del mismo ser5 meramente decla­
rativa y establece la norma en comento que se comunicarS a las le­
gislaturas locales para que en el ejercicio de s11s atribuciones pr2 

cedan como corresponda. Lo que pretende la norma constitucional es 
salvaguardar la soberanía de los Estados. Pero este nrop6sito no -
se lo~ra puesto que el ConRreso de la Uni6n interviene en el proce­
dimiento de juicio polftico relativo a los servidores p_úblicos de -

las entidades federativas. 

Si las legislaturas locales llevaran a cabo el procedi­
miento a que hacemos referencin no solamente se lo~ra el respeto a 
su soberanía sino que también se fortalece el federalis

0

mo que nos -

TÍJtC. 

La constitución establece en el multicitado Artículo 
110 que las sanciones que podrán derivarse del juicio político para 
el servidor público que haya incurrido en las violaciones a que ha· 
ce referencia este dispositivo serán la inhabilitación para desemp~ 
fiar funciones, empleos, car~os o comisiones de cualquier naturaleza 
en el servicio público, así co~o en la destitución del funcionario 
de que se trate. 

La Ley fundamental describe en los dos párrafos si~uie~ 
tes la mecánica de funcionamiento del juicio político de manera pe­

nérica, la cual, insistimos, es detallada en el capítulo correspon­
diente de la Ley re~lamentaria del título que analizamos. 

Explicando de manera muy breve el juicio político se 
iniciará ante la Cámara de Diputados, quien por resolución de las 
dos terceras partes formulará acusaciones ante la Cámara de Sen?<lO· 
res por las irre~ularidades que se at.ribuyan al servidor público, · 
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sujeto de juicio político, previa audiencia del inculpado. Asimis­
mo, la Cámara de Senadores erigida en jurado de sentencia aplicará 
la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes, previa audiencia del acusado. E~ 

tablece la última parte del artículo que comentamos que las declara 

cienes y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son -
inatacables. 

· Cabe señalar que el análisis del juicio políti~o lo ha­

remos al tratar la parte correspondiente de la Ley Re~lamentaria 
del título que analizamos, bástenos por ahora decir que. es un ins­

trumento poco efectiVo para el control de la actividad de los servi­

dores públicos. Teóricame11te esta Institución al intervenir en 
ella dos órganos colegiados, debería funcionar como un auténtico 

sistema de control, no debemos olvidar que en todo sistema político 

existe una lucha por el poder y que en ocasiones la ambición desviL 

túa el funcionamiento de las Instituciones jurídicas, por ello es -
que no descartarnos la posibilidad de que .existan dentro de las cám2_ 
ras intereses de cada uno de los ~rupos políticos que forman las 
mismas y que sea en función de estos intereses que se tome una dec! 
sión en uno u otro sentido. 

La situación política de ~l~xico no ha permitido que exi! 
ta una eficacia plena de esta Institución del juicio politice más -

bien ha servido como lo asentamos anteriormente, como un instrumen­

to de represión y control político. 

Los juicios políticos que se han instaurado en contra 
de algunos servidores públicos ~olamente han servido, en nuestra 
opinión como muestra de una aparente utilidad y eficacia de esta 

Instituci6n pero no ha tenido toda la rcpercusiDn que debiera tener. 
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Por ello, conviene dejar claro que el hecho de que exi~ 
tan instrumentos jurídicos para que a su vez exista un control so· 
bre los servidores públicos, no Rarantiza la eliminación de la co· 
rrupción y de los actos u omisiones que lesionan a la vida de un E~ 
tado. El verdadero remedio a malestares como los que sufre México 
en cuanto a corrupción y negligencia se refiere, será una verdadera 
conciencia por parte de los ~obernantes y gobernados de lo que im· 
plica y de lo que significa el servicio público, y también, dejémos· 
lo claro de·sdc este momento, la corrupci6n no podr5 evitar~e mien· 
tras gobernantes y gobernados no ~ocemos de una calidad moral que • 
permita entender en toda su trascendencia lo que es el ~ervicio p6· 
blico. Lograr esto es una tarea de educaci6n. 

d) Artículo 111 

La exposici6n de motivos de la iniciativa de reforma al 
título cuarto de la constituci6n elaborada por el ejecutivo mencio· 
na, por lo que se refiere al Art!cUlo 111 constitucional, lo siguie~ 
te: "Propone establecer los principios re.tiuladores de las respons!_ 
bilidades penales de los servidores públicos. En consecuencia, con 
el espíritu de la reforma al tftulo, eliminan las prerror.ativas de 
los servidores públicos frente al resto de la pohlaci6n parn ser 
procesado penalmente por los delitos en que incurran, manteniendo· 
solamente el procedimiento previo de procedencia ante l~ Cfimara de 
Diputados para aquellos casos en los que el mismo debe prevenir que 
la acción penal no se deforme, utilii5ndose con fines políticos tal 
y como lo previene el texto constitucional vip.cnte" (95) 11. 

Antes de criticar los aspectos de la declaración de pr~ 
ccdencia, hemos de establecer un concepto sohTe la misma. Podemos 
definir la declaraci6n de procedencia como aquel procedimiento del 
cual deberá conocer la Cámara de Diputados y el que deberó seAuirse 

!1$. ioo.. ""· 20. 
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previamente al ejercicio de la acción penal que pretenda ejercitar­
se en contra de cualquiera de los servidores públicos que menciona 
el Artículo 111 constitucional. 

Así, el primer párrafo del artículo mencionado estable­
ce: 11Para proceder penalmente contra los Diputados y Senadores al 
Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte. de Justicia 

de la Nación, los Secretarios del Despacho, los Jefes de Departame~ 

to Administrativo, el Jefe del Departamento del Distrito F~deral, -
el Procurador Genral de la República y el Procurador Genral de Jus­

ticia del Distrito Federal, por la Comisión de Delitos durante el -
tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría 
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lupar a 

proceder contra el inculpado". 

Habiendo precisado lo que es la Declaraci6n de Proceden 
cia, y quienes pueden ser sujetos de la misma. conviene ahora expl! 
car su funcionamiento. 

A este respecto la iniciativa de reforma a que tantas -

veces hemos aludido, establece: "Se propone establecer dos princi­

pios fundamentales para la sanci6n de los delitos en que i11curran -

los servidores públicos con motivo de un empleo, cargo o comisión. 
El primero es que las sanciones penales necesaria~ente deberán ~ra­
duarse de acuerdo con los beneficios obtenidos, daños o P.erjuicios 

causados por su conducta ilícita, independientemente de los demás -
elementos que puedan incurrir en la Comisión del Delito y los cuales 
debe evaluar el artibro judicial. Junto con ello, propone estable­

cer que la sanción económica por los frutos mal habidos de la con­

ducta ilícita de los servidores p6blicos sea hasta tres tantos del 

mismo. 
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Estos dos principios establecen las bases constitucion~ 
les para que las sanciones sean equitativas~ y preventivas, penali­
iando proporcional y disuasivamcnte los frutos de la corrupción. 
Se trata de prevenir que el comportamiento corrupto sea un alicien-
te económico, estableciendo la certidumbre jurídica de que la corru~ 

ción del servicio público debe implicar sanciones con costos su~c-­
riores al lucro obtenido. Sin bases firmes que aseguren que las 

sanciones aumenten de acuerdo con el producto de la delincuencia a 
costa del Patrimonio del pueblo, las bases para preservar ~ste últ~ 
mo y sancionar a quienes lo utilizan para su lucro particular, que­
darían endebles. Adem5s, las nuevas bases constitucionijles prooue~ 
tas 1 eliminan la regresividad que permitía la gran corrupción, cas­
tigando d~sproporcionadamente el lucro indebido de menor cuantía 11 (96). 

La transcripción anterior establece los fines que se 
persiguen con la Institución de la Declaración de Procedencia, los 

cuales se pueden resumir como el 109rnr ~ll~ la sanción ~ue se apli· 
que al servidor pGblico por un ilícito pen~l que le cause un benefi­
cio patrimonial sea proporcional a dicho beneficio. Lo anterior 
queda plasmado en los dos últimos párrafos del artículo que coment! 

mas, los cuales, establecen: 11 Las sanciones penales se aplicarán -
de acuerdo con lo dispuesto en la Le~islnci6n Penal. y trat5ndose -

de' delitos por cuya comisión el autor obtenpa un beneficio económi­

co o cause dafios o perjuicios patrimoniales deberán ~raduarse de 

acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los 

daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tan­

tos de los beneficios obtenidos y de los daños o perjuicios causa­

dos~·. 

Por lo que se refiere concretam~nte al funcionamiento -
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de la Declaración de Procedencia, hemos de decir que nos ocuparemos 
en forma pormenorizada del procedimiento de esta Institución al tr!!_ 

tar el capítulo correspondiente de la Ley Federal de Responsabilid~ 
des de los servidores pOblicos, sin embargo, a efecto de a~otar la 

explicación del precepto constitucional que comentarnos, hemos des~ 
ftalar que la resoluci6n que emita la C5mara de Dinutados sobre el -
ejercicio de la acción penal en contra de un servidor público puede 

ser en dos sentidos: o en el sentido de que procede el ejercicio -

de la acciá"n penal o en el de que di cha acción es improced~nte. En 

el primer caso el efecto de la declaración será, según lo establ~ 

ce el propio artículo 111, "Separarlo de su encarpo en t.anto está -
sujeto al proceso penal. Si este culmina en sentencia absolutoria 
el involucrado podrá reasumir su función. Si la sentencia fuese 

condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio 

de su encargo, no se concederá al reo la gracia del indulto''. Ha -
de destacarse que para que el servidor pGblico sea separado de su -

encargo, la comisión del delito debió llevarse a cabo en el ejerci­

cio de sus funciones. 

Si la resolución de la Cámara de Diputados fuese en el 
sentido de considerar improcedente· el ejercicio de la acción penal 

de acuerdo con la propia constitución se sus11cnder5 todo procedimie~ 
to ulterior y durante el ejercicio del enca1·~0 del servidor p~blico 
no podrá ejercerse, por el ~resunto delito que cometió, la acción -
penal pero ello no será obstáculo para que al concluir el ejercicio 

de la función del servidor pfiblico en cuestión, se ejercite la ac­
ción penal por ese presunto delito cometido, puesto que la declara­

ci6n de procedencia no prejuzga los fundamentos de la imputación. 

Existe un aspecto cxcepcion~l por cuanto hace al Presi~ 

dente de la República. El Jefe del Ejecutivo solamente podrá ser -
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denunciado por la presunta comisión de un delito durante el ejerci­

cio de su encargo, en términos del artículo 110 constitucional, es­
to es, mediante juicio político y la C5mara de Senadores ser§ quien 

ap~ique al Presidente de la República durante el ejercicio de su en 
cargo la sanción penal que resulte de la comisión de estos ilícitos, 

lo cual consideramos del todo inadecuado, puesto que si se pretende 
que los servidores públicos sean sujetos de la acción penal en los 

mismos términos que el resto de la población, aún tratándose del Pre 

sidente de ~a República, éste debiera ser sujeto de la acc~ón penal 
en i~uales términos que cualquier ciudadano. No debe existir, en -
nuestra humilde opinión, este requisito procesal para el ejerc1c10 -
de dicha acción, puesto que en la avcríuuación prevía y durante la 
secuela del procedimiento penal puede perfectamente, el Presidente 
de la República, al igual que cualquier ciudddano, anortar los ele­
mentos que demuestren su inocencia en relaci6n con la comisión de -

un ilícito. Por todo lo anterior la declaración de procedencia de­
be desaparecer, puesto que lo que se pretende es el ejercicio de la 

acción penal en los mismos t6rminos que cualquier ciudadano. 

Asimismo, por lo que hace R los pobernadores de los Es­
tados, Diputados locales y Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia de los Estados, se sigue el mismo procedimiento de la -

declaración de procedencia pero únicamente para el efecto de que la 
declaración en cualquiera de los sentidos en que recaipa se comuni­

que a las Legislaturas locales, para que en ejercicio de sus atrib~ 

cienes procednn como corresponda. 

Indudablemente, lo que se pretende al establecer expre­

samente en la Constitución el efecto de la declaración de proceden­
cia en cuanto hace a los Gobernadores de los Estados, a los Diputa­
dos locales y a los Magistrados de los Tribunales Superiores de Ju~ 

ticia de las mismas entidades, es respetar la soberanía de los Est~ 
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dos integrantes de la Federación pero, si se pretende respetar la -
soberania, lpor qué no establecer en la constitución que serán las 
Legislatura~ locales qui~nes tleban de conocer de la declaración de 

procedencia de los Aobernadores de los Estados, de los Diputados 12 
cales y de los ~lagistrados de las Tribunales Suneriores de Justicia 
de las entidades federativas? 

La intenci6n de reformar el artículo 111 constitucional 
fue suprimir los privilev,ios en que se encontraban los seryidores -
públicos por cuanto hace al ejercicio de la acción ~enal. En nucs­
t~a opinión, esta reforma es absurda ya que es pura y absolutamente 
nominal pues el fuero que se pretende suprimir continói existiendo 
con el nombre de declaración de procedencia, e inclusive se confun­

de porque la Ley Federal de Responsabilidades habla indistintamente 
de fuero y de declaración de procedencia, por lo que esto confirma 
lo que en este párrafo sostenemos. 

Según lo asentamos anteriormente, en la exposición de -
motivos, se establece que la declaración ~e procedencia es un -­
medio para evitar que el ejercicio de la acción penal, se utilice· 
con fines políticos, sin embarp,o, para las demandas de orden civil 
no se requiere de esta declaración, si lo que se pretende es evitar 
que el ejercicio de la acción penal se realice con fines políticos 
y para ello se establece, como ya lo asentn.mos 1 la cleclaración de -
procedencia, cabe ln siguiente interro~ante, ¿no podría pensarse lo 
mismo del ejercicio de una acci6n civil? 

e) Articulo 112 

El Artículo 112 constitucionol señala: "No se requeri­
rá declaración de procedencia de la Cámara de Di;.>utados· cuando alp.!:!, 
no de los servidores públicos a que hace referencia el riárrafo pri· 
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mero del articulo 111 comet3 un delito durílnte el tiempo en que se 
encuentre separado de su encargo, si el servidor pOblico ha vuelto 
a desempefiar sus funciones propias o ha sido no~hr~~n o r1ecto pa­
ra desempefiar otro cargo distinto, pero de los enumerados por el 
articulo 111 se proceder5 de acuerdo con lo di~pt1esto en dicho pr~ 
cepto 11

• 

Consideramos qur este a1·ticulo es innecesario puesto -

que lo que hace que un servidor público sea sujeto de la declara­
ción de procedencia es precisamente su carficter de tal, es decir, 

el ejercicio de alguno de los encargos que cnnumera el p5rrafo pr! 
mero del artículo 111; por 16~ica si un servidor pfiblfco se se~ara 

por cualquier causa del ejercicio del car~o tambi~n queda exlcuido 

por ese hecho del régimen de los servidores públicos, en otras pa­
labras pierde su car5cter de servidor público y por lo mismo, que­
da excluido del r6~imen le~nl aplicable a los servidores pQblicos, 
toda ve: que se han extinguido los a~pectos del nombramiento que -

da origen a la relaci6n entre el Estado y s11s n~entes. 

f) Articulo 113 

El Artículo 113 constit11cional establece los linenmiell 

tos en que deberá basarse la Ley Federal de Resryonsabilidndes de -
los servidores públicos. prescribiendo que la ley mencionada debe­

r§ contener las obli~aciones de los servidores nfiblicos, mismas 
que se contemplan en el Artículo 47 de 1:1 Ley RC'glJnc·nt'1ria, y los 
procedimientos y autoridades para aplicar dichas disposiciones se 

encuentran rn los ArtScul'os .is y C>.i de 1:1 LC>y rC'ferida. Considera­

mos que el contenido dl'l Artículo 113 constitucional drbió incluí!. 

se en la fracci6n III del A1·tículo 109 c0nstitt1cional qi1e se rcfi~ 
re tnmbi~n a las sanciones administr:1tivas, ciertnniente el precep-
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to mencionado detalla con mayor precisión la responsabilidad admi­

nistrativa pero pudo incluirse en la fracción 111 del Artículo 109 
constitucional. 

g) Artículo 114 

El Articulo 11~ constitucional establece los pla:os de 

prescripción para la iníciaci6n del jtiicio político y ~ara el eje! 
cicio de 13 acción penal estableciendo que el juicio político po­

dr5 iniciarse por el periodo en que el ~crvidor pGblico desempefie 
su carvo y dentro de un afio dcspu~s de conclt1i<lo lo anterior con -
la finalidad de evitar que el servidor público de que se trate qu~ 
de relevado de la responsabilidad en que inct1rri6 por el hecho de 

haberse separado de su encargo. 

Por lo que se refiere al ejercicio de la acción penal, 
se establece que se estará a los pla:os y 9rescripcioncs consigna· 

dos en la Ley Penal pero que estos n6ncn ser5n inferiores a tres 
anos y que los pln:os de prescripción se intcrrt1mpen en tanto el -

servidor público desempefie al~uno de los cnr~os a qt1e se refiere -

el pár1·afo primero del Artículo 111 que exnlicnMoS con anteriori­

dJd. Asimismo, el Gltimo pfirrnfo del nrtículo que comentamos nos 

dice que la Ley senalar5 los casos de prescri,ción de la Responsa­
bilidad Administrativa tomando en cuenta ln nnturnle:n y consec11c~ 

cia de los actos u omisiones a ~ue hace rcfe1·~ncin la frncción 

lll del nrtfculo 109; cuando dichos actos ti ordsiones f\lesen grn­
\'es los pla:os de prescripción no ser5n inferiores n tres :lilas". 

Lo peligroso de este artículo es determinar qt1e acto ti omisión es 

~ravc, l1cmos establecido que la omisi611 o acto ilegal de un serv! 
dor público de algunn manera es ~rave, puc.>sto que directa o inclircs_ 

tamcnt~ va a redundar ~n ¡1erjt1icio <le los ~oh~rnados. 
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3. ANALIS!S DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS 
SERVIDORES PUBLICOS. 

Iniciamos en este ~partado el análisis de la ley regl~ 
mentaría del título cuarto constitucional que estudiamos en el 

apartado anterior, ésta es la ley federal de responsabilidades de 
los servidores pGblicos. Antes de empezar el 3n5lisis de la ley -
mencionada hemos creido conveniente hacer alt1si6n a la exposici6n 

de motivo~ de la misma para efecto de descubrir la intenci6n del -

~jecutivo Federal al enviar esta iniciativa de ley re~lamcntaria, 
lo cual nos ayudara a establecer si los objetivos pretendidos con 

esta le)' han sido o no logrados y en su caso si es con1vcniente o -

no una reforma de este régimen legal a que esttin, sujetos los ser­
vidores públicos. 

Al inicio de ln iniciativa de la ley cn\•iada por el 

ejecutivo al Congreso de la Unión se estnblccc lo siguiente~ "En 

un Estado de Derecho el ámbito de ·acción de los poderes públicos -
está determinado por la Ley y los agentes estatales responden ante 

~sta por el uso de las facultades que expresamente se les confiere. 
La irresponsabilidad del servidor pfiblico Qcnern ile~alidad, inmo­
ralidad social y corrupción¡ su irres?onsnbilidad erosiona el Est~ 
do de Derecho y actúa contra la democracia, sistcm;¡ político quC' -
nos hemos dado los mexicanos. 

El Estado de Derecho exige que los scrvidorC'S públicos 
sean responsables. Su responsabilidad no se da en la realidad 
cuando las obliAaciones son meramente declarntivns, cuando no spn 
exigibles, cuando no hay impunidad, o cuando las sanciones por S\I 

incumplimiento son inadecuadas. Tamooco J1ay 1·espo11sabilidad cun~ 

do el afectado no puede exigir fácil, práctica y cficn:mcntc c:-1 • 
cumplimiento de las obligacionc:-s de los sc:-rvidorcs pl1hlicos" (97), 

9"J, tdcn, ~. 12]. 
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Es indudable que la citn anterior contiene una ~rnn 

verdad, es fundamental que existan medios jurídicos J)ara que el ca.!! 
trol del desempeño de los car~os públicos sea realmente eficaz para 
efecto de que los ciudadanos podamos vivir en un aténtico Estado de 
Derecho. En la medida en que se permite la ilegalidad, la arbitra­
riedad se afecta profundamente a éste. Para que real~ente se viva 
en un Estado de Derecho las normas jurídicas que lo rijan deber5n -
ser aplicadas de manera eficaz al mundo real, de nada sirve una "ºL 
ma técnicamente perfecta si 6sta no se plasma, o no regula una rea­
lidad. 

Es loable el esfuerzo del Ej·ccutivo Fcdera1 por mejorar 

el sistema de responsabilidades de los servidores públicos, pero h.!!, 

mos de reconocer que Este no l1a tenido la eficacia deseada. 

¿qu~ aspectos novedosos plantea la ley federal de res­
. ponsabilidades de los servidores públicos? 

En primer lugar podemos señalar la manera como se re~u­
la en ella la responsabilidad administrativa en que !JUeden incurrir 
los servidores p~blicos 1 a este rcs~ecto ln cxnosición de motivos -
aludida determina: 11 La legislación vi~ente estnblece un juicio de 
carñcter político para quienes tienen responsabilidad por el desµn­
cho de intereses pGblicos fundamentales. Pero hn)' una ln~una le~i! 

lativa respecto a las obligaciones que debe se~uir todo servidor pQ 
blico frente a la sociedad y el Estado, asi como rcs~1ccto a las re~ 
pon~abilidades por su incumplimiento y las sanciones de los proccdi 
mientos ndministrativos pnrn aplicarlns 11 (98). 

En seAundo t~rmino conviene señalar que en cuanto a las 
responsabilidades que se hacen efectivas mediante juicio político· 
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se establece en la Ley de Responsabilidades la enumeración de aqu~ 

llas conductas que lesionan de alpuna manera los intereses pGblicos 
'fundamentales. La exposici6n de motivos multicitada est3blecc en -
relación con el juicio político que "conforme a nuestra tradición -

constitucional y a la vocación de equilibrio del poder legisl3tivo 1 

el juicio político es desenvuelto bicamaralmcntc 1 de manera que la 
H. Cámara de Diputados, erigida en Jurado de AcusaciÓT:i 1 instruya el 

procedimiento y sostenga la causa ante el senado, C'rigido en jurado 
de sentenci:i para que este TC'SUC'lva en definitiva" (99). 

Destaca del párrafo transcrito anter~ormentc, el térmi­
no voca:i6n de equilibrio del poder legislativo, pucst¿ que en reali 
d3d en nuestro sistema político no ha existido un verdadero equili­
brio entre los poderes fundamentales, si este equilibrio existiera, 
el juicio político sería una Institución ~ue podría loprar de.mane· 
ra m6s Cabal sus fines, sin embar~o el párr~fn conentndo está car­
r.ndo de demngor.in al utilizar l"l tC>rmino de voc~ción de equilibrio, 
pero c.>s esta SU!JUesta 11 vocación 11 ln que fundamenta el :u.necto bica­
maral del juicio político. 

Otra de las inovacioncs que plantea la Ley federal de 
Respo11sabilidades de los Servidores PGblicos es la dcno~inadn dectn 
;ación de procedencia que no es otra cosn m5s que el fuero constit~ 

ci ona 1. 

En relnci6n a la declaración de procedencia en la expo­
sición de motivos se expresn qu" "se conservn C"l cnrficter unicamn­
rnl del procedimiento de rC>fe1·C>ncin, a fin de que sen m:'is expedito 

y toda vez que no tiene unn naturnlt'zn jurisdiccional: no rcsuclvC' 
el fondo de la cuestión pl::¡ntC"adn, sino que, sin preju:gnr, rc·mueve 
un obstficulo; Sl" trata dC' un rC'quisito de proccdihi lidad" (100). 

too, lo:kn, r4g. 1~. 
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Uno de los aspectos m5s controvertidos nero sin lu~ar a 
dudas de los mSs innovadores que plantea la ley reglamentaria ~el -
Título IV constitucional es la reputación de la responsabilidad ad­

ministrativa y dentro de esta regulación quizá lo más novedoso en -
materia de derecho disciplinario sea que se contiene un código ~ti­
co en una ley de esta naturaleza. En la multicitada ex9osici6n de 

motivos se expresa con claridad lo que se nersigue a trav&s de esta 
regulación de la responsabilidad ad~inistrativa en los siguientes -

términos:. "La iniciati\'a que nrescnto a es;i JI. Representación Na­

cional, supera una deficiencia que ha venido mostrando nuestra Le­

gislación: la falta de un sistema q11c !egule la i·esponsabilidad ni 

ministrativa, sin perjuicio de la naturole:a penal, política, civil 

)' labora l. 

En las reformas al títt1lo IV de la carta funda~cntal 

que se ,ropone, se establecen lns bases de lo responsabilidad admi-

11istrativa, en la que se incur1·e por actos ti omisiones que afecten 

los criterios de le~alidad, honrade:, imparcialidad, econowia y ef! 

cacia que orientan a la odministraci6n pOblic:1 y que poranti:an el 

buen ~ervicio público. 

Conforme a ellos, hay que c~tahleccr t1n sistema nuevo -

que tenra bases s6lidas y efectividad creciente. El nrocedimiento 

administrativo propuesto es aut6nomo del polftico y del uenal, como 

lo establece la propuesta de reforma al 01·tfculo 109; ofrece al in­
culpado las garantías constit\1cionales de los artículos 1~ y 16 y -

sus resultados no prevecn la p1·ivnción de lo libertad del resoon~a­

ble, por tratarse <le una s~inción que sólo puC'dc im!1onC'rse por el 

juc: pennl. 

La iniciativa C'Stablece 11na líncn m5s cxpcditn parn pr~ 

\"enir y sancionar las fnltas atlr.dnistrnti\':tS, las cuales, según el 
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caso, también podrían ser sancionadas conforme a la lep,islación pe­
nal. Las responsabilidades consccl1cntes pueden exigirse por cual­
quiera de las dos vías, pero siempre resrctando el princinio esta­
blecido en el mismo artículo de que no se oodrñ cnstipar dos veces 
una misma conducta con sanciones de la misma naturaleza. 

Se parte de un cat5lono de obli~acioncs estublecidas 
por el legislador que sujeta a todo servidor público. La vigilan-­
cía en s.u cumplimiento cstar5 a c.:irgo, en primer lui~:ir de los supe­

riores jerárquicos y los órganos de control de las dependencias y -

entidades, los que quedan facultados oara imponer las sanciones di! 
ciplin.irias que rer¡uiere una administración cficnz. y hbnr:ui.1, tales cor.:o 
sanciones económicas limitadas, como el apercibimiento, amonesta­
ción privada y pública, destitución para los trabajadores de cón­
fianza y suspensi5n hasta por tres meses, sin perjuicio de lo que 
otras leyes dispongan" (101). 

Existen tres tipos de responsabilidad que le po<lrfin ser 
exi~idas al servidor público cada una por vías diferentes, la res­
ponsabilidad penal, la respons;1bilidad política y la respo11sabili­
dad administrativa, cada una de estas res~onsabilidades se podr5 
exigir por una vía diferente y cada una de ellas ser5 autónoma, lo 
que quiere decir que un servidor público puede ser sancionado admi­
nistrativamente, penalmente y politicamente mediante juicio politi­
ce siempre y cuando no se impongnn por unn misma conducta dos snn .. 
cienes de la misma naturaleza; esto es, si un servidor del Estado, 
por ejemplo, rcqt1iere dinero a t1n partict1lar se le pod1·5 sancionar 
penalmente en términos de la fracción 11rimera del artículo 222 del 
código penal; se le podr~ sancionnr administrati\•amente nor la Con­
traloria Interna de su d~pendencia en tfrminos del a1·riculo 47 de -
Ju Ley de Responsabilidndes y se le podr5 imponer una sanción deri-

101, Id.a. l'it;s. lZG-.127, 
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vada del juicio político en los t&rminos del titulo segundo de la -
propia ley, de manera que pueden imponerse tres sanciones ya que e! 
tas no son de la misma naturaleia y esto es algo que en la nr5ctica 
el servidor ·público sancionado no entiende o no quiere entender: -
en nuestra actividad como pasantes en la Contraloría Interna de la 
Secretaría de Salud encontrabamos con frecuencia que los ale~atos -
del presunto responsable en el procedimiento disciplinario, a que -
posteriormente aludiremos, se vertínn en el sentido de que ya se h~ 
bía impues.to una sanci6n que por lo tanto la pena de la Contraloria 
interna, no procedía, toda ve~ que estaba violan~o la ~arantia con! 
titucional consistente en que no se pueden imponer dos sanciones de 
la misma naturaleza por la misma conducta. 

Por último otro de los aspectos novedosos de ln ley mul 
ticitada es la instrumentaci6n del reRistro de situación patrimonial 
de los servidores públicos, Al respecto la exposición de motivos · 
dice: "Por otra parte, la iniciativn resoonde al propósito de com· 
pletar 1 modernizar la manifestacióh de bienes de servidores públicos 
que ri1e la ley en vigor para que ase~ure su operatividad y efica· 
cia así se evita el ~csvío de imponer a todo scr,,idor pfiblico la 
obligaci6n de manifestar sus bienes al asumir el car~o y al dejarlo 
de desempeflar, pues es volumen}' la irrelevancia de infóm:ición que se 
gene1·abn, irnpc<lía su cabnl cumplimiento: sólo tcndr5n esn obli~a· 
ción los s~rvidores públicos superiores nl nivel de jefe de de!)art!!_ 
mento o carAo paraestatal equivalente, quedando facultada la Sccre· 
taría de la Contraloría General de la Federación y ln Procuraduría 
General de la República para scfl.alar los casos ndicionnles" (102). 

Cabe aclarar respecto del p5r1·afo transcrito anterior· 
mente que la obligaci6n de presentar la declnración de 5ituación o 
modificación pntrimonial abaren dentro de el poder ejecutivo n los 

102.t~.rM.UB, 
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jefes de departamento de acuerdo con lo establecido uor la fracción 
JI del articulo 80 de Ja ley que comentamos, y por otro lado hemos 
de decir que la facultad que tiene la Secretaría de la Contraloría 
General de la Federaci6n y la Procuraduría General de la República 
para determinar casos adicionales en. los que se deba presentar ln -
declaraci5n patrimonial es de dudosa constitucionalidad por ser viE, 
latoria del artículo 16 de la Carta Napna. 

Por último en los dos últimos párrafos de la exposi­
ción de motivos de la ley el ejecutivo reconoce una realidad que nE_ 

sotros hemos apuntado desde los inicios del presente trabajo en los 
siguientes términos: 11 Estoy cierto de que la sola expédición de l~ 
yes, por buenas que sean, no acaba vicios ni prficticas arraipadas, 
pero tambiEn lo estoy, de que sin buenas leyes los compromisos polf 
tices -como lo es la renovación que postulo- corren el ries~o de 
convertirse en meras prédicas despojadas de efectividad" (103). 

La cita anterior apunt~ una realidad contundente. Loa­
ble es el esfuerzo realizado por el Ejecutivo Federal en materia de 
renovaci6n moral, sin embnrAo éste no ha sido suficiente. el siste­
ma de responsabilidad de los servidores públicos debe perfeccionar­
s~; la realizaci6n de este trabajo cnnstituye una m~destn noortn­

ción para lograr esta mPjoría. 

Ocupandonos ya concretamente de ln Ley Federal de Res­
ponsabilidades d~ los Servidores Públicos podemos comen~ar por ex­
~licar su estructura. La ley tiene cuatro titulas que n su ve: es­
tán db·ididos en capítulos. El título 9rimero que l~st5 comoucsto -
por un capitulo nnico que se denomina disposiciones ~enerales. el -
titulo se~undo que se refiere al procedimiento ~nte el Gonpreso de 
la Uni6n en materia de juicio político y declnraci611 de procedencin 

10), Jdua,, 1'"'1;. 129. 
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el cual tiene cuatro capítulos el primero de ellos se refiere a los 
sujetos, a las causas del juicio político, y n las sanciones que se 
deriven de ~ste, el segundo al procedimiento del juicio ~olítico, -
el capitulo tercero se refiere al procedimiento para In declaración 
de procedencia, que como veremos remite en todo lo que sen aplica­

ble el procedimiento de juicio político, y final~ente el capítulo 
cuarto se refiere a disposiciones comunes para el juicio político y 

la declaraci6n de procedencia; el titulo tercero que se refiere a -

las respo~sabilidades administrativas abarca dos capitulos, el pri­
mero de ellos se refiere a los sujetos y a las obliRaciones del seL 
vidor público y ~1 capítulo segundo se refiere a snnciones adminis­
trativas y a los procedimientos para aplicarlas; finalnente el tít~ 
lo cuarto está compuesto por un s6lo capitulo que se refiere al re­
gistro patrimonial de los servidores pOblicos; esta ley tiene un tg 
tal de 90 artículos los cuales ser6n conentados de manera pormenor! 

zada a continuación .. 
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a) T I T U L O P R 1 M E R O 

a.1) CAPITULO UNICO 

Disposiciones Generales. 

Dentro de este capitulo de la ley re~lnmcntaria del título 
cuarto constitucional se e5t3blece el objeto de la misma, las auto­
ridades competentes para la aplicación de la ley y el principio ~e­

neral a que hemos aludido en el sentido de que las sanciones y los 

procedimi~ntos para su nplicaci6n serfin aut6nomos se~ún su natural~ 
:a y que no se podr5n imponer dos veces por una sola conducta, san­
ciones de la misma naturaleza. 

En cuanto al objeto de la ley hemos de decir que ~ste es re­

glamentar, como se establece en el artículo primero de ln misma. el 

título cuarto constitucional por lo que dcsarrollar5 y dctnllar5 t~ 

do lo referente a los sujetos de responsabilidad, n las obli~ncio­

nes a que est5n sujetos los servidores públicos, a las responsnbil! 

dndes y sanciones de car5ctcr administrativo, al juicio político, 

en cuanto n s11 procedimiento y las sanciones como consecuencia de -

una responsabilida política, todo lo referente a las autoridades 
competentes en los procedimiento5 p~rn nplicnr las diversas sancio­
nes que p1·evee la ley y también desarrollar5 lo c¡u~ se refiere a la 

declaraci6n de procedencia como requisito de procedibilidad nara el 
ejercicio de la acci6n penal. 

Por cuanto hace a los sujetos de ln ley los c11nles estd11 ref~ 

ridos en el articulo seg11ndo clc la misma, scr5n los q11e ~~ncionn el 

artículo 108 co11stitucionnl el cual fue tratado en la parte corres­

pondiente al título cuarto constitucion:1l y que se refiere e11 resu­

midas cuentas n aquellos que ten~nn 11n cnrRo o comisi6n de11tro ~e -
la administraci6n pública yn sea parneFtntal o centrali:ada de mnn~ 
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ra es que todo servidor público será sujeto de esta ley, no existe, 
en principio, un empleado público que pueda sustraerse a las dispo· 
siciones de ésta. 

En cuanto a las autoridades ~ompetentes para la aplicación de 
la presente ley hemos de señalar en prirner lugar a la Secretaría de 

'la Contraloría General de la Federación; esta dependencia es la 
primera encarRada de la vigilancia y control de los s~rvidores pú­
blicos a.e: manera es que es por ello también, la primera en vi~ilar 
que se cumpla la ley, al respecto dentro de la exposición de moti­
vos a que anteriormente aludimos se establece lo si~uiente: ''La Se 

cretaría de la Contraloría General de la Federación, •tuya creación 

he sometido a su consideración, quedaría co~o In autoridad central! 
zada y especializada para vigilar el cumplimiento de las obligacio­
nes de los servidores públicos, para identificar las responsabilid~ 
des administrativas en que incurran por su incumplimiento y para 
aplic'ar las sanciones disciplinarias" (10~), 

En este sentido cabe aclarar que si bien es cierto que la Se­
cretarí3 de la Contraloria General de la Federación es el órpano 
·que va a estar especializado en la función de vigilancia y aplica­
ción de las sancion~s por la responsabilidad en que incurran los 
servidores públicos tambiSn es cierto q11e no es, como veremos post~ 
riormente, el Qnico 6rgano encar~ado de la aplicación de sanciones 
así como de la vipilancia y control. En relación n esta dependen­
cia no haremos por el momento mayores comentarios toda ve? que en -
capítulos siAuientes desarrollaremos con lujo de detalle su estruc­
turar haciendo las críticas que consideremos pertienentes. 

Otro de los 6rganos encargados de la aplicaci6n de la Ley Fe­
deral de Responsabilidades de Jos Servidores PDblicos son las dopen 
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dencias del Ejecutivo Federal, que van a aplicar esta ley en mate­

.ria de responsabilidad administrativa a través de las llamadas con­

tralorias internas quienes son las competentes pa1·a fincar resnonsa 

bilidades de cardcter administrativo y aplicnr las sanciones que e~ 
rrespondan, 

Asimismo el Departamento del Distrito Federal aplicará la pr~ 
sente ley a trav6s de su contraloria interna. 

Las fracciones quinta y ~exta de el artículo tercero de la 
ley sefia·lan como autoridades competentes ~ara la aplic3ci6n de la -
ley a la Suprema Corte de Justicia de la ~ación y al Tribunal Supe­
rior de Justicia del Distrito Federal, en relación con estas autori 
darles conviene adelantarnos para referirnos al a1·tículo 51 de la 
ley el cual se encuentra ubicado dentro del título tercero de la 

misma que se refiere a las responsabilidades de carácter adMinistr~ 

tivo; dicho dispositivo establece textualmente lo siguiente: 11 La -

Suprema Corte de Justici3 de la Nación y el Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal establecer5n los órranos y sistemas 

para identificar, investigar y determinar las responsabilidades de­
rivadas del incumplimiento de las obli~aciones establecidas en el -
artículo 47, asr como para aplicar las sanciones establecidas en el 
pre5entc capitulo en los t~rminos de las corres~0nclientes leyes or­

~5nicas del poder judicial. 

Lo propio har5, conforme a la legislación respectiva por lo -

r¡ue hace a su competencin, las Ciim.1r.is de- Se-na dores y Diputados del 

Congreso de ln Unión 11
• 

Cabe comentar qi1e de acuc1·do con el articulo transcrito la S~ 
prem~ Corte de J1~ticia de la ~ación así como el Tribunal Sune1·ior 
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de Justicia del Distrito Federal podrán aplicar las sanciones pre­

vistas en el título tercero por la violación al c6diPo obli~acional 

contenido en el artículo 47 de la ley en t6rrninos de las correspon­
dientes leyes org5nicas del poder judicial, por consi~uiente en 
nuestra opinión ni la Suprema Corte de Justicia de la Nación ni el 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal aplican esta ley 

en virtud de que como se desprende de este artículo cstfin sujetos a 

las disposiciones de sus leyes org5nicas. Ciertamente todo servi­

dor públ~co est5 sujeto a las obligaciones contenidas en el artíctt­

lo 47 de la ley, que !)OSteriormente comenta1·emos, pero consideramos 

que si bien es cierto que es un avance en cuanto a la evoluci6n del 
derecho disciplinario que estas obligaciones se encuentren conteni­

d::is en una ley de car5ctcr federal también lo es que son obli~acio­
nes que están implícitas C'n el c;ir[tcter misir.o de la función y que -
definitivamente las leyes respectivas preveen sanciones y recursos 

que tiene el propio ~obernndo ante los su~t"riores de los miembros -
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y de los mi­

nistros de la Suprema Corte de Justicia de la NJci6n para hacer efeE 

tivo el cumplimiento de la ley por ello es que no consideramos que 

estos 6rganos apliql1cn la ley de responsabilidades. 

Otro de los 6rganos encargados Je la aplicación de ln ley es 

el Tribunal Fisc::il de ln Federación princinnlmC'ntC' por lo que se r~ 
fiere ::i lo tramitaci6n del rC'ct11·so de revocación el cual, como pos­
teriormente veremos, se puede tramitar a elección del perjudicado -

ante el Tribunal Fiscal de la Federación o ante la propia autoridad 

que dictó la resolución. 

Asimismo en l~ fracci6n octnv3 dC'l artículo 3! se dice que 

los tribunales del trnbajo en los t~rminos de ln le~islaci6n l"C'SpCf 

tiva ser5n u11a autoridad que podrfi a~licar ln ley; si los tribl1nn-



- 162 -

les del trabajo en los términos de sus respectivas lc~islacioncs d~ 

ben aplicar esta ley consideramos que estrictamente no están encar­
gados, cuando menos en una forma directa, de que se cumpla esta ley 
en virtud de que la mis1na fracción octava del artículo 3! remite a 
la legislación respectiva de los tribunales del t1·abajo. 

Finalmente la fracción novena del articulo mencionado refiere 

como órganos encargados de la aplicación de esta ley a los demás Ó.!. 

ganas ju~isdiccionales que determinen las leyes. 

Opinamos que si 13 ley especifica en forma exhaustiva las au­

toridades que pueden a9licarla no existe necesidad dc·una fracción 
redactada en estos términos. 

b) T I T U L O S E G U N D O 

Procedimiento ante el Con~reso de la Uni6n en materia de jui­
cio político y declaraci6n de procedencia. 

b.1) Capítulo uno: 

Sttjetos, causas de juicio político y sancione~. 

Ocup5ndonos ahora del capítulo primero del título seAundo de 
la ley, el artículo quinto de la rnisn1a nos remite a el artículo 110 

constitucional, el cual hemos comentado en el apartado corrcsnon-­

diente, para saber quienes son los sujetos de juicio político. 

En s11 segundo p5rrafo e~tablece que los Gobernadores de los 
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Estados, los Diputados a: l3s Le_r.is L\tur:t:t Lo~alC':i y los ~lo1L'istr•1t.1os 

de los Tribunales Superiores de Justicia Locales µoJr5n ser sujetos 
de juicio político por violncia11cs gr3vcs a l:t con~titución l'cncrnl 
de la República., u las leyes (c<leralcs que de cllu cm.:incn, así como 

por el manejo indebido de fondos de recursos federales. 

Consideramos que el segundo p5rrafo no es del todo adecuado -
toda vez que por principio dice que los servidores pfiblicos a que -
alude s6lo scr5n sujetos de juicio politlco por violaciones prnves 

a la constitución, a las leyes federales que de ella emanen nsi co­
mo por el manejo indebido de fondos y recursos federales, es decir 
est§ estableciendo tres caus3s únicas por las cuales e~tos servido­
res públicos podr5n ser sujetos <le juicio político si no se da cua! 
quiera de estas tres causns 1 a contrario scnsu, no podrfin entonces 

ser sujetos de juicio político, lo cual coloca n estos servidores -

pGblicos en una situación de privileRio ya que limit3 n tres supue! 
tos la procedencia de juicio politice. Adcm5s el n5rrafo en comen­

to está cargado de una gran subjetividad !lOrquc ¿qué son violacio­
nes graves a la constitución federal o a las leyes que de ella ema­

nen? en mi concepto cualquier violación a In constitución federal -

es grave, no hay violaciones a una constitución federal o n unn l~y 

fe<lernl que no senn importantes, puede ser que las consecuencias 
sean más o menos serias <lepcndicn<lo ln norma r¡uc se viole ~ero de ~ 

alguna manera se est& alteran<lo el or<len jt1ri<lico fundamental de un 

Estado y eso en si mismo es trascendente. 

Por otro lado el artículo sexto establece que el juicio ooli­

tico procede cuando los netos u omisiones de los servidores públi­

cos que pueden ser sujetos de 6stc, redunden en perjt1icio de los i! 
tercses pUblicos fundamentales o de su buen dcs~acho. Caben n~ui -

las mismas críticas que hicimos al tratar el articulo 110 constitu­

cional; es por dem5s subjetivo tratar de establecer lo que puede -
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redundar en perjuicio de los intereses nGblicos fundamentales; ¿qud 
son los intereses públicos fundamentales?', ¿existen intereses públ! 
ces que no sean fundamentales? 

La ley en su artículo séptimo esLablece lo que debemos enten· 
der por el perjuicio de los intereses pGblicos fundamentales y su 
buen despacho. En primer término establece el ataque a las instit~ 
cienes democráticas, ¿qué debemos entender por instituciones demo­

cr5ticasJ' instituci6n democr5tica puede ser un partido político, el 
Tribunal Federal Electoral, la Comisión Federal Electoral¡ no es 

claro lo que son las instituciones democráticas, es un t&rmino que 

puede abarcar un gran número de instituciones existentes. 

Por otra parte se establece el ataque a la forma de ~obierno 
republicano representativo federal; esto puede abarcar un sinnúmero 
de conductas que pueden ir desde un ataque directo al Jefe del Eje· 
cutivo como representante del Estado hasta un fraude electoral que 
también puede ser un ataque a las instituciones democráticas, 

Se establece también como causal de juicio político el ataque 
a la libertad de sufragio; ¿existe realmente libertad de sufragid? 1 

Las violaciones graves y sistem5ticas a las ~arantías indivi­
duales o sociales; cualquier violación de garantías individuales o 

de las mal llamadas sociales, e~ r.rave, término por demás subjeti\•O, 

La usurpación de atribuciones, ¿qué debemos entender por USUL 

par una atribuci611?, ¿es acaso In usurpaci6n de atribuciones el he­
cho de que un servidor público realice actos ql1e no le competen, 
que estfin fuera de toda lep,nlidad?, en consecuencia son actos que -

pueden ser recurridos a trav~s de los m~dios qu~ Ja ley en cada en· 
so puede prcvcer. 
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Otra de las causales de juicio político es cualquier infrac­
ción a la constitución o a las leyes federales cuando cause perjui­
cios graves a la ~P.~eración,a uno o varios Estados de la misrnn o de 

la sociedad o motive alpGn transtorno en el funcionamiento normal -
de las instituciones; existiendo el juicio de amparo corno medio ca­
ra la defensa de la constitución, esta fracción carece de sentido. 

las omisiones de carílcter rrave en los tErminos ·de la frac­
ci6n anterior, dice la fracci6n séptima del artículo séptimo; una 
omisión puede implicar perfectamente una infracci6n a la c~nstitu­
ción o a la ley federal, por lo que esta fracción no tiene ra~6n de 

ser. 

Por otro lado el artículo que comentamos establece en la fra~ 

ción octava las violaciones sistemfiticas o graves a los planes o 

programas y presupuestos de la adMinistración pública federal o del 
Distrito Federal y a las leyes que determinan el manejo ~e recursos 

económicos federales o del Distrito Federal~ esta disposjcfón e~ ob­

jeti\·a aunque el termino grave es JlOr dc~5s subjetivo como ya lo 
afirmamos. Algo completamente innecesario es el penúltimo pftrrafo 
de este artículo q11e establece que no procede el juicio ~olítico 
por la mera expresión de las ide~s. La ex9rcsi6n de las ideas, en 
los tfrminos que la propia constitución establece en su artíc11lo 
s6ptimo 1 es una yarantfa constit11cional ¿cómo v~ a proceder el ju! 

cio político por la mera expresión de ideas? lo realmente grave, y 

no solamente Prave sino que demuestra que el juicio politice sir,·e 

como i1n isntrumento de represión polític~ Gnica y exclusiva~ente, -
es el Oltimo párrafo de este artículo que textualmente dice: ''el -

Con~rrso de la Unión valorará la existenci:1 y ~ra,·edad ele los ac­
tos u omisiones a que se refiere este artfculo. Cu;indo aquéllos 

tengan car5cter delictuoso se formularfi la declaración de proc~rirn­

cia n la que aludr la presente ley y se estarfi a lo dispuesto nor -
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la legislación penal:'. 

En resumidas cuentas se deja al arbitrio del conrreso de la -
unión valorar la µravedad de los actos u omisiones, lo cual deja la 
puerta abierta para que el Congreso de la Unión en cualquier momen­
to pueda instaurar un juicio político en contra de cualquier servi­

dor público que p~eden ser sujet9s del mismo. 

El ()Ttículo octavo de la ley señala: "si la resolución que 

se dicte en el juicio político es condenatoria, se sancionará al 
servidor público con la destitución. Podrá también imponerse inha­

bilitación para el ejercicio de empleos, caTJ'.os o comi'siones en el -

servicio público desde uno hasta veinte años 11
• 

Las sanciones previstas en el artículo en comento, no termin! 

rán por si mismas con la corrupción. 

b.2) Capitulo segundo: 

Procedimiento del juicio político. 

Pasamos ahora a explicar el procedimiento de juicio político. 

Hemos de comenzar por señalar que el juicio nolítico oodrá 
inici3rsc en cualquier tiempo dentro del periodo que abarque el 
ejercicio de las funciones del servidor póblico de que se trate y -

dentro del año posterior a aquel en qt1c haya concluido. 

Asimismo la ley prevec un pla=o no mayor de un ano ~ara la 
aplicación de las sanciones derivadas de juicio politice. Al respcf 

to hemos de señalar que consideramos correcto el hecho <le que el 
juicio político pueda inicinrsc aón dcspuSs de que el servidor pG­
blico en cuestión haya concluido C'1 desernpC'ño dC" ~us funciones en -
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virtud de que el hecho de haber terminado el encarJ!O que tenía ene~ 

mendado no lo exonera de cualquier responsabilidad ~uc se le ~ueda 
imputar en razón del mismo. 

Asimismo, se establece expresamente en el articulo 10 de la -
ley el car5cter bicamaral del juicio político. Este articulo po­
dría omitirse toda vez que esta circunstancia se deduce del oroccd! 
miento del juicio político que la propia ley describe. 

El artículo 11 determina que cada una de las cámaras del Con 
greso de la Unión al establecer la constituci6n de las distintas e~ 
misiones para el despacho de los asuntos que deban tr.atar, deberán 

designar las comisiones respectivas para que se erija en Jurado de 
Acusación, en la C5mara de Diputados, en Jurado de Sentencia en la 
Cámara de Senadores. Nombradas estas comisiones y aprobados los 
nombramientos respectivos, se nombrarán cuatro miembros de cada una 
para que se forme respectivamente la sección instructora de la cámf!_ 
ra de diputados y la sección de e.njui ciamiento de la c:ímara de sen!! 
dores, previendo la ley que las vacantes ser5n cubiertas por la de­

.signación de la comisión respectiva de entre los miembros de cada -
una de las comisiones de que se trate. 

La iniciación de el juicio político en los t~rminos del arti­
culo 12 de la ley puede llevarse a cabo por cualquier ciudadano qt1e 
b3jo su más estricta responsabilidad y mediante Ja presentación de 
elementos de prueba podrá formular por escrito denuncia ante la cá­
mara de diputados por cualquiera de las conductas previstas en ~l -
artíct1lo quinto Constitucional según el caso. Consideramos que el 
principio consagrado en este articulo rest1lta totalmente inaplica­
ble 1ior la sencilla ra:6n de que no existe un3 verdadera y aut6nti­
ca participaci6n política y en muchos casos una conciencia cívica, 
en otras palabras el articulo en este sentido est5 fuera del conte! 



- 1 68 -

to social en nuestro ,nrs toda vez que ninran cit1dadano ha formula­
do en. forma ;>articular una denuncia en contra de un servidor pObli­

co ante la cámara, además de que no existe una auténtica participa­
ci6n en las situaciones políticas ~el país; si ~uchas veces como 
particulares no ejercemos los mec§nismos que la ley concede para h~ 

cer efectivos los derechos, menos aan va~os a involucrarnos en los 
aspectos de la vida nolítica hecho qt1e es ver~on:oso, ciertaIBente -
todo ciudadano debiera sentirse no solamente con el <lerecho sino 
también con la obligaci6n de e::dp.ir a los J?Obernantes a través no -

snlamente'de juicio político sino de todos los wedios que las diveL 
sas leyes otorgan .. ·para ··lograr el buen desempefio del servicio pa­
blico. 

Presentada la denuncia y una vez ~ue ésta ha sido ratificada 
se va a turnar, dentro de los tres dfas hábiles sipuientes a la ra­
tificaci6n 1 a la Cornisi6n de Gobernaci6n 1 puntos constitucionales y 
de justicia de la Cfimara de Diputados a efecto de que determinen 
tres cosas: 

1! Si los hechos que se hacen constar en la ñenuncia son de 
los contenidos en el artículo sé~timo o en el se~t1ndo ~jrrafo del = 
artíct1lo quinto de la ley se~On el caso 

2! Si el servidor ~Oblico a quien se atribuyen estos hechos 
es servidor pOblico de los comprendidos en el artículo sepundo lo -
cual es un error, debiera decir el artículo 110 c~nstitt1cional, en 
todo caso, que son los sujetos del juicio político y, 

3~ Va a determinar si el juicio es procrdent~. si así loco~ 
sidera la cfiwara de denuncia se turnarfi a la sección instructora de 
la cfimara. Establece expresamente el artículo que las d~nuncias 
an6nimas no prodt1cirfin ninran efecto lo ct1al consideramos 
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adecuado en virtud de que si un ciudadano sostiene algo en contra -
de un funcionario debe tener el valor cívico de sostenerlo y ratif! 
carla ante él mismo. 

Una vez que la sección instructora de la cáw.ara recibe el ex­

pediente que le fue turnado por la Comisión de Gobcrnaci6n, Puntos 

Constitucionales y de Justicia, procederá a practicar todas las di­

li~encias necesarias para probar la conducta o hccl10 que se irnouta 
al inculp~do estableciendo todas las características y circunstan­
cias que rodean el hecho que se imputa. Establece la ley también -

que dentro de los tres días naturales siguientes a la rntificnci6n 
de la denuncia, la sección informarfi al denunciado sobre la materia 
de la denuncia haciEndole saber su ~arnntfa de defensa ql1e deberfi, 

a su elección, comparecer o informar por t>scrito, dentro de los si!:. 
te di3S naturales si~uientes a la ratificación. 

El término que establece aquí la ley es completamente utópico 
porque en el artículo doce se determina ql1e dentro de los tres días 

siRuientes a la ratificación de la denuncia presentada, se va a tuI 

nar a la Comisión de Gobernación Puntos Constitucionales y de Justi 

cia de la C5mara y por otro lado el sepundo p5rrafo del artículo tr~ 
ce que es el que estamos comentando, t01mbit>n establece que dL"ntro de 
los tres días naturales sigl1ientcs a la ratificación de la ~enuncia, 
deber§ notificn1·se al presunto responsable sobre la denuncia y se le 

dar5 un término de siete dias naturales para que la conteste, ente~ 

ces son tres días siguientes a la ratificación nara turnarla a la ~ 

Comisi6n de Gobernación, Puntos Constit\1cionnles y de Justicia son 

esos Mismos tres días los que tiene la sección instructora de la e~ 
niara para poder notificar al p1·esunto rt>sponsahle lo cual no es uo­
sihlC', ;rnesto qu" 11rimernmentC' l;i Comjsión de Gobernación Puntos 

Constitucionales y de Justicia debe acreditar los elementos a que -
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hicimos alución anteriormente, y una vez acrcditJdos esos elementos 

la turnar5 a la sección instructora, la ley debiera decir: tres 
dias depu6s a que la comisión instructora rccibi6 el expediente de­

berá notificar al presunto responsable a efecto de ~ue conteste la 
denuncia que se formuló en su contra en un pla~o de siete días hábi 
les. 

Una vez que el presunto responsable ha contestado la denuncia 

formulada en su contrJ, la sección instructora de la c5mara, abrir5 

un periodo de pruebas por un plazo de treinta días en el transcurso 

del cual, el denunciante y el denunciado se allcpar5n todas las pn1~ 

has debifndo acreditar, uno los hechos contenidos en la denuncia y 

el otro desvirtuarlos. En este sentido consideramos que dada la 
realidad política que se vive en MExico, en el supuesto de que un -
particular presentara una denuncia en contra de algfin servidor nú­

blico, sujeto a juicio politice, sería muy dificil que se alle~ara 
los medios de prueba para acreditar hechos que le impute a tin Seer~ 

tario de Estado, por ejemplo, en virtud de que el Secretario de Es­

tado cuenta con todo el pode1· y los elementos necesarios para impe-

dir que el particular se allegue las pruebas id6nens pnrn poder 

acreditar los hechos que se hacen constar en la denuncia, esto en -

el supuesto de que presente un particular denuncia, porque si la 
presenta el Jefe del Ejecuti\'O. pensn~os que en ese supuesto no se­

ría dificil que ~ste se allegara los medios de prueba idóneos nnra 
comprobar los hechos que le impute a u11 servidor p6hlico. Por otro 
lado el articulo que comentamos prcvee, qt1c la sección instrl1ctora 
podrfi también alle!!,:irse todos los JTlC'dios de prueba que considere- n~ 

ccsarios y que si al concluir este pln:o no ~e 11udicr~n recibir y 
desahop.ar todas las pruebas, $C podr:i :nnpliar el pla:o nl término -

que se estime convrnie11tc; asi111isn10 la ley est:1blc-ce ql1e la sccci6n 

instructora c:1lificar5 la pertinencia <le las p1·l1chas desc-chfindose 
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las que a su juicio sean improcedentes, esto deja al servidor pú­

blico prácticamente en estado de indefención. La ley ni siquiera 
dice decidirá la id6neidad de las pruebas que se presenten, sino -

que la ley hahla de: 11 pertinencia 11
, es decir, queda al arbitrio de 

la sección instructora de la cámara qué pruebas va a recibir, lo -

cual es falta de t~cnica jurídica. Pensamos que si se va a re~ular 
el juicio político que como su nombre lo indica, desde el punto de 
vista material, es eminentemente jurisdiccional, el procedimiento -
debe estar detalladamente regulado. 

Concluido el periodo probatorio, las partes tendrán a la vis­
ta el expediente por un plazo de tres dfas, a efecto de ~ue puedan 
allegarse los elementos que consideren necesarios, para poder form~ 
lar alegatos dentro de los seis días si~uientes a la conclusión del 
plazo por el cual, tuvieron a la vista el expediente. 

Transcurrido el plazo para la formulación de ale~atos 1 la seE 
ción instructora deberá formular s~s conclusiones para lo cual debe 
rá, sep,Cin lo establece el artículo 16 de la ley anali:.ar clara y m~ 
tódicamente la conducta o los hechos imputados haciendo las consid~ 
raciones jurídicas para justificar en su caso la conclusión o conti 
nuación del procedimiento. ¿Qué quiere decir analizar clara y met~ 

dicamente? dos calificativos que debieran su~rimirse. El an5lisis 
del expediente debe ser como el de cualquier juicio, lo suficiente­
mente profundo como para que den al ju:rador los elementos necesa­
rios para poder fundar y motivar una resolt1ción. 

ne acuerdo con la ley las conclusiones de la secci6n instruc­
tora de la C~mara de Diputados deberln someterse a la rotación de -
la c5mara en los t~rminos qtie veremos m5s adelante. Estas conclt1si~ 

nes pueden ser en uno de los s~ntidos siguientes: O bien se propondrá 
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que se declare que no ha lu.~ar a proceder en contra del r>rcsunto re~ 

pensable, por la conducta o hecho de la denuncia, o bien si de las 
constancias que obren en cd C'Xpediente se desnrendicra una !lrobable 

responsabilidad por parte del denuncindo, debcrd oroDoncrse a la 
aprobaci6n de la c5mara C\1alquiera de las posibilidades ~ipuientes: 

1e Que está leRalmentc comprobada la conducta o el hecho mat~ 
ria de la denuncia. 

22 Que existe la probable responsabilidad del acusado. 

3! La sanción que debe imponerse en base al articulo S~ de la 
ley. 

4~ Que en caso de ser aprobadas las conclusiones se envíe la 

declaraci6n correspondient~ a la C5rnara de Senndorcs en concepto de 
acusnci6n para los efectos legales respectivos. 

Una vez emitidas l<1s conclusionC's referidas, la sección ins­
tructora, las entregnrfi íl los secretílrios de la Cfirnara de íliputados 
para que estos a su vez, ln entrepuen al presidente de la misma, 
quien dcber5 anunciar que ln ~5mara debe reunirse parn resolver so­
bre la proccd~ncia o improcedencia de la ~ctisación qt1~ nudier3 far-
mularse ante la cSmara de senadores. La c5m~r~ <lehe1·5 reunirse 
dentro de los tres días si~uientes a la f~chn en ql1e ~e hnyan noti· 
ficado al presidente las conclusiones de 1<1 sección instructo1·n y -

los secretarios de la c5marn d~be1·5n infor1nnr nl d0nunciantc y de­
nunciado de esta scsi6n de la c5rnnr:i, n efecto de que se presenten 
y dcclar~n lo que n su derecho conven~a lo c1Jnl consjderamos innec~ 
snrio, toda vez que el denunciante ht1 rn·c!=-t"ntado unn denuncia con -

los cle>mentos de prueba suficit>ntcs, de :i.cucr<lo con C'l arfit:u1o 12 
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de la ley, asimismo ha ratificado esta denuncia y evidentemente en 

esta ratificaci6n, puede haber amplinci6n o aportnci611 de mayores -

elementos y por otro lado se han practicado toda clase de diliRen­
cias por parte de la secci6n instructora para allegarse elementos -
suficientes, ha habido ya un periodo de pruebas y por su parte el -

denunciado ha contestado y ha aportado elementos de prueba en rela­
ción a la denuncia, entonces, una nueva comparecencia ante la cáma­
ra se me hace innecesaria, adem5s de que las conclusiones deben e~ 
tar debi~amente fundadas y si no existen elementos suficientes como 

para fundar las conclusiones, la secci6n instructora debe alleRarse 
esos elementos a través de diligencias. 

El día señalado para la votación de las conclusiones, se reu· 
nirá la Cámara de Diputados, eri~iéndosc en órgano de acusación ha· 
ciendo la declaración que corresponde, su presidente, postcriormen· 
te se dar5 lectura a las constancias del expediente o a una sinte· 
sis de ]35 mism3s, y a continuación se darñ el uso de la palabra ta~ 
to al denunciante como al denunciado, para qt1e manifiesten lo que 
a su derecho convenga, los cuales podr5n replicar y contrare~licar. 

En seguida se retirar5 el presunto i·esponsable y su defensor 
y el denunciante, a efecto de que se lleve a cabo la votación de · 
las conc1usiones respectivas. 

La resolución de ]a C5mara de Diputados podrfi ser en uno de 
dos sentidos: O bien se vota en el sentido de no considerar ,roe~ 
dente formular la acusación nnte la Cámnra de Senac1cire~, "º cuyo · 
caso el servidor público en cuC'stión continuar5 en el ejercicio de 
su encargo, o bien se declara procedente la formulación de la nc11· 

sación ante la Cámani de Senadores en cuyo caso e1 scr\'idor pÍlhli· 
ca qued3r5 a disposici6n de 1a C5wara de Senadores y ~e nombrar5 · 
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una comisión de tres diputados para que sosten~an la acusación ante 
la cámara referida. La ley no establece con claridad si el servi­
dor p~blico al quedar a disposición de la C5mara de Senado1·es puede 

ejercer el cargo que tiene asignado, suponemos por 16pica que así -
sucede sin embargo la ley no lo establece con claridad. 

Una vez que la Cfimara de Senadores recibe la acusación, ésta 

la turnará a la sección de enjujciamiento de la propia cámara, la -
que deber.5 emplazar a la comisión de diputados a r¡ue hemos hecho -

referencia, anteriormente, al acusado y a su defensor para'que pre­

senten por escrito sus alegatos dentro de los cinco días naturales 

siguientes al emplazamiento, Transcurrido el plazo para la presen­
tación de alegatos la sección de enjuiciamiento de la Cámara de Se­

nadores formulará sus conclusiones en base a los datos que tenr,a en 
el expediente y a los alegatos que en su caso se hubien:in formulado 
pudiendo además escuchar directamente a la comisión de diputados y 

al acusado si lo considera conveniente. 

La ley establece que la sección instructora de la Cámara de -
Senadores, podr5 llevar n cabo todas aquellas dili~encias qt1e consi 
dere necesarias para la formulación de sus conclusiones, las cuales 
una vez formuladas deberán ser entregadas a la secretaría de la c5-
mara. 

Una vez que la secretaría de la Cfimara de Senadores recibe -
las conclusiones formuladas por la comisión de enjuiciamiento, el -
presidente de la misma anunciará, que dicha cfinara deber§ erigirse 
en jurado de sentencia dentro de las 24 horas si~uicntes a la entr~ 
ga"de dichas conclusiones, debi6ndose citar para esta sesión a la -
comisión que sostiene la acL1snción de la Cfimarn de Dipt1tndos, al ne~ 
sado y a su defensor. El di~ sc~alJ<lo p~rn l~ nlidiencia el presiden 
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te de la C5mara de Senadores J1arfi la dccJ:11·atori~ ~e que se encuen­
tra erigida en jurado de sentencia y posteriormente la secretaría -
de la c5mara dará lectura a las conclusiones formuladas por ]a sec­

ción de enjuiciamiento. Acto continuo se concederá eJ uso de la p~ 
Jabra a la comisión de diputados, al servidor pOblico y a su defen­

sor en su caso. Una vez que se haya retirado el servidor pliblico y 

su defensor y permaneciendo los diputados en In sesión, se nrocede­
rá a discutir y a votar las conclusiones¡ posteriormente el presi­
dente de .la C5mara de Senadores harfi la declaración corres~ondiente. 

No hay un motivo que justifique la permanencia de la comisión 
en la Cfimara de Diputados, durante la votación y discusi6n de las 

conclusiones que haya formulado la comisi6n de enjuiciamiento, ya 

que Esta es una actividad que realizan las c5maras separadamente. 

Para terminar con el an5lisis de este capitulo hemos de men­

cionar que el Oltimo p5rrafo del artículo 24 que reRUla el procedi­
miento en la audiencia de sentencia que acabamos de describir, señ~ 
la los siguiente: "por lo que toca a 1us Gobernadores, Diputados a 
las legislaturas locales y ~laRistrados de Tribunales Superiores de 
Justicia de los Estados, la Cámara de Senadores se cririr5 en jura­
do de sentencia dentro de los tres dias naturales sipuientes a las 
recepciones de las conclusiones. En este caso 1 la sentencia que se 

dicte tendr5 efectos declarativos y la misma se comunicar§ a la le­

gislatura local respectiva 1 para que en el ejercicio de sus atribu­

ciones proceda como corresponde". 

Por lo que respecta a los servidores nGblicos de las entida­

des federativas, las lepislaturas locales deben conocer del juicio 
politice, sin la intervenci6n del con~r~so fed~ral, logr5ndose nsi 

fortalecer el federalismo, 
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b. 3) Capítulo tercero, 

Procedimiento para la declaraci6n de procedencia. 

El artículo 25 de la ley en 5U primer p5rrafo se~ala lo si­
guiente: 11 cuando se presente denuncia o querella. por pnrticulares o 

requerimiento del ministerio nGblico· cu~nlidos los requisitos proc~­

difflentales respectivos para el ejercicio de la acción penal, a fin -
de que pueda procederse penalmente en contra de alpunos de los servi 
dores púb~icos a que se refiere el primer párrafo del articulo 111 -

de la Constitución General de la nepública, se actuará, en lo ~erti­

nente, de acuerdo con el procedimiento nrevisto en el canítulo ante­

rior en materia de juicio político ante la C5mara de Diputados, En 
este caso, la Secci6n Instructora nrncticará todas las dilipencias -

conducentes a establecer la existencia del delito y la probable res­

ponsabilidad del imputado, así cerno lasubsistencia del fuero constitu­

cional. Concluida esta averiruaci6n 1 13 secci6n dictaTninartí si hn·· 

luf!ar a proceder penalmente contra el inculpnc.lo". 

La declaraci6n de procedencia coloca a los servidores públi­

cos en una posici6n de nrivilepio respecto de los dem5s ciudadanos; 

para justificar esta situaci6n se arpumentn que en raz6n del alto -
cargo quedesempeñ;m los sujetos a que alude el artfculo 111 consti­

~ucional se instituye la delcaraci6n de procedencia a efecto ~e que 
el ejercicio de la acción penal no se utilice con fines polfticos¡ 

este es un arguriento que a nue~tro juicio no tiene el máS mínimo "!!. 
lar porque el hecho de que exista la declaración de !1Tocedencia no 
Rnula la posibilidad de que la Rcci6n nennl se ejercite con fines -

meramente políticos. 

En otro orden de ideas consi~cran1os contraaictorio que el ~r! 

mer p5r1·afo del artículo OLJC co~entamos alude a la nalabra fuer~ t~! 
mino c¡He quiso elif.iinarse en lri rcforíl"ri ril título IY de lri constitu­
ción por ]O C}llC' f:C' ]C' non1hr6 d·ec];irrición dC' pl"OCC'(1enci:i. 
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La averiguaci6n previa tiene como finalidad la reun1on, por 
parte del ministerio público, de los elementos que hagan probable 
la responsabilidad del inculpado, resultando en consecuencia oci2 

sa la declaración de procedencia pues persi~uc la misma finalidad. 

La ley prcvce que si a juicio de la sección instructora de 
la c5rnara de diputados, la denuncia presentada fuere notoriamente 

improcedente, lo comunicará de inmediato a la c5mara para que de~ 

cicla si se desecha o se continúa el procedimiento, sin perjuicio 
de que pueda reanudarse si existen motivos que lo justifiquen. 

En este sentido hubiera sido m5s adecuado que si a juicio 

de la sección la imputación fuere notoriamente improcedente la d~ 
sechara de plano y que solamente se pudiera iniciar una nueva in· 

vesti~aci6n presentando una nueva solicitt1d de declaración de pr~ 
cedencia ante la cámara aportando los elementos que justifiquen 

su presentaci6n lo cual daria mfis efectividad al procedimiento. 

Asimismo, el último p51·rafo del articulo 26 establece que la 
sección deberá rendir su dictamen en un plazo de 60 días hábiles 
pudiendo ampliar este plazo si fuese necesario disponer de m§s 

tiempo a criterio de la secci6n y en este C3SO remite a las re-­

glas de ampliaci6n del periodo de pruebas que se observan en el -

juicio político. 

Una vez emitido el dictamen de ln sección correspondiente, 

el presidente de la c5mara ant1nciar5 a ~sta que debe eriRirse en 
jurado de procedencia al día sig11iente de la fecha en que se hu­

biera emitido el dictamen haciendo sabe1· psto al inculpado, n su 
defensor, al denunciante o al qi1erellante o al ministerio públi­

co en su caso. 
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El día señalado para la audiencia, la cá~ara conocerá el dic­

tamen de la secci6n observ5ndose en esta audiencia, lo previsto en 
el artículo 20 de la ley en materia de juicio político. 

El artículo 28 seftala los efectos de la declaración de la c~­

mara de diputados en el caso de que considere procedente el ejerci­
cio de la acción penal, si esta declaración fuera en ese sentido el 

inculpado quedar§ inmediatamente separado de su empleo y sujeto a -

la juri~dicción de los trib11nales competentes. En caso contrario, 
se suspenderá todo procedimiento ulterior mientras subsista el fue­

ro y tal declaración no será obstficulo para que el procedimiento se 
continúe en el momento. 

Si bien es cierto que la declaración de procedencia pretende 
evitar, como ya se mencion6, que el ejercicio de la acción penal, -
no se convierta en instrumento de represión política, ta1nbién lo es, 
que tanto la declaración de procedencia como el j11icio político han 
servido sólo como medio de control político. 

Por cuanto hace a los ~obernadorcs de los F.stJ<los, los rniem-

'bros de las legislaturas locales, los maJ!istrados de los tribunales 

superiores de justicia de los Estados, se nrevee, :il irual que en -

materia de juicio político, que la dccla1·3ci6n que ha~~ l~ c5mara -

de diputa4os por la presunto coraisión de delitos Federales por par­

te de alguno de los servidores públicos r1encionados, se remitirá a 
la legislatura local a efecto de que en los tfrminos de su respec­
tiva competencia resuelvan conforme proceda, Al r~spccto cnbc la 
misma crítica que hicimos al tratar el juicio ~olftico ~ar lo que -

se refiere a los sujetos enunciados. 

Por último, para finalizar los comcnta1·ios <lc c~tc cnpítulo -
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de la ley, en el artículo 29 se estnblece, que cuando se siga un 

proceso penal en contrn de un servidor ~Gblico de los ~encionados 
en el artículo 111 constitucional, sin haberse !)fC\'iamcnte declara­

do la procedencia del mismo, In secretaría de la cfimara de diputa­
dos, o de la cornisi6n permanente en su caso, librar5 oficio al juez 
o tribunal que conozca de la causa, a fin de que susoenda el µroce­

dimiento en tanto se plantea o resuelve si ha ]ltpnr a proceder ~e-. 
nnlmcnte contra el servidor público de nuc se trate. Es de su~oneL 
se que e~ juez penal, trat5ndose de un servidor público de los men­
cionados en el artículo 111, deberil cerciorarse µreviamente antes de 

continuar el procedimiento si hay declaración de procedencia, y COfr 

sidernmos que sería difícil que a un juez de lo !1ennl ·sc le olvida­
ra revisar que cstE cumplido este requisito de orocedibilidad para 
el ejercicio de la acción penal, no obstante la posibilidad de una 
situación asi existe y es en 1·az611 de lo anterior, que se prevee el 

articulo 29 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido­

res Públicos. 

b.4) Capitulo Cuarto 

Disposiciones comunes para los capítulos 11 y 111 del titulo 

I J. 

El Artículo 30 de la ley establece. q11e las declaraciones y -

resoluciones definitivas de las c5mnrns de dinutados r senadores son 

inatacables; y esto resulta ló~ico, puesto que est;iblecer alp611 re­

curso para este tipo de decisiones plantea 1;1 dificultad c!e dcterm.!_ 
nar quien seria la autoridad competente pa1·a conocer este recurso, 
esto a su ve: implicaría tina alter:1ción a la di\·isión de podere$, -
toda vez que, el 6rrano que fuera el competente estaría colocado 
por ai·riba del poder legislativo y a su vez cuestionnrin los netos 
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del mismo, situaci6n que altera ln divisi6n de po~eres, nor lo que 
este artículo resulta adecuado. Otra ~e las disposiciones co~unes 

establece que las cámaras enviarftn ~ar ripuroso turno a las secci~ 
nes instructoras la~ denuncias, querellas, requerimientos ~el mi· 
nisterio público o acusaciones que se le presten. Consideramos 
que esta situaci6n es propia del regla~ento interior de las c~ma· 

ras. 

Otra disposici6n que considerarnos innecesaria, es el artfc~ 
lo 32 que establece q~e. en ningún caso podr~ dispensarse un trá~i­

te de los establecidos en los capítulos 2~ 6 3~ del nropio título 

se~undo de la ley; esto es obvio, ~oda vez que si la ley no esta­
blece excepci6n no tiene porque inferirse excepciones'en cuanto a 
los procedimientos se refiere, nor lo que este artículo resulta p~ 
ca afortunado, 

En este capítulo se faculta a todas las secciones de las e! 
maras para realizar las dilipencias necesarias, sea con comparece~ 
cía del inculpado o sin ella, adem5s esta~lcce una pre~unci6n qt1e 
consiste en ~ue si el incu1nndo que es citarlo a comparecer, se ab~ 
tiene de hacerlo o de informar por escrito, se entenderá que cante~ 
ta en sentido nepativo. Asimismo, la ley establece que aqt1ellas -
diligencias que no requieran la presencia del denunciado y qt1e de­
ban llevarse ft1era ~el lupar de resi~encia c1e las cáwaras, deber5 
cncowendarse su práctica al jt1ez de distrito. 

El artículo 34 de la ~ropia ley establece el rect1rso rle re­
cusaci6n; se nuerle interponer o qt1e pueden excusarse los dioutados 
Y los miembros de las secciones, en ,..._encral 1 nor cualquiC>ra de las 
causas establecidas f'-:1 la1ey orr.'inicn c\el pcider judicinl c1c ln ferle­
raci6n, establece asiwis~o, que ~nicnmente con exnresi6n de causa 
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podrá el inculpado recusar a los miembros de la sección respectiva, 

estableciendo un límite en cuanto al término para que se promueva -
la recusación, este t~rmino abarca desde que se le requiere al ser­
vidor público para que nombre su defensor, hasta la fecha en que 
las c5maras deben reunirse para actuar cole~iadnn1ente en sus respef 
ti\'OS casos. 

En nuestra opini6n esta posibilidad <le excusarse o de recusar 

a los mie~bros que hayan de conoccrdel juicio político o de la de­

claración de procedencia es poco efectiva. 

Presentada la excusa o recusación, se calificara dentro de los 
tres días naturales siguientes en un incidente que se sustancin1·5 -

por los miembros de las comisiones que no hayan sido recusndos o 

que no se hayan excusado llnmftndose a los diputados y senadores su­

~lentes, esto en el caso de que haya excusa e recusación de intepra~ 

tes de ambas secciones. En el incidente, dice la ley, se escuchará 

al promcvente y al recusado y se ~ecibirfin lns pruebas corresuondien 

tes. 

El articulo 36 de la ley prevee alpo que nosotros considera­
mos de suma tra$Cendencia, sobre todo por lo que se refiere a lo ~ue 

señala el artículo 12 de la propia ley, en el sentido de que cual-­
quier ciudadano bajo su mds estricta responsabilidad podr5 presen-­

tar dent1ncia por escrito ante Ja c5marn de diputados. Dicl10 dispo­
siti\•o establece textual!Tlcntc lo siguiente: "Tnnto el inculnndo -
como el denunci3nte o qucrellantci podr:ln solicit:lr dc> l<ls ofici.n:ls o 
establecimientos públicos las copias certificadas de clocumentos que 

))fete11dan ofrecer como prueba a la sección respectiva o ante lns c~ 

ma ras 

Las autoridades estar5n obligadas a ex~edir dicl1as co~ias CCL 
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tificadas sin demora, y si no Jo hicieren Ja sección o las cámaras 

a instancia del interesado, señalnr5 a la autoridad omisa un plazo 
ra:onable para que las expidan, bajo apercibimiento de imponerle -
una multa de 10 a 100 veces el salario mínimo diario vinente en el 

Distrito Federal, sanción que se har5 efcctivn si la autoridad no 

las expidiere. Si resultase falso que el interesado hubiera solí· 

citado las constancias, la multa se hará efectiva en su contra. 

Po; su parte, la sección o las cámaras solicitarán lils ca· 

pías certificadas de constancias que estimen necesarias para el 
procedimiento, )'si l'a autoridad de quien las solicitare no las r}! 

mite dentro del plazo discrecional que se le señale s.e imoondrá la 
multa a que se refiere el párrafo anterior . 

A este respecto consideramos que es adecuado un precepto de 

esta naturaleza, pero el hecho de que esté consagrado este derecho 
en la ley no implica que la autoridad lo respete. Qui~5s no se dé 

tanto que la autoridad de manera .fla~rante viole el artículo, uero 
es bastante factible que la información que comnrometa n un servi­

dor público sea ocultada. 

El artículo 37 de la ley establece textualmente': "las sec­
ciones de las cfimaras podr5n solicitar por si o a instancia de los 

interesados, los documentos o expedientes oripinales ya conclL1idos, 

y la autoridad de quien se solicite tendr5 obligaci6n de ren1itirlos. 

En caso de incumplimiento, se :1plicar5 la corrccci6n dispuesta en 
E'l artículo anterior'', 

Dictada ln rC'solución Cc:~1.ith•.1 c>n el p1·ocedimiC'nto, los do­
c11mentos y expedie11tes mencionados deber5n se1· devl1eltos a la ofi­
cina de su procedencia pudiendo dejarse, copia certificada de las 

constancias que las secciones o ctimarns C'Sti11?en pcrtinC'ntes 11
• 
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Este artículo carece de raz6n de ser, puesto que el artícu­
lo 35 establece claramente, que las autoridades están oblipadas a 
expedir copias certificadas de los documentos que pretendan ofre­
cer como prueba ante la sección respectiva o ante las cámaras; si 
ya se establece una disposición en estos términos, no hay necesi­

dad de precisar lo que señala el nrtículo que transcribimos ante­
riormente, 

No yodr5n votar, en ningún caso, los diputados a senadores -
que hubieran presentado la denuncia contra un servidor uúblico ni 
tampoco podrán hacerlo los diputados o senadores que hayan aceryta­
do el cargo de defensores de el servidor público de que se trate, 
aún cuando estos renuncien después de haber comenzado a ejercer su 
cargo. Esta disposición nos parece adecuada. 

El artículo 40 de la ler establece que en todo Jo no previs­
to por esta ley en las discusiones y votaciones se observar5, en -
lo aplicable, las reglas que establece la constituci5n, la ley or­
gánica y el reglamento interior del con~reso p.eneral, para la dis­
cusi6n y votación de las leyes, en todo caso, las votaciones debe­
ran ser nominales, para formular, aprobar o reprobar las conclusi~ 
nes o dictamenes de las secciones y para resolver incidental o de­

finitivamente en el procedimiento. 

Esta disposición que establece un orden de supletoricdad, es 
adecuada en su contenido. 

La ley prevee en este capitulo la acumulación, la cual tendrá 
lugar cuando durnnte la verificación de alRuno de los procedimien­
tos a que se refieren los capit11los 111 y lV de este título se pr~ 
sentc una nueva denuncia y sea posible acumularla; ¿qu6 debemos Cll 
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tender por el término 11sea posible la acumulación"?. La acumula­

ción es posible cuando la denuncia que se presenta estfi fundament~ 
da en hechos cuya semejanza sea tal con los hechos ~or los que es­
t§ siendo procesado el servidor público. que exista una identidad 
de causas y por esa raz6n proceda acumular estas denuncias en un -
sólo expediente debiéndose dictar en consecuencia en un sólo docu­

mento, las conclusiones relativas a ambas denuncias. 

El. articulo 43 establece la facultad de las cámaras para di! 
poner de las medidas de apercibimiento que fueren procedentes me­
diante un acuerdo de la mayoria de los miembros presentes en la S! 
sión respectiva. La redacci6n de este articulo, a nuestro juicio, 

es totalmente desafortunada, puesto que la ley di ce "podrfin <lis po­
ner de las medidas de apercibimiento que fueren procedentes; ¿qué 
medidas deben considerarse procedentes?. La ley no lo establece. 

Las declaraciones y resoluciones que sean aprobadas por las 
cámaras con arrego a la ley, se comunicarán a la cámara a que per­
tenezca el acusado, salvo que ésta fuera la misma que dictó la re­
solución a la Suprema Corte de Justiciu de Ja ~ación, en caso de -
tratarse de un miembro del poder judicial, y en todo caso, dice la 
ley, deber5 notificarse al EjecL1tivo para su conocimiento y efec­

tos le~ales. El único efecto que se atrbuyc a la notificación al 
presidente de alguna determinación por parte de las c5maras 1 es la 
publicación en el Diario Oficial. 

Asimismo la ley establece que en el caso de los f.obernadores 
)'Diputados locales, y los ~!ilgistrados de los Tribunales de Justi­
cia locales, se harfi la notificación a Ja le~islatura local respe~ 
ti\'a, ésto !JOr el aparente;> :ifán de respetar l:i soberanía de los E~ 
tados. Pensamos que este tipo de disnosidone$ se orip)nan en par~ 
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te, porque de hecho los estados no son soberanos, y la federaci6n 
tiene una ~ran inEerencia en su vida polftica,· es nor ello que se 
busca la manera de procurar dis~inuir esta intervenci6n en los a~ 
pectas locales. 

e) T I T U L O TERCERO 

Responsabilidades administrativas. 

c.1) CAPITULO PRIMERO 

Sujetos y obligaciones del servidor pablico. 

El Artículo 46 de la ley nos señala quienes son los sujetos 
de responsabilidades administrativas, estableciendo q~e lo serán 

los servidores pGblicos a que se refiere el artícltlo z! de la lcy 1 

el cual a su vez remite el artículo 108 constitucional. 

El artículo 47 de la ley es de funda~entnl i~portnncia, pue~ 

to que que deter~ina el código obli~acional a que está sujeto cual­

quier servidor pfiblico. Consi<lera~os ocioso, ndern~s de extenso, c~ 
~entar todas y cada una de las fracciones contenidas en este artíc~ 
to, si~plemente hare~os comentaiioS ~cnerales a las ~5s imnortantes. 
El encabezado del artículo de referencia establece lo siguiente: 

"Todo servidor r:iúblico tendr:'í las sipuientes oblipacioncs nara sal­
vapuardar la leyalidad, honradez, lealtad, imparcinlidad y eficacia 

que deben ser observadas en c>l dcsew:ieño de su cmnleo 1 cal·go o COM!_ 

si6n y cuyo incumr:ilimiento dar5 lu~ar al procedi~iento y a las san­

ciones que correspondan, se~ún la naturaleza de la infracción en qtte 

se inct1rra y sin oerj11icio de sus derechos laborales, orevistos en 

las normas específicas que al respecto riren en el servicio de las 

fuerzas armadas". 
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Los criterios de le~alidad, honradez, lealtad, imparci~ 

lidad y eficacia, que inspiran el contenido de este artículo son v! 
lides, puesto que deben orientar la actuaci6n del servidor pOblico, 
sin embargo son valores que deben ir m5s allá de una norma jurídica, 
son criterios, directrices, que debe conservar en su escala de valg 
res el empleado público, pero para lograr aquello es necesaria una 

tarea de educaci6n continua en un ambiente de desarrollo sano, para 
quienes en lo futuro van a desempeñar cualquier cargo o comisión en 
ei servicio público, 

Dentro de este artículo existen algunas fracciones que 
están cargadas de subjetividad, algunas de ellas son los siPuien· 
tes: la fracción primera señala: 11 Cumolir con la máxima dilip,en· 
cia el servicio que les sea encomendado y abstenerse de cualquier · 
acto u omisi6n que cause la suspensi6n o deficiencia de dicho servi 
cio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o co· 
misión". 

La dili~encia no es un criterio que pueda ser medido en 
forma objetiva, esto queda mucl1as veces al arbitrio de la autoridad 
que aplica la ley pues una negligencia abarca cualquier condt1cta 
que no se apegue al desempeño normal de una función; otra fTacción 
cargada de subjetividad es la fracción sexta que dice textualmente: 
110bservar en la dirección de sus inferiores jer!irquicos las debidas 
reglas del trato y abstenerse de incurrir en aAravio, desviación o 
abuso de autoridad, ¿en dónde comienza el límite entre el ejerci· 
cio debido y el abuso de la autorid3d?. 

La fracción quinta dice: "Obs.cr\'ar buena conducta en su 
empleo, car~o o comisión, tratando con rt's.peto, di l i genci3, impar· 
cialidad y rectitud a las personas con las que tenra 1·elación con 
motivo de éste". 
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¿Que es la buena conducta?, ¿C6rro va a medir el juzpn­
dor si hubo buena conducta?. 

Si bien es cierto que las fracciones comentadns ante­
riormente son subjetivas, tambi~n lo es que este artículo contiene 
otras fracciones que contemplan obligaciones de los servidores oa-
b li cos que no lo son tanto, un ejemplo de ésto podría ser la frac­
ción tercera C\Ue dice: "utilizar los recursos que ten9.an asip.nados 

para el de.sempeño de su empleo, car~o o comisi6n 1 las factiltades -­

que le sean atribuidas o la informaci6n reservada a que tenga acce­
so por su funci6n exclusivamente para los fines a que estén afectos"; 
la desviaci6n de los recursos del erario federal, es una conducta ~ue 
puede ser medida y evaluada objetivamente. puesto que dicha falta se 
refleja en la respectiva contabilidad. 

Otra de las fracciones que pudieramos considerar objeti 
va, es la fracci6n novena que dice: 11 abstenerse de ejercer funcio­
nes de un empleo, car~o o comisi6n.después de concluido el periodo 
para el cual se le designó o de haber cesado por cualquier otra ca~ 
sa, el ejercicio de sus íunciones~ 1 1 si un servidor público tiene 
un periodo determinado para el ejercicio de sus funciones y termin~ 

do ese periodo de acuerdo con el nombramiento que haya exnedido el 
Ór~ano de que se trate, continúa en el ejercicio de sus funciones 
sin un nombramiento que justifique ese desemprño, es una conducta -
objetiva que podrá ser detectada y sancionada. 

La fracción lll dice: "ah~tenerse de autori:ar l:i se­
lecci6n, contratación, nombramiento o desipnnci6n de quien se encuen 
tre inhabilitado por resolución firme de la autoridad comnete11te pa 
ra ocupar un empleo, carp.o o comisión en c:-1 servicio público". 
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Aún cuando la ley habla de un re~istro de los servidores pQ 
blicos inhabilitados que d~berfi llevar la Contraloría, no se lle­
va porque servidores pfiblicos inhabilitados, si los hay, son po­

cos, de manera que sería hasta ci~rto punto un gasto inútil i~pl~ 
mentar y aumentar el aparato bur6cratico de la contraloria o de -
las contralorías internas a efecto de llevar un refiStro. 

En conclusi6n, hemos de decir que pueaen establecerse como 
obli~aciopcs de un servidor público, de ~anera objetiva, aquellas 
conductas que van mfis allfi del fuere intcr110 de la persona, con­
ductas que repercuten directamente en el exterior cowo pueden ser 

los dafios de carácter patrimonial hacia el Estado, pe~o la buena 
conducta, ln diligencin, todos aquellos criterios que tenpan que 
ver con el fuero interno de ln persona, es imposible evaluarlos -
de manera objetiva. 

El artículo 48 establece que cuando la ley se refiere a la 
Secretaría, se referirá a la Secretaría de la Contraloría General 
de la Federaci6n; y tambi6n se entenderá por superior jer§rquico, 
el titular de la dependencia en el caso de la nd~inistración pG­
blica centralizada y en el CJSO d~ lns entidnd~s, al coorainador 
de sector, aplicar§ las sancio11es cuya imposici6n se le atribuya 
a travEs de la contralorín interna de ln dependencia, lo que qui~ 

re decir que en principio el superior jer5rquico se!5 quien anl! 
que 1as sanciones administrativas. 

c.2) Capitulo JI 

Sanciones administrativas y procedimientos para aplicarlas. 
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El artlcu1o 49 de la ley estnblrce lo si{l.uiente: "en 

las dependencias y entidaóes de la ad~inistrnci6n 96blica se esta­
blecerin unidades es9ecfficas, n las que el pGb1ico tenpa fácil ªf 
ceso, para que cualquier interesado nueda ?resentar quejas y denun 
cías por incumplimiento de las obli~acioncs ~e los servidores nú­
blicos 1 con las que se iniciará eri su caso el procedimiento disci­
plinario correspondiente. 

La secretarla establecerá las normas y procedimientos 
para que las instancias del público sean atendidas y resueltas con 

eficacia". Este artículo es de vital irnortancia !>UCS es el que d~ 
fundamento a la existencia de las contralorías inter~as que van a 
ser las encargadas de aplicar la ley, en materia de responsabiliC~ 
des atlwinistrativas; el segundo p~rrafo del artículo faculta a la 
contraloria para expedir todas aquellas normas tendientes a que las 
denuncias del público sean atendidas y resueltas con eficacia 1 es­
te es el fundamento para la expedición de la llama~~ ruía rlc apli­

cación de la ley federal de res~onsabilidades, que e~itió la Seer~ 
taría de la Contraloria y que lo que pretende es esclarecer los co~ 
ceptos que establece la ley. 

El artículo 50 di~pone la oblipaci6n de respetar y ha­
cer respetar el derecho a la formulnción de quejas y dcn\1ncias en 

contra de cualquier servidor público, debiéndose evitnr i:ue con ¡n~ 

tivo de éstas, se causen ~olestias indebirlas 3} quejoso: ql1ien no 
respete este derecho y cause molestias por si o nor intcrµósita 
persona al quejoso o lo inhiba parn la p1·esent3ci6n de las q\1ejas, 
incurre en respon5abilidad: adelant5ndonos un naco en el orden de 
exposición de esta ley, hemos de decir que en el cit3to1·io 3 que -
se refiere el articulo 64 1 siempre se transcribe el articulo 50 y 
se hace menci6n a qL1e el presunto 1·esponsable puede sc1· sujeto de 
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responsabilidad si inhibe al quejoso, sin ewbar~o para la autori­
d3d, resulta en ocasiones muy difícil saber si realwente se está -
respetando este derecho. Pensemos en que el inferior denuncia al 
superior, éste cuenta con todos los medios para poder inhibir en -

forma indirecta al quejoso y ésto es una realidad palpable que en 
ocasiones es obstáculo para que un procediwiento disciplinario cu! 
mine con una sanción. 

La ley establece expresamente que los servidores p6bl! 
ces de la Secretaría de la Contralorra General de la Federación i~ 
curren en responsabilidad por incumplimiento de las obli~aciones a 
que se refiere el artículo correspondiente, que serán Sancionados 
por la Contralor!a Interna de la propia dependencia y que el titu­
lar de la Secretaría solamente es reponsnble ante el Presidente de 
la Re~ública, Cabe la interro~ante de si el Presidente de la RepQ 
blica ser5 quien lleve el procedimiento disciolinario relativo al 
titular de la dependencia. 

El art!culo 53 prevee las sanciones qt1c oueden i"noner 
las contralorías internas por la violaci6n al artículo ~7 de la lev 
las cuales serin las si~uientes: Primero. Apercibimiento público 
o privado.- El apercibimiento pOblico difiere del privido en que 
el primero se hace del conocimiento del público en reneral y el s~ 
gUndo no se hace del conocimiento de éste, la única diferencia 
pr§ctica que existe entre uno y otro es qt1e el apercibimiento pú­
blico consta en los antecedentes laborales del servidor núblico en 
cuestión y el apercibimiento privado queda en un apercibimiento m~ 
ramente verbal, lo mismo podemos decir de la ~monestnci6n. 

Las dem5s sanciones que se puC>den imponer son: La ~U! 

pensi6n del servicio pOblico, la destitt1ci6n del pt1esto y la inha-
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bi~itaci6n temporal para desempeñar empleos, car~os o comisiones 
en el servicio público. El último párrafo Pel articulo 53 cstabl~ 
ce que cuando la inhabilitación se imp6nga, como consecuencia de -
una conducta que implique un lucro o cause daños y ~erjuicios, só­
rá de seis meses a tres años, si el monto de los daños y perjui­

cios o el lucro obtenido no excede de 100 veces el salario mínimo 
mensual, vigente en el Distrito Federal y de tres a diez años si -
excede de dicho importe. 

Conviene ahora ver como es que se van a aplicar las 
sanciones a que hicimos referencia. En el caso de la sanción eco­
nómica, establece el artículo 55 que se pagarán dos taritos dcllu­
cro obtenido o de los danos y perjuicios causados una vez que se -

determinen en cantidad líquida, en su equivalencia en salarios mí­
nimos vigentes el día de su pa~o. El procedimiento para determi­
nar la cantidad que el servidor pGblico debe pagar serfi el si~uie~ 
te: la cantidad lfquida que se fije co~o snnci6n se dividirá en­
tre el salario mínimo mensual viecnte en el Distrito Federal el 

día de su imposici6n y este cociente se multiplicar5 por el sala­

rio mínimo mensual vigente en el Distrito Federal el din <le st1 pa­
go, esto es, sor. dos salarios los que se toman en cuenta, uno 

el vigente al momento de la imposición de la sanción. ~ue sc1·fi el 
que se dividir5 y se multiplicarfi por el salario vigente el <lfa de 

papo de la sanción, que son norroalmente dos fechas distintas. 

Por otro lndo el artículo 56 de la ley, cstahlece que 
el apercibi~icnto, la a~onestaci6n y la suspensión del emn1co, CJL 

go o comisión por un periodo no wcnor de 3 días ni m~yor de 3 me-­

ses, serfin aplicadas por el superior jr1·firquico, esto es, el titu­

lar de 1a dependencia y en este sentido cabe aclarar, que cuando -

menos, por lo que respecta a la Contraloria Interna de la Secreta-
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ría de Salud, existe un acuerdo por el cual el Titular de la Depen­
dencia, delega esta facultad de imposición de las sanciones en el 

~ontralor Interno de la mencionada dependencia, ésto antes de que -

la Contraloría Interna de la Dependencia mencionada, pasara a for­

mar parte de la Oficialía ~la)'Or co~o una Direcci6n General. 

Por otro lado la fracción se~unda del artículo 56 esta­
blece: "la destitución del eITlplco, carp.o o comisión de los servid!?., 

res públicos se demandar5 por el sunerior jerfirquico de acuerdo con 

los procedimientos consecuentes con la naturale:a de la relación y 

en los términos de las leyes res pe e ti vasº. 

Esta fracción en la práctica es continuamente violada 

toda vez que, por lo que a la Controlaría Interna de Ja Secretarla 
de Salud se refiere, jamás o mejor dicho en pocas ocasiones, se de­
mandaba la terminación de la relación laboral por lo que se refiere 

a los servidores públicos de base. Lo que en ln práctica sucede, -
es que cuando la Contralorín Interna determina la destitución, l"l -

superior del servidor pGblico de que se trate o en su caso el área 
de recuras humanos, ejecuta esta resolución de inr.ediato, suspen­

di~ndo los papos y se~arando al servidor pGblico del ejercicio de -

sus funciones. La Contraloría Interna referida, CllTTJ.T)le siempre con 

l"l requisito de enviar a la Dirección General de Asuntos Jurídicos 
las resoluciones en que se determinan dc>stituciones, a efecto de 
que demande ante el Tribunal de Conciliaci6n y Arbitraje la termin~ 
ci6n del nombramiento del servidor público. Sin e~bar~o en muchas 
ocasiones no se interpone la demanda correspondiente, uor lo que el 
emple3do público demanda el despido injustificado ~anando el liti~io, 

en virtttd de que la resoluci6n de la Contraloria J11terna no puede -
afecta1· los derechos laborales del trabajador, por lo que la Secre­
tarfn debe reinstalarlo paAfindole los salarios cnfdos. 



- 193 -

La suspensi6n del emoleo, car~o o comisión y la destit~ 
ción de los servidores públicos de confianza, se aplicará por el su 

perior jerárquico, esto es el titular de la de~endencia o el coordl 
nadar de sector. 

Por lo que se refiere a la inl1abilitaci6n se aplicará -
por el órgano jurisdiccional que corrcs9onda, scrfin las leyes apli­

cables. Aquí habría que atender a la naturaleza de la relación la­
boral que·tenga el servidor público de que se trate. 

Por ú~timo las sanciones económicas serán aplicadas por 
el superior jerfirquico en caso de que no exceda de 100 veces el sa­

lario mínimo diario vigente en el Distrito Federal y por la Secreta 
ría cuando sean superiores a esta cantidad. 

Establece la ley que la Secretaría aplicarft las sancio­
nes que correspondan por infracción al artículo 47 a los Titulares 
de las Contralorías Internas de laS dependencias: asimismo los ser­
vidores públicos de las Contralorías Internas que se nbstenrnn in· 
justificadamente de sancionar a los infractores o que noliqucn una 
sanci5n sin ajustarse a lo previsto por la ley, i11currir~n en res­
ponsabilidad adniinistrativa, lo cual desde el punto de vista del a~ 

tículo ~7 no habría sido necesario que lo señalara específicamente, 

toda ve: que dicha responsabilidad puede encuadrarse en la fracci6n 

primera del artículo 47 a que hemos hecho referencia. 

El articulo 60 establece una limitación en cuanto a la 

aplicaci6n de las sanciones econ6micas por parte de las Contralorias 
Intcr11as de las dependencias, que Onicaroentc serán competentes pa1·a 
aplicar las que no excedan de 100 veces el salario mínimo del Dis­

trito Federal, de lo contrario las anlicnr5 la Secretaría de la Ca~ 
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traloría General de la Fedcraci6n, misma que comunicará los resul­
tados del procedimiento, al titular de la dependencia o entidad. 

En consecuencia la Contraloria Interna estfi oblirada a remitir a -
la Secretaría de la Contraloría los expedientes en los que deba 

aplicar una sanción económica que exceda de 100 veces el salario 
mínimo diario vigente en el Distrito Federal. 

Por otro lado el artículo ó1 establece que si la Con­
traloría Interna o el coordinador de sector en las entidades tie­

nen conocimiento de ilícitos penales, darán vista de esta situa­
ción a la Secretaría e informar5n a la autoridad cornnetente para -
conocer del ilícito, por tanto las Contralorias Jntern;s son comp~ 
tentes para hacer del conocimiento del ~!inisterio Público los ilí­
citos que puedan constituir responsabilidad penal. 

La ley establece que ct1ando de las investigaciones o -
auditorías se derive la responsabilidad de un servidor público, lo 
comunicar5 a la Contraloría Interna de la Dependencia que corres~o~ 
da o a la cabeza de sector en caso de las entidades, a efecto de -
que lleven el procedimiento disciplinario correspondiente y sancio­
nen al servidor público por la responsabilidad en que incurrió. Si 
la aplicaci6n de la sanción fuere competC'ncia de ln Secretaría, és­

ta se abocará a llevar a cabo el procedimiento discinlinario corre! 
pondiente 1 informando de esto a la Contraloría Interna de la neoen­
dencia de que se trate y a la cahC':a de sC'ctor p3ra que estas co;idy!:!_ 

ven al procedimiento. 

El artículo 63 establece una excepción por lo que se r~ 
fierC' ~ 1:1 nplic:1ci6n de la sanción. El djspositivo aludido establece 
que las Contralorías Internas y la Secretaría, en los firnbitos de sus 
respectivas competencias, pueden ubstenersc de sancionar a un infraE 

torpor una \'CZ, siempre que se cumplan los sipuicntcs requisitos: 
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1! Que lo estimen ncrtinente justificando la causa 
de la abstención., es decir, no basta estimarlo pertinente además 

deberá justificar la causa de la abstenciór.. 

2~ Que se trate de hechos que no revistan gravedad o 

constituyan un delito; la gravedad es alp,o muy subjetivo, pero la 
comisión de un delito, es algo objetivo, que puede servir para de­

terminar si un hecho es grave o no lo es. 

3~ Que lo ameriten los antecedentes y las circunstan­
cias del infracto~; esto es cuando los antecedentes laborales del 
iníractor sean excelentes, pueden constituirse en un flemento que 
ayude a decidir la no imposición de la sanción, y 

4! Que el dafio causado por éste, no exceda de 100 ve­

ces el salario mínimo diario vi~ente en el Distrito Federal. 

Como vemos este artículo tiene algunos aspectos que 

pueden ser subjetivos, pero que a su vez establece de manera clara 

y precisa, los requisitos que deberán rC>unirse, para poder dispen­
sar de la aplicación de una sanci6n a 1in servidor pGblico. 

Uno de los artículos más importantes dentro de este -
título es el artículo 64 de la ley, el cual re~ul~ el procediwien­

to disciplinario a. través del que se va a determinar o no, la exi,! 
tencia de responsabilidad y en su caso se anlicarán las sanciones 

que correspondan; ¿C6mo se lleva a cabo este procedimiento discipl! 

nario?. En primer lugar dcber5 c11viarsc un citatorio al servidor 

pGblico de que se trate, que deber§ reunir los sigt1icntes requisi­
tos: 

1~ Especificarse el 1t1par, día y hora de la audiencia. 
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z! Hacerle saber al presunto responsable su derecho a 
ofrecer pruebas y a estar asistido por un defensor, conviene acla­

rar que la ley dice defensor no abogado y que defensor puede ser -
cualquier persona, no necesariamente un licenci~do en Derecho, ni 
tampoco necesariamente representante sindical. 

Hacemos la aclaración anterior, porque durante nuestro 

desempeño como pasantes en la Contraloría Jnterna de la Secretaría 

de Salud 1 era muy frecuente ot1e los servidores pGblicos argumenta­
ran que nb podía llevarse a cabo la audiencia, en virtud de que no 

había sido notificado de la misma su representante sindical. La -

Contrnloría Interna de acuerdo con la ley, no tiene obligaci6n de 
notificarle al sindicato, la única obli~aci6n que tiene, es hacer 
saber al presunto responsable, que puede ir asistido de un defen­
sor. 

3~ Deben hacerse saber los conceptos del artículo 47 

que se hayan violado, a efecto de ~t1e el servidor pfiblico tenga la 

oportunidad de preparar oportunamente su defensa. 

Ahora bien, el término entre la fecha de la audiencia 

y la notificación del citatorio no debe ser ~enes de 5 díJs ni ~a­

yer de 15. 

Asimismo establece la ley que al conclt1ir la audiencia 
y dentro de los 3 días h5biles siRuientes se resolvcrfi sobre la 
inexistencia o existencia de responsabilidad imponiendo la sanci6n 

que corresponda. 

La ley establece qt1e dentro de las 2~ horas si~uientes 

a la realización de la audien~in deber5 notificarse la resoluci6n 

al interesado, a su jefe inmediato, al representante designado por 
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la dependencia, para efectos de que compare?ca a la audiencia de -

procedimiento disciplinario, se~ún lo establece el propio artículo 
64 y al superior jerárquico. En la práctica, a este último no se 
le comunican las resoluciones que emite la Contraloría Interna de 
que se trate. 

Por otro lado consideramos conveniente transcribir la 
fracci6n cuarta del artículo que comentamos, en virtud de su tras­
cendencia. 

Fraccicin IV. "En cualquier momento, previa o''flosterio!. 

mente al cita torio al que se refiere la fracción prime
0

ra del presen. 

te artículo, la Secretaria podr5 determinar la suspensión temnoral 
de los presuntos responsables de sus carpos, emoleos o comisiones, 

si a su juicio así conviene para la conducción o continuación de -
las investigaciones. La suspensión temporal no prejuzpa sobre la 
responsabilidad que se impute. La determinación de ln Secretaría -
harfi constar expresamente esta salvedad? 

La suspensión temporal a que se refiere el p5rrafo an­
terior suspenderá los efectos del acto que haya dado origen a la 
ocupación del empleo, cargo o comisión y rc~irfi desde el wornento 
en que sea notificado al interesado, o este quede enterndo de la 
resoluci6n por cualquier medio. La suspensi6n cesnrfi cuando nsí 
lo resuelva la Secretaria, independientemente de ln iniciación, 
continuación o conclusión del procedimiento a que se refiere el 
presente artículo en rclnci6n con ln presunta 1·espons~bilidad de 
los servidores pGblicos. 

Si los servidores pGblicos suspendidos temroralmente 
no resultaren responsables de la falta que ~e les impt1tn, scrfi11 -
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restituidos en el goce de sus derechos y se les cubrir5n sus perceE 
cienes que debieran percibir durante el tiempo que se vieron suspe! 
di dos. 

Se rcquerirfi autoriznción del Presidente de In Repfibli­

ca pnra dicha suspensión si el nombrnmicnto del s~rvidor pOhlico de 

que se trate incumbe al titular del Po<lcr Ejecutivo. Jpu<1lrnentc, -

se rcq11crir5 :1utorizació11 de la Cfim:1rn de Senadores, o en su caso -

de la Comi~i6n Permanente, si dicho nombramiento rc~uirió ratifica­

ción de éste en los términos de la Constitución General de la Repú­

blica". 

Lo fracción transcrita plantea los siguientes problemns: 

1~ El articulo establece que la Secretaria de la Contr~ 

l~ría General de ln Fcdcrnción, podr5 determinar la susp0nsi6n tem­

poral de los presuntos responsables, si a su juicio asi conviene o~ 
ra la conducción o continuación de 1ns investigaciones. 

2~ Dice también claramente ln ley que la st1spensión 

temporal suspcnder5 los efectos del acto que l1nya <laJo oriecn a ln 
oc11pnci6n del empleo, cargo o comisión. 

3~ El nrtículo dispone que si los scrvi<lorcs pl1blicos 

suspendidos temporalmente, no res11ltnn responsables. se les rcsti­
tuirfi en sus derechos labornlcs. 

Por lo que respecta n los servidores ~óblicos de base, 

la Secretaria de la Contraloria General de la Federación, cstfi afcE 
~ando, sin seguir ni siquiera la formalidad mfis esencial del proce­

dimiento, los derechos de los t·r:i.bnjadores. La ílcpcndcnci~1 mencionada -
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no es un 6rgano con competencia laboral, sin embarno este artict1lo 

le estfi facultando para suspender los efectos del nombramiento. qtze 

da fundamento al desem~cfio del cm~leo, car~o o comisión. 

El artículo 66 de la ley, es el que sirve de fu11damento 
para llevar a cabo todas las diligencias de investigación, tendien­
tes a esclarecer, si existen elementos o no, para ln verificación ~ 

de un procedimiento disciplinario. 

Dice el artículo 66: "Se levantará acta circunstancia­

da de todas las diligencias qt1c se practiquen, q11c s11scribir5n qui~ 
nes intervengan en ellas, apercibidos de las s¡1ncioncs dn q11c incu­
rr:ln quienes faltan a In vcrd~al". 

Ciertamente el articulo no está diciendo expresamente -

que se podr5 llevar a cabo, diligencias tc11dicntcs a 1~1 investipa­
ci6n de los hechos, pnrn determinar si existen o no, clen1cntos pnrn 

instruir en contra de un servidor püblico, un ~rocedimicnto disci­

plinario, pero lo anterior se infiere, toda vez que si el artículo 

sefiala que se dcbcr5n levantar actas circl1nstanciadas de las dili­

gencias que se practiquen, lucro entonces, el artfculo faculta a 

las Contralorlas Internas para llevar a c:1bo diligencias con este -

fin. 

El artículo 67 establece que el Titulnr de la Dependen­
cia puede nombrar un representante que participe en las diligencias 

y por ello debemos entender un representante que participe en las -
diligencias a que se. refiere el artículo 66, µarque ya en el artíc!!_ 

lo 64, se establece que en el procedimiento disciplinario, dicho et 
tular podrfi nombrar a un representante que cst6 en esa at1diencia. 

El artículo 68 dice lo siguiente: 11 U1s resoluciones y 
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acuerdos de la Secretaría y las dependencias durante el procedimierr 
to al que se refiere este capítulo constar5n por escrito y se anot~ 

r5n en el registro respectivo, que comprcn<lcrfi las secciones corre~ 
pendientes a los procedimientos disciplinarios y n las sanciones Ífil 

puestas entre ellas, en todo caso, las de inhahilitnción". 

Este registro o qltC all1dc la ley simnlc y sencillamente 

no se lleva, por lo menos, en cuanto hace a las Contralorias Inter­

nas y much~ menos, se expiden las constancias de este rc~istro y e! 

to simple y sencillamente no se hace, porque no existe ni el nrcsu­

puesto, ni el personal suficiente. 

Antes de pasar a tratar lo referente al recurso de rev.2 

cación que prcvec la Ley Fc~cral de Rcsponsnbilidn<lcs, consideramos 
conveniente explicar alpunos otros artículos, que tienen relación -
directa con la imposición de las sanciones y con la aplicación de -
éstas. El artículo 75 establece que la ejecución <le las sanciones 

que se determinen en resoluciones que qL1cdcn firmes, se llcvarfin a 

cabo de inmediato, en los términos que i~pon~a ln resolución. De -

igual manera el artículo establece, pretendiendo respetar ''cscru!lu­

losamentc" los derechos laborales del trabajador. que la suspensión, 
destitL1ci6n o inhabilitación <le los servidores pfiblicos de confi:tn­
za, surtir5n efectos al notificarse la resolución y que tratfindose 
<le los servidores pfiblicos de base, la suspensión y la destitución 
se sujetarfin a lo previsto en la ley corrcsnondie11tc. Es parad6pi­

co que la ley conten~a una disposición como la fracción cuarta del 

artículo 64, en la que viola fln~rantemente los derechos laborales 
y las garantías individuales del trabajador y que por otro lado en 

el articulo 75 pretenda resnctar escrupulosamente los dcrccl1os labo 

rales del trabajador. 

Por cuanto J1ncc a las sanciones ccon6micas, se establece 
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expresamente, que éstas constituirán créditos fiscales a favor del 

erario federal, que se har5n efectivas mediante el procedimiento -­
económico coactivo de ejecución. 

Otro artículo que tiene trascedental importancia, es el 
articulo 76 de la ley, que prevee la posibilidad que tiene la Seer~ 
taría y las Contralorías Internas de las Dependencias, para reducir 

la sanción que se vaya a aplicar al servidor público infractor, en 
caso de qu~ confiese haber incurrido en la irre~ularidad que se le 

atribuye. La autoridad puede o bien ace!ltar la plena validez. de la 

confesión, o bien disponer la pr5ctica de unas diliRencias que acr! 
diten la plena veracidad de la confesión. En el primer.caso se dis 

tar§ la resolución de inmediato y se le a~licard las dos terceras 
partes de la sanción, trat5ndose de sanción económica, dice la ley, 
que respecto de la indemnización, deberá ser suficiente ~ara cubrir 
los daños y perjuicios causados y deberá restituir todo bien o pro­
ducto que se hubiere percibido con motivo de la infracción. 

Por lo que se refiere a lns, 11JC<lid:is de apremio que tie­

nen las Contralorías lntcrnas y la Secretaria, ~stas se hacen con­
sistir, en sanción económica, hasta 20 veces el salario mínimo dia­

rio vi~ente en el Distrito Federal o en C3$0 de ser neces~rio el 
auxilio de la fuerza pública, existiendo resistencia 3} Mand3miento 

le~ítimo de la autoridad, se estará a lo c;ucµrc\'en~a la le~islación 

penal. 

En cuanto a los términos de prescripci611 1 por lo que se 

refiere a las facultades de la Secretaria y de las Contrnlorias In­

ternas ~ara imponer las sanciones a c¡ue alud~ este ca~itulo, pres-­

cribir5n en 3 meses 1 si el beneficio obte11ido o el dafio causado ~ar 
el infractor, no excede de 10 veces el salario mínimo dinrio vi~entc 
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en el Distrito Federal o si la responsabilidad no fuese estimable -
en dinero, este p1azo deberá contarse a partir del día siguiente a 
aquél en que hubiera incurrido en responsabilidad o a partir del m~ 
mento en que hubiese cesado, si la infracción fuese de carficter ca!!. 
tinuo. En los dem5s casos la prescripción serfi de 3 afies. 

Los términos de prescripci6n establecidos son ut6picos 1 

porque exi~ten muchos asuntos que su tr5mite lleva más de 3 meses, 

por la prolongación de las audiencias, por el retraso de algún doc~ 
mento que 'se requiera a al.~una autoridad, etc., existen muchos asu!!. 

tos que formalmente ya estfin prescritos y sin embarpo en la prácti­
ca se aplica la sanción, aún cuando ya hubiese ocurrido la prescri2 
ción, sobre todo en los casos en que la infracción no es estimable 
en dinero. 

Por último, para terminar con el an5lisis de este Títu­
lo y de este capítulo, pasaremos a estudiar lo referente al recurso 
de revocaci6n. Este recurso es el _que procede contra las resoluci~ 
nes que dicte la Secretaría o las Contralorías Internas de las De­
pendencias, puede interponerse a elección del recurrente ante el 
Tribunal Fiscal de la Federación o ante la autoridad que dictó la -
resolución correspondiente; ahora bien, si se interpone a11te la au­
toridad que emiti6 la resolución, puede despu~s solicitarse, en caso 

de que la autoridad haya resuelto en contra del recurrente, la nuli 
dad de la resoluci6n ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

El trámite del recurso de revocación, se inicia median­
te un escriio en el que el recurrente deber~ exnresar los apr3Vios 
que a su juicio le cause la resolución 1 ncompañando copia de 1.:i n1is­
ma, constancia de la notificación respectiva y las pruebas tendien­
tes a acreditar los a~ravios que exprese el recurrente. Posterior-
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mente la autoridad deber5 acordar sobre la admisibilidad óel rect1r­

so y de las pruebas ofrecidas, dice la ley, ~t1e deber5 desechar de 
plano, las que no fueren id6neas para desvirtuar los hechos en que 

se base la resolución, lo cual deja un marp.cn muy amplio para la 

apreciación sobre la idoneidad de las pruebas. Las pruebas deberán 
desahogarse en un plazo de 5 días, que podrá ampliarse a solicitud 
del servidor público recurrente por S días más. Concluido el nerio 
da probatorio, el superior jerirquico emitirá la resolución en el -
acto o dentro de los tres días si~uientes, notificándolo al intere­

sado. 

Al respecto cabe decir que, el superior jerárquico no -
interviene en la tramitación del recurso. La interposición del re­

curso va a suspender el acto reclamado, si lo solicita el recurren­

te y se cumplen los siguientes requisitos: 

Primero. Tratándose de sanciones económicas, se garan­

tice el pago en los términos del Códip,o Fiscal de la Federación. 

Segundo. Trat5ndose de otras sanciones. pa1·a que proc~ 

da la suspensión del acto, deber5: admitirse el recurso, que la 
ejecución de la resolución recurrida no ~rodu:ca dafios y ncrjuicios 
de imposible reparación en contra del recurrente y que la suspen­

sión no traiga como consecuencia la continuación o consumación de -

actos u omisiones. que impliquen perjuicios al interés social o al 
servicio público. Hablar de interés social es comnletamcnte subje­

tivo. 

d) Título IV 

d.1) Capítulo único. Registro patrimonial de Jos ser-
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vidores pGblicos. 

El artículo 79 de la ley, establece que la Secretarla 
de la Contraloría llevarl el registro de situación patrimonial de 
los servidores públicos. 

El artículo SO establece quienes están obligados a pre­
sentar la declaración de situaci6n patrimonial y nos dice lo si--
guiente: 11 En el Congreso de la Unión: Los Diputados y Sen:idorcs 1 

Oficiales Mayor.es 1 Tesoreros y Directores de las Cámaras y Contador 
Nayor de Hacienda. 

En el Poder Ejecutivo Federal: Todos los funcionarios. 
desde el nivel de jefe de departamento, hasta el Presidente· de la -
República. 

En la Administración PGblica raraestatal: Los directo­
res ~enerales, gerentes f!enerales, sub di rectores penera les, sub,r..e­
rentes generales, di rectores, r.erentes. 1 sub di rC"ctores y servidores 
pGblícos equivalentes de los 6r~anos descentrali:ados, sociedades 
asimiladas y fideicomisos". 

En relación a los sujetos que se determinan en cuanto 
a Ja Administraci6n PQblica Paraestatal, se ennumeran de una forma 
demasiado Jtenérica puesto que dice: "sus equivalentes en los órp:~ 

nos descentralizados, empresas de ,articiración estatal mayorita­
ria y socied3des y asociaciones asimiladas y fideicomisos públicos 11

• 

En el Dopartamento del Distrito Federal. todos los ftl!J. 

cionarios desde nivel equivalenre a jefQ de departamento en las d! 
pendencias del ejecutivo íedE"ral hasta el jefe de dep:irtarnento ad­
ministTlltivo. 
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Igualmente en la Procuradurra General de la República 
y la .Procuraduria General del Distrito Federal, t~dos los funciona­
rios, desde el nivel equivalente al de jefe de departamento hasta -
el Procurador General ·de la República y Procurador General de Justi_ 
cia del Distrito Federal, incluyendo a los apentes del Ministerio -
Público. 

En el poder judicial federal los ministros de la Supre­
ma Corte de Justicia de la Naci6n, Ma~istrados de Circuit¿ Jueces 

de Distrito, 'secretarios judiciales y actuarios de cu?lquier cateR2. 

ria o desi~naci6n. 

En el poder judicial del Distrito Federal los·~a~istra­
dos del Tribunal Superior de Justicia, Jueces, secretarios judicia­
les y actuarios de cualquier categorra o dcsignaci6n. 

En los Tribunales Administrativos del Trabajo, los Ma­
gistrados, miembros de la junta y secretarios. 

Por último, establece la ley, que en la Secretaría de -
la Contraloría General de la Federación, todos los servidores n(1bli 
cos de confiania deberán presentar la declarnci6n patrimonial. 

El último párrafo del ar.tículo 80 establece: "Asimismo, 
deber5n presentar la declaraci6n de que se traia en este precento -
los dem5s servidores públicos que determinen el Secretario de ln -­
Contraloria General y el Procurador General de la Renública ~edian­
te disposiciones ~enerales debidamente motivadas y fundadas". 

Este artículo es violatorio de la ~arantía individual 
consistente en que nadie puede ser molestado en sus ~apeles, pose-
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sienes o derechos, sino mediante mandato de la autoridad com~etcnte, 
puesto que la ley deja la µuerta abierta para que el Secretario de 
la Contralorfa y el Procurador General de la República determinen -
quienes deben presentar la declaración patrimonial. 

El artículo 81 señala los términos en que debe presen· 

tarse la declaración de situaci6n patrimonial y éstos serán los si· 
guientes: Dentro de los 60 días naturales siguientes a la toma de 
posesi6n del cargo, dentro de los 30 días naturales si~uientes a la 

conclusi6n del encar~o y durante el mes de mayo de cada afta, acomp~ 

ñada de una copia de la declaración anual, presentada por las perSQ 
nas ffsicas para efectos de la leydel impuesto sobre la renta, sa,! 

va que en ese mismo año se hubiese presentado la declaTación por la 
iniciaci6n del cargo que se vaya a desempefiar. 

Ahora bien, el artículo 81 que comentamos establece que 
si transcurrido el plazo de sesenta djas después :de iniciado el de­
sempeño de la función que corresponda, no se presenta la declaración 
patrimonial, quedará sin efectos el nombrnmiento que se haya exped.i. 
do, lo cual consideramos que no es correcto toda ,·ez aue la Secret! 
ría de la Contraloría no es el órgano con el que se tiene establecl 
da la relación laboral, cunndo menos en los casos rie los servidores 
públicos que no prestan su servicio en dichn de?cndencia. 

Asimismo el articulo 82 d~ fncultades a la Contraloría, 
para expedir las normas y los formatos bajos los c11alcs deber5 pr! 
sentarse> la declaración de situación p.:nrimonial, así como todos los 
manuales y dcmfis disposiciones tendientes n qt1c se ~rcsentc 6sta -
de manera correcta. 

En las declaraciones nnt1alcs, de~cr5 mnnifcstnrse finic! 
mente las modificaciones que haya tenido el pntrinonio en este peri~ 
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do, con la fecha y el valor de adquisici6n 1 indictíndose ademfis el -

medio por el cual se adquirió. 

La ley establece que tratándose de bienes muebles, la -
Secretaría de la Contraloria dictará, ~ediante acuerdo ~enernl, las 
características que deba tener la declaración. 

Respecto a este párrafo ¿por qué no se incluyó, las ca­

racterísticas que debe tener la declaración en la ley? No encontr~ 
mas razón ~ue lo justifique. 

El artículo 84 de la ley establece, el enr~quecimiento 

ilícit9, en los siguientes términos: "Cuando los si~nos exteriores 

de riqueza sean ostensibles o notoriamente superiores a los inRre-­
sos lícitos que pudiera tener un servidor público, la Secretaría p~ 

dr§ ordenar, fundando y motivando su acuerdo, la prftctica de visi­
tas de inspección.Y auditorías. Cuando estos netos requieran orden 
de autoridad judicial, la Secretaria hará ante ·ésta ln solicitud -
c9rrespondien te'~ 

Previamente a la inspección o al inicio de la auditoría, 
se dar5 cuenta al servidor p6blico de los hechos que motiven estas 
acusaciones y se le presentarán las actas en que ~quellos consten, 
para que exponga lo que a su derecho le convenga". 

Asimismo el artículo 85 establece el recurso de incon­

formidad en contra de las visitas o auditorías que practique ln Se­

cretaria de la Contraloria General de la Federación el cual deber& 
interponerse por escrito dent1·0 de los cinco dins sigL1ientes a la -

conclusi6n de la aL1ditoría o visjta, expres~ndose los motivos de in 
conformidad y ofreciendo las prL1ebas que se con~idcre necesario 
acompañar, para demostrar la motivnción, o mejor dicho, ]3 procC'de_!! 
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cia de la inconformidad. Dichas pruebas debcr5n rendirse dentro -
de los treinta días siguientes a la presentación del recurso. Asi 
mismo, se establecen los requisitos formale~ que deben guardar las 

actas que se levanten, mismas que deberfin ir firmadas por el serv! 
dar público y los testigos que para tal efecto designe. Si alguno 
se negare a firmar, el visitador lo hará constar, sin que esta ci~ 
cunstancia afecte el valor probatorio de estos do~umcntos. 

El articulo 86 establece, a nuestro juicio innecesariamente, 

que los sérvidores públicos que incurran c11 el enriquecimiento ilí­
cito serán sancionados en términos del código penal. 

Los bienes que se considerar5n como parte integrante del e~ 
riquecimicnto ilícito serán todos aquellos que adquieran los servi 

dores públicos o aquéllos respecto de los cuales se conduzcan como 

dueños los que reciban o de los que dispongan su cónyuge y sus de­

pendientes económicos directos, salvo que en estos últimos dos ca­
sos se acredite que estos bienes, ~ueron obtenidos por dichas per­

sonas o por motivos ajenos al servidor público, 

La ley establece algunas limitaciones en relación a la ad-­
quisición de bienes por parte de los servidores públicos. Durante 
el dcsempefio del empleo, cargo o comisión de un servidor público y 

un año posterior a su conclusión, no podrfi solicitar, ni aceptar, 
ni recibir, por si o por interp6sita persona cualquier tipo de do­
nación o servicio para si o para su cónyuge, para las pcrson~s con 

que tenga vinculas laborales, o en definitiva de cunlquicr persona 
con la que en razón del desempeño de su empleo, cargo o comisión, 

determinen un conflicto de intereses. 

No se considerarán, para los efectos a que se hace alusión­
en el artículo que comentamos, los bienes que reciba el servidor -

público de cualquiera de las personas mencionadas en una o más 
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ocasiones, si la donación no es superior a diez veces el salario -
mínimo diario vigente en el Distrito Federal. No se porlrán reci­
bir ni títulos valor, ni bienes inmuebles o bien cesiones de dere­
chos, sobre juicios o controversias en las que se dirima la tit~l~ 

tidad de los derechos de posesión o de propiedad, sobre bienes de 
cualquier clase. 

Se castigar5 cualquiera de las conductas del artículo 

que comentamos con las penas que establece el c6di~o penal para el 

caso de cohecho. 

La ley establece en el artículo 89 que cuando los ser­
vidores públicos reciban obsequios o donativos en peneral, de los 

mencionados en el artículo que comentamos anteriormente, cuyo mon­
to exceda de diez veces el salario mínimo diario vi~ente en el Di~ 
trito Federal deber5n informar a la Secretaria de esta situación, 
a efecto de ponerlos a su disposición, estableciendo asimismo la 
obligaci6n de la Secretaría de la Contraloría de llevar un repis­
tro de estos bienes. 

Por último, para terminar con el análisis de la Ley F~ 

deral de Responsabilidades, el artículo 90 establece la oblir,aci6n 
para la Secretaría de la Contraloría General de la Federación, de 
hacer del conocimiento del Ministerio Público, el hecho de que un 
servidor público que haya estado sujeto a una investigación a las 
que se refiere este título, no haya justificado In lerítima proce­
dencia de los bienes a que se hace rcferPncia, para efectos de que 
el Ministerio. Público ejercite, en su caso, la acción penal corre~ 
!JOndiente. 

En relación con el titulo cuarto de la Ler Federal de 
Responsabilidades, si bien es cierto que el 1·egistro de situación 
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patrimonial de los servidores públicos, puede ser una medida posi­
tiva para vi~ilarlos en lo que a sus bienes se refiere, también lo 
es, que en la práctica no es más que un elemento que puede servir 
para represión y control político, la honestidad de los servidores 
pOblicos en cuanto a los bienes materiales se refiere y en general 
en cuanto al correcto y leal desem~eño de la f11nción pfiblica que 
cles;urollen, son situaciones que dependen de los valores que ellos 

sostengan y del patriotismo con que desempeñen la función pública 
encomendada. 

Por otro lado hemos de decir que el sueldo de los SCL 
vidores públicos debe ser suficiente, para que teng,an una vida d~ 

cerosa, digna y por qué no confortable, ser servidor público no -
es sinónimo de pobreza ni de privaciones, pero tarn~oco es sinóni· 
mo de enriquecimiento a costa del patrimonio ajeno. 
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CAPITULO III. LA SECRETARIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA 
FEDERACION COMO PllINCI PAL OllGANO DE CONTROL 

A lo largo de este trabajo, hemos aludido en diversas ocasi2 
nes, al control que debe ejercerse sobre los servidores públicos, 
para efecto de lograr el buen dcsempCño de la función pública. 

1. Aspectos genéricos sobre el control. 

Antés de pasar al anfilisis de las. facultades y estructura de 
la Secretaria de la Contraloria General de la Federación, objeto del 

presente capitulo, es conveniente hacer alnunas rcflextones acerca 
de lo que hemos de entender por la funci6n de control que ejerce. 

El Doctor Lan:. C:írdenas en su texto titulado 11 La Contraloría 
y el Control Interno en N6xico, Antecedentes Hist6ricos y Lepisla­
tivos", expone de manera muy clara una clasificación en relaci6n a 
las funciones de control, raz6n por la cual nos permitiremos se­
guir en esta parte de la exposició~ al autor citado (105). 

Las funciones de contTol pueden clasificarse desde diversos 
puntos de vista. La clasificación más p.enérica es ln que divide -

al control en tres grandes rubros, que coinciden con los ór~anos -
constitutivos del Estado, dentro del principio clfisico de divisi6n 
de poderes, así como con las funciones de astas. De manern que 
atendiendo a los órganos que realizan las funciones propias del 
control, éste puede ser leAislativo 1 administrativo o jurisdiccio­
n31. 

a) Control leAisloti\'o. 

El control Jegislotivo es el que corresponde al Congreso de 

la Uni6n. A su vez este control puede presentar tres manifcst3ci~ 

105. tam cá'.id'-'fl!L4 Jo:al Trlnidad, ~. CU., Páp. loG5 'J Ho 
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nes distintas: 

a.1) Control de Legisleci6n 

Es el control que se establece a través de Decretos y 

leyes, que establecen una normatividad para regular los planes y el 
manejo de los recursos econ6micos, e inclusive, la conducta de los 
servidores públicos. 

a.2) Control Presupuestal 

Esta modalidad de con~rol tiende a lograr e.l manejo e~ 

rrecto de los recursos econ6micos del Estado, e implica ~os .. fases 
principales: Por un lado, la aprobaci6n inicial del presupuesto, y 
p·or otro lado, la revisi6n de su correcto ejercicio. 

a.3) Control Político 

Este control se ejerce ·a trav~s de la facultad que ti~ 

ne el Congreso para llamar a los Secretarios de Estado y a los tit~ 
lares de los Organismos y Empresas de participación estatal, a.que 
compare:can ante las Cámaras, para infor~ar sobre los ramos que ti~ 

nen a su cargo, inclusive, tambi6n se ejerce a trav6s de la facul­
tad de constituir una Comisión especial, para investi~ar las activ!. 
dades y el cumplimjento de los programns p0r parte rlc las entidades 
de la Administraci6n POblica Federal. 

b) Control Administrativo 

El control administrativo es el rn5s extenso, y por ello puü 
de clasificarse atendiendo a seis puntos d~ vistn diferentes: 
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b.1) Atendiendo a la clase de acto que realiza, estos 
pueden ser: de verificación, de vigilancia, de recomendación, de 

decisión, de valuación, de correcci6n y de sanci6n. 

b.2) Atendiendo al objeto, el acto puede ser: de le­

galidad, de fiscalización, de oportunidad o de ~cstión y eficien­
cia. 

· b.3) Atendiendo al tiempo en que el acto se realiza, 
estos pueden ser: preventivo, concurrente y conclusivo. 

b.4) Atendiendo a la forma del acto que se realiza, 

este puede ser: de oficio, a petición de parte u obli~atorio. 

b.S) Atendiendo al órgano que realiza el acto: inteI 

no o externo. 

b.6) Atendiendo a los efectos del acto: formales o -
constitutivos. 

e) Control Jurisdiccional 

El control Jurisdiccional puede ser: 

c.1) De Constitucionalidad 

Cuando se trnta de analizar si los actos de las n\1tori­

dades se encuentran apegados n los in:perntivos y Rarantíns de ln 

Constituci6n. 
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c. 2) De Lega lid ad 

Cuando se trata de dirimir controversias. La función -
principal es definir el derecho, iMprimiendo certeza jurídica a si­
tuaciones de conflicto que se sostienen con los particulares entre 
sí, o con el Estado, en cualquiera de sus diversas manifestaciones, 

así como también en planteamientos que pudieran presentar las ners2 
nas de Derecho Público. 

De la clasificación m5s Pcn6rica del control que hemos 
expuesto, nos interesa· priwordialmente el control administrativo, 
ya que es el que tiene ~ue ver directamente con el tema de este tr~ 
bajo; de manera tal, que a continuaci6n haremos unas réflexiones en 
torno a éste. 

Lo primero que debemos precisar, es el alcance del Con­
trol Administrativo. 

En este sentido, el Dr~ Lanz Cárdenas, citando a ~tanuel 

María Diez, afirma: 11 Que un concepto moderno de lo que debe enten· 
derse por control adminis.trntivo, implica, no solamente el establ! 
cer sanciones para aquellos servidores públicos que hubieren incu­
rrido en algún tipo cle rcsponsnbilidad, sino que taw.bién deben de· 
tener caricter preventivo, a efecto de evita1· situaciones que afec­
ten el buen funcionamiento de la aclministración pública". Contin(1:i 
diciendo el Dr. Lanz C5rdenas que: "A la luz de e.stns ideas. se 
puede concebir una definición del control que abarc:i de manera int.!:_ 
~ral, por una parte, a los sujetas y sus acciones, así coma el obj~ 
to, los procedimientos y la fin:1liJnd, can :iplicnci6n especial al 
campo de la administració~ p~blica en el s~ctor federal mexicano; -
de esta m:mera se con¡prende por qué' por control adrtinistrativo deb~ 
rfin entenderse las acciones de nat\1rnle:a 11reventiva y de verifica-
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ción posterior. que garanticen la correcta administraci6n de los r~ 

cursos humanos, materiales y financieros y la obtención de resulta­
dos adecuados de gesti6n en la administración pública federal 1 cen­
tralizada .Y paraestatal, así como la utilización congruente del pn~ 
to pGblico federal, transferido y coordinado con Estados y ~tunici­

pios" (106). 

De ln cita anterior. se desprende que el co11trol admi­
nistrativo, .abarca dos tipos de actos: preventivos, encaminados a 
evitar cualq~ier posibilidad de deterioro de la buena marcha de la 
administración pública; actividad de revisión, que tiene por objeto 
verificar que los actos realizados por los titulares de ~a adminis­
tración se apeguen a la ley y a los propramas establecidos. 

2. Elementos del Control Administrativo 

Los elementos del Control Administrativo, se~ún el Dr. 
Lanz. Cárdenas, son los siguientes: sujeto, objeto, forma y finnli· 
dad. A continuación analizaremos ca~a uno de ellos. 

a) Sujeto 

El primer elemento que ha de existir para que se den 
los actos de control administrativo, son los sujetos del mismo, en 
su doble acepción: activa y rasiva. 

El sujeto activo, será el 6rRano control~dor y el suje­

to pasivo, ser5 la persona, 6rr,ano o institución controlados. 

En Derecho Positivo Mexicano, nademos decir que el s11j! 

to activo del acto de control lo constituye el l1amndo Sitemn ~nci2 
nal de Control y Evaluación Gubernamental. 
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El primer órgano de este Sistema, es la Secretaría de -
la Contraloría General de la Federación, en los términos estableci­

dos por el Artículo 32 bis de la Ley Orgánica de la administración 
pública federal. Esta dependencia tiene una intervención directa, 

a través de su propia estructura y de sus mismos órgnnos csoecialcs, 
constituidos por Dele~atlos de la misma en el Sector Central y ~or -
Comisarios Públicos, en el Sector paraestatnl. 

. El sip.uiente ór~ano intePrante del Sistema a que hemos 
aludido, está constituido por las dependencias del Ejecutivo Fede­

ral, como cabezas de sector. Este agrupamiento sectorial, tiene su 
fundamento en el Acuerdo Presidencial del 17 de enero de 1977. por 

el cual se instituyó un mecanismo para que las entidades paraestat!!_ 

les quedaran agrupadas en Sectores, bajo la cooor<linaci6n directa -
de las Secretarías de Estado correspondientes, a lns que se les do­
tó de las facultades necesarias para vip.ilar y controlar n las Enti 

dades que integran el Sector correspondiente. 

El tercer órgano que integra el Sistema, son lns depen­
dencias y entidades de la administración pública, por cuanto hace a 

las funciones específicas que tienen asirnadns, es decir, las Seer~ 

tarías de Estado y las entidades de la aUministración pública ~ara­

es tatal, son responsables de llevar a cabo sus funciones conforme a 

las leyes, planes y programas establecidos, lo que quiere decir, que 
no porque existn la Secretaría de la Contralorín General de la Fedg_ 

ración como el órgano que encabeza el Sistema Nacional de Control y 

Evaluación Gubernamental, las Secretarías de Estado o Entidades de 

la administración pública, quedan relevadas de su función de con­
trol, sino todo lo contrario, la cxposici6n de motivos de la refor­

ma a la Ley Orgánica de la ndmÍnistrnción nública federal, seflolo -

que la creación de la Secretaría de la Contrnloría General de la F~ 

deraci6n, no releva a los dependencias y cntidndes de sus faculta-
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des y obligaciones de control; por ello, éstas forman parte del Si~ 
tema Nacional de Control y Evaluación Gubernamental. 

El sujeto pasivo del acto de control administrativo, lo 
conforman las dependencias y entidades de la a<lministrnción pública, 
de conformidad con el Artículo 90 de la Contitución y con la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, que divide a la Admi 

nistraci6n Pública en centralizada y paracstatal, y que·a lo largo 
de su cante.nido va describiendo las facultades <le cada uno de los -

órganos que conforman las ramas de la administración pública. 

b) Objeto 

Pasando al segundo elemento del acto de control admini~ 

trativo, hemos de decir, que el objeto se oucdc analizar desde cua~ 

tro puntos de vista diferentes, los cuales son: 

b.1) lep,alidad; 

b.2) fiscalización; 
b. 3) oportunidad; 

b, 4) gestión o eficiencia. 

b. 1) Legalidad: El control de lep.alidad consiste en -

la intervcnci6n del 6r~ano controlador, para verificar que los ac­

tos de la administraci6n correspondan o est6n aperados a la normnt! 

vidad que les es propia. 

b.2) Fiscalización: Se refiere a la actividad que va 

a desempeñar el órgano controlador, a efecto de cerciorarse de que 
las dependencias y entidades de la administración pública realicen 

sus funciones, mismas que pueden o no apegarse a los lineamientos y 

programas establecidos. Esta facultad se aprecia en la fracción Of 
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tava del Articulo 32 bis de la Ley Or~ánica de la administración pú. 
blica federal que dice: 11 A la Secretaria de la Contralori:i General 

de la Federación le corresponde el despacho de los siguientes asun-
tos ... 

VIII. Inspeccionar y viRÍlar directamente a través de 
los órganos de control, que las dependencias y entidades de la adm! 
ni~tración pública federal cumplan con las normas y disposiciones -
en materia _de sistema de registro de contabilidad, conttatación y -

pago de personal, contratación de servicios de obra pública, adqui­
siciones, arrendamiento, conservación, uso. destino, afectación, 
enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y dem5s 
activos y recursos materiales de la administración nública federal 11

• 

En otras palabras, la fiscalización se refiere a la ac­
tividad que realiza el 6rgano controlador, tendiente a verificar 
que los actos realizados estén apegados a la normatividad, pero co­
rno éstos ya fueron realizados, pueden no estar apegados a la mis~a, 
en cu)'O caso corresponderá la aplicación de las sanciones correspo.Q 
dientes. 

b.3) Oportunidad: Se refiere o que el órgano control~ 
dar, debe verificar que los actos que realicen los 6rpanos control! 
dos, sean llevados a cabo en el tiempo previsto en los planes y pr~ 
gramas, para dar debido cumplimiento a los mismos. 

b.4) Gestión: Consiste en verificar qL1c existe una 
conRrt1encia entre las actividades reali:adas por los órganos de la 
aJ~inistraci6n pOblica 1 y los fines planteados en los propramas es-
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~ablecidos, debiendo medir los resultados obtenidos en relación con 
los fines propuestos. Como se ve, es uno de los elementos de con­
trol que reviste mayor importancia, puesto que de na~a sirve la vi­
gÍlancia y el ~control sobre la administración pública, si no es ~~ 
ra mejorar. 

e) Forma 

En relación con el tercer elemento del acto de control, 
el Dr. Lanz. Cárdenas afirma lo Si¡:!uiente: "Un tercer elemento de -

control consiste en la forma, esto es, las vías, medios, sistemas o 
procedimientos que deben instrumentarse para un contro

0

l eficiente. 

En este campo resulta factible sustentar ~ue los proce­
dimientos o sistemas pueden variar, desde la expcdici6n de normas a 
las que deben sujetarse las Dependencias y Entidades de ln adminis­
tración pública; los m~todos o estructuras de organización interna 
de control¡ la prfictica de auditorías gubernnMentalcs, internas o -
externas¡ la solicitud de informes y la inspecci6n de diversos ac· 
tos: llegando hasta ln proposición de medidas correctivas, y aan 
m5s, a la imp.osición de sanciones, así como en su caso, al estar 
frente a conductas delictivas, a la dent1nci~ de hechos ante el Mi­
nisterio Público" (lQ7), 

Ln forma, como elemento dclacto de control, es pues la 
manera como se va a realizar el acto tendiente a controlar. 

En virtud de que todo acto de autoridad debe emannr de 
la ley, ,la forma de los actos de control debe estar consa$!rada en -
ella. Refiriéndose a este µunto, el Dr. Lanz Cárdenas sostiene: 

107. Ibldaa, Pá'.g, ~85, 
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11 Los ordenamientos relacion0;dos con el control, ávida cuenta de que 
una de las fuentes principales de éste es la le~alidad, y conside­
rando además a la legislación administrativa sumamente basta (ente~ 

diéndosc por ésta.no s6lo los dispo~:dtivos· legales en su sentido 

formal y material como las leyes, sino también las disposiciones j~ 
rídicas que en el ordcn_administrativo provienen de los rc~lamentos, 

decretos, acuerdos, circulares,y aún m5s de las normas), sería casi 
imposible contemplarla en un enlistado que de primera iDtenci6n tu­
viese una apreciaci6n e inteligencia adecuadas. 

En tal virtu.d, se puede concluir que en lo que restJecta al 

control, su marco jurídico se encuentra, por una parte, ,fincado en 
dispositivos jurídicos que en forma directa se relaciona n él en 
cuanto a su objeto, sujetos, forma y finalidad; y por otra, en to· 
dos aquellos preceptos y ordenamientos, ~rdcticamente imposibles de 
precisar y definir que de manera específica y particular resultan · 
involucrados de modo indirecto con el ejercicio del control admini! 
trativo según la dependencia o enti?a<l de que se trate" ( 108). 

Como se desprende de la cita anterior, el autor qt1e hemos ve· 
nido siguiendo, reconoce que existe una p.ran cantidad de disposici2 
nes administrativas y las divide en dos grupos: por un lndo las 
que están directamente relacionadas con las actividades de control 
y por otro, las que de alguna manera tienen que ver, pero ya en foL 

ma indirecta con dicha actividad; reconoce el autor citado que es -
pr5cticamente imposible determinar con exaustividad el total de "ºL 
mas que en íormn indirecta, se relacionan con la actividad de con­
trol, lo cual consideramos un absurdo en virtud de que el AObcrnado, 
a efecto de que exista seguridad jurídica, debe tener la nosibili­
dad de cnnnrcr lns normas que rigen un deter11\in;¡do ~spccto de la vi 
da del Estado, del que ·6stc forma parte, de no ser asr se vive una 

108, Ibldem. ~. liB!IY 1¡90, 
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plena inseguridad jurídica y el que se reconozca q11e es prficticamell 
te iinposible enlistar exhaustivamente, el conjunto de normas juríd.!_ 

co-~dministrativas que rigen a los actos de control, es absurdo. 
!'-tientras que exista una actitud de lo que yo llamaría "Legalitis" -

será imposible h:lcer eficaz el control. No por tener una pran can­

tidad de no1·mas jurídicas, se tiene necesariamente un control ade­
cuado en los actos propios de la administración pública. Lo ~ue 
asegura la eficacia en el manejo de las actividades que el Estado -
desarrolla, son normas que se pueden aplicar sin que necesariamente 
tengan que Ser muchas. Para vi~ilar la aplicación de tanto dispos~ 
tivo legal, se requiere de un aparato burocr5tico inMenso y prueba 
de ello es la magnitud de la Secretaría de la Contralorí~ General -

de la Federación que estudiaremos más adelante. 

El hecho de que exista tal cantidad de dispOsiciones jurídi­

cas las hace completamente inoperantes, no existe nin~ún organo, ni 

ninguna persona que pueda cerciorarse de que todas y cada una de las 
disposiciones que se emiten, sea que ten~an rclaci6n directa con el 
control o sea que no la tengan se cumplan efica:mente. 

El Dr. Lanz C5rdenas cita aquellas normas que de alruna man~ 
ra tienen que .ver directamente con el control en orden jerlír("\tiico, 

comen:ando por citar a la Constitución, posteriormente la Ley 01·95-

nica de la Administración Pública Federal, la Ley fC'deral de Rcspo!!. 
sabilidades de los Servidores P6blicos, la Ley de I1 ln110ación, la 

Ley Federal de Entid¡¡des Paracstatalcs, la Ley del Presupuesto Con­

tabilidad y Gasto Público, la Ley de Obras PCblicas, la Ley Sob1·e -
Adquisiconcs, Arrendamientos y Prestación de Servicios Relacionados 
con Bienes ~lucbles, la Ley Sobre el Servicio de Vigiln11cin de Fo11-
dos y Valores de la Fcdcraci6n, la Ley General de Bienes Sncionnlcs, 
la Ley Federal de Derechos, la Ley Federal ele los Trnba,indorcs nl -
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Servicio del Estado, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, el Prc¿upuesto de Enresos 

de la Federación para el ejercicio fiscal correspondiente, el Pres~ 
puesto de Egresos del Departamento del Distrito Federal, para el 

ejercicio fiscal correspondiente, el Código Civil Federal, el códi­
go penal federal, la ley org5nica de la contaduría mayor de lf;icien­

da y la Ley Org5nica del Poder Judicial de la Federación·. En cuan­
to a re~larnentos menciona el reglamento de la Ley del P~esupuesto, 
Contabilidad y Gasto Público Federal, el replamento de la Ley de 
Obras PQblfcas, el reglamento sobre el Servicio de Vigilancia de 

Fondos y Valores de la Federación, el reglamento interior de la Se­
cretaría de ln Contraloría General de la Federación y ~l re~lamen­

to de la Ley de Entidades Paraestatales. En cuanto a decretos men­

ciona el Decreto por el que se a~rueba el Plan Nacional de Desarro-

1101 el Decreto por el que las dependencias y entidades proceder§n 

a elaborar un programa de descentrnliznci6n ndministrativn que ase­
gure el avance de dicho proceso. Posterio1·mente el autor qt1e veni­
mos siguiendo enlista catorce acuerdos presidenciales, doce acuer­
dos del Secretario de la Contraloría General de la Federación, dos 
circulares y quince normas emitidas por diversas autoridades que 
tienen que ver con el control administrativo. Conviene aclarar que 

este listado legislativo com~rende normas hasta el ano de 1987 sin 
lugar a dudas de 87 a 91 se han expedido un mayor nGrnero de repla­

mentos de acuerdos, de circulares o de normas. 

d) Finalidad 

El último elemento del control lo constituye In finnli­
da~, esto es, lo que persigl1e el control. H~hla11do de Jos _fines del 
control podemos decir que el principal, es conseguir la adecuada 

utili:nción de los rc>cursos matC'rinlcs fin.:inciC'ros y humanos drl E;! 
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tado, con el fin de que éste logre los objetivos que pcrsiAuc, en 
última instancia el bien común. Ahora bien, para saber si existe 
una adecuada utilización de los recursos del Estado en relación con 
los fines propuestos, se lleva a cabo la evaluación, como el método 
que ayuda a la propia administración, a verificar la consecusión de 
los fines que se propone. La evaluación consiste, en resumidas 
cuentas, en medir la repercusión de toda la actividad de la admini~ 
tración pública en relación con los fines, en otras ~alabras, dete~ 
minar los aciertos y los errores tomando como parámetro los fines -
propuestos. En caso de que éstos no se hayan alcanzado, determinar 
las causas por las cuales no se alcanz.aron, una \'ez. establecidas cE_ 

rre~ir todos aquellos métodos, sistemas y procedimientos, que por -
ser inadecuados no permitieron la consecusi6n de los fines corres­
pondientes y una vez elaborndos estos cambios, determinar también -
si la falta de logro de los mismos es atribuible a la ineficiencia 
o a la falta de competencia t6cnica de alguno de los servidores pú­

blicos y en su caso llevar a cabo los procedimientos para la a~lic~ 
ci6n de las sanciones correspondie~tes. 

Hemos visto de esta manera, los aspectos conceptuales -
del control, enfoc5ndonos al aspecto que nos interesa que es el con 
trol administrativo. Nos resta simplemente decir que es un todo 
sistemático, lo hemos separado con el fin de exrylicar su naturaleza. 

Analizado el control en el asnecto teórico nos corres­
ponde ahora el estudio de la estructura de la Secretaria de la Con­

traloria General de la Federaci6n concebida como el 6r~ano que lo 
engloh.1. 

"Por reformas y adiciones a la Ley Orgánica de Ja Administra­
ción P(lhlica Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
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ci6n el 29 de Diciembre de 1982 y vip,entcs a partir del 1~ de enero 
de 1983, se cre6 la Secretaría de la Contraloría ~eneral de la Fed~ 
Taci6n, a la que, con fines de restructurar las instancias de con­
trol para el manejo eficaz y honesto de los recursos de la nación, 

se le otorgaron facultades y atribuciones en el orden del control, 
de car5cter normativo, de virilancia y fiscalizaci6n, de evaluaci6n 
y de índole disciplinaria en lo relativo a las responsabilidades de 
los servidores públicos" (109), 

La Si~retaría de la Contraloría General de la Federación sur­
ge como uno de los pilares fundamentales del postulado de la renov!!_ 
ci6n moral del sexenio anterior. Discrenamos de la onini6n del Dr. 
Lanz C5rdenas anteriormente transcrita, ~n el sentido. d~

0

que la Se­
cretaría de la Contraloría General de la Federación sur~e como uno 
de l~s medios para que exista honestidad en el m~rnejo de los recuI, 
sos de la Federación. Ciertamente en Diciembre de 1982 existía un 
descontento general por la deshonestidad ~or parte de al~unos de 
los servidores públicos de la administración que concluía. 

Así pues, surge la Secretaría de la Contraloría para dnr res· 
puesta a ese reclamo por parte de los gobernados, en el sentido de 
exi~ir una mayor eficiencia en el dcs~mpefto de las funciones pro· 
pias de los gobernantes y consideramos que es un intento serio para 
lo~rarlo; su eficacia no ha sido ln esperada, pero no debemos olvi­
d~r que es un proceso, el que debe llevar a un ndccuado cQntrol, 
de manera que la Secretaría de la Contralorfn es un oaso mfis en ese 
proceso evolutivo del derecho disciplinario y no solamente del dcr~ 
cho disciplinario sino del control en p.eneral; nos hemos dado cuenta 
de que la repcrcusi6n de la contraloría no hn sido muy sinnificati· 
va, de manera tnl, que se requiere de un cambio, pero éstc, na de­
be quedarse únicamente e_n el aspecto jurídico, sino que dC'be ir más 
allá, debe implicar también cambios en 1:1 l"ducación y en la forma· 
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ción de la conciencia de las nuevas Reneraciones, para hacerlas con~ 
cientes y partícipes de una realidad que es el Estado ~~xicano, re~ 
lidad en la que tendr§n que vivir y realidad que tendr§n que mejo­
rar, debe de inculcarse en los futuros ciudadanos un carifio hacia -
la patria y debe involucrárseles paulatinamente en la participación 
política y social, para que se sientan responsables de los acontecl 
mientes que acaecen en la Nación por~ue desgraciadamente en la ac­
tualidad, existe una gran apatía por parte de los ciudadanos, nos -

mantenemos al margen del proceso político de nuestro país, la auto­

ridad es u·n mal necesario que debemos soportar, nada nos importa 

con tal de que podamos comer tres veces al día, tener trabajo esta­

ble y podernos divertir o distraer. Este es el cambio ,verdaderamen 
te esencial. 

La opini6n a que hemos aludido del Dr. Lanz Cárdenas la consi­
deramos poco exacta, toda vez que la honestidad en cuanto al manejo 
d~ los recursos de la Federación, no se va a lograr a tra\·és de la -
fiscalizaci6n, a través de la crea~i6n de un 6rpano como la Secret~ 
ría de la Contraloria, sino que se lograri con una educaci6n en los 
valores de la honestidad y de la responsabilidad. La Secretaria de 
la Cont1·alorra, debe constitl1ir un medio de apoyo para lograr este 
fin. A nosotros nos tc..ca comojuristas pensar y elaborar sistemas de 
responsabi1idades y de control, adecuados y reales a la situnci6n -
que vivimos en este momento. 

3. .~fotivnciones para la Creación de la Secretaria de la 
Contraloría General de la Federaci6n. 

¿Cufil~s son los motivos que ]]~varan n la creación de la Se­
cretarlrJ de la Contraloría General de la Federación? 
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Podemos agrupar en doce puntos, las principales motivaciones 
que dieron lugar a la creaci6n de la Secretaría de la Contralorfa -
General de la Federaci6n. 

a) Reclamo popular: El Dr. Lanz Cárdenas, se refiere 
a este punto en los términos siguierites: "En la intensa consulta -

popular desarrollada durante la campaña presidencial de 19R2J se r~ 
cogió como un claro reclamo popular la necesidad de iristrumentar m~ 
dios adecuados, para el eficiente y honesto manejo de los recursos 
de la Nación .. Dicha solicitud dio vida y cuerpo a la tésis de la -
renovación moral de la sociedad, la que precisaba de un instrumento 
operativo que instituyera y ejerciera modernos sistemas de control 
en la administraci6n púbÜca federal" (110), 

Este reclamo popular de una honestidad de parte de los 
titulares de la administración, era evidente, es decir, no era nec~ 
sario formular ninguna consulta de tipo popular para darse cuenta -
si esto era un reclamo, realmente el malestar que se vivfa a fina­
les del año de 1982 era más que evidente, bastaba salir a ln calle 
para percatarse de la protesta general que cxistfa r.n cuanto a la -
corrupción. 

La motivaci6n que se analiza. nos parece real, es decir, 
es cierto que si existía un reclamo para que se diera un manejo efi 
ciente y honesto a los recursos de la federación y para que se insti 
tuyeran medios de control, para la administraci6n pGblicn, cierta­
mente considerarnos que se reco~i6 este reclamo y que como resultado 
de ello, se dio como postulado fundamental del sexenio pasado la r~ 
novación moral, inst1·ument5ndosc a trav6s de una reforma jurídica -
importante, dentro de la cual tuvo lugar la creación de ln Secreta­
ría de la Contraloría General de la Federación. 
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b) La dispersión de los 6rianos de control: Existla -
una clara conciencia por parte de la administración anterior, de 
que era necesario instrumentar medios de control que fueran más efi 
caces, toda vez que los existentes hasta finales de 1982 no habían 
sido del todo eficientes,esto se debía a que la función de control 
estaba encomendada a una multitud de· órganos, de manera que no se -

podía evaluar si los mecanismos respectivos tenían la repercusi6n -
esperada dentro de la administración. La Secretaria de la Central~ 
ria General de la Federación, surRC como el órgano que va a dar vi­
da y que Va a dirigir la función de control. Esta idea de unidad, 
no se ha logrado en la prfictica, toda vez que, aún cuando ha surgi­
do la Secretaría de la Contraloría como órgano unitario de control, 
también siguen existiendo unidades dentro de las dependencias y en­
tidades de la administraci6n pOblica, que se encargan de esta fun­
ción. 

La misma ley de responsabilidades prevee, la existencia 
de contralorías internas dentro de. las entidades y dependencias de 
la administración pública, q11e ni siquiera dependen 6r~anicamente -
de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación, sino -
del secretario del ramo o de la oficialía mayor y en caso de las err 
tidades, de la cabeza del sector correspondiente. Adern5s, existe, 
como lo vimos anteriormente, una gran cantidad de normas administr! 
tivas, que tienen que ver de alguna mane1·a con la f11nción de con­
trol y mientras exista un gran nOmero de disposiciones no existir5 

unidad. 

e) La evaluación a cargo del Ejecutivo Federal: El 
Dr. Lanz C§rdenas se refiere a este punto en los t~rrninos siguien­
tes: "La renovación moral, C'omo compromiso particip:ttivo de la so-
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ciedad en su conjunto 1 debía entenderse vínculadn íntimamente con -

las funcionesde evaluaci6n y control, lo que s6lo podría lograrse me­

diante la creaci6n de una entidad queJ dependiendo directamente del 

Ejecutivo Federal, a la par que normara y vigilara el funcionamien­

to y operaci6n de las unidades de control existentesJ ~lobaliznrn -

las acciones de control en un auténtico sistema de vigilancia y cv~ 

luaci6n, en el que sin pretender canalizar todas lns tareas en este 

sentido en una sola dependencia del EJecutlvo, se definieran y coa~ 

dinaran con precisi6n los ámbitos de control cor•respondiente::; a ca­

da una de las dependencias y entidades ele la ndmln13Lraci6n pdbll-­

ca" (111). 

Encontramos en este punto, una contradicci6~J ya que -

por ·u~ lado se pretende dar unidad al control administrativo median 

te la creación de un órgano dependiente del Ejecutivo, pero a la -­

vez, continúan funcionando las unidades de control existentes y es­

to es tanto como crear un 6rgano encargado de fiscalizar a toda la 

administración pública federal 1 incluyendo a los órganos de control 

existentes, lo cual, lo único que ocasiona es increme11tar el apnra­

to burocrático encargado de la f1scal1zac16n y por lo tanto le res­
ta eficacia, además de que los costos que esto representa son muy -

grandes, 

¿ Porqu& no se penso en dotar a cnctn entidad y dopen-­

ciencia de ln administraci6n pública federal, de 6rganos de control 

internos 1 con facultades suficientes para tener una eficacia verda­

dera?1 ¿ porqu& se trató de dar uniformidad al control n trav6s de 

una dependencia del Ejecutivo Federal ?. Porque esto debilitnría en 

cierta forma al Poder Ejecutivo al facultar a los óreanos de con--­

trol int.ernos para sancionar a los servidores públicos, que fueran 

responsables de algún acto que lesionara la buena marcha de la admi 

nistraci6n pública. 
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d) Evitar que existan normas de control que se apliquen 
indiscriminadamente en la administraci6n pOblica: Otra de las moti 

vacioncs de la creación de la Contralorin fue el hecho de q11c exis­
tiera una gran cantidad de normas que tenían que ver con el control 
y, que eran expedidas por los diversos 6rganos encargados del mismo, 

que adcm5s todos ellos debían cumplir, lo cual h3cÍa imposible que 
~stas tuvieran una auténtica repercusión en la administración, por­
que era imposible armonizar tal cantidad de disposiciones, en oca­

siones eran contradictorias y en tal virtud se pensó, que si un sólo 
6rgano emLtia los diversos criterios de normas que se debían acatar 
habría una mayor eficacia. 

Debe tenerse claro que la verdadera eficacia de los me­
canismos de control no depende de la cantidad de normas que se emi-
te. Deben establecerse sr' criterios generales. reglas j!CnCTiJlcs' 
pero no debe pretender normarse absoluta y completamente cada acti­
vidad del 6rgano de control, porque esa cxccsi\•a rc~ulnci611 lo vuc! 
ve por si mismo ineficaz. La 3utoridad debe moverse dentro de un -
marco legal determinado, pero tambiEn debe existir cierta disc1·cci~ 

nalidad en la aplicaci6n de las normns, puesto q11c si se pretende -
normar todo con excesivo detalle, no se dcjn a ln autoridad flexib! 
lidad para adilptar su actuación a las necesidades concretas del mo­
mento, por ello es que la excesiva rcgulaci6n vuelve inopc1·ante 1:1 
3Ctunci6n de cualquier 6rgano. 

e) Adecuado manejo de los recursos: 11 ComCl una consecm.'!!. 
cia de la necesaria renovaci6n mora1, l1nl1i:1 q11c rsfor:n1·s~ ¡1a1·:1 dn1· 
leg:1lidnd, exnrtitt~~ y oportunidad al manejo de los r~ct1rsos pnt1·i­
monioles del f:st:ido" (112). 
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La fiscali:aci6n en cuanto al manejo de los rec111·sos 

del erario federal resulta positiva, siempre y cu3ndo se conciba e~ 

mo un apoyo para que la administración pOblica f11ncione adecuadamc~ 

te, p¿ro no debe tenerse como un fin en sí mismo, no se va a lo~rnr 

que los servidores públicos se abstengan de disponer indebidamente 

de los fondos del Estado, ya q11e consideramos que pnrn lo~rnr este 

fin, deben darse dos condicio11cs: Por un lado, el seg11imiento ade­
cuado de los destinos ~ue se de a las diversas partidas presuµuest! 
les, 6sto puede lo~rarse a trav6s de la fiscali:aci6n, por otro la­
do debe existir nec~sariamente honestidad absoluta de quienes mane­

jan los fondos federales, si ésta no existe por mtis medios de fis­

calización que se empleen no se tendr5 un ndecundo manejo de los r~ 

cursos. 

f) Dignificaci6n del servicio público n través de Jn -
tr.:lnsparencia en el ejercicio de las rcsnons:ibilidadcs inherentes al 

mismo: Esta motivación resulta muy loable. A fine>s de 1982 1n irn!!_ 

gen del servidor público estaba muy deteriorada y lo que en este 

punto se plantea es que recupere su bticnn imagen, rcnli:nndo las t~ 

reas que le corresponden en la ndminist1·nci6n pública con transpa­

rencia, con honestidad, co11 rcsponsnbilid:1d; e11 otras nnlabrns qt1c 

el ser\'idor público lo.gr(' adquirir nU'2'\'nl"ientc un pre!Hi~io ante los 

gobernados, trnhnjnndo de mnnc1·n correcta, con eficiencia y nne~ado 

a Jn normativiJ:1d que est;'i obligado n cumplir. 

g) Control unitario del !10dc>r disciplinario: Ln Seer~ 
tarfn de la Cont1·nloriu Gc11crnl de 1~ re>de>rncló11, s111·rc como el ór­
gano que engJoh;1 las f:1c11ltnde>s <lisciplinari:1s del Est~do. Po1· ]o 

que respecta a la fnc111tnd disciulinadn )' :i ln neccsid:id de unjfi-
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carla, consideramos que esta unificaci6n, tamnoco se lo"r6, toda 

vez que, dicha Depcndencin no es ln Gnicn encarpada de aplicar san­

cio11es a los servidores público~, puesto que tambi6n existen las 

co~Hrnlorías internas r¡ue no dependen de la Secrct:iría de la Contr!!, 

larra General de la Fede1·aci6n, dependen del secretario del ramo, -
en el caso de las dependencias del Ejecl1tivo, y de la cabc:a de sef 
to1·, trat5ndose de las cntid;1dcs de 13 ndmi11istr3ción públicn. 

h) Optimización de los rt>cursos de la Federación: La 

optimizaci6n de los recursos se refiere ~1 que estos sean aprovecha­

dos de manera tal que con el mínimo de recursos y ~m11leados se ob­

tengan los· mayores beneficios que se puedan alc3n:ar. Considera­
mos que la fiscnli?ación no es el medio m5s idóneo ,ara lorrnrlo. 

Quienes manejan los recursos del Estado deben tener la ca?ncidnd -
t6cnica suficiente para determinar en qt1~ mom~nto y en ql16 condi­
ciones, f.e \'an a emplear. Por ejemplo, la cclcbrnción de concur­
sos para la adquisición de bienes por pn1·tc de }3s entidades de ln 
ad~ini~trnci6n ¡10blicn, lejos de lograr la opti1ni:aci6n de los re­
cursos, ~c han con\·ertido en fuentc de corrupción, no es a trn\·i::s 

de un concurso como se va n nscgt1rnr neccsnrinmcntc la ontimi:nción 

del empleo de los recursos, sino q11e csto se lo~r:11·fi, cu;111Jo los -

órganos de dirección de las entidades tengan 1:1 cap:1cid:1d técnica 

y la nt1tonomía st1ficientc pnrn decir que hien~s se co~p1·nn, a qt16 

proveedo1·, desp116s de l1nber compn1·ado el mercnclo existente. 

i) Comhatir C>l proceso inflacionario: La inflación -

cs un prob le ria muy comp l c jo que no es t er1a <le este t r;ihnj o, si. n e!!! 

h;1rgo b•1St:1 el sentido co111C111 para darse ct10nt:i ,1" que cn la mcdida 

cn que los titul:1rC>s de la administración ·rnan('jcn los rccursos dt'l 

Fst:1dC1 llC nwncrn ordenada y adC"cuad;1 contrihuir:in a que.> cl proccso 
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inflacionario se deten.~a. Las medidas de fiscnU1.1ción y de cvalu.!! 

ción son importantes instrumentos ql1e coadyuvar5n a verific~r si 
efectivamente se cstfi dando el cu1·so planeado nl gasto pGblico, no 
siendo ~sta la solución fl1ndamentnl al problema del nroceso infla­
cionario. 

j) !·fC'dio prC'\'entivo de la corrupción: La Secrcti.lrÍa -

de la Contraloría General de la Federación sur~e con la idea de con~ 

tituirse c·amo un órgano euros actos tiendan a pi-c.•\·enir las formas -

de corrupción que se estaban dando e11 nuestra socied~d. Esta intcrr 

ción es muy loable, sin embargo, consideramos que entre mayor sea -
el aparato burocrático en el Estado, mayor serfi l::i fuente de corru.!2, 

ción. 

k) Moderni:.ación en el control: El sistema \'ipente de 

responsabilidades de los servidores núbJicos, !e plantea como n1po 

inno\•ador que deja atrás una serie de ricios que se clabnn en los m~ 

canismos de control anteriores. 1ndud:ib1ementc que l:i reform.J ini· 

ciada el sexenio anterior, en Materia de responsabiJidJd de ser\'id,9: 

res pfiblicos 1 constituye un pJanteamiento serio sobre este nt1nto, -

un planteamiento ciertamente muy bien i11tencion3do, l1a sido i1nJ re­
forma que indudablemente ha tenido reperct1si~nes positivas en la a~ 
ministración pGblica. Sin embargo, ~stas son escasas y no j11stifi­
can el elevado costo que implica este 5fstema de 1·es11011$nbilidades. 

Esta situación no es aJ~o 1111ero en 1111est1·0 pnis. Xo o! 

\'Ídemos que en el c:-ipítulo primero dC'l f1resentC' tr:1b:1jo, hahl3n1os 

sobre el DepartJmcnto de Cont1·aJoria de la Federnci6n, e hicimos 

alusión a las causas por lns cunlcs estc- dep;n·tnmc>rito h:ihía sido 

eliminado dC' Ja estructurn <le ln :1dministración púhlict. Pe mnncrn 
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es que la creación de la Secretaría de In Contraloría General de la 
Fedcraci6n no l'esulta tan innovadora; como el Juicio Político ha exis­
tido desde la época colonial, y durante el ~16xico Independiente, a tra­
vés de las constituciones que nos han regido, ha sido estructurado b! 
sicamente en la misma forma, el código obligacionaJ que contiene el -
artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades es muy semejante -
a lo que en la ley de 1979 se consideraba como faltas oficialcs,y,por 
Oltim~ la declaraci6n de procedencia, que supuestamente su creación -
elimina el llamado fuero constitucional, ha existido también en mu--­
chas de nuestras constituciones, como lo vimos en el capitulo primero 
del presente trabajo. La declaración de procedencia, como lo trata-­
mas en su oportunidad, no elimina el fuero constitucional, es un fue­
ro constitucional con otro nombre, de manera tal que hemos de con---­
cluir que el sistema de responsabilidades vigente no es tan novedoso, 
no obstante que es un intento s~rio por lograr una "renovaci6n moral" 
es tambi~n cierto que se repiten errores que ya se cometieron en el -
pasado, ya se prob6 la ineficiencia de un departamento de contraloria 
dependiente del Ejecutivo Federal, se probó que entorpecia el desarr~ 

llo de In administración pOblica, ra:ones por las cu3les se eliminó; 
la regulaci6n legal no es tampoco innovadora. 

4. Facultades de la Secretaría dC' la Contr;ilorí:i GenC"ral de 
la Federaci6n. 

Analizada la motivación de ln creación de la Secretaria de la -
Contraloria General de la Federació11, est11diaremos ~hora las faculta­
des que tiene 6sta. No hn de olvidarse q11e la creación de dicho ór­

gano tiene su fundamento legal en el articulo 3~ bis de la Ley Org5-
nica de la Administración POblica fC'dcral Qlle f11c adicionado con mo-
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tivo de la reforma del afio de 1982 y que empe:o a tener vigencia a 
partir del 1~ de enero de 1983. Dicho dis~ositivo en un totnl de 19 

frnccioncs, atribuye a la Secretaria de la Contraloria, una serie -
de facultades para el dcsempefio de las funciones que le son ¡1ropias. 
Para una mejor comprensión de el articulo mencionado hemos ar.rurndo 

dichas facultades en cuatro ~randes v,rupos a saber: 

a) FacuHades de normatividad. 
b) Faculta des de vili~ilancia )' fiscaliz.aci6n. 
e) Facultades de evalunción. 

d) Facultades de control de respons~bilidílde~ de los ser vi clg_ 
res públicos. 

a) Facultades de norrnativi~ad 

a.1) Planear, orRanizar y co~rdinar el siste~a nacio­

nal de control y evaluación ~ubernomental: llemos aludido al inicio 

de este capitulo, al referirnos a los 'ujctos activos del control -
administrativo, nl sistema nncionnl de control y evoll1ación rubcrn! 

mental. Como lo hemos mencionado lo cabe.:~ de ese sistema 1n const.!_ 
tuye la Secretaría de ln Contrnlorín G~neral de ln F~deraci6n como 
el 6rgano que aglutina y unifica a los mecanismos de control. 

a.2) Expedir nor~ns de control n~rn ln n~ministr3ci6n 
pública federal: Nos hCPlOS re-ferido brevemente y en t6r!Tlinos rcne-
rales, a toda la normntividad ~aministrnti\•a que tiene qt1e ver dire~ 

ta o indirectamente con el control y enu~crnmos tina Aran c~ntidad 
de dis,osicioncs, lo que nos comprueba qt1e existe tina ~ent~li~~d nor 

parte de ln ndministraci6n pOhlica, qtie consiste .en creer que~ tr~ 
v6s de Ja creaci6n de leyes, T~J!l~wcntos, circLilarcs, norm~s. etc., 
se Víln a solucionar los probleMas inl1~1·~ntes al Est:1do v la r~nli­
dad nog ha compro~ado que esto no es cierto, por t~nto lo q11c h~ce 
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falta no es expedir normas, sino depurar 1~1s existentes. 

a.3) Opinar previamente a su expedición, sob1·e los 

proyectos de normas de contnbilidad y de control en materia de pr~ 

gramación, presupuestación, :idministración de recursos hur1:1nos, m!!_ 

teriales y financieros que emita la Secretarín de Pror.ramación y -

Presupuesto, nsi como sobre los pro)·cctos de no1·m;is de viril3ncia 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pfiblico como c:ibc:a de sec­

tor, la Comisión Nacional Bancaria como t1n órgn110 desconcentrado -

de la Secretaría de Hacienda, la Comisión :Xacional de \":1lores, por 
lo que respecta a la intervención qt1c tic11c la banca en dicl10 mer­

cado y el Banco de ~16xico. En estos órganos prcstn sus servicios 
gente que tiene conocimiento sobre el medio finar1ciero r"cstfi· es­

pecíficamente abocada· a tratar los problemas relacionados con la 

banca. Si ya existe una estructura compleja qt1e ejerce el control 

sobre las cntid:ides bancarias, 11ara que nt1mcntnr Sll fisc:ili:nci6n, 
si lo que quieren, para su cabal desn1·rollo es la autonomía de pe! 

ti6n, de manera que, 13 intervenci611 de la Cont1·nlorfn en estos r~ 

bros, viene a dificultar y entorpecer el dcsnr1·ollo J~ las activi­
dades normales de las mismas. 

a.4) Expedir no1·mns para la coopcr=1ci6n t6cnicn de i~ 

formes y datos entre las secretarías de Estado y los Jcpn1·tn1ncntos 

administrati\•os: No son l:is normas 1'1s r¡11c \''1n a lo.cr:-'1· que e::ds­
ta una información y una transmisión de datos cnt1·c 1:1s sccrctn1·ias 

de Estado, en todo caso seria 1'1 instrt1mcnt'1ci6n de 11nidadcs espe­
cíficas en cada dependencia, que se cnc:1rnt1en espccificn~entc Je e~ 
ta actividad, pero la Sccrctn1·fn de In Co11t1·:1lo1·i:1 Gcn01·al de 1:1 F~ 

dernci6n como 6rgnno de cont1·ol de fiscnli:nci611, Je evalu:1ci6n 1 de 

responsabilidades de los servidores públicos 1 no tiene nada r¡ue hn­
cer expidiendo nor1nns de cooperación t6cnicn. 



- 236 -

a.S) Establecer las bases gcncrnles y los lineamien­
tos para la pr5ctica de auditoríns internas y e~ternas: Esta fa­

cultad la consideramos adecuada ya que si la Secretaría de la Con­
traloría tiene como uno de los medios concretos de fiscnli:ación y 

evaluación, verificar auditorías, es lógico que sen 6sta la que 
expida los criterios que deben se~uirse en ln renli!ación de di­
chas auditorias. Es ot1·a cuestión, el determinar si la realizn­
ci6n de lns auditorías por parte de ln Contrnloria son el medio 

idóneo, para llevar a cabo la fi~cnli:nci6n y ln evaluación. 

a.6) Expedir la.s normas necesarias p:ira e.l funciona­

miento y atención de las ofi~inas de quejas del i1Dblico, sobre la 
conducta de los servidores p6blicos e irrcgularid~des en el ejerc! 
cio de la función pública: Realmente el funcionnwiento de las of! 
cinas debe dejarse en manos del Director de la propia oficina. Sí 

ya existen criterios generales en cuanto a horarios de las propias 
oficinas; en cuanto al personal que las intc~ran, la Secretaría de 

la Contraloría no debe expedir m5s· normas. 

a.7) Expedir normas para el cumplimiento por parte de 
los servidores púhlicos de ln prcscntnción oportun:1 y c:if\al de sus 

declaraciones sobre situación patrimoni:1l: La Secretaria de ln Coll 
traloría está ohli~ada por ln Ley Federal de RcspOn$nbilidadc5, a 
lle\'ar el registro de situación patrimonial d" los 5-en•idorcs ní1~ 

blicos, por tanto rest1ltn conveniente que cstable:ca, todas las 
normas que detallen el cumplimiento de la ohlij!.:tci0n qHe til"nen 

los servidores p6hlicos de prl"scntar la Jccl:11·~1ci61\ rc~1,c:'ctiv:1. 

b) ~armas de vigilancia r fiscali:aci6n. 

b.1) Inspeccionar el ejercicio del casto pfiblico fed~ 



ral y su congruencia prcst1puestal: Si como vimos en las motivaciQ 
nes de creaci6n de la Secretaría de la Contralorin, fsta surge co­
mo un 6r~nno q11e debe vigilar el correcto ejercicio del gasto pú­
blico r que adem5s debe evaluar los resultados obtenidos, resulta 
congruente que se le den facultades para inspeccionar el correcto 
ejercicio del gasto público. Sin embarpo, en la fracci6n tercera 
del artículo 32 de la Ley Orgánica de ln Administración Pública F.2_ 
deral, se establece lo siguiente: 

11 A la Secretaría de Programllción y Presupuesto corres­
ponde el despacho de los siguientes asuntos ... 

.. . 111 Coordinar las actividades de planeación nacio­
nal del desarrollo, así como procurar la co11~ruencia entre las ac­
ciones de la administraci6n pCTblica federal y los objetivos y pri~ 

ridades del Plrrn ~acional de Desarrollo". 

Adem5s la fracci6n quince del artict1lo n1cncion3do est~ 

blece: 

vigilar el cumplimiento de las obli~acioncs, dcr! 
vadas de las disposiciones en materia de !1lane3ci6n nncion3l 1 3SÍ 

como la programación, presupuestac:i6n, contah:ilicbd y "'·nluación". 

De las disposicionC's transcrit:is SC' pucd" desprender • 

perfectamente que la Secretnrín de Pror1·n~3ci6n r P1·esl1pl1C'~to 1 ti~ 

ne las facultades necesarias para vcrifi(nr qtl(' el ~Jsto público -
guarde con~ruencia con el p1·esL1p11csto C'StJblecido y c0n el P1Jn ~~ 

cional dC' ílesnrrollo, por lo qu" 1:1 f:1n11t;iJ que se lC' citC1rr,¡¡ :1 la 
Co11traloria resulta complctnn1cntc ociosn t0d:1 ve: q11e "xistc unn -
duplicidad de funciones. 
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b.2) Practicar auditorías financieras, lepales, de 
operación, de control de ~esti6n y de fondos y valores: Si la Se­
cretaría de ln Contraloría General de lu Federaci6n, es el 6r~ano 

encargado de la fiscalización y la evaluación, un medio eficaz pa­

ra lo~rar estos dos prop6sitos, será la reali:aci6n de al1ditorías 
y en esa virtud resulta inciispensable que tcnr.n 'facultad pnra po­

derlas realizar. No tocaremos la naturaleza de cada una de las a~ 

ditorías del presente trabajo. 

b.3) Revisar, inspeccionar e intervenir res~ecto del 
cumolimiento de las leyes y normas.en cuanto a obras pfiblicas y a& 
quisiciones se refiere: En este rubro los resultados o.btenidos no 

han sido muy buenos, toda vez que el ejercicio de esta facultad, -

lejos de beneficiar a las dependencias y entidades de la adminis­

traci6n pufiblica, ha sido fuente de corrupción, esto lo vi perso­

nalmente en In labor qL1e dcscmneft~ como pasante dentro de la Con­

traloría Interna de la _Secretaría de Salud. En una ocasi6n el ho~ 

pital ~lanuel Gea Gonzfilez iba a ser rernodclndo y por tnl ~otivo se 
encargó al administrador de dicho H0spital, que sujetándose a la 

normatividad aplicable, llevara a cabo las acciones necesarias pa­
ra que dicha remodelaci6n se efe¿tunra. El ad~inistrador contra­
t6 con empresns inexistentes, disponiendo obviamente del dine­

ro. La Secretaría de la Contralorín General de In Federación, 

llev6 a cabo ~na auditoría nl respecto; remiti6 postcriorwente 

el expediente a la Contraloria Interna de ln S~crctaría de Sal11d. 

para que dentro del 5mbito de su competencia, aplicar5 1;1s sanci~ 

nes a q11e hubiere Jugar. Cabe aclarar q11c se remitió el expedien­

te dos anos clespu6s de que se rcali:6 ln nudito1·ia; para Cl1nndo se 

intentó llamar al presunto responsable a l:is diUpencias de inyes-.. ~_1 

r.aci6n )'posteriormente al procediPIÍC'íltO disciplinario, fue dificil }OC!!_ 
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li:arlo toda ve: que ya no prestaba sus servicios ~Jra la Secreta­

ría de Salud y los domicilios qt1e c11 1:1 Sec1·etaría ~e tenia11 reri~ 

trndos a nombre del servidor público en cuestión, 110 corres11ondín11 

al lu{!ar en que habitaba. Por infon11;ición verb;il de un sen·idor -

público de la prouia Secretaria, obtt1vimos tin n61nero telefónico que 
correspondía al presunto respons:ible. Per:;on:ilmcnte me cornmiflLH.>" 

co11 ~l, pidi6ndolc su domicilio, el presu11to responsable me dio t1n 
domicilio que correspondía a un edificio que est:1b.:1 de."h:1bit:ido, 

posteriormente establecí contacto tclef6nico con 61 y J1;1ci&ndole -

saber lns consecuencias le~nlcs q11e rodí;1 ocasion:irle s11 :1ctitud, 

logr~ fltle se presentara de mut110 propio ;1 dccl~ra1·, ~,·idcntc~ente 

negó lo hechos consignados en la documcntaci6n rllic la Sc'cretaria -

de la Co11traloría Ge11er3l de la Fcdernci6n 11os l1~l.fn cnvia~o v 110~ 

tcriormcnte el servidor pGblico al citfirsclc, al proce~imiento di~ 

ciplinario alegó la prescriución de lns facl1lt~tdcs de 1:1 Sécretarín 

de la Contraloría para aplicar ]3 sanción y en virtud dP tal pres­
cripción y de que ya no era servidor pdblico, 11os vimos en ln imp2 
si~ilidad de aplicar la sanci6n corres11ondientc. El cnso anterior 
nos demuc~tra que nfin con la existencia de todas estas norrns y 

con la facult:!d que tiene lJ Secretari:1 de ln Contralor!~ G~ncral 

de la Fe>deración, para vipilar el cun:1limi0ntCl ll ... -. l;1~ nonr·:1s dl' a~ 

quisición a c¡u<.> están sujeta~}¡:~ ... ~11~ilLHk5 ~· 1~.s ,'.t:i~':'.,~(·nLit,s ..!L• 

la i1dministr:.ición pública federal, se cometc·n :1ctos (•11 contra ,;:1(' -

dich;1s normas lo que pone de 1;1anifi0~to que o 1:-is non:ias rel:1t:i\·as 

no so11 adecL1adas o bien existe L111=i ~1·an t1l'rlir~ncia ~01· iiartc dl' -

los ~er\·i dores plihU cos, c·nc:1rgad0s lle> 11c·,·;1r ;1 c1bo las auditorias 

condt1ccntcs y por esa rn:6n el 6rrnno connctcntc para anlicar ln 
sn11cj6n c¡LIC corresponde, s~ ve irnt'O~ibiJit~Jo d~ hacerlo, ¿e rnJ!le­

ra qt1e no son las normns lo ql1c l1ar5 que l~ r~no\·Jci6n 1~oral torc 

S(>ntido, sino es la \"erc1adera \"oluntad ck" los tit11J;1res de 1:1 .1l"'ml 
nistraci6n, r~ra dese~,cfiar l1one~t3 r lcga1rnente el P.jercicio 
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de sus funciones, 

b.4) DesiRnar a los auditores internos en las entida­

des Oe la administración pública federal y regular y controlar su a~ 
tuaci6n: lo que se busca al establecerse que exist3n nuditores ex­

ternos en las entidades de la administ1·aci6n, es precis3mente lo~rar 
que las auditorías que realicen tengan una objetividad, de manera -­
tal que debiera dejarse que su actuación fuera complctnmcnte libre y 

se sujetara a las mismas normas que sirven para auditar a una perso­
na moral pr~vada, a efecto de que sus dictamencs tuvieran l~ impnr­
cialidad que se está buscando, si se faculta a la Secretaria de la -

Contrnloria para controlar y normar su actuación, entonces la objeti 
vidad que se persi~ue no se consi~ue. 

b.S) Designar y proponer a los comisarios públicos nsí 
como coordinar sus funciones preventivas y en su caso correctivns en 
el sector ~araestatal: De la función de los comisarios ~úblicos y -
de la repercusión que su intervención ha tenido en lns entidades <le 
la administración pGblica nos ocuparemos posteriorrecnte. 

b.6) Aprobar la dcsi~n~ción de los titulares en las co~ 
tralorías internas de las dependencias y entidades de ln ndr.1inistración 
pública federal y vi~ilar su funcionamiento al iyual que la a&ecu~ci6n 
a las normas de control interno que hubiere previall'cnte establecido: 
Esta facultad no es otra cosa más que poner vip.ilantes a quienes Yip..i 
lan y no será éste el medio para para evitar actos de corrupción. 

b.7) Verificar y controlar las manifestaciones de bienes 
de los servidores públicos: esta es una fncultad adecuada toda vez 
que para que el reRistro de situación patrimonial sea confiable, 
se icquiere verificar los datos que en él se consignen, resul­
~a conveniente que la Secretarí3 de la Contrnloria ten~a facul-
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tades de esa naturaleza. 

e) Facultades de evaluaci6n. 

c.1) Realizar evaluaciones en las dependencias y enti­
dades de la administración pfiblica federal: La fracci6n XV de la -
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, a que anterior­
mente hemos hecho alusión, le da facultades a dicha dependencia pa­

ra vigilar el cumplimiento de las oblipaciones derivadas de las di§_ 

posiciones ~n materia de evaluación, por lo tanto si existe un ór~! 

no que se va a encargar de vigilar 'llle se cumplan las normas l"<.'lati 

vas a la evaluación y por otro lado tiene facultades para verificar 

las actividades de la adrrinistración pública federal y ¿u con~ruen­
cia con el plan nacional de desarrollo cstnblecer una facultad rle 
evaluación por parte de la Secretaría de la Contraloría no es m5s -
que duplicar funciones. 

c.2) E'\'aluar el manejo y aplicaci6n ae los recursos f!_ 

derales transferidos o coordinados en las Entidades Federativas y -

Hunicipios: en este sentido y por la opinión de servidores públicos 
que forman parte de la Secretaria de la Contraloría ~eneral de la -

Federaci6n, hemos constatado que en este rubro se han obtenido avR! 
ces significativos, toda vez que las transferencias de recursos que 
hace ln Federaci6n n las Entidades Federativas y ~lt1nici~ios cstfin -

sujetas a un proceso que va siendo se~uido paso a !laso por la d~pcu 

dencia citada, lo que ha evitado que esas transferencias de recursos 

queden en manos de al~unos servidores públicos que, ~provechando la 

falta de control sobre estas transfrirencias, se qucdnn con los re­
cursos de que se trate para su beneficio personal. 

c.3) lnvesti~ar los resultados de proRramns y acciones 
del gobierno federal: Evidentemente si una de las funciones priMO!. 

diales de la Secretaria de la Contraloría es la cvaluaci6n y ésta 



consiste en medir los resultados entre las acciones realizadas y las 

metas a alcanzar, es congruente que se le den facttltadcs par:1 invcs­
ti~ar los resultados de los programas)' acciones <lel ~obicrno federal. 

c.4) \'i~ilnr y evaluar la eficncia de los servidores -
públicof.: En ("Stc sentido pensnma qtic quic>n W.C"jor Y.:J a medir y cva· 
lunr lJ eficacia de los servidores pGblicos scrfin sus jefes inmedia· 
tos, ql1ienes directnncnte tienen el contacto con el servidor ofiblico 
de que se trate y quienes mejor conocen ln problC'máticn de 1:1 unidad 

o de la oficina correspondiente, 1:1 Sccrct:1Tía de 1:1 Contrnlorfn G~ 
neral de la Federaci6n, por mejores intenciones qt1c tuvi~rn de evJ­

lt1ar en forma objetivo a los servidores públicos, no conoce ni pt1rde 

conoc<.>r n detalle la problcmfitíca de cnda se>r\'idor público ni la pr~ 
blem5tica que presenta cnda unida<l administrntiva. 

d) Facultades de control de las respon1abllid•d•s de las -
servidores p6blicos: 

d.1) Revisar y trnnitar 13s quejas y dent111cias que se 

presenten sob1·e la nctuación de los sc1·Yidores públicos y {':J ~u ca~ 

so, t\.irnarlas n las dependencias: Est:i obli5!:tci6n es cumplida con 

relativa eficacia, nuestra experiencia tomo p:1snntcs en la Cont1·nl~ 

rfa Interna t:"n ln Secretaría de Snlud nos permitió comprobnr que ~ 

efectivamente ln sccrctarfa de contr~Jor[a si~mp1·e l·e1nitin las 

quej~s y dt:"nuncias que presentaba el público, por p1·e5untn resnons~ 
bilidad atribuible a un servidor pOblico de la J1ropi~ Sccr~t~1·!~. 

Ciertamente a veces el envío crn paco oportt1no, pero indudablemente 

siempre lo hocro. 

d.2) Instruir Jos procedimientos de ~anciones par írr! 

gularidades cometid3s por servidores piíblicos: Me tocó ver perso~ 

nnlmente, como la SecretrirJ~ de la Ccntraloría cumple con estn old.!_ 
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gaci6n, puesto que en varias ocasiones remití expedientes a la Se­

cretaría de la Contraloría con este fin. 

d.3) Sancionar a los servidores públicos en los casos 
que legalmente le competa y en su eventualidad, turnar los cxnediefr 

tes a las contralorias internas de las dependencias respectivas, P! 
ra aplicaci6n de las sanciones: A esto nos he~os referido nl tra­
tar el inciso a). 

d.4) Denunciar ante el ministerio público los.delitos 
en el manejo de los recursos de lo noción y en el funcionanicnto de 
los servicios públicos. 

d.S) Fincar lasresponsabilidaaes administrativas que 
corresponden, en los t~rminos de ley, a los ser,·idores públicos y 

en su caso a terceros, tanto de orden administrativo como del tipo 
sancionatorio, resarcitorio o indemnizatorio, 

d.6) Declarar q1Je no se ha cu~~lido con In obligaci6n 
de p1·esentar declaraciones de bienes, para los efectos de la separ~ 
ción del car~o del servidor público incumplido. 

d. 7) Previa la investigación y en su c\·c:·ntu;ilid.:icl L.: :'rá.s_ 
tica de las auditorías que correspondan1denunciar ante el ~linisterio 

Público el delito de enriquecimiento ilícito en los casos de los -­
ser\'idores públicos que re\'elen una exorbitad;i e incon~rucnte des­

proporci6n entre sus inRresos, sus pastos y bic11es. 

Quizfi lo positivo de este RTUpO de facultades, estrihe 
en que los gobernados que resultan afectados de nl~11nn ~n11crn, por 
una conducta ~uc esté fue1·a de las ohlirnciones a que cst6n s11jetos 
los servidores pGhlicos, encuentran i1n 6rgano concreto nl cunl acu­
dir p;irn ~xi1•ir a ese servidor pfiblico, Ja prcstncifn d~l ~cr,·icio 

que se 1~ hn 11e~ado. 
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Cuando existe una verdadera voluntad por parte de quie­
nes laboran en estas unidades de quejas y denuncias, nara aplicar -

la Ley como estfi previsto, cuando menos el particular en el caso 

concreto, se ve satisfecho, de que al~o se esté haciendo por evitar 
conductas que afecten la buena marcha de los servicios de líl admi­

nistración pGbJica federal, ~sto es alPo MUY nositivo, lo s~i nor -
experiencia personal. En varios de los asuntos que tuve a mi cargo 
en la Contraloría Interna, observaba con:o los quejosos llegaban rio­

lestisimos, por una arbitrariedad cometida por un servidor público; 
me percatE, como muchos de esos quejosos ratificaban su q11~ja y 

aportaban pruebas en presencia del presunto responsable, a efecto -

de acreditar sus extremos y c6mo quedaban satisfccl1os dé que la Con 

traloria Interna impusiera la sanción que conforme ~ dcrccl10 cor1·e! 
ponde. 

).lerece la pena mencionar un asunto del que conocí. en el que 
se instrument6 una queja en contra de tinos inspectores, q11e requi­

rieron, en forma indebida, dinero al duc.>flo de una nek'ociación de -­

agua purificada en la ciudad de Colima. El duefto de la 11crociaic6n 
mencionada, present6 su queja ante la Contraloria I11terna, wisma 

q11e ratificó en forma personal p1·esent5ndose cs~1ont5nen~c11te a las 

Oficinas de TCSponsabilidad(>S de dicho Óff3110 y fOStr1·iorrrntr, ~11-

rantC el procedimiento disciplinario, los prest111tos responsables 

ofrecic1·011 como ]lrucba la confesional del q11cjoso, ~11c cow~arcci5 y 

ratific6 el contenido de su q11eja y en virtua J~quc los presuntos 
l"esponsables 110 desvirtuaron los hechos, contc11idos en 13 ~ueja, 

fueron sancionados con la destitución del pt1esto. 

Lo que resalta en el asunto que rcfie1·0. es 1:1 \•oluntad del 

quejoso de colaborar con el 6rpano de control, para aolic3r lasa~ 

ción correspondiente; de no haber sido por esta digposición l1el:ifef_ 

tado, muy probablemente hubier~ resultaJo mucl10 n15s difícil llegar 
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a la aplicación de la sanción de estos servidores nGblicos, lo que 
demuestra que para que el 6rgano de control tenga plena eficacia, 

por lo menos por cuanto hace a la responsabilidad de Jos servido­
res pGblicosJ es menester la colaboración de los ~obernndos; 110 o! 

videmos que todo acto de corrupción req11iere de dos personas, la -

que corrompe y la que se deja corromper, la corrt1i1ción es u11 fenó­
meno social que afecta tonto a ~obernnntes como n Pobcrnndos y de 

este fen6mcno somos responsables todos los mexicanos. 

S. Estructura de J::i St•rrctarí:1 <le la Contralorí;i C.c·nc.>rnl 

de la Federación. 

Nos corresponde a continuación nnnli:a1· ln estruct11ra de la 

Contraloría. 

La cstr11ctura de la Contrnloria es la si~11icnte: Al frente 
de la Dependencia, se encuentra el Secretario, inmediatamente des­

pcés se encuentra el Subsecretario A y Suh!'"Crc-tario B 1 el Coordi­

nador General de Conisnrios y Deler,ados •!e· 1:-i Contr;lloría, en el -

Sector Pí1blico, el Oficial !--layar y el Contr:ilor Intc•rno. 

Secretario: Del secretario dependen di1·0ct3p~nte: 

Una dirección general 
Tres direcciones de 5rea 

Cuatro subdireccion~s de §rea y 

Sucvc departamentos, 

Subsecretario A: Del subsecretario depende11: 

Tres direcciones generales 

Diez direcciones de 5rc3 

Dieciocho subdirecciones de 5rea 



• 2-1 [J 

Treinta y ocho departamentos y 

Una unidad. 

Subsecretario B: Del subsecretario B dependen directamente: 

Tres direcciones generales 
Once direcciones de firea 
Treinta y dos subdirecciones y 
Sesenta y un departamentos. 

Coordinador general de comisarios y delegados de In Cont1·alo-
ria en el sector público: Del coordinador dependen directamente: 

Una direccibn ~eneral 
Cuatro direcciones de 51·ea 

Doce subdirecciones 
Veintiun departamentos y 

Cinco unidades. 

Oficial mayor: Del oficial mayor dependen directamente: 

Cuatro direcciones de ~1·ca 

Quince subdirecciones de área 

Cuarenta departamentos y 

Dos unidades. 

Contralor interno: Del contralor interno dcpe11den directamente: 

Cinco direcciones de firca 
Ocho subdirecciones y 

Dos departamentos. 

Como se puede observar en Ja estructura de la Contralorfa ~e11~ 

ral de la Federación existen: 

Ocho direcciones p.eneralcs 
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Treinta y siete direcciones de área 
Ochenta y nueve subdirecciones de drea 
Ciento setenta y un departamentos y 

Ocho unida des. 

De lo anterior, se concluye c¡ue la Der1endencia de fl.Ue tratn­

mos, está cons.tittlicb. por un total de 311 órpanos. 

Como se puede apreciar en la rel:lción nnterio1·, e•) a:;:i.rato bu­

rocrfitico que si~nifica ln Contrnloría es in~cnso 1 estn~os'hablando 

de trescientos once empleados n3da mfis en los distintos nivc~lcs de 

direcci6n, sin contar a los subjefes de departamento, a11alistas y 
auditores que necesariamente deben formar parte de ¿icha dependencia. 

Evidentemente, dado la extensión del or~aniprama de la secre­
taría de la contralorfa, se hace imrosible nnali:ar detallaJanente 

las facultades y funciones de cada una de las direcciones, subdiref 
cienes y departamentos qt1e la integran ademfis de que no es el aspef 

to medular del presente trabajo. B5stenos los daros apuntados, pn· 
ra apreciar la magnitud de este dependencia: Independientemente 
del costo que a la federJción ésto le representn. pensemos en 'lllC' -

la il?,licación y la superv3sión que clesetr!H'fia la contralorí:i se \·uc.!_ 
ve lenta en virtud de su misma marnjtud. 

Los result3dos obtenidos po1· la Contr~loria 110 jL1stifican el 

costo que implica. Debemos proponer un 6rra110 de cont1·ol mucho Mfis 

simple y que pueda tener mayor eficacia. 

A simple vista. parece q11e es ~5s c~ro s0sten~1· el aparato de 
vigilancia y control que si el Estado absorbiera las ca11tidade~ de 
dinero que se ori~inaron por los actos nerligentcs o delictuosos de 
los servidores públicos. 
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No es la magnitud de la Secretaría de la Contraloría, Jo que 
le dar5 eficacia. El Departamento de Contraloría ~ue existi6 ant~ 

riormente en nuestro país también er~ si tomamos en cuenta la ~po­
ca, excesivamente grande y el éxito que tuvo fue minimo. Tnnto 

las dependencias como las entidades de la ndministraci6n pública, 
pueden tener 6rRanos de control intci·no que pueden lle~ar a ser -

mfis eficaces, en la medida en que cst6n a cargo de servidores pú­

blicos con una elevada calidad moral, con la capacidad t~cnica su­
ficiente para conocer el manejo de la entidad o Ce~n<lencia de que 

se trate y asi encausar las actividades de manera correcta:· con el 

apoyo del poder judicial, para exisnir las responsabilidades a los 
servidores públicos, en los ámhi tos de su coMpetcncin, y. el ejerci 
cio de la facultad disciplinaria a car~o de los superiores inmedi~ 
tos de los empleados públicos de que se tr:ite 1 el sistema de con­
trol no resultará tan ¿ostoso )' podrá llc?Jr a sc1· mfis eficaz. 

Una de las formas concretas como la Secretaría de la Contra­
loria General de la Federaci6n lleva a cnbo sus f11nciones de fiscil 
lizaci6n )' evaluaci6n, es a travis de los Delepados y co~isarios 

de la propia dependencia. El Doctor Lnnz C5rdenas se refi~rc a e! 

te punto en los si~uientes términos: 
11 Con anterioridad, al hacer rcf<.'rencia ;:11 controi nd1i!ini~tr!.!, 

tivo 1 verdadero autocontrol aplicado al extenso caMpo de l:i ndr.:ini~ 

traci5n pública federal, se hizo alusi6n a los sujetos activos del 
mismo, como uno de los principales elementos que lo constituyen. 
Se hizo incapi~ en que al instituirse el sisternn nacional de con­
trol y ev:iluaci6n g11bernamcntal, que<laro11 i11tc~rados a ~ste los di 
versos 6r~anos del Estado en calidad de s11jctos activos cncnrpados 
de la función de control, n c11yo f1·ent~ y en los t6rn1inos del nrti 
culo 32-Bis de la Ley Org§nica de In Administraci6n POblicn Fede­
ral, se encuentra la Secretaria de la Contrrtloría Gt"neral de la F~ 
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deraci6n, tanto en ejercicio directo a travEs de su estructura re­
glamentaria como con los 5rAanos especiales, que estfin representa­

dos por los Delegados de Contr3loría, en el sector central, y los 

Comisarios Pfiblicos en el paraestatal. 

Estas figuras -comisarios y dele~ados-, fueron creadas es­
pecialmente para reali:3r una de las labores fundame11talcs de la -
Secretaria de la Contraloría, consistente en la cvnluaci6n de la -
gesti6n pública, con la que se analiza y valora tanto el efecto c2 

mo la repercusi5n de las acciones ejecutadas por la ad1niniitraci6n 
pública ·en la consecución de las prioridades, objetivos y metas fi 
jades en el Plan Nacional de Desarrollo y en los propra~s y subpr2 

gramas sectoriales" (113). 

Nos permitimos insistir en nuestro punto de vista, en rela­
ción a que el mejor control que se puede implementar, tanto en las 
dependencias. como en las entidades de la administr:ici6n póblica, -
es interno; so5tenemos lo anterior,.Pn virtud de qt1e solamente los 
servidores públicos que vivan a diario 1a· problem5tica de cada de­
pendenci3 o entidad la conoccrfin mejor, asimilar5n s11s dificulta­
des, sus nect-sidades, en una palabra conoceráll a fondo l:i. probler.i.:'l· 
tica que cada ente de la administrnci6n pública vive, 11cr lo qu~ -
ser5n los mejores evnluadores del trabajo que se desempefia. 

El hecho de que la Secretnría de la Contr3loría nombre dele­
~ndos o comisnrios, no parnntiza ln optimiznci6n en la renli2aci611 
de las funciones que le son propias a cada dependencia o n cada en 
tidad; la intervención de dichos emple;idos puede nyudn1· a que h3ya 
m3)"or objetividad en la apreciación de los !lrohle111as, pero par:i 
ello el Comisario o dele~ado debe conocer períectnn1ente bien el 
funcionamiento de la entidad o dependencia de que se trate, lo cual 

11). lhldm· f':{g. 5(>8. 
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no es se11cillo, 11uesto que se requiere conocer su entorno y el ti­

po de problemas que se pueden nrcsentar. El Comisario o Dele~ado 
de la contraloría, no está familiari:ado con la problem!ítica de 

los asuntos correspondientes a cada Dependencia o Entidad, ror 
ello se considera que no es el medio más adec11ado ~ara la fiscali­
~aci6n y el control. 

El Doctor Lan:z. Cárdenas 1 cita en el texto que hemos referido 

en repetidas ocasiones, el informe rendido por el Tilular de la S~ 

cretarin d~ la Contraloría ante el conyreso de ln unión poi el pe· 
riada que •1bnrcn del 1~ <le S('ptiC'mhrc de.· 1984 al :.l dC" ~1gcisto <le -

1985, en la parte relativa a el descmpefto de las funciones de los 

dele¡:i,ados )' comisarios. Nos llama la atención la ambigüedad con · 
la que el Titular de la Dcpendcncin se refiere n los Jorros obteni 
dos por el dcser1pefto de los servidores pfiblicos mencionndos. 

A continuación nos permitimos transcribir ::ilp,unos párrafos 

del informe aludido para demostrar nuestra afirmaci6n a11terior. 

El titular de la dependencia, ::il hablar de los objetivos de 

los DeleJ!ados y Comisarios nfinria: "Su objetivo principal consis­

te en apertar elementos cle juicio pnr~ el co11rrol y ~cr11in¡i0~to -
del cumplimiento de los objeti\·os y políticas r.ubern:.1ment::iles 1 así 

como inducir de manera permanente mejoras y npoyos n ln gestión pQ 
blica. 

Los resultados de la evaluaci6n se han traducido en efectos 

relativos a: 

Un mejor desernpefto de las entidndes de la ndministra­

ci6n pública en términos de resultados y de recursos utili::ndos. 
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La agilización y simplificación de las relaciones de -
13 administración pública con la población en general y entre di­
versas instancias internas. 

Una mejor selección de los inst1·umentos utilizados por 
el gobierno 11ara el logro de sus fines y, en t~r111inos generales, -
u11 desempeño transparente 1 eficaz. y eficiente de los distintos ni­

veles de la administrnci6n pfiblica (114J. 

En t€rminos abstractos, resultan conmovedores las rciultados 
a que alude· en esta parte de su informe, el titular de la d~pen­
dencia: la politica de desincorporación del sector públi

0

co 1 es pru!_ 
b~ fehaciente de que no existe un adecuado manejo de las entidades 
de la administración pública. 

Más adelante en el informe aludido, el Titular refiere: 11 Los 
comisarios fundamentan sus acciones en diversas disposiciones del 
Derecho PGblico y Privado, Por un ~ado ln lcgislnci6n ~ercnntil -
les establece una funci6n de viAilancia sobre el uso y a<lministra­
ci6n del patrimonio de las entidades, en este caso patrimonio del 
Estado, por el otro las disposiciones del sector público fortale­
cen su labor de vigilancia, aftadicndo las funciones de evalunci6n 
de los diferentes aspectos de la Rcsti5n de las pnrncstatales y de 
las políticas sectoriales" (115). 

Las funciones de los comisarios por lo que se refiere a las 
normas de Derecho Privado, pueden ser desarrolladas por los 6r~n­
no~ internos de las entidades paracstatalcs. Las funciones de eva­
luación consagradas en normas de Derecho PGblico, pueden ser dc­
sempefiadas por auditores externos a tra·~~s de la dictnminaci6n de -
los estados financieros de las entidades parncstntnlcs. Si u~ Con­
tador Público indpcndientc audita a una entidad paracstatal, estará 



- 25 2 -

proporcionando una opinión imparcial acerca de los resultados obt~ 
nidos por ésta. ·Los comisarios de la propia entidad paraestal 1 

apegfindose a la legislaci6n mercantil pueden realizar una funci6n 
de control desde dentro de la mis1na. 

Al referirse a los objetivos que se persiguen con la instit~ 
ción de los Comisarios afirma lo siguiente: "La conformación del 
grupo de comisarios ha sido diseñada para el cumplimiento de los -
siguientes objetivos: 

Que toda entidad paraestatal cuente con un comisario. 
Que se ascRuren las visiones de conjunto de· las entid~ 

des con objetivos afines. 

Que los comisari?s estudien y propon~an soluciones que 
mejoren la gesti6n de la administración pGblica federal. 

Bajo estos principios, hasta 1984 la Secretarla de la 
Contraloria habia designado a sesen~a y ocho comisarios n~rupados 
en t.orno a diecinueve conjuntos paraestatales afines" (116). 

El hecho de que exista en cada entidad paraestatal un 
comisario de la Contraloría, no garantiza la eficacia d~l dcs('~\­

pcño de sus funciones. De igual manera, tampoco es posible una v!_ 

si6n de conjunto. 

Por último, el titular de l:i dcnend"ncia refiere: "La 

actuación de los Comisarios diÓ un nuevo impulso a los órAnnos de 
r,obi,l"rno que cumplían sus funci enes y t nmb i én pe rmi ti ó romper i ner. 

cias y revitalizar el funcionamiento de los que atendían insuficie~ 
temente su responsabilidad" ( 117). 

Llama la atenci6n que el titular de ln d('Jlendcncin 

116. Ih\dm, p¡{g, 510. 

117 .. Ihldaa, Mg. 510, 
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afirme, que la actuación de los Con1isnrios d6 Lln nt1cvo impulso a -
los órganos de gobierno que cumplían con sus funciones. Si los ÓI. 

ganes de gobierno de las entidades ct1mplen eficn:mcnte con sus fun 
ciones 1 no requieren .de vigilancia externa. 

Hacemos enfásis en la situación de que se han desinco~ 
por a do un gran nC1mero de empresas 1 i ndependientemcntc de que sea -
adecuado o inadecuado, no hubiera sucedido si la actividad de los 
comisarios hubiese sido tan eficaz como se pla11tca en el informe -
del titular· de la Dependencia. 

a) Atribuciones de Delegados y Comisarios. 

Las atribuciones de Comisarios y Delegados son cnnumer:1das 
en El Prontuario de Atribuciones y de Base lepal de Comisarios y 

Delegados de Contraloría, emitido por la Coordinación Gene1·al de 
Comisarios y Delegados de la Contraloria en el Sector Público. E~ 

tas· atribuciones las ennumera1nos a c·ontinuación. 

a.1) Rep1·esentar a ln Secret:irín dC' la Contraloría r.~ 

neral de la Federaci6n al m5s alto nivel de la Depc11Je11cia o Enti­
dad en la cual hayan sido designados. Hemos cst:iblecido que la 
forma pr§ctica como la Secretaría de la Contralorí3 lle,·a :i cabo -
sus tareas de evaluación y fiscali:aci6n es a trav6s de los Dele~! 
dos y Comisarios, por tanto dichos servidores públicos deben estar 
facultados para representarla. 

a.2) Vigilar el cumplimiento de la plnneación, or~ani 
zaci6n y coordinación del sistema de control )' evaluación guberna­
mental por parte de las dependencias y entidades. 

Hemos hecho aluci6n anteriormente nl Sistema ~acional 
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de Evaluaci6n y Control G11be1·namental y a las dependencias qt1e lo 
integran; hemos dicho también r¡ue la SeCl·etaria de la Contr'11oría 

General de ln Federnci6n, es el 6r~ano que e11cnbe:a a dicho siste­
ma, como tal, resulta con~ruente qt1e vi~ile el cumplimiento de di­
cha planeación. 

a.3) Vigilar el cumplimiento de las disposiciones re­

glamentarias, normativas y de política global y sectorial que emi­
tan las Secretaría de llacicnda y Crédito PGblico, de P1·ogramación 

y Presupuesto y de la Contralorín General de la Fcdc1·aci6n; así ca 
me el coordinador sectorial respectivo. 

Vigilar el cum¡1lirnicnto de tal cantidad y tan diversas 
normas, debe ser sumamente complicado, toda ve:, f'}UC' im!JlicLI el C.2_ 

nacimiento exacto y profundo de disposiconcs emitidas por las De­
pendencias antes aludidas, dcbic11do realizarse sin J\1<la tal ca11ti­

dad de actividades, para lo~rar este fin, que se entorpece la 

marcha normal de ln entidad o dependencia de qt1e se tr;1tc, por tan 

to, se cst5 incurriendo en el mismo error en qt1e se inc11rrió cuan­

do existía el Departamento de Contraloría, consistente, en q11e era 

tal la cantidad de atribuciones con que contaba, que al ejercitar­

las e11torpecía la buena m~1rcl1a de la administr~ci611. De al1i q11c -
nosotros iniistamos en que el cont1·ol debe ejercerse intcrna~ente 

para que aquellos que controlan cono:can el cnto1·no y la sitt1nci6n 

concreta de la dependencia o entidad corres11011diente. 

a.4) Vigilar la coordinación, implílntación y funcion!!._ 

miento de los sistemas de propramnción de las entidades parnestat! 

les scctorizadas. 

a.S) Vigilar que las secretarias de Estado y departa-
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mentos administrativos or~anicen a las entidades parnestatales ba­

jo su coordinaci6n, agrupfindolas e11 st1bsectores cuando conven~a, 
atendiendo a la naturaleza de sus actividades. 

Las cabezas de sector son las que conocen y dcter1~inan 

la manera más conveniente, de ngrup;ir n lns entidades p:irnc>stata­

les. Resulta dificil que los Comisarios y Dclceados tengan una vi 
si6n de conjunto de todo el sector de q11e se trate pa1·a SL1gerir la 

manera como debe11 a~ruparsc las c11tidadcs. 

a.6) Vigilar el desarrollo del csq11ena y los lincamie!! 

tos de corresponsabilidad sectorial. 

La r.tcjor mancr;-i de c\'alu:ir si c:.1da sector estfi cumplie!! 

do con las responsabilidades que le corresponden, es a tra,·és de -

los resultados que deben reflejarse en los estados financieros, a 

través de la dictaminaci6n de éstos, puede conocerse si la emnresa 
cumple con los objetivos planteados, no se l"equic1·e necesnriaficnte 

de la Secretaria de la Contraloría, par:-i determinar si cur1nlió con 

las respon$abilidades correspondientes. 

a.?) \'igilar r 11rornover el cstahl~cimi~11to por Jln1·te 
de las dependencias y entidades de indicado1·es b5sicos para el si~ 
tema de control y evaluación 2ubcrnamental 1 que le !=-Can requeridos 

por la Secretaria de la Contraloria General de la Federnci6n. 

a.8) Vigilar la creación de los comités mixtos de !Jl"~ 

ductÍ\'idad r de los comit6s técnicos es11ecinli:ados. 

a.9) Evaluar el dcsempefio operativo, prodt1ctivo, fi­

nanciero y econ6mico social de las depe11dencias y entidades de la 
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administraci6n pfiblica federal, cuando el cumplimiento de sus obj~ 
tivos así lo exija. 

a.10) Evaluar los aspectos especificas en puntos cri-
tices. 

a.11) Evaluar las entidades paraestatalcs selecciona­
das del sector. 

a.12) Informar peri6dicamcntc a la Secretaria ·de la -
Contraloria General de la Federación, sobre los res11lt:1dos obteni­

dos en su actuaci6n así como en las eval11aciones y an5li·sis reali­

:ados a las dependencias y entidades de la adn1inistraci6n pGblica 

federal, ante las cuales hayan sido designados. 

Para el ejercicio de las facultades anteriormente num~ 

radas, requieren los deleAados y comisarios información ~uc les 
permita evaluar y elaborar, las SUR~rencias que con5ideren conve· 
nientes. La elaboración de estos informes supone la inversión de 
muchas horas de trabajo. Estas horas de trabajo que pueden ser 

aprovechadas en las actividades que incrcmcntar5n la productividad 

de las entidades O que ayudar511 al desahono de ]OS ~~tlnt~S rrcpios 
de cada dependencia. El ejercicio de las facultades de los Comis~ 

rios y Delegados supone dos posibles soluciones para las entidades 

r dependencias: o bien, que los empleados dcdir¡uen tiempo a la el!!_ 

boraci6n de informes, en cuyo caso la atención de los a~u11tos pro­

pios de la dependencia o entidad se ve afectada, o bien supone la 
contratación de gente que est~ especialmente dedicada a elaborar -

informes para comisarios r delegados, en cuyo caso se inc1·cn1entan 

los. gastos de estos organismos, lo cual tampoco resulta conveniente. 
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a.13) Informar sobre los niveles de coordinación ínter 

sectoriales, asi como la celebración de con,·enios anuales de coordi 

nación intersectorial. 

a.14) Proponer progrnmns de mcjornmiento de la cues­
tión pfiblica particular de la Secretnría de la Cont1·nloría General 
de la Federación. 

a.15) Proponer elementos de juicio para el control y -

seguimiento de los objetivos y prioridades del Plnn ~ncionril de De­
sarrollo y de los Programas Sectoriales. 

El mejoramie11to de la ~estión JJública no se va a conse­
guir mediante la elaboración de un prog1·nraa, lo mismo que ln coord! 
nación tampoco se conseguir& necesariamente mediante un convenio; -
si la coordinación no est5 fundada ~n aspectos pr5cticos, por mis -
convenios que se celebren, ~sta no cxistir5; por Oltimo el control 

y seguimiento de los bbjetivos planteados en el Pl~n Xacional d¿ D~ 

sa~rollo, se verificarfi a través de los res11lt3dos ohteni~os nor 
las dependencias y entidades. 

liemos de tener claro qt1e la solL1ci6n <le los p1·oblr~as -

del país, no se va a lograr a tr3\•6s de un decreto, :1 t1·n,·&s de L1na 

propuesta, a trav&s de la elaboración de un plan, de :1n prorrnma o 

de una sectori:~ción. Ln soluci6n a los problcmns se lo~ra en la -
medida de que las personas con la capacidad t6cnicn st1ficiente, derr 
tro de la administraci6n pública y fuera de ~sta, planteen solucio­

nes pr5cticas que partan de la realidad que estn~os viviendo. 

b) Facultades específicas para Comisarios. 

Ademis de las facultades en11mcradas, los Comisarios tienen -
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las siguientes atribuciones específicas: 

b.1) Vigilar la debida intesraci6n y propramación de -
actividades y el funcionamiento de los 6r~anos de gobierno. 

b.2) Vigilar el establecimiento y ej~c\1ci6n d~l pro~r! 

ma institucional. 

b.3) Vigilar la congrucncin del pro12rama institucional 

con el programa sectorial respectivo. 

b.4) Vi~ilar que las c11tidades del sector que coordi­
nan las dependencias de la administrnción pública fedcr~l condu:can 
sus octividndes conforme nl Plan S~cio1lal Je lles~r1·ollo y el pro~r~ 
ma sectorial correspondiente y cumplon con lo prc,·isto en el progr! 

ma institucional. 

b~S) Vi~ilar que las cntitlades de la ndminist1·ación pQ 

blica paraestatal proporcionen n l~s demfis entidades del sector. 
donde se encuentran a~rupadas, la informncíón y datos que sclicite. 

b.6) Informar a la Secr~t~rfa de la Conrra~orI? rpnr­

ral de la Federación sobre la fusi6n 1 liq\1idaci6n, venta o cesi6n -

de las entidades y en general sobre cualq\iier cambio de su estruct~ 
ra, naturaleza y objetivos. 

b.7) Cumplir, en el caso de las entidades constituidas 

como sociedades ,anónimas, con las funciones que pJra los comisarios 
senala la Ley General de Sociedades Merc~ntll••· 

Según el Doctor Lanz Cárdenas la SecrC!'tarin ele la Contraloría 



General de la Federaci6n, es concebida como el 6r~ano que ~lobaliza 
las funciones de control, evalu3ci6n y responsabilid3d de los serv! 
dores públicos. lCómo es que se puede h~blar de tina globalizaci6n 
del sistema de control, de tina unificación a trav~s del sistema nn­
cional de control y eval\wción gubcrnnr.wntal si esta función se en­
cuentra a cargo de varios órganos: la Secretaria de la Co11tralorfa 
General de la Federación, las Secretarias de Estado como cabe:as de 
sector y las dependencias )" en~ida,les de la ndministración pública 
en los 5mbitos de su respectiva competenci3? 

Además considerando que la cabeza de este sistema tiene una -
estructura que se compone, como ya lo hemos mencionado, de ocho di­
recciones generales, treinta y siete direcciones de 5rea, ochenta y 

nueve subdirecciones, ciento setenta y tin departamentos y ocho uni­

dades, no existe la unificación. 

Un planteamiento congruente sobre este aspecto es pensar que 
si lns funciones de control se encuc~tran di spcrsa.s, se n~n1pen en 
pocos 6r~anos, con atribuciones especificas, establecie11do los 31· 

canees de las medidas de control. 
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CONSIDERACIONES ACERCA DE LA REFORMA DEL SI STE~l~ 

DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLJCOS 

En los capitules anteriores J1enios anali:ado algL1nos aspectos 

del Sistema de Responsabilidades de los Servidores Pfiblicos. Este 

tema 11uede estudiarse desde distintos puntos de vista y c11alquiera 

de sus aspectos puede dar ltigar a una multiplicidad de comentarios. 

En virtud de lo anterior 1 en el presente capitulo no pretende­
mos elaborar un análisis exhaustivo del tema. 

Estudiaremos tres aspectos que consider:tmos re'luie.rcn de una -

urgente reforma en 1·clación al terna quC" nos ocupa: el control y t'Y!!, 

luación del ~asto pGblico 1 el Juicio Politice y las resnonsabilida­
des administrativas. 

En relaci6n al Juicio Político, estimamos qt1e pa1·a fortalecer 

el federalismo que nos ri~e 1 resulta conveniente reformar la Ley Fe­
deral de Responsabilidades de los S~rvidor~s POblico5, 011 ~1 sentido 

de que las Legislaturas locales cono:can y lleven a cJbo la substan­
ciaci6n del mismo, cuando se encuentren implicados ~er\•idores pGbli­
cos de dichas entidades, sin que intervengn pcr tnnto el Co~rr~so de 
la Unión. 

Los sistemas de control im¡lleme11tados 11or e1 Estado, no cleben 

representar un costo excesivo para el mismo, ni tnmpoco debe ser ex­

cesivo el número de estructuras encargadas de ejercerlo, puesto que 
se entorpece el ejercicio de esta función. 

En este orden de ideas, proponemos en el ~l·csente ca11ítulo, 

que el control y evaluaci6n del gasto público sea ejercido por la 

Contaduría ~layar de Hacienda de la C5mnrn de DipL1tados, a través de 
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Unidades de Contraloría y Auditoría Intc-rnns que formen parte de 1~1 

estructura de cada uno de los Organos del Estado, 

La determinaci5n de la Responsabilidad AdAinistrJtiva y Ja 

aplicaci6n de las sanciones derivaJas de la wisma, se encomic11da a 

trav!s de una Reforma a la Ley de Rcsponsabilidndes de los Servido­
res Pí1blicos 1 al Jefe inmediato dc.>1 servidor püblico de que se tra­

te, por considerar que aqt16I es quic11 se enclicntra en contacto di­

recto con el infractor y, por ende, puede contar co11 elementos st1-

ficientes p~ra determinar si existe o no un incumnlimie11to de las 
obligaciones a que se enc11entran Slljetos los tr~bajadores del Esta­

do, adem5s de evitar trfimites costosos e inneccsa1·ios. 

Asimismo, se propone que Jas sanciones que afectc:-n los dc>rc­

chos laborales del trabajador, se im11on~an di1·cctamente JlOT la AutE 

ridad lahoral competente. 

Por lo que se refiere a la sanción c>conómica~ propcinen1os que 

~sta se suprima, y qt1e los dafios y perjt1icios que se ocasionen al -
Estado por el incumplimiento de las oblin;icionc>s a que hl"mos hecho 

referencia, se exijan nor la 1ría qtic corresponda. 

Se mantiene la existencia de Unidades a l~s ~tic> el p6b]ico 

tenga acceso, para prese11tar quejas y denuncias en cont1·a de los 

Servidores Públicos que incumplen con sus obligncionc>s, con el üni­

co fin de que dicl1as Unidades canalicc>n al Jefe inmediato del pre­

sunto l"esponsable, las qtiejas y denuncia~ prcsc>ntadas. 

A continuaci6n trataremos cada tino de los puntos a q11e J1er1os 

hecho alusión: 
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l. JUICIO POLITICO 

El Artículo 110 Constitucional establece las bases que habrán 
de regir al Juicio Político. 

El Primer párrafo de dicho precepto, se!lím se r.ijo en el capítu· 

lo se~undo de este trnbajo, se ocupa de definir quienes son s11jetos 

de dicho procedimiento. 

El sc~undo pfirrafo del dispositivo multicitado estJb}ece: 

"Los Gobernadores de los Estados, Diputados locales y N:i9istrados 

de los Tribunales Superiores de justicia locales, s61o ~odrfin ser 
sujetos de juicio político en los t~rminos de este tít11lo por vial~ 
cienes graves a esta Constituci6n y a las Leyes Federales que de 
ella emanen, así como por el manejo indebido de fonJos y rec11ros f~ 

derales, pero en este caso, la resolución serfi unicamente declarat! 
va y se comunicarS a las Legislaturas locales para que en ejercicio 
de sus atribuciones procedan corno corresponda". 

Dr la transcripci~q anterior se dcsprrnde q11e los Srrvidor~s 

Públicos a que se alude, sólo podrán sujct~rse n1 Juicio Político -

en tres casos: 
Por violaciones grave~ a la Constitución. 
Por violaciones graves a las Leyes Fcdernles. 
Por el manejo indebido de fondos y 1·ect1rsos fcd~1·ales. 

Asimismo, la fracción Primc1·a del Artículo 109 (>Stablcce que 

se impondrán mediante Juicio Politice las sanciones a q11e alude el 

Artículo 110, a lo servidores públicos que en ejercicio de sus fun­

ciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de 

los intereses públicos fundamentales y de su buen dc-~pncho. 
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Independientemente de la subjetividad con que se encuentra r~ 
dactada la disposici5n comentada, hen1os de afirma1· que la violación 
a cualquier norma jurídica, perjudica los intereses públicos fundíl· 
mentales, toda vez que supone una altcraci6n del orden jt11·fdico de 
un Estado, y el imperio del Derecho dentro de una soci('dad es f.und!!_ 

mental, independientemente de que la norma sea Constitucio11al, Fed~ 

ral o tenga que ver con el manejo de fondos y \•alares. Cierta~ente 

las consecuencias que se sigan de la violación de tina norma, ser5n 
de diversa ~rasce~dencia para el Est:ido; no es lo r."dsmo ::ite.ntar ca!! 

tra la forma de gobierno, caso en el que se estará violando una nor 

ma constitucional, que no acatar una circular qt1c se refiere alma­
nejo de fondos públicos. En el primer caso se lesiona uno de los 
asp~ctos fundareentales del Estado, como es su forma de ~obierno, 
mientras que en el segundo caso dicha violación oucdc ocasionar Ja 

disminución en el patrimonio del Estado. 

Como se ve, las consecuencias son distintas, pero ambas afec­
tan de alguna mamera la estabilidad del orden jurjdico y no podemos 
afirmar qt1e esto no es lesionar un interés pfiblico fundamental; en 
consecuencia es un error que se limite la procedencia del Juicio P~ 
lítico, tr3tfíndosc de Gobernadores, Diputados locales y 'lapistrados 

de Tribunales Superiores de ~t1sticia locales, qt:e ttn~an que v~1· 

con el m3nejo de fondos y recursos federales, ~ucsto que afin la vi~ 
laci6n de ordenamientos de menor jerarquf3 suponen una lesión al Es 
tado de Dc.>recho. 

En este orden de ideas, se propone una rcfor~a su~ri~iendo esa 
limitante en cua11to a la procedencia del Juicio Político, por cuan­
to hace a los Servidores Públicos de los Estados. 

Al tratar el aspecto constitucional de ]35 rcsnonsabilidades 



de los Servidores Públicos, comentamos que en la exoosici6n de moti 
vos de la iniciativa de reformas al título IV de la ~or~a Fundamen­

tal, se expresaba que a fin de salvaguardar la soberanía de los Es­
tados, se establecia en la mencionada iniciativa que Ja resoluci6n 
de la C5rnara de Senadores en el Juicio Politico, tendr5 Gnicamente 
efectos declarativos y que deberá comunicarse a ias Legislaturas 1.2_ 

cales, para que en uso de sus atribuciones procedan como correspon­
da. 

El re~peto a la soberanía de los Estados, no se cons{~ue si 
se permite que el Congreso de la Unión inter\•enra en el procedimie~ 
to del Juicio Político de los Servidores Púhlicos Je las entidades 
federativas, aún cuando la resoluci6n que se dicte sólo tenga efec­
tos declarativos. 

En aras de que exista un mayor fort3lecimiento de los princi­
pios democr5ticos en ~l~xico, lo m5s conveniente es que la Constitu­
ción Federal establezca que las lep.i.slaturas locales conocerfin y 

substanciarfin los procedimientos de Juicio Políco qt1e se instat1req 
en contra de los Servidores PGblicos de las Entidades de '1ue se trE._ 

te, toda \"CZ que dichas lc!!islaturas son las re¡H·C'sC'ntantC's dC'l pu~ 

ble, quien a su ve: elipc a sus pober11~ntC'S y !io1· tanto, el pueblo 
a trnv~s de quienes lo representan debe' exigir a los servidores pú­

blicos, por medio de los mecanismos que la Ley establC'ce 1 el cumpli 
miento de sus obligaciones. 

Al ordenar la Constituci6n que los Lepislaturos Locales exre­
dir5n sus propias Leyes de Responsabilidades, 5e establece la posi­
bilidad de que cada una de ellas regule el procedimiento del Juicio 
Político de manera libre, lo que contribuye al fortalecimiento del 
federalismo. 
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En c11onto al procedimiento del Juicio Político estableci<lo en 

el título segundo de lo Ley Federal Je Responsabilidades de los ScL 

vidorcs PGblicos, proponemos tomhi6n al~unos reformas. 

En la Fracci6n Primera del Artictilo tercero se establece ~x­
presamcnte, coso que no hace la Ley, que lo Cfimar:1 de Diputados y -

la de Senadores son competentes nor:1 DJllicar lo L~y de Resnonsahil! 
dadcs en materia de J11icio Político. 

El Articulo 6 de lo Ley establece q11c el J11icio 11olítico ¡1ro­

ccder5 cuando los actos u omisiones de los Servidores PGhlicos, re­

dunden en perjuicio de los intercscs píiblicos fund<imcntjles o dC' su 

.buen dcspacl10. A su vez el Artict1lo s6¡1timo est:1blecc los cnsos en 
los que los actos u omisiones rcfcri<los r~dl1nJnn en ncrjt1icio de 

los intereses p6blicos fundamentales. 

Como se dijo en su o~ortt111id:1d, los dos Articulas n que 11ici­
mos referencia son sumnmentc subjetivos y nrnbir,uos 1 por lo rtue se h.f!. 

ce necesario que las causas de procedencia del Jt1icio Político sea11 

redactadas de manera rn5s precisa. 

Con anterioridad tn~~i~n 3firrnnmos que no tie11c scI1ti¿o }13bla1· 

de 11 interés público fundamental", porque no existe un criterio claro 

que nos ayude n distinguir c11tre el inter6s público y el intcr€s pr! 

vado. 

Por todo lo anterior, proponemos que se derogue el Artfct1lo 
s~ptimo y se e~tnblezcan en el Artíct1lo sexto las si~t1icntes cnu~ns 

de procedencia del Juicio Político. 

a) Las violaciones n In Ley Federal Electoral: En vir-· 
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tud de que supone un ataque n la vida democrática del Estado 'lexic~ 
no, y toda vez que la democracia es algo fundament~l en ln vida na­

cional, resulta adecuado que se instaure Juicio Político a quien 
atenta en cont1·a de la democraci3. 

b) Las violncioncs n la Co11stitución Feder;1l o :i las -

Constitucio11es Locales: Al ser In Constit11ción la ~ormn fundnmen­

tnl de un Estado, 13 base del sistcn1a j11ridico, la rcsnonsabilidad 

que deriva de su violnci6n por 11artc de quienes deben vi~ilnr que 

ésta se cum.pla, debe ser exipida por el pueblo a través de sus re­
presentantes. 

e) El ataque a la libertad de s11frario: Puesto que es 

el sufragio el modo como el pueblo manifiesta su \'Ol\lntad, y ésta 

debe respetarse, ya que todo Gobierno se instituye p.:ira beneficio -

de oquól. 

d) La usu1·paci6n de atYibuciones: lr1:)lic:.i (\Ue un se1·­

vidor p~blico ejercite una facultad que se le l1n co11f&rido a un se~ 

vidor público distitno. La tsfera de comµet,nci:is <l~be respetarse 
para que el gobernado cono:ca lo que el tituln1· d~ c~da 6]·~nno debe 
)' ptic-de hncer. 

e) Las violaciones a las leyes (\Ue Jcter11i11en el mane­

jo de recursos econ6micos federales o locnlcs. 

Hemos tenido la experiencia <le que al~t111os servidores -

pGblicos se han hecho de ~randcs fortunas dt1rante ~l eje1·cicio de -

sus encargos, un medio para evitar que est;1 situación se 1·epita, es 

establecer medios jurídicos adecuados, para ~xi~i1· al servidor p6-
blico la responsabilidad que co11lleva el uso indebido de los recur­

sos del erario, es necesario que se cdtique :i las futuras ~enc1·acio-
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nes en un minimo de valores 6ticos. Este hecho queda probado hist~ 
ricnmente, ya que muy diversos mecanismos de control no 11an loprado 
erradicar la corrupción. 

El Articulo doce de la Ley, establece la ~osibilldad de que -
cualquier ciudadano podr5 formular una denuncia en cont1·a del servi 
dor pGblico, qt1e incurra en los actos a que se refiere el Artículo 

séptimo. 

Al re~pecto, consideramos mfis adecuado que los ciudad.anos for. 

mulen sus denuncias, y las turnen al Diputado de su distrito, toda 
vez, que dicho Dinutado debe to~ar conoci~iento ~e los planteaMic:'ntos 
que le hagan los ciudadanos que lo eli~ieron y resolverlbs confor~e 
a la Ley proceda. En otras palabras, no tic:'ne sentido que el .C'ober. 

nado acuda a la C5mara de Diputados a presentar una denuncia si en 
la Cámar::i existe un Diputado que lo rcrresentc. Resulta más funci9_ 
nal que sean los propios Diputados, en su ca1·ficter de representantes, 
los que presenten lns denuncias ante la C5mara. 

En este orden de ideas, los ciudada11os continfian teniendo el d~ 

recho de formular denuncias. lo finico que ca~bia es el mcaio a través 
del cual se canalizan. 

Se oropone que los servidores públicos pres~nten sus denttncias 
directamente ante la C~mara de Diputados, en ''irtu<l de que conviene 
que 6stos pongan el ejemplo en la utili2aci6n de los IBedios jurídicos 
establecidos, para exigir a los demfis se1·vidores públicos el cumpli­

miento de sus obli~aciones. 

Por lo que se refiere a los sujetos de Juicio Político de las 
Entidades Federativas, el Artic11lo doce de In Ley, cstnhlece ~11e po· 
dr•n ser denunciados por los netos a que se refiere el Artíc11lo qui~ 
to. Por su parte el Artíct1lo citado ~encionn qtic los servidores pfihli 

ces a los que nludi111os, podrfin ser enjuiciados l1or violaciones ~ra\·es 



• 2b~ 

a la Contralorla Federal, a las leyes qt1e de ella e1ianen y por el -

manejo indebido de fondos y recursos federales. 

Por lo que hace al articulo quinto de la ley, hemcs dicl10 ant~ 

riormente, las ra:ones ~or las que consideramos inanecuado limitar 
la procedencia del Juicio Político a los tres casos antes menciona­
dos. 

Esta limitaci6n obedece al npare11to respeto de la sohe1·anía de 

las Entidades Federativas. Decimos ql1e es aparente, porque.al inter­

venir el Co11preso de In Uni6n en el Juicio Politice de los Servido­

re~ POblicos de ln Entidades FedcratÍ\'as, cstfi limit:1ndo la sebera· 
nin de los Estados, aOn cuando la declaraci6n que resulie del Juicio, 
únicamente tenga efectos declarativos. 

En co11secuencia y a fin de que las Entidades Federativas pocen 

de m§s plena soberanía, proponemos, por tin lado, eli~inar esta parte 

del Artículo quinto y por otro lado, adicion~r tt11 dispositivo, el 12 

A, qt1e establece que las Legislaturas de los Estad0s expedir5n sus -

propiJs Le)'es de Responsabilidades en las que 1·c~lanentar5n el proce 

dimiento del J11icio Politice. 

Cí1be ac]a1·ilr que scpún la reforma que proponc:ics en c>l ,\rtÍCll1o 

109 Consti tuciona1, se cst.:iblcccn los Hneamicntos cenera les conforme 
a los cuales las Legislaturas Estatales dcber5n dictar las Leyes de 
In m.:lte-ria. 

Finalmente, en el referido Artículo 12 A, se prevce el car5c­

tcr st1pletorio de In Ley Federal de Resno11sahilidaJcs de los Scrvid2 
TC'S Públicos. 

)lediante la adici6n del Artículo 12 n, se propone de rnnnC'ra 

m5s ordenada el resto del contc11ido del Articulo doce. 

Se propone sea reformado el Artículo 16, en el sentido de su­
primir la oblip.ación de la C01rdsión Instructora de 1:1 Cfímara de Di_ 
])tlt~dos, co11sistente en analiz~r clnr~1 y wet6Jica1nc11te Jns elrmen 
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tos con que cuenta para dictar sus conclusiones puesto que conside­

ramos que no es necesario que la Ley sefiale que dicl10 anfilisis deb~ 
r~ ser claro y met6dico; poco impo1·ta como se realice el estudio de 

los hechos, siempre que se estructuren de manera lógic3 las concl11-
siones y ~Stas se fu11damcnten y motiven debid~mente. 

En cuanto al Artículo 23, se p1·opo11e eliminar la fac11ltad de 
la Secci6n de Enjuiciamiento de la C51nara de Senadores, oara disno­

ner la pr5ctica de las diligencias que ju:~uc conYe11ientes 1 para 
formular st~ conclusiones. Lo anterior con el fi11 de nbre~iar el -

procedimiento. Esta medida no Jeja en estado de Indefensión al en­
juiciado, toda vez que ha tenido la oportunidad de defenderse ante 
la Cfimara de Diputados y la tendrfi tarnbi~n cuando la C5~nra de Sen~ 

dores se erija en Gran Jurado. 

Por otro lado, la C5mara de Senadores debe contar con todos -

los elementos necesarios par:i formul.1r sus conclusionc-s )' es ciolir,a­
df'·n de la Cámara de Diputados, en su_ C:lrácter dl~ Jurado de .. \cusación, 

reunirlos, siendo en consecuencia innecesaria 13 facultad de la C5-

mara de Senadores a que hemos hecl10 refrrencia. 

El Artículo 2-1 de la Le)' establece, sc.>pún se ;rn:ili:ó oportun~ 
mente, el procedimiento que debe1·fi se~t1ir la C5mara de Senadores al 

erigirse en Jurado de Sentencia. 

En el último párrafo del .. l.rtfculo citado se establece: "Por 

lo que toca a Gobernadores, Diputados a las I.e~isJ3turns locales y 

Magistrados de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, la 

C5mara cie Senadores se erigir5 en Jurado de Scntenci:1 de11t1·0 de los 

tres días naturales siguientes íl la recepci611 de las conclusione!; 

en este caso, la sentencia que se dicte tendr5 efectos <leclarativo5 

y la misma se comunicar5 a ln Le~islíltura locr1l res?ectiva, pora -
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que en ejercicio de sus atribuciones proceda como correspondn 11
• 

Por las ra:ones que expusimos al refc1·irnos al Artículo doce 
de ln Ley, se recomienda eliminar el pfirrnfa transcrito. 

Conviene analizar ahora en este punto, lo relati\•o a la de­
claración de procedencia; en relación a esta Jnstitución, la ini­
ciativa de Ley seiiala: "Artículo 111: Propone cst:tblecer los 

principios reguladores de las responsabilidades penales de los seL 
vidores pG~licos. En consccuen~ia, con el espíritu de la ~eforma 
al titt1lo, elimina las prcrrogativ~1s de los servidores pGblicos 
frente nl resto de la población para ser procesados pcndlmente por 
los delitos en que incurran manteniendo solamente el procedimien~o 
previo de procedencia nnte la c5mara de diputados para aquellos e~ 

sos en los que el mismo debe prevenir que la acci6n pen~l no se d~ 
forme utiliz5ndosc con fines politicosJ tal y como lo previene el 
texto constitucional vigente" (118). 

En rclaci6r1 con la cita anterior, conviene scftalar qt1e con -
la declaraci6n de procedencia se mantiene una situaci6n de privil~ 
gio para algunos servidores públicos en relación con el ejercicio 
de la ncci6n penal. El argumento j11stificativo de C$ta in$tituci6n, 

es el temor de que el ejercicio de la acción penal sen instrumento 
de represi6n politica. Es una realidad que en muchos casos el 
ejercicio de la acci6n penal es un medio de rcpresi6n 1 en rcncral, 
no s61o represi6n política. Para evitar esta situación se cuenta 
con el ~linisterio PGblico 1 quien a trav6s del uso adecuado de sus 
atribuciones determinar5 si existen o no elementos 11nrn el ejerci­
cio de la acci6n penal, elimin5ndosc ~sr ln posibilidad de que se 
use como mecanismo de represión. 

Estamos conci~ntes de que para lo~rar ~sto se requiere que -
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el ~tinisterio Público actúe con diligencia e impnrci3lidad. 

No debe olvidarse que los servidores pfiblicos viven en L1n Es­
tado de Derecho y que. son también los qtu." lo encnrnan. Por estas -

ra:ones, lejos de obstaculi:arse el ejercicio de la ncci611 nenal, 

trat5ndosc de los servidores pGblicos.<lebcn cL1mplirsc cscruoulosa­
mente los tErn1inos de la ley penal, puesto que 1·csulta sumamente p~ 

ligroso que un delincuente se enct1e11trc en el ejercicio del servi­

d o púb 1 i co. 

En este orden de ideas se propone lo siguiente: 

1. Establc:>ccr expresamente en la fracción s"e.cwnda del 

Artículo 109 Constitucional la prol1ibici6n del fuero. 

2. Derogar el Articulo 111 Constitucional que estable­

ce la Declaración de Procedencia. 

3. Derogar el Capitulo 1 JI del Titulo l 1 de Ja Ley Fe­

deral de Responsabilidades de los S~rvidorcs Pfiblicos, qt1e estable­

ce el procedimiento conforme al cual se llev~ a cnbo ln Declaraci6n 

de Procedencia. 

4. Como consecuencia del punto anterior, incluir en el 

C=i.pítulo 11 del Título 11 Je la citalla Ley, los .-\rtículos que con­
tiene el Caritulo 1\' de la mismn que se denomina "Disposi~ion~s Cí.·­

munes µara los Capítulos 111 y IV del Título 11 11
• 

2. RESPONSABI L1 DADES ADMINISTRATIVAS 

Son dos los objeti\·os principalc>s (\llC' bw:ci nt1C"~tr:1 propul·~ta 

en este punto: Por una parte, !JTOmover una ;1uténtica simn1ifica­

ci6n de las estructuras encargadas de la aplicaci6n del sistem~ de 
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responsabilidades administrativas, y por otra, lorrar un respeto aE_ 
so luto de los derechos laborales del trabnjndor, encomend:mdo n ln 
autoridad competente la determinación y nplicnci6n de las sancio­
nes que afectan dichos derechos. 

Debe quedar claro que con esta reform~ no pretendemos minimi­
zar la importancia del control adndnistrativo. tan es así, que no -
propuAnamos por su desaparici6n 1 ónicnmentc intentamos depurarlo p~ 
ra aumentar su eficacia lo~rando así ql1e tcnra u11n ~ayor rcpercu-
si 6n en la vida del Estado de Dcn~cho, en el entendido de ·que el -
problema de la corrupción no se remediar~ a tra\•fs de las funcio­
nes del control. en virtud de que no es un fenómeno cxc\usivo del -
Gobierno, sino que abarca a toda la sociedad en su conjunto por de~ 
ficiencias de car5cter educacional; en ln medida en q\te se incul--

quen s6lidos valores Sticos junto con un celo por 13~ lnstitucio-­
nes del Estado y su problem5tica, en esn medida se evit:1r5 la co-­

rrupci611. Ha de ser el control tan sólo un instrumento de npoyo P! 
ra loRrar este fin. 

A continuaci6n analizaremos concretnme11tc lns refor~as que 
proponemos. 

Se elimino de la Fracción 111 del Articulo 109 Constitucional 
la menci6n de que no procede sancionar dos veces por unn misma con~ 

ducta, porque este pr~ncipio lo consa~ra ln Constitl1ci6n como cnrnn 
tía indi\·idunl. 

El Artículo 113 Constitucionnl di~pone: "Las leyes sobre l'e§_ 

ponsabilidadcs administrativas de los servidores p6hlicos, deter~i­

nar5n sus obligaciones a fin ~e ~alvaguardar la lcpalidnd, honradez, 
lealtad, imparcialidad Yef1cac1a en el desl'mpeño de sus funciones, · 
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empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables !JDT los ac­

tos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las 

autoridades para aplicarla.s. Dich3s s:inciones, además de las que 

senalen las leyes, consistir5n en suspensión, destitt1ció11 e i11h~ 

bilitaci6n, así como en las sa11ciones económicas, y debcrfin de es­
tablecerse de act1erdo con los beneficios económicos obtc11idos por 

el responsable y con los d3ftos y perjuicios patrimoninles causados 
por sus actos u omisiones a que se 1·eficrc la Fracci611 111 del Ar­

ticulo 109, pero que no podr5n exceder ~e tres ta11tos de los bene­

ficios obtCnidos o de los dai1os y perjuicios cnusados". 

~esotros proponemos una redacción m5s sencilla dc'cstc Artí­

culo, sefiala11do en una forma m5s gc11~rica los lincnniientos q11c ha­
brfin de seguir el Congreso de la Uni6n y las Lcrislntt1ras de los -

Estados en ln creaci6n de sus leyes de 1·cspons~bili<lades, así, se 
seftala Gnicamentc que dichas leyes dchcr5n de estnlll~ccr las obli· 
p,"cioncs a que est:ln sujetos los servidoTeS públicos, J:is sancio­
nes que se deriven de su incumplimiento)' las autoridades competen 

tes par:i determinarlas y aplicarl:1s. 

Hemos eliminado la mención qt1e hace el Articulo, en el senti 
do de que el C6digo oblig:icio11al de los Servidores Púhliccs ti~11e 

por objeto salvar.mndar la honrarle::., lc~,alidad, C'tc., en \"irtud de 

que la Fracción 111 del Artict1lo 109 de la Co11stitl1ci6n menciona -

que quienes incurren en :1ctos u omisiones que nfecten los princi­

pios a que se ha hecho referencin, se les impondr511 las sanciones 

administrativas correspondientes. 

Omitimos tambi6n, ln mención cxp1·es:1 de lns sanciones que se 

van a aplicar por inct1rrir en responsabilidnd ndmini~trntiva, con 

el fin de que exista una m5s amplia libertad po1· parte de las Enti 
dades Federativas, a efecto de que detc1·mine11 lJs sn11cioncs que 
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consideren convenientes. 

En la Fr<lcción 111 del A1·tículo l~ de la Le}' de Responsabili 

dades de los Servidores P6blicos, se scfi:1la como uno de los aspec­

tos a reglamentar en la materia, las 1·c~!ionsabilidadcs administra­
tivas y las sanciones que de ósta ~e dc1·ivcn. 

Optamos por modificar la rcclncci6n de esta f1·~cción, a efec­

to de que en el Artict1lo en comento, se estnhlccicran de manera 

mfis sencillri los aspectos que re~ula ln Ley, sic11do estos: El 

proccdirlicnto del Juicio Político, las oblipncioncs de los Se1·virl_Q 

res Públicos y ln responsabilidad nd1ninistrntiva, qttcdan<lo en con­
secucnci<1, derogadas las Fracciones 11 y V de dicho .\rtículo, que 

se refieren i·espectivnmentc a los sujetos de Respons~bili<la<l, los 

cuales son mencionados ya en el Artículo lOB Constitucion31 1 y a 
las autoridades competentes para efectuar ln declaración de proce­

dencia, institución que n nuestro juicio debe supri.mirse. 

El Articulo 47 de Ja ley, determina las obli~ncioncs a que 

están sujetos los servidores p(1blicos, no obstante que tnles obli­

gaciones se encuent1·nn redactadas en forma muy amplia, conviene 

que 0xistnn en Ley, en ,-irtt1d de qt1e se inspir~11 en principius gc­

ner3lcs del Derecho. En la medida que dicho~ P1·incipio$ <lirijan 

la actividad de los Servidores Públicos, se tendr5 un:i. nclministra­
ci6n rn5s efica2 y, por ende, se lo~rnrfin las condiciones necesa­

rias para conseguir el bien cor.1ún. 

Nos corresponde tocar .1hora un punto medul:1r en nuest1·0 t1,al"l1 

jo. 

En el Capítulo Tercero, en el que l1oblamos ace1·ca de la Se­

cretaría de la Contraloría General de la Feder3ción, nos l"Cferi-
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mos a que la mencionada Depend~ncio fue concebid:1 como el 01·nano -
que encabeza, da unidad y congrue11cia al Sistema d~ Control y Eva­
luación Gubernamental. 

En efecto, la exposición de motivos de la iniciati\''1 que adi 

ciona el Artículo 32 Bis de la Ley Org5nica de la adminístraci611 -

pública federal. establece: 11 P:-ir:i :-irmonLzar el Sitcl'la de Control 

de la administraci6n p~blica ~der::il, se requiere integrar en una -

Secretaría de Estado, como se propone en el Articulo ~2 Bis, facu! 
tades para ~armar y viailar el funcionan1iento de operaci6n"de l~s 

diversas unidades de control con que cuenta la Administraci6n PQ­
blic;:i Centrilliz::ida y Paraestatal )' sancion;ir, o c-n su c:rSo, denun­

cior los irre¡?uloridodes ante el ~linisterio Público" ( 119). 

A nuestro juicio, existe unn contradicci6n, puesto que, por 

un lado, se pretende dar unidad al Sistema de Control, y por otro 
lado, se mantiene la función de control de las unidades internas -
de las Dependencias y Entidndes del~ Administraci6n POblica, Jo -
que propicia la dispersión de tnn importante función. Cn otr'J par. 

te, la exposición de motivos antes referida seílala: "Es imnortan­
te resaltar que la creación de In Secretaría de In Contralorin ne­
ncral de la Federación no releva a las Dcpendencius r Entidad~s de 
su responsabilidad en cuanto al control y supervisió11 de sus pro­
pias áreas que manejan los recursos económicos del Estado ya que · 
6sta continfia plcname11te en vinar y lo que csta1·5 a carpo de la S~ 

cretaria de la Contrnlorfa Gene1·al de la Federaci6n ser5 precisa­

mente establecer la reRulaci6n que asepure el funcjo11amjento de sus 

respectivos sistemas de control y, que sohrC' h:ises uniformes se C!! 
bra con una perspectiva co~pleta de lepnlidnd, ex:ictitL1d y 01101·tu­
nidad la responsabilidud en el manejo de Jos recursos pntrirnoniales 

de la administración pública federal" (120). 
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A mayor abundamiento, estimamos que en una denendencia de la 

magnitud de la Secretaría de la Contralori~ General de la Federa­

ci6n no se puede dar unidad al sistema de control, ya que una es­

tructura tan grande y tan compleja propicia que exista una divers! 
dad de criterios en la realización de sus funciones. 

En el Capítulo correspondiente de este trabajo, rnenciona::­
mos que las Facult~1dcs de la Cont1·aloria era11 sumnme11te am­
plias. Esta aMplitud hace inoperante a la Dependencia, en virtud 

de que los Titulares de los diversos Or~nnos Q\lC la com9oncn, sin 

dudar de su capacidad técnica, no pueden conocer a fondo el entor­

no de la problem5tica de cada dependencia o entidad que yi~ilen. 

Esta problemitica se puede conocer únicamente desde dentro de la -
dependencia o entidad de que se trate. 

En cuanto a las facultades disciplinarias de la Contraloría 
hemos de decir, que este aspecto del control tnmbiEn se encuentra 
disperso, en virtud de que el Artículo 60 de la Ley Federal de Re! 
ponsabilidades de los servidores públicos establece: "La Contral,2_ 
ria lnterna de cada Dependencia ser5 compete11te r~r~ imponer sanci~ 
nes disciplinarias, excepto las ccon6micas cuyo monto sea superior 
a cien \'eces el salario mínimo dinrio del Distrito FC';!e~·nl. l~s que 
estfin reservadas exclusivamente a la Secretaría, que comt1nicnr5 
lo~ resultados del procedimiento al Titular de la dependencia o en 
tidad. En este último caso, la Contraloría lnterna, previo itlfor­
me al superior jerárquico, turnar5 el ílsunto a 1:1 Secretaría''. 

El s6lo hecho de diseminar la función disciplinaria en Con­
tralorias Internas, anula la posibilidad de dar unidad nl Sistema 
Nacio11al de Control y Evaluación. 

El error de todo esto, consiste en que se p1·etendi6 dar uni-
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dad al Sistema· de Control, creando una Dependencia que tiene ocl10 -

direcciones generales, treinta y siete direcciones de 5rea, ocJ1entn 

y nueve direcciones y ciento setc11ta y un departamentos. 

La unidad en el control no se consi~ue con la creaci6n de una 
Dependencia de tal magnitud. 

La eficacia en el control se conseguir5 en la medida e11 que -

los 6rganos encargados de ~stc realicen su funci6n de nianera dili­

gente y opo~tuna en un 5mbito cstructu1·al m5s simple. 

Por cuanto a las sanciones contenidas en 1~ ley dc.rcsonsabi­

lidadcs, nos preRuntamos si se justifica el costo que representa 
llevar a cabo un 11rocedimiento disci~linario que implica reunir do­
cum~ntaci6n, la realización de uudiencias para la ratificnci6n de -
la denuncia r para reunir los elementos que hagan ~robnhle Jn res­
ponsabilidad del inculpado, citarlo a la audiencia de] procedirnic.'n­
to, dcsahogarl:i y dictar la r<:.'so1ución co1T<:.'~pondiente par:1 im'.1C1ncr 

tan s6lo una amonestación o apcrcibimic.'nto pfiblico o privado, s~n­

ciones que podrían ser impuestas por c.'1 jefe inmediato del i11frcto1·. 

En vi1·tud de que no se J1nn implementado en ~od~s ln~ ~ntida­

des fcder3tivas las unid~1des de co11tralorI;1 interna, en muchas oca­

siones los trabajadores de la dependencia de que se t1·ate deben ac~ 

dir al Distrito Federal µnrn ln substanciación de los p1·ocedimien­
tos disciplinarios en que se e11cue11tr;1n implicados, 1·eali:nndo ero­

gaciones por encima de sus posibilidades económicas. 

En cuanto a la suspensi6n y la destitución, la exposición de 

motivos de l.:i ini ciati\'a de ley pr<:>cisn: "Se p:ntc> de un c1tfilogo 

de obligaciones est~1blecidas poi· el legislador que s11jeta a to¿o -
servidor pGb1ico. La vipilancia Je su cumplimiento cstnr5 a ca?·po, 
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en primer lugar, de los superiores jerárquicos y de los órganos de 

coritrol de las dependencias y entidades, los que quedan facultados 
para imponer las sanciones disciplinarias que requiere una ndmini~ 
traci6n eficaz y honrada, tales como sunciones econ61nicas limita· 

das 1 como el apercibimiento, amonestnción privada y pública 1 desti 

tución para los trabajadores de confianza y suspensi611 hasta por · 
tres meses sin perjuicio, de lo que otr:1s leyes disponr.anº (121). 

Por lo que hacen los trnbnjadorcs de base, ln destitución -

debe ejerciiarse demandando la terminación de los ~rectos del nom­
bramiento ante ln autoridad competente, de confo1·mict:1d con el Art! 
culo i5 de lo ley de responsobjlidodes. 

La ley reglamentaria del apartado B del Artícu1o113 Constit~ 

cional; prevcc las causales de cese de los trabajadores al servi­
cio del Estado, e11 cuyo caso se podrfi demandar dicho cese ante la 
autoridad competente, sin ·importar si existe tina reso1uci6n de la 

Contralorin que imponga la dcstituci~11, de donde se concluye que -
estas resoluciones son irrclcva11tcs. 

Lo que se l1a propiciado con esta facultad de las contrnlorins 

internas, es que en la prfictica los ~~1·vidore~ púl1licos r¡ti~ ~e \'Cn 

afectados con una reso1uci6n qt1c impone la dcstituci6n son dados 
de baja inmediatamente, violándose así, de manera fla~rantc. los -
derechos del trabojndor de base. 

Por cuanto hace a los trabajadores de confianza, tampoco ti~ 
ne caso la intervcnci6n de la Contrnloría 1 en virtt1d de que dichos 
trabajadores pueden ser destituidos sin necesidad de procedimiento 

alguno. 

En cuanto a la suspensi6n temporal, puesto que tambi~n se 
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afectan los derechos del trabajador de b3se, deber5 de encomendar­
se su imposicibn y ejccuci6n a la autorid~d labornl. Por lo que 
toe~ a los trabajadores de confian:a es aplicable lo que dijimos -
anteriormente, en el sentido de no· requerirse procedimiento espe­

cial para la suspensión. 

La sanci6n econ6mica debe suprimirse, toda ve: que los dafios 
causados al Estado e11 su natrimonio por el ihcumplimicnto de las -
obligacione~ a que están sujetos los Servidores Pfiblicos, pueden • 
e::dgi rse por ln vía que correspondo, se9.(m se trate de una 'respon­

sabilidad penal, civil o de Ja disposición indebidn Je recursos f~ 

deral~s 1 en cuyo cnso, la Cont:idurín Mayor de llacicndn nodrá imro­
ner ln sanci6n que corresponda de acuerdo con su Ley Orgfinicn. 

En cuanto a la inhabilitación, considC'ramos que prílcticamen· 

te resulta poco eficnz, porque el registro de inhabilitación de 

que habla la Ll'y de la materin, no se híl podido implcmcntnr de ma­

nera que tenJ!J ln publicidad suficicnt!.', ciertamente:" '!'.C" real:i:an -
esfuerzos para remEdiar este problema, pruebo de ello ~on los con\·~ 

nios celebrados por Jos Estados de Colim~ Chia11ns, Tamaulipas y 
Tlaxcala 1 con la Secretaría Je la Contraloria General de la Fcder~ 

cíón, para irnplC'mentnr accione~ tc-ndiC>ntc:"s a cvit::r que se contra­

te para el desempeií.o de un empleo, cargo o comisión a quien hayn -

sido inhabilitado. En estos conv!.'nios se establece que las partes 
están de acuerdo en implementar l:ls acciones necesnrias para cum­
plir con la finalidad que persiruen, estipul5ndose ndem5s, que las 
partes se intcrcn.mbiartm los reg:istros de inhabi li tacién correspon­
dientes. 

Son loables los esfuerzos que se renlizan para loRrar la efi 
cacia de las sanciones que se prevcen en la Ley, no obstante, con­
sideramos que Ja ínhabilitnci6n se n~lica poco ~n la pr5cticn. 
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Por todo lo expuesto anteriormente, proponemos que se supri­

ma la Secretaria de la Contraloria General de la Federaci6n. 

De acuerdo con nuestra propuesta de reformas, conti110an exi! 

tiendo las unidades receptoras de quejas y denuncias a qt1e se re­
fiere el Artículo ~9 de la Ley, con el Gnico propósito de que se 
turnen al Jefe inmediato del !1rcst1nto responsable, ¡1ara que proce­
da conforme a la Lcr. 

El apercibimiento y la amonestación ser5n aplicados nor el -
Jefe inn1cdiato del posible infractor, dcspu6s de halle1·lo ~scuc!1Jdo. 

La destituci6n y la suspensión, t1·atfindose de trabajadores -
de base, ser5n aplicadas por las Autoridades Laborales co~petentes. 

Tratfindose de los trabajadores de confianza, scr5n nplicndns por -
jefe inmediato. 

La destituci6n como consecuenc1a de ln co1nisi6n de nlgOn de­

lito, serfi aplicada por el 6rgano jurisdiccionnl con1pet011te en ~ia­

teria penal, tanto para los trnbajadores de base, como par3 los de 

confianza. 

La inhabilitaci6n, como punibilidnd aplic:1blc 11or la 1·eali:! 

ci6n de algGn tipo penal, por parte del Servidor Público, ser5 im­
puesta también por el órgano jurisdiccional competente en m3terin 

penal, por lo que se propone suprimir la inhabilitación como una -
sanción puramente administrativa. 

3. CONTROL Y EVALUACION DEL GASTO PUBLICO 

El Articulo 3o. de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 
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Hacienda, establece que revisará la cuenta públicn ñcl Gobierno F~ 

deral, ejerciendo funciones de Contralor5a, m3cntrns que la frac­
ción 1 del Artículo 32 Bis de la Ley Orr5nic¡1 de Ja Administrnci6n 
PGblica Federal faculta a la Contrnlorfa para plJncar, orrani:~r y 

coordinar el Sistema de Control y Evalu~ci6n Gubc1·nJroent:1l y nara 

inspeccionar el ejercicio del ~asto pOblico federal y s11 congr11en· 
cia con los presupuestos de in~resos. 

Al confrontarse los preceptos de referencia, sc lle.ra a la -

conclusión .de que existe du:)licidud de funciones en cu.::rnto ·a l.1 r~ 
\•isión del R~sto ,Gblico Federal, cntr~ la Contadu1·ía ~layar de lfa-

ciC'nda la Secretaría de la ContraJoria General de la Pedcraci6n. 

La Fracci6n 1 dC'l Articulo tercero de la Ley Or~5nicn <le Ja 

Contaduria .\tayor de Haciendn, estnblece que dehC'rCi ,·erific:1rse .si 

las EntidJdes a que se refiere el Articulo SC?Undo de la Ley del -
Presupuesto, Contabilidad y ~nsto PGlJlico, rC3li:arcn SliS ore1·3ci2 

nes de acuerdo con las leyes, ejercieron corrC'ct3~C'11te su prC'st1-

puesto1 se ajustaron a los Programas de Jn,·e1·si6n y anlicnro:1 los 

recursos Je financiamie11tn co11 periodicidad y le~3lidnd . 

.-\] respecto, el .t\rt5culo ~~.l!Undo de l;i LC'y (iC'l Pn:·suy,t:c·~to, 

Contahilidad y Gasto Píib1ico prC'scrjhe: "El r:1sto rúblico fedt:rnl 

comp1·ende las erogaciones Jlor concepta de ~asto corriente, in,·e1·­

si6n física, inversión financiera, así como papos dC' ?~sivo o de 

de11da níiblica que realiza11: 
J. El PbCcr LegisL1tivo. 

JJ. El Poder Judlcinl. 

Il 1. La Presidencia de ln RC'píih1ica. 

l\'. Las Secretarins de Est:1do y nc~arta~entos Adminis­
trativos y la P1·oc1ira¿uria GcncrJl de la R~p6bllc¡1, 

\r. El Departamento del Disr1·ito Fede1·nJ. 
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VI. Los Organismos Descentralizados. 

VII. Las Empresas de Participación Estatal Mayorita-
ria. 

VIII. Los Fideicomisos en las que el Fidcicomitente sen 

el Gobierno Federal, el Departamento del Distrito Federal o algun~ 

de las Entidades mcncion:idas en las Fracciones VI y Vil". 

Así pues, la ContJduría ~layar de lbcienda tiene facult::ides 

para verificar el gasto público de los tres Poderes de la Unión, 
mientras que la Secretaria de la Contralorín Gcne1·al Je la Federa­
ci6n solo puede Jntervenir en l:is dependencias y c11tiJ~des de la -

Administración Pública Fed~rnl. 

Se destaca que la Contaduría Mayor de Hacienda es un órga­
no de la C5mara de Diputados, por lo que su participaci611 en la -

revisión de la cuenta pública resulta ser significJtivam~nte jur! 

dica ya que representa al poder a trnvEs del cual se expresa la -

vol~ntad del pueblo en donde rndica la sobera11ía, fortJlcci611<lose 
el equjl.ibrio que debe existir entre los ~od~rcs Legislativo, Ej~ 
cutivo y Judicial, como un órg~no facultado para control3T el ga! 

to público que realicen las dependencias y entidades pnrae~tJta-­

lcs, y no como un organismo, como la Secretaría de la Contraloria 

General de la Federación, que ~e encuent1·n dentro de la Adminis-­
traci6n Pública Federal, conjuntamente con las dependencias y en­

tidades sujetas a su inspección por lo que bien podriJ dudarse de 

su imparcialidad y, en consecuencia, concluimos que, adcm5s de u­
na duplicidad de funciones, res11lta j11ri<licamente nece5orio que -

la Contad11ría Ma)'OT d~ liaci~nda sea el finico órgano fac11ltndo pa­
ra realizar la actividad de contr~lorin respecto del ~:1sto públi­
co de todos los federes de la Uni6n y, en lo particular, <le lns -
dependencias y enti<lad~s de 1~ Administr:1ción POblica F~dcral, -­

por estar fuera de dicha administ1·ación. 
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Lo anterior se corrobora mediante la obli~ación que tiene 
la Contaduría Mayor de Jlnciendn de inforrrtar y pro!>Orcionar sus o!!_ 

servaciones sobre la cuenta pGblica a la C~marn de Diputados, de 

conformidad al Artículo tercero Frncci6n lJ de l~ Ley 01·nfinicn de 

la Contaduría ~layar de lfaciendn y ln que tiene In Sclcretaría de 1;1 

ContrJloría General de la Federaci6n, de informar an11nJmente ¡1] -

Titular del Ejecutivo Federal sobre la C\'aluaci6n de lns dependen­

cias y entidades de ac11erdo nl Articulo ~2 Bis, Fracción XIV de la 

Ley Org5nica de la Administraci6n POhlica Feder3l; destncn In dupl! 

ciclad de fu~ciones ya c¡ue, de conformidad al .-\rt ículo 3~ Fraccio­

nes IV)' r de la Ley Üt"j::!finica de la Contaduría ~lnyor de> llacjenda, 
ésta tjl'ne la facultnd dC' prilctiC;11' visit;ls, inspeccione·s, nudito­
rins, solicitar informes, rC'visnr libros y documentos en sus actos 
dC' revisión de ln cuenta nOblica, paru com,robar la rC'cnt1daci6n de 

in~resos y los gastos e inversiones, mientras que la Secrc>tílrín de> 

la Contralo1.'ra GenC'ral de ln Fc·dC'ración puc:>de r('ali:ar sus funciones 

mediante las mismas actividades qt1e lleva a cabo la Cont;1dt1rin \fa­

yor de Haciendn, de acuC'rdo al Artículo 3:' Bis Fracciones l\' y 

VII de la l.ey Or!!5njca de la :\dministrJción Públic;i Fe>deral. 

En t6rminos del Articulo tercc>ro Fracci6n Vl de la Ley Or~fi11t 

c;1 de l~ Co11t:1du1·i.i ~l~1yo1· <l~ Jiacie11d~. 5st~ puc:>dc> so1icit~r :1 Jos 
auditores externos de las entidadc>s copins de los i11fo1·m~s o dict5-

mcnes dC' las auditorías por ellos p1·acticadas y las aclaracion"s 

qu~, "" st1 caso, se estimen pcrtincntc>s, mi~ntras Qtlc:> la Sccret3ria 
de la Contraloria General de la FcdPr:1ció11. de conformidaJ 3J A1·rl­

cu1o 32 Bis, Fracciones X, XI y .XII de 13 Ley Orp..:ínic~ de l;i . .\dmi­

nistrací6n PGblica Fcderul, pUC'de dpsjgnnr ~ 1os .\t1dit0res Exter110s 

de las e11tidades e incluso, a los cornjs~rios. Al respecto, 50Mos 

de la opinión de qut" las facultades de la Contadurj;1 ~layar de Hncien.. 

da respetan la auronom3a de gesti6n de l~s enrid~cles, sin NC'J)osca­
bo del co11trol que ejerce sobre 1~s mismag, conside1·ando que J;is -
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facultades de la Secretaría de la Contraloria coLJrtan la referida 

autonomía de gesti6n, y adem5s, puede ser una inedid3 que fomente 

la corrupción, por poderse designaJ' como auditores externos o co­

misarios a personas poco capacitadas y que, al mismo tiempo 1 re-­

presenten altos costos para las Entidades, por la que no se ga1·a~ 

tiza la eficiencia en el control de las propias Entidades, ¡Jor el 

solo hecho de designarse a los auJitorC's extC'rnos y comisarios. 

Aunque la ContadurÍél. Mayor de llJcienda y la Secretaría de 

la Contraloria General de la Fedc1·nción pueden coo1·dinarsé para ~ 
niformar normas, proccdimiento~ 1 m6todos y si~t~1n:1s <le contabili­
dad, norm:1s de auditoria gubcr11:11n0nt~l y de :1rchivo conl3ble de -

los libros y documentos justificativos y comprobantes, del ingre­

so y gasto público, en tErminos del Articulo Tercero, Fracción -­

VII de la Ley Org5nica de la Contadur!a Mayor de Hacienda y Trei~ 

ta y dos Bis, Fracciones IX y XIII de la Ley Orglnica de la Admi­

nistración Pública Federal, se estima que dicha coordinaci6n es -
el resultado de la duplicidad de funciones, y., que, de no existir 

funciones ~emejantes o similarC"s C"ntre ambos organi~mos, no ha--­

bría n~ce5iJ~d de dicha coordinación. 

De acuerde a los Artículos 3~ Fracci6n IX, :o y ~- de la ley 

Orgfinica de la Contaduria Mayor de Ji;1cic11da, ~sta 1111rdc p1·~mo\·cr -

ante las autoridades competentes C"l fincnmiento de responsabilida­

des por dafios o perjuicios causados intencional o imprude1lcialrnentc 

a la Hacineda Pública Federal1 sin perjuicio.de las que l'roccdan -

por otras leyes. En este sentido, consid6ramos que las facultndes 
de la Contaduría ~layar de llacienda son m6s transparentes a las -­
que tiene la Secretaría de la Contraloría, por limitnrse a promo-­

ver lo necesario ante las autoridades competentes, sin estable·-­

cerse procedimientos adicionales a los que yn existen, par3 de-
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terminar res9onsí1bilidarlcs lnha1·nlC's, ~enr1les o civiles. 

Como consec11~ncia de lo exn1·esndo en este n11n1·ta<lo, c0ncl1•i 

mes qt1c se prcse11t:1 u11n d11rlicid:1J de ftinciones ent1·e lns de la -

Secretaría de la Cont1·nlo1·fa Gc11cral <le 1:1 Fc¿craci6n y ]~1 Conta­

duría ~l~1yor de /1~1ciC'ndn¡ 11uc se dC'bc· elir.iinnr n l:i Sc·crctaria de 

la Contrnlorín nor considerarse 'lllC la Cnnt3duría ~l:i.~·or ¡H1C'rlc rle­

sarrollar sus funciones e>n forJTlí1 :ir1parci:ll y fortnlc·cer C'l N1u.i li 
brio ~uc debe existir entre los tres ~oJcres dC' In 11ni6n y, adi­

cionalmc11te, por~t1e favorece la ;111t0no1nfa de J!C'Sti611 de las enti­
dades p3racst;1talcs y foment:1 la sir1plific:1ci6n a<l~inistrati\·a. 

Al anali:ar en el anartado a11te1·ior lo co11cer11i~11te a las 

res~onsJbilidades administrativas, afl1·M~~os ~ue n11est1·a n1·01111es­

ta de reforma no ~rete11dc minimi:nr la i~nortanci;1 <le la f1111ci6n 

del control si110 por el co11t1·arin, promo\·er ln ;1ut811ticn si~11lif! 

cación ad~inistrntiva. 

El co11trol i11tcrno ~n los 6roa110s ~!0] rstaao C'S 1·ecomencl~­

~le, ?ero no d~he ser e~cesi,·o n11esto ~uc se v11e],·c ino~erantc, -

toda ,·e::. que da lur.,ar ;:1 J.;:i duplicidad Jc- funcionrs y;¡ lirilit;1r la 

Juton0;iia de f~Sti6n ,je las c1aiLlades, cntor~·cLjcndo .. sí l-'i ~1lc1!!. 

ce de s11s objetivos. 

El control interno 1·efe1·ido l'ebe ~ha1·ca1· dos :1cti,·id:1~cs: 

las actividades <le co11tralori:1 v l~s acti,·iJn<lc~ lle ;1t1ditoríM. 

L::is rrimeras tienen un caráctc>r prC>ventiro r111cst•) 11uc busc:111 rl>cl~ 

cir ::il máximo la posibiliJ:1d de c¡ue se co1r.c.•t;_¡n irn:·p,ul.1riJa~ks, TIIE:_ 

di::inte la denuraci6n y perfeccio11:1mie11to rlc los ~~todos y sistemas 

conforme a los ct1ales los 6r~:111os del Estado 1·eal3:~n s115 funcio11es. 
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Las segundns tienen como fi11nlidad detectar la comisi6n de 

irregularidades, revisa11do las ~ctividndes que }1J11 reali:n<lo los 

organismos del Estado. 

E11 ln medida en que se d~se1r¡1efien con cficie11cin y 11onesti­
dad estns dos ncti,·idndcs, el control interno de lns estr11ctt1ras 

que conform:111 íll Estndo, sc-r.'.t un instn1!"1ento que co;nribuyn n 3u­

mc11tnr su eficiencia y prodt1ctivida<l. 

En este orden de ideas, p1·opone~1os ~11e el c011trol v evnlua­

ci6n del gasto pGblico, conio uno <le los n~11ectos fundnmEntnles -
del control, se lleve n cabo a tr:ivés de unidndcs de co1ftralorja 

y nuditorin internas como parte inte~rn11te de lns cstruct11rns que 

co11forman a los tres poderes de la 11ni6n. Dichas unidades serfin 

competentes para rcvisa1· los m6todos y sistemas conforMc a los 

ct1ales los 6rganos del Estado reali:an st1s fu11cio11es, prononi~~do 

los medios correctivos que estimen convenientes, ;1 fin de preve­

nir ls comisi6n dC' irregularid.1c1es en (.•] t.""·ji..•rcicio c.k sus fw¡cio­

nes. Serán competentes también par:.i rcali:ar auditor:as e lleyar 

a cabo cualquier otro procedimiento contahle, con cl objeto de d~ 

tectar las ir1·e~l1laridades cometidas en relación nl ~enejo d~ lo~ 

:·ec!1?·sos del [st:1do. 

Asimismo, se propone que Jns unidades Je contralo1·ía y audJ.. 

tarín i11te1·nn remitnn serncstral1i~e11tc un i11forme :1 la Contaduría -
~3yor de •lncienda de In C5mn1·n de lliputJdos, aceren de los resu1t! 
dos obtenidos como consect1e11cia del ejercicio de sus faculta<lcs, 

precisando las medidas correctivas qt1e l1:1ynn determi11Jdo en c11:1n­
to a los sistemas y rn6todos conforme n los cuales los 6rranos del 
Est~1do renli:an !HIS funciones 1 y la::; irre~ul:iri{l;u.lc::; tletc.:tad:i::; en 

el dcsnrrollo de sus actividadt"s de nuditorin, para el efecto Je 

que la mencjonada Contaduría ~l::iyor JHOlllllt"\';i :1ntc l:is :iutoridadcs • 
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competentes el fincamiento de las respons3bilidades a que hubiere 

lugar, de conformidad con Jos A1·ticulos 3! Fracci6n JX, 20 y 27 -
de su Ley Org5nica. 

Para finali:ar el presente cnpítulo, se incluye a contin11a­

ci6n un anexo que contiene la l"edacci6n de las diversas disposi­
cio11es legales en las que se plasma 1111estra propuesta de reforma. 
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4. Propuesta de Reformas. 

a) Reformas al Título CL1arto de la Constituci611. 

Articulo 108: Para los efectos de las responsabilida­

de~ a qL1e alude este Título, se reputarfi11 como servidores pGblicos 

a los representantes de elección popular, a los miepbros de los P~ 

deres Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal a los fun­
cionarios y empleados y en general a todn persona qt1e desempeñe un 
empleo, cargo o comisión de cualquier naturale:a en la adrni11istra­

ción pública federal o en el Distrito Federal. c¡uit'nes serfin respo!!. 

sables por ·1as actos u omisiones en que incurran en C"l def;c.irnpcño 

de sus respectivas funciones. 

Las constituciones de los Estados de la RepGblica pre­

cisarán en los mismos términos del p5rrafo anterior y para los efe~ 
tos de sus responsabilidades, el car5cter de servidorC'S ¡>Gblicos -
de quienes desempefien empleos, cargos o comisiones en los Estadas 

y en los Municipios. 

Articulo 109: El Congreso de ln Uni6n y lns legislar~ 

ras de los Estados Jentro de los fimbitos de s11s rc~µectivas comrc­

tencias expedir5n lns Leyes de Responsnhilidnde~ de los SC'rvidores 

públicos que reglamenten este Tjtulo de conforrTiid;1d i:on 1:1s ~ipdc!!. 

tes bases: 

J: Se impondr5n medin11te Juicio Político, las sancio­
nes indicadas en el Articulo 110 3 los servidores 110blicos seftala­

dos en el mismo precepto. 

JI: La comisi6n ~e los delitos por parte de cunlquier 

Ser,·idor Público será µe1·seguid:1 y sancion:idn cn los térr.iinos de la 

legislaci6n penal, quedando prohibida In existencia del fuero. 
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III: Se aplicar5n sanciones administrativas a los serv! 
dores públicos por los actos u omisiones que afecten 13 legalidJd, 

J1onradez, imparcialidad y eficacia que debc1·5n observar en el dese! 
pefio de sus empleos, cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones 
mencionadas se desnrrollar5n aut6nomamente. 

Artículo 110: Podrán ser sujetos de Juicio Político los 

Senadores y Dip11tados del Congreso de la Unión, los i1Jnistros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, 

los Jefes de Depnrtan1entos Administrativos, los i1icmbros"de la Asam­

blea de Representantes del Distrito Federal, el Procurador Gene1·al de 
la RepGblica, el Procurador General de Justicia del Dist1·ito Federal, 
los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los ~13gistrados del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los Jueces del Fu~ 

ro ComOn del Distrito Federal, los Directores Gene1·ales o sus equiva-­
lentes en los Organismos DescentraJi::1dos y ErnpresJs Je Pa1·ticipaci6n 

Estatal ~layorit~ria, Sociedades y Asocj~1cioncs nsimil~dn~ a 6stos 

Fideicomisos PúbJicos. 

Los Gobernadores de los Est~dos, Dip11tados Locales y ~lagi! 

trados de los Tribunales St1pcriores de J11~tjcia I.ocales, ser5n tan1bi~11 

sujetos de Juicio Político por las Leg.islaturas Locales, en los térmi­

nos de sus Leyes de Responsabilidades. 
Articulo 111: Derogado. 

Articulo 112: Derogado. 
Articulo 113: La Ley Federal de Respo11sabiljJades de · 

los Servidores POblicos que ex¡Jida el Congr~so de la Unión y las Le--­

gislaturas Locales, en los fimbitos de s11s rcspccti\'Js competencias, -

determinar5n las obligaciones a que se encuentra11 sujetos los ser--­

vidores p0b1icos y las sanciones q11c se aplicarfi11 como con~ec11cn··-· 
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cia de su incumplimiento, ademfis de reglamentar el procedimiento -
del Juicio Político. 

b) Reformas a Ja Ley Federal de Responsabilidodes de 
los Servidores Pfiblicos. 

TITULO PRDIERO 

C\nn111.n 11~1 co 

lll sros 1 Cl (\)<[$ G[:\[RALES 

Artículo 1~: Esta ley tiene por objeto rcRlamentar el 
Títt1lo Cuarto Constitucional en materia de: 

Procedimiento de Juicio Político. 

II. Obligaciones de los servidores pGhlicos. 

111. Sanciones 11or 311ct1m~lirnie11to de las cb]i~acio11es a 

que se refie1·e la fracción anterior, y las at1toriJ:tdes competentes 
para aplicarlas. 

Artículo 2~: Dei·oRado. 

Artículo 32: Las :1t1toridadcs com¡Jetentcs pa1·a a¡Jlicar la 

presente ley ser5n: 

l. La C5man1 de Di!1utados y de SC'nadores en materia de 

Juicio Político. 
11. El st1perior inmediato en ]os t~r1ni11os del Título 

Tercero ¿e esta Ley. 
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Tl TULO SEGU,~DO 

PROCEDDIIE:-4TO DEL JUICIO POLJTICO 

Articulo S. En los t~rminos de los dos primeros n5-
rrafos del Artículo 110 Constitucional, son sujetos de Jt1icio Polf 

tico los servidores públicos que e11 61 se menciona11. 

Articulo 6. Son causas de procedencia del Juicio Pal-
lítico: 

I. L.:1s violaciones a la Le)' Electoral¡ 
II. Las violaciones a la Contitt1ci6n Federal o a las -

Constitl1cioncs locales. 

Ill. El ataque a la libertad t~e st1fraqio. 

IV. La usurpaci6n de atribucio11es. 
V. Las violaciones a las Leyes que determinen el Man~ 

jo de recursos econ6micos federales o locales. 

Articulo 7. Derogado. 

Artfculo 12. Cualquier servidor pGblico podr5 pre5cn­

tar denuncia ante la C5mara de Dipt1tados del Conr1·eso de la Uni6n, 

o ante las Le.{!islaturas 1ocJles, 1:11 los f1mbi ros de sus respC'ctj\'.:is 

competencias por los actos a que se 1·cfie1'C' el Articulo sexto de -

esta Ley. 

Quienes no ten~an el car5cter de Servi~or Público. po­
drin formular la denuncia a que al11de este prccC'pto :1 t1·a\·~s del -

distrito electoral que les corresponda. 

Artículo 12.A. Las Lepi!_:l~turas locales, en 1os té=rl'I.!_ 



nos de la Fracción I del Artículo 109 de la Constitución Federal, 
deberán expedir sus propias Leyes de la materia en las que reelame~ 

tar5n el procedimiento del Juicio Político. En lo no orevisto en 

dichas leyes, deber5n estar a lo dispuesto por esta Le,•. 

Articulo 12 B. Presentada ln dcnuncin a que nlude el -

Artículo doce de esta ley, a11te la C5mnra de Di11utndos del Conprcso 
de la Unión, deberfi ratificarse en fo1·ma person:1l 1 dentro de los 

tres di:1s siRuientes a los de su presentnción. 

Ratificada la de>nuncia, dcbc:"r!i turnnrsc a la Comisión -
de Gobernación, Puntos Constitucion~les y de JL1sticin, l~ cual deb~ 

rá comprobar: 

1. Si la conducta que se a tri huye al denunciado se <!jU~ 

ta a alguna de las causales de procedencia del Juicio Político. 

11. Si el sujeto a quien se atribuye el hecho tif.'ne el 

cariicter de servidor ní1blico. 

!Jn:i ve: que se compruebe que la denuncia reunc los re­

quisitos anteriores, se tu1·narfi ¡¡ }¡¡ s~cci6n InstrL1Ctor¡1 clc )3 c~­

rn~rn. 

Las denuncias anónimas no producirfin nin~ún efecto. 

Articulo 16. Transcurrido el plnzo para ln presentación 

de alegatos, se ha,·an o no presentado, ln Sccci6n Instructora for­

mular5 sus conclusiones en vi~t3 de las constancias del nrocedimien 

to, haciendo las consideraciones j11ridicas que procedan pa1·a justi­

ficar, en su caso, la conclusión o ln continuación del procedimiento. 
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Artículo nnt~rior, con alc~atos o sin ellos, la Sección de Enjuici~ 

miento de la Cfimara de SenadorC'S fo1·wul3r§ stis concl11sioncs en vis­

ta de las coi1sideraciones hech3s en la Jct1saci6n y en los nlc~~tos 

forw11lados en su c3so, proponi~ndo la s311ción q11c c11 Sll concc11to d~ 

be imponerse al servidor público y expres:1nJo los n1·cceptos lerales 
C'n 'JUC' se funde. 

La sección podr5 csci1cl1ar ~ircctnm~nt~ n Ja Co~isi6n <le 
Diput~<los que sostienen ln ~cu~nc56n, el ac\1s3do y n sti d~<ensor, 
si asi lo C'5timn conveniente ln mi~m~1 Sección, o si lo sol:lcitan 

los interesados. 

Emitidas las Concl11siones, 1:1 Sección las cntrcP~r5 n -
ln Secretaría de l~ C5mara rlc s~n;11lorcs. 

Articulo 24. Rccibid3s las conclusion~s nor 1n S~cr~t~ 
rí;i de la C:ím~ra, su Presidente ;;:rnunc)a1·:'i quc:- ckb<:> eririirse (¡,ta c·n 
Gran Jurado de Sentencia dentro de la~ ,-~inticuntro hnras sirt1jcn­
tes a la entr~~n de diclt~s conclusion~$, 111·occdiendo 1:1 Secrctarfn 
a cit3r n la Comisi6n a q\1e se 1·cfierc ~1 Artfc1ilo :1 <l0 e~ta Ley. 
al nct1sado ¡ a Sll rl0fensor. 

A la 11orn scfinJnda 11a1·¡1 la ~t1tli~ncic1 el Presidente de 

la C5mnr3 de Senadores l:t declaJ·nrd ~l·jrid:l en J11r:1Jo ~e Sente11ci3 

y procedcr5 de conformidad con las ~Í\1 td1.•ntcs r0pLi::.; 

J. La St>cret;-iría d:ir5 lcctur:i n la~ conclusionc-s forffl!!_ 

ladas nor la Sección de Enjuicinmicnto. 
JI. Acto contin~10, s~ conccdc1·fi l~ ~~labr~ a la Co~isi6n 

de Di!)u1ndos, nl s.er\'idor pl1b1.lco, ~ :;.u defensor, o n nt'1bos: 



• 29~ -

III. Retirados el ser\'idor !J(iblico )' su defensor, y pe.r 

m::ineciendo los diptitados en la sesi6n, se proccderfi J discutir y n 
votar las conclt1siones, el Preside11tc har5 In declJ1·ntorin que co­

rresponda. 

Artículo :!S. DeroC1.:1do. 

Artículo 26. Derogado. 

Artículo 2 7. Dero.'!ado. 

Artículo 28. Deroi:i.ndo. 

Artículo 29. Derogado. 

Artículo 32. De1·o~ado. 

Artículo .¡ 2. Cuando en el 
seryidor público de los r1encion::idos en 

curso del pr~cedi~iento a un 

el Artíct1lo 110 de la ronsti 
tuci6n se p1·esentare 11ueva denunci~ en su cont1·n, ~e proceder§ res­

pecto de ella con n1·re~lo 3 esta ley, 11nsta n~otar la instrucción -
de los diversos procedimientos, procurando, de ser posible, la acu­

rnulaci6n procesal. 

Si la acumulación fuese procedente, 13 Sccci6n formula­

rá c-n un sólo documento sus conclusiones, que corri~nenderfin t"l resu1 

tado de los diversos procedimientos. 

Artículo -lS. nero?ado. 

ArtÍClllO ~9. En l~s de11cn<l~ncias r entid~des de la ad­
ministraci6n públicn federal, existirfin unidndes n ]35 que el pGbli 
co ten~a f5cil acceso para presentar ql1ejas y dent1nci~s 11or el in­
cumplimiento de las ohlif!acioncs contc.>niclas en el Artículo 4i de e~ 

ta Ley, las ~ue ser5n turnadas al Jefe in~edinto dc-1 nresunto res­

ponsable a efecto Je qt1c proceda en t~rrninos de la misma. 

En caso de qt1e la queja o dent1ncia sea presentada 
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en contra de quien resulte responsable, 6st:1 dcbe1·5 tl1r11a1·se al re~ 
pensable del firen en que ncontcció ln irreaulnri~~d. 

Artículo SO. Todos los servidores pfiblicos tienen la 

obligaci6n de respetar y hncer respetar el derecho a la formulaci6n 

de las quejas y denuncias a las que se refiere el Artículo anterior 

)' evitar que con motivo de éstas se cJuse trolestias indebidns al que­

joso. 

lncurre en Responsabilidad el servidor pOblico que por 
si o por interp6sita persona, utilizando cualquie1· medio, inhiba al 

quejoso para evitar la fonnul::lción o presentnción de quej;is y denun­

cias o que con motivo de ello realice cualq11ier conducta injusta u 

omita una justa y debida que lesione los intereses de qu~cnes las -

formulen o presenten. 

Artículo 52. Derogado. 

Artículo 53. Las sanciones por faltas administrativas 

consistirán en: 
l. Apercibimiento privado o nGblico. 

II. Amonestación privada .o pública. 
III. Suspensi6n. 

IV. Destituci6n del puesto. 

Artículo 56. Para la aplicación de las sanciones a que 

hace referencia el Artíct1lo 53, se ohsC>T\'ar~n las siruicntes rcrlas: 

l. El apercibimiento y la an1onestación se nn1icar5n por 

el jefe inJT1ediato discrecionall'lente y C>scuchado pre\·i.1r.icntc al infractor. 

II. La suspensión y la destitt1ci6n se aplicar5n de con­
formidad con la·Ley Federal de los Trabnjadores al Servicio del Est! 

do, si se trata de trabajadores de base. 

Trat5ndosc de los trabajadores de confianza, la ejecut! 

r5 directamente el jefe inmediato. 

IIJ. Cuando por el incumplil'licnto de las obliR11cioncs a 

que alude este Titulo se ocasionen danos y perjuicios en el patrirn~ 
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nio del Estado, tal responsabilidad se exigirá ante la autoridad co~ 

·petente. 

Artfoulo 57, Derogado. 

Artículo 58. Derogado. 

Artículo 59. Incurrirá en responsabilidad administrativa -

el servidor público que se abstenga de sancionar injustificadamente 

a los infractores o que al hacerlo no se ajuste a lo previsto en es­

ta ley. 

Artículo 60 al 79 Derogados. 

e) Reformas a la Ley del Presupuesto, Contabilid~d y Gasto Pú­

blico. Capítulo V Bis. 

Artículo 45 A. Para los efectos del control y evaluación del 

gasto público, se estará a lo dispuesto por este Capítulo y por la -­

Ley Organica de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Ctimara de Dipu­

tados del Congreso de la Unión. 

Artículo 45 B. La Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara 

de Diputados será el Organo competente para llevar n cabo la evalua­

ción y control del gasto público. 

Artículo 45 C. En los organos a que se refiere el artículo 

segundo de esta ley, existir<in unidades internas <le contPaloría yª!!. 
dltor!a las que tendrán el carácter de auxiliares del organo mencio­

nado en el artículo nnterior en sus funciones de control y evalua--­

ción del gasto público. 

Artículo 45 D. Las unidades a que oe refiere el artículo a~ 

terior podrán revisar los procedimientos, 1nétodos y sistemas de ope­

ración conforme a los cuales los organos a que se refie1•e el artícu-
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lo segundo de esta ley realizan sus funciones para el efecto Je dete~ 

minar las correcciones o mejoras que se puednn hacer a loe mlsmo3, -

para que los citados organos aumenten su eficiencia y productlv!dad. 

Asimismo 1 las unidadeD e 1 ta das podrán llevar a cabo la re~ 

11zaci6n de auditorías o cualquier otro procedimiento contable conve­
niente, con el objeto de detectar las !rregular!dade~ que ~e cometan 

en el manejo de los recursos de la Federación. 

Artículo 45 E. Las Unidades de Contralorfa y Auditoría In­

ternas deb.erán presentar semestralmente un informe a la Contaduría -

Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados rlel Congreso de la Unión, 

que contengan los resultados obtenidos con rnotivo <lel ejerci~lo de -

sus atribuciones, en el que deberán precisar las 1nocllclis correctivas 
que hayan determinado en cuanto a Jos sistemas y m6todos, conforme -

a los cuales los 6rganos que controlan realizan su~ funcior1cs 1 y las 

irregularidades detectadas en el desarrollo de suG actividades de a~ 
ditoría para el efecto de que la mencionada Contaduría Mayor- 1 promu~ 

va ante las autoridades competentes el fincamiento de las Responsabl 

lidades a que hubiere lugar, en los términos de su Ley Orgánica. 
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e o N e L u s I o N E s 

1. Del análisis histórico reali:ado c>n este nnbajo, se nue-

de apreciar que durante el M6xico lndc1Jcndiente, la reglJlaci6n de -
la responsabilidad de los servidores !lílhlicos se ha concretado al -
aspecto penal mediante el J11icio Polític0 1 q11c tenia como finalidad 

determinar si existía o no 1;1 rcs11onsabiliJ3<l pcn;1l a carpo del SCL 
vidor pfiblico, en base a tipos penales redactados en formn .tan am­
plia y ec116rica que en ellos podría cnc11adrarsc cualquic1· conduc­

ta. 

2. Por cuanto hace al an§lisis del Título IV Constit11cional, 

seftnln los aspectos ~cn6ricos de la responsabilidad politica, penal 

y administrativa. 

La Responsabilidad Política es la que se exi~e mediante el Jui 
cio Político n los Scnndores y Diputados del Conpreso de ln llnión. 

los ~linistros de la Suprena Corte <l~ J11stici~ de la ~nci6n, l0s Se­

cretarios de D~spacho, los Jefesde Departn~cnto Administrativo, los 

Representantes de In Asamblea del Distrito Fedc.•rJ.1, C'l rrocur;¡cior r.~ 

ru~1·al de la Repüblicn, el Procurador e.le Justicia ch.·1 iHstrito Federal, 

los "lnp.istrndos de Circuito y JuecC's de Distrito, los '·la.r.i~trados y 
Jueces del F11ero Común del Distrito Federnl y los Directores y sus -
equivalentes en los Organismos Descen11·alizados. 

Por Jo que se refiere a Ja responsabilidad penal, se establece 
la declaraci6n de procedencia de la C5m:¡ra de DipL1tndos para poder -

iniciar un procedimiento penal en contra de los Ilipl1tndos y Senado­

res del Con~reso de la Unión, los ~linistros de la S11prc~a Corte de -

Justicia de la :\ación~ los Secretarios de Despacho, los Jefes dt:" 
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Departanc-ntos Administr:iti\·os los Re11resentnntc>s a la As::ullbll'a del -

Distrito Federal 1 el Procur.idor <lenend de la Rcpúblicn, el Procurf!_ 

dor General de Justicia del Distrito Federal y el Presidente de la 
República. 

La Respousabi lidad Administrat i\·:1 se da como consecuencia del 

incumplimiento de las obligaciones a que cst5n sujetos los servido­
res públicos. 

3. La Ley Federal de Res~onsabilidades de los Scrvidor~s Pfi­

blicos, reRula el procedimiento del Juicio Politico 1 cst~blcciendo 

las causas por las que proccde 1 las cuales sen tan va~as e impreci­

sas que se ha propiciado que dicho Juicio se convierta en un instr~ 

mento de represión política. 

Asimismo, el ordenamiento citado repula el 11rocedimicnto con­
fcrme al cual se llevarfi a cabo la Declaraci6n de Procedencia, Ins­
tituci6n que no tiene raz6n de ser en vir~u<l de q11e el se1·vidcr pG­
bl ico es también ciudadano}' cc~o tal, rlc-he ser c:ujeto de la ley P.!!, 
nal en los n1ismos términos que c11alquier otra ~er~o11a. 

Del an5lisis de Jns responsaliilid~dcs administrativas c¡ue re­

~uln la ley, se concluye que las contrnlorfns intcr11as co1no 6rg~no 
sancionador no tienen ra:6n de ser, puesto que existen procedimien­
tos previstos en otras leyes para que las autoridades competentes 

las apliquen. 

4. Del estudio de la Secretaría de ln Contraloria Gene1·nl de 
la Federación y de sus funciones principales se concluye, que lejos 

de ser un Organo que d¿ unidad al Sistema Sncional de Control y Ev! 
luaci6n Gubernamental, su ma~nitud y la amplitud de ~us facultades 
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hace dispersa la función de control. 

S. Por lo expresado en los cuatro puntos anteriores, propon! 

mes en el Capitulo Cuarto de este trabajo que el control se enfoque 

a tres aspectos: el Juicio Politico. las Responsabilidades Admini! 
trativas y el Control y Evaluacj6n del Gasto PGblico. 

En cuanto al Juicio Político, proponemos que las Legislaturas 
locales lleven a cabo la substanciación de dicho Jt1icio 1 d~ confor­
midad con lo que estnblezcan en sus Leyes de Responsabilidades, pa­
ra fortalecer el federalismo que nos rige. 

En cuanto a las responsabilidades administrativas, se sugiere 
que las sanciones que deriven de dicha responsabilidad sean aplica­
das por las autoridades competentes. 

En cuanto al control y evalu3ci6n del gasto público, propone­
mos que existan unidades de contraloría y a11ditoria i11tcrnas en C3-

da uno de los 6rganos que conformen los Poderes Je la Unión, a efef 
to de que lleven a cabo las funciones de control y auditoria. 

6. Las unidades mencion:Jd:Js C'n el punto ant.:-1·i0r, inforii15rfin 

los resultados obtenidos como consecuencia del ejercicio de sus atr! 

buciones, a la Contaduria ~layar de Hacienda de la C5marn de Diputa-­
dos, en virtud de que dicho Organo re\•isor de la cuenta pública, fo!. 
talece el equilibrio entre los Poderes de la Unión, go:ando adem5s -
de imparcialidad al ejercer sus facultades en relación a las depen-­
dencias y entidades de la administr:Jci6n pública federal, puesto que 
no forma parte de ellas. 

7. Estamos conscientes de que el tema que tratamos es sumame! 

te amplio y puede dar lugar a mOltiples consideraciones. No hemos -
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agotado el tema del presente trnbajo, únicamente nos concretamos a 

los aspectos yn sefialados por conside1·ar que son los que requieren 
de una reforma urgente, toda vez q11e el Jt1icio Político es un ins­

trumento que resulta muy efectivo para exigir las rcsponsnbilidades 
de los pohernantes, en ln mcdi<la en que el sistema federal qt1e nos 
rige sea fortalecido. 

El control en cuanto al mnnejo de los recursos del Estado, s~ 

rá más imparcial si se cncomie>nda a 1.1 Contadurí.'.l ~l;iyor <le IJi:-icien­

da de la C5fuara de Diputados, por ser un Orpnno colcpiado y que no 

depende del Poder Ejecutivo Federal, evit5ndose aJemfis la dl1plici­

dad de funciones entre la Secretaria <le In Contrn1orin Gcnc1·al Je -

la Federación y la referida Contadttría ~!a)'or <le li;1cicnda. 

El sistema de responsabilidades administrativas vigente repr~ 
senta, un alto costo para el Estado. Las sanciones q11e ;1¡1lican las 

contralorfas internas, pueden ser a~licadas ¡1or l:1s ut1to1·idadcs ju­
diciales, en el caso de la sanción e~on6mica nor Jafios y pcrjt1icios 

cau~udos al Estado o por enriquecimiento ilfcito. pn1· las a11torida­
dcs l<Jbor.1Jes 1 en f."l caso dc l<l ..!c~titución, su;;.ne 11siü11 o inhao:ill_ 

taci6n de los trabajadores de base y por el jefe inmediato del in­

fractor, en el caso del apcrcibin1icnto y 1:1 :1r1un~st:1ci61: de 105 t1·~ 

bajadorc~ de base y de confian:a, e igt1almcntc en el c:1so de la de~ 

titt1ci611. suspensión e inl1abilit:1ci611 de ~5tos üJtir1os. 

8. El problema de la cor1·t1pci611 se solt1cionar5, en la medida 
en que se eduque a los mexicanos c11 s6lidos valores ~tices. siendo 

los 6r,:?anos de control, un instrumt'nto jurídico de ar.ayo pa1·a co1nb~ 

tirla 1 pt'TO nOnca solt1cionarla. 

9. La propuesta de reformas legislativas conte11idn en c~te -
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trabajo, indudablemente puede ser superada, no siendo la única S.2, 

lución a las deficiencias que existen en nuestro Derecho Positivo, 
en lo relativo a la 1·espon~abilidad de los servidores póblicos. 
Constituye Cmicnmente una modesta aportación 
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